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Prefacio a la colección de Cuadernos 
de Prospectiva Política 

	 El Proyecto de Análisis Político y Escenarios Prospectivos (PAPEP), 
impulsado desde hace más de una década por la Dirección Regional para Amé-
rica Latina y el Caribe del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
(PNUD), nace como parte de un esfuerzo deliberado por revalorizar la política 
para fortalecer la democracia en la región. La idea central es que los modos en 
que se ejerce el liderazgo político, se construye poder democrático, se cumplen 
los procesos de diseño y reforma institucional, se toman las decisiones políticas y 
se elaboran y ejecutan las políticas públicas tienen un alto impacto en la capacidad 
de las democracias para construir ciudadanía. 

En esta última década, varios países de América Latina asistieron a un resurgi-
miento de la capacidad transformadora de la política. Desde orientaciones polí-
ticas diferenciadas, gestadas como respuesta a la crisis de la “media década per-
dida”, se buscó incrementar la capacidad de respuesta del sistema político tanto 
ante las nuevas condiciones de la tecnoeconomía global y los equilibrios geopolí-
ticos emergentes, como ante las demandas de ciudadanos cada vez más críticos de 
su realidad, más conscientes de sus derechos y más propensos a la participación 
en el espacio público. Este proceso generó mayores grados de autonomía y contri-
buyó a ampliar la frontera de lo posible en términos de construcción de proyectos 
nacionales. También supuso una polarización política creciente acompañada de 
nuevas tensiones para la institucionalidad democrática, en la medida en que se 
rompió el consenso sobre los modelos de desarrollo y democracia imperantes en 
la región desde mediados de los años ochenta. 

Si la primera colección de Cuadernos PAPEP de Gobernabilidad Democrática, 
coordinada por Fernando Calderón, puso el énfasis en la necesidad de superar 
años de predominio de la idea tecnocrática para reposicionar la importancia de la 
política en los procesos de desarrollo y de construcción democrática, esta segunda 
colección de Cuadernos PAPEP de Prospectiva Política, coordinada por Antonio 
Aranibar, parte precisamente del análisis del proceso de revalorización de la polí-
tica que vivió la región en la última década. Profundiza en sus características, revi-
sa su vinculación con la gestión del conflicto social (cuaderno 1), con la gestión de 
la crisis económica global (cuaderno 2) y con la emergencia de distintos procesos 
de cambio sociopolítico en la región (cuaderno 3), explora las características y 
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orientaciones del liderazgo político que lo impulsó, lo sustenta y lo proyecta (cua-
derno 4), y con la mira puesta en el futuro, apuesta a fortalecer un cierto tipo de 
ejercicio de la política, la política democrática.

Estos Cuadernos no buscan dar cuenta de una noción ideal del ejercicio de la 
política, sino aprehender dinámicas que se dieron en distintos procesos políticos, 
y que contribuyeron a crear poder democrático para la expansión de ciudadanía, 
insertos en contextos nacionales específicos marcados por fragilidades institucio-
nales y déficits ciudadanos diversos. Desde esta perspectiva, una política de buena 
calidad es aquella capaz de enfrentar los cambios internos de las sociedades nacio-
nales y asumir los desafíos que plantea la globalización en un marco democrático, 
aquella que reivindica una noción ética del servicio público, que se basa en una 
práctica y una reinvención constante del diálogo y la deliberación como sustento 
de las decisiones políticas y apuesta a la construcción de la pluralidad, que coloca 
al ser humano en el centro de las preocupaciones de la política pública. 

Elevar la calidad de la política, fortalecer la política democrática para profun-
dizar la democracia de ciudadanía es el hilo conductor de esta segunda colección 
de Cuadernos. Y una de las apuestas prioritarias del PNUD en América Latina.

El primer cuaderno, La protesta social en América Latina, explora las potencialida-
des de la política democrática para gestionar la conflictividad social. Partiendo de 
un análisis cualitativo y cuantitativo de los conflictos por la reproducción social, de 
los conflictos institucionales y de los conflictos culturales registrados en los medios 
de comunicación de 17 países de América Latina entre 2009 y 2010, se argumenta 
que la protesta es parte integral de la ecuación democrática latinoamericana. Des-
de una perspectiva analítica, la situación ideal es aquella donde existen, a la vez, 
conflictos sociales y capacidades institucionales y políticas para procesarlos. Lo 
contrario es mantenerse en la inercia de un Estado incapaz de asumir los desafíos 
que plantean los conflictos sociales, pero también en la inercia de sociedades que 
protestan, pero que no tienen capacidad de proyectarse como actores autónomos 
del desarrollo.

De ahí la apuesta por la política constructivista como la mejor forma para pro-
cesar conflictos en las sociedades latinoamericanas. El constructivismo político 
parte de la pluralidad sociocultural y de las desigualdades estructurales, y explicita 
los juegos de poder para construir un orden común, resultado de un proceso 
conflictivo. La política constructivista se basa en un sistema de expectativas y de re-
conocimientos recíprocos entre los diversos actores, respeta las diferencias, pero 
también permite construir nuevas identidades y opciones. La política y los actores 
sociales se hacen y rehacen de forma constante en el conflicto, y este se alimenta 
de relaciones desiguales de poder, reales e históricas. El conflicto no es sinónimo 
de guerra; es más bien el orden conflictivo de la interculturalidad y de la diversi-
dad consustancial a la democracia. En ese sentido, la política se hace cargo de la 
elaboración de la pluralidad. 
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El segundo cuaderno, Impactos políticos de la crisis económica global en América La-
tina, explora las posibilidades de la política democrática para gestionar las ten-
siones asociadas a una crisis económica internacional de evolución e impactos 
aún inciertos. En términos metodológicos, el cuaderno utiliza una combinación 
de las metodologías de prospectiva política desarrolladas por PAPEP y el Sistema 
de Análisis Político y Escenarios Múltiples (SAPEM) de la Secretaría de Asuntos 
Políticos de la OEA, que han sido aplicadas por ambos proyectos en casi toda la 
región para analizar tendencias y proyectar escenarios de los procesos políticos 
nacionales. Este primer ejercicio conjunto para desarrollar un marco conceptual 
y analítico comparado latinoamericano utilizó el método de los ejes de Schwartz 
para resumir información contenida en papers expertos, análisis de opinión públi-
ca y entrevistas a actores y analistas expertos de América Latina. 

El cuaderno concluye que en aquellos países de la región que sortearon de 
mejor forma los desafíos heredados de la recesión de 2009, las capacidades para 
la política democrática se asentaron en un triángulo compuesto por liderazgos 
políticos representativos con capacidad de construir horizontes compartidos de 
sociedad, acuerdos sociopolíticos amplios y de geometría variable para impulsar 
transformaciones sociales fortaleciendo la institucionalidad democrática, y la im-
plementación de políticas públicas centradas en los ciudadanos, especialmente en 
los sectores más vulnerables a los impactos de la crisis. Más aún, el estudio demues-
tra que la construcción sostenida de capacidades para la política democrática es 
una condición indispensable para cerrar las brechas estructurales entre Estado y 
ciudadanía en el mediano plazo y promover dinámicas de inclusión que les den 
sostenibilidad a los procesos de construcción democrática. 

El tercer cuaderno, Procesos de cambio político en América Latina, explora las po-
sibilidades de la política democrática para promover transformaciones sociales, 
construir institucionalidad y responder a los desafíos estratégicos de la agenda pú-
blica de la democracia en los diferentes países de la región. Para ello, se reúne una 
selección de estudios de caso de procesos políticos representativos de las diversas 
orientaciones en disputa en países del Cono Sur, la Región Andina y Centroamé-
rica. La perspectiva nacional permite profundizar en los matices propios de cada 
proceso, al mismo tiempo que alimenta una mirada regional comparada sobre 
el nuevo rol del Estado, el modelo de desarrollo o el devenir de las instituciones 
democráticas, entre otros. 

La visión prospectiva resalta la importancia de generar acuerdos sociopolíticos 
amplios e incluyentes para abordar los temas “duros” de la agenda de política 
pública, como la inseguridad y la violencia en varios países de Centroamérica, o la 
promoción de dinámicas de inclusión social en países de la Región Andina. Todos 
los estudios de caso que presentan escenarios políticos de corto y mediano plazo 
fueron discutidos con actores políticos, económicos y sociales con alto grado de 
influencia en los procesos políticos. Muchas de esas discusiones contribuyeron a 
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posicionar temas y a cualificar la toma de decisiones estratégicas. Por eso el libro 
no sólo deviene en una muestra de casos, sino en una transmisión útil de métodos 
y conocimiento para la prospectiva y la incidencia política. 

El último cuaderno, El liderazgo político en América Latina, profundiza en una 
dimensión poco explorada, pero central, a la hora de evaluar las posibilidades de 
fortalecer la política democrática: las características, orientaciones y tendencias 
presentes en quienes lideran los procesos de cambio político en la región, así 
como el tipo de demandas y expectativas ciudadanas que los sustentan. Este análi-
sis cobra más relevancia en un contexto como el latinoamericano en que la institu-
ción presidencial tiene poderes formales relativamente altos, y el presidencialismo 
se ha acentuado en el proceso de salida de crisis del año 2000 y se ha confirmado 
en la gestión de la recesión económica de 2009. El análisis se sustenta en más de 
treinta entrevistas en profundidad a líderes de una decena de países de la región, 
se enriquece con una revisión de entrevistas realizadas a líderes regionales a lo lar-
go del último ciclo democrático para aportar una contextualización histórica y se 
complementa con análisis de encuestas de opinión realizadas en la última década 
sobre el tipo de liderazgo que prefieren y el tipo de demandas que priorizan los 
ciudadanos latinoamericanos. 

Por último, esta segunda colección de Cuadernos de Prospectiva Política pro-
pone una apuesta metodológica para fortalecer el ejercicio de la política demo-
crática en América Latina: la prospectiva política como una forma de posicionar el 
pensamiento estratégico al centro de la toma de decisiones políticas. Ello supone, 
desde la experiencia del PAPEP, analizar las decisiones políticas y/o las políticas 
públicas desde el punto de vista de su impacto sobre los escenarios posibles de cor-
to y mediano plazo, priorizando las necesidades y aspiraciones de los ciudadanos, 
identificando temas estratégicos, subrayando los tiempos políticos y los arbitrajes 
intertemporales que definen el marco de lo posible y a la luz de la experiencia his-
tórica particular de tres décadas de construcción democrática en América Latina. 

Realizar este examen en interlocución con representantes del sistema político 
de toma de decisiones en su conjunto es un modo de fortalecer la capacidad cons-
tructiva de la política y de darles sostenibilidad a los procesos democráticos en la 
región. En definitiva, en un momento histórico complejo, incierto, fascinante de 
crisis y cambio a escala global, PAPEP apuntala la prospectiva político-estratégica 
no como una forma de vislumbrar o adivinar el futuro, tampoco como una ma-
nera de adaptarse a él, sino como una apuesta activa a revalorizar la política para 
construir el presente. 

heraldo muñoz
	 Subsecretario General de la ONU,
	 Administrador Auxiliar y Director Regional 
	 del PNUD para América Latina y el Caribe



Presentación
 

	 El cuaderno La protesta social en América Latina, que inaugura la se-
gunda colección de Cuadernos de Prospectiva Política del proyecto PAPEP/
PNUD, está inspirado en la fascinante y aleccionadora tradición de moviliza-
ción social del pueblo latinoamericano. 

Desde las luchas por la recuperación de la democracia y la defensa de los 
derechos humanos, hasta las protestas de los movimientos estudiantiles por 
una educación de calidad, pasando por los conflictos por la defensa de la con-
dición obrera frente a los procesos de ajuste estructural, las reivindicaciones 
de los movimientos campesinos por el acceso a la tierra, los conflictos urbanos 
por mejorar la calidad de vida en ciudades en expansión desenfrenada, las 
reivindicaciones regionales por la profundización de los procesos de descen-
tralización, las protestas de las clases medias empobrecidas en la crisis de la 
“media década perdida” o las demandas de los movimientos indígenas por 
el respeto de sus territorios y por la revalorización de sus usos y costumbres 
ancestrales, las movilizaciones sociales en América Latina han sido y son por-
tadoras de democracia. 

Por ello, este cuaderno ofrece una aproximación diferente a la protesta so-
cial. Primero, al reconcer que la democracia es, en esencia, un orden conflic-
tivo. El conflicto social es un dato de la realidad social latinoamericana y es 
parte de la ecuación política de los procesos de cambio en democracia que 
hoy viven varios países de la región. 

A partir de un monitoreo diario de la información contenida en 54 periódi-
cos de 17 países de la región entre octubre de 2009 y septiembre de 2010, es 
posible señalar que la conflictividad social en América Latina comparte ciertos 
rasgos comunes: se desarrolla en un contexto caracterizado por la existen-
cia de estructuras de poder muy concentradas y de una desigualdad crónica, 
fuertemente cuestionadas por la ciudadanía; es compleja y se presenta cada 
vez más fragmentada, en algunos casos es muy numerosa y alcanza gran in-
tensidad; tiende cada vez más a expresarse en los medios de comunicación 
de masas, tanto en los tradicionales como en las nuevas redes de comunica-
ción, que no son neutrales pero tampoco instrumentos mecánicos de poder; 
la participación social en los conflictos es amplia, así como la capacidad de 
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movilización ciudadana, mientras que las instituciones estatales –principales 
demandadas– son débiles y no tienen la suficiente capacidad para gestionar 
los conflictos dentro de los marcos democráticos. 

Segundo, al comprender que el conflicto social no es en sí negativo. Encie-
rra un potencial de transformación, en muchos casos expresa un sentido co-
mún y es portador de cierta sabiduría popular sobre los límites de los procesos 
de desarrollo. 

El análisis identifica tres campos de conflicto con racionalidades distintas: 
las demandas y luchas por la reproducción social son prácticas por una mejor 
calidad de vida, los conflictos institucionales buscan mayor eficacia y legitimi-
dad de las instituciones del Estado, y los conflictos culturales buscan cambiar 
los modos de vida y, en este sentido, son conflictos estratégicos. Todos ellos 
están asociados con demandas pragmáticas. Los ciudadanos saben dónde les 
aprieta el zapato. ¿Por qué las protestas sociales frente a las grandes inversio-
nes en las industrias extractivas? ¿Los ciudadanos están mal informados, no 
saben que las inversiones generan crecimiento y empleo? ¿Los ciudadanos no 
tienen paciencia para esperar los beneficios potenciales de esas inversiones? 
¿Los ciudadanos son instrumentalizados por una dirigencia sobreideologiza-
da que promueve lógicas de fragmentación y conflicto? Lo que encontramos 
es que la mayoría de quienes protestan lo hacen en defensa del agua que 
consumen sus familias, del agua con la cual riegan sus sembradíos. No sólo la 
calidad de vida no ha mejorado, sino que ha empeorado por la ausencia de 
regulaciones ambientales que los protejan. En suma, detrás de las protestas 
sociales encontramos deterioros reales y/o percibidos de la calidad de vida de 
los ciudadanos, frente a los cuales se debe dar respuesta. 

Tercero, al señalar que el problema central no radica en la presencia de 
conflictos en una sociedad, sino en la ausencia de capacidades para gestio-
narlos progresivamente desde el Estado. Si miramos a los protagonistas de los 
conflictos sociales en América Latina, queda en evidencia una tensión central. 
Por un lado, el Estado sigue siendo un actor central en los juegos de poder 
y de conflicto, un referente de las demandas sociales y un centralizador del 
malestar colectivo. Por el otro, la sociedad está experimentando un proceso de 
fragmentación progresiva de los actores colectivos y de sus identidades, lo cual 
se refleja en una tendencia a la multiplicación de las demandas fuera de los 
marcos clásicos e institucionalizados de los conflictos. Ello permite subrayar 
la hipótesis de que se está frente a una situación en que predominan socieda-
des policéntricas y Estados débiles con capacidad limitada para gestionar los 
conflictos y resolverlos con un sentido de cohesión social y expansión demo-
crática. Como se subraya a lo largo del presente cuaderno, se experimentan 
situaciones muy variadas en la región, pero en términos generales se concluye 
que a mayores brechas sociales y menores niveles de legitimidad del régimen 



presentación  17

institucional, mayor cantidad de conflictos asociados a mayores niveles de ra-
dicalidad en la protesta. Muchos conflictos tienden a escalar por falta de mar-
cos institucionales capaces de ofrecer plataformas de diálogo y negociación. 

Cuarto, al apostar por el constructivismo político como la mejor forma po-
lítica para procesar conflictos en sociedades heterogéneas y fracturadas por 
múltiples desigualdades, como las latinoamericanas. Los conflictos sociales 
son eventos que ponen a prueba la capacidad de los sistemas políticos para 
responder a las necesidades y demandas sociales; una respuesta desde el cons-
tructivismo político se orienta a fortalecer y mejorar las relaciones entre los 
actores del conflicto, evitando que la incompatibilidad, o la percepción de 
incompatibilidad de objetivos conduzca a un rompimiento y a una escalada de 
la violencia. El constructivismo político, que asume los juegos de poder para 
fortalecer la democracia y parte de la pluralidad sociocultural para construir 
un orden común, puede constituirse en una alternativa para la transformación 
de los conflictos y el fortalecimiento de la democracia. Al contrario, la crimina-
lización de la protesta social por parte de las autoridades del Estado que está 
siendo interpelado y que debe dar respuesta a estas demandas es el principal 
factor que multiplica conflictos y que exacerba la violencia. Retomando las pa-
labras de un ciudadano entrevistado para este informe: “Enviar a los militares 
y a los policías, ¿contra quién? ¿Contra el pueblo? NO, contra el pueblo NO, 
queremos diálogo, diálogo, diálogo”.

Quinto, al señalar que el horizonte deseable, la situación ideal es aquella en 
la que existen, a la vez, conflictos sociales y capacidades institucionales y polí-
ticas para procesarlos. Lo contrario es mantenerse en la inercia de un Estado 
incapaz de asumir los desafíos que plantean los conflictos sociales, pero tam-
bién en la inercia de sociedades que protestan, pero que no tienen capacidad 
de proyectarse como actores autónomos del desarrollo. De ahí la profunda 
convicción que subyace a este libro: si los conflictos se gestionan a través del 
diálogo y la negociación, atendiendo tanto a las causas estructurales como a 
las coyunturales que lo determinan, puede ser aprovechado como una oportu-
nidad para realizar las transformaciones que las sociedades latinoamericanas 
requieren para ser más equitativas y justas.

En definitiva, este cuaderno no sólo analiza las dinámicas y tendencias de la 
conflictividad social en América Latina, sino da claves certeras de cómo abor-
dar la gestión del conflicto para profundizar la democracia en América Latina. 
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Duarte (quien trabajó el caso de Brasil), Daniel Moreno (quien realizó una va-
lidación metodológica del estudio), Francisco Canedo (para el capítulo de es-
cenarios prospectivos), Matías Gallardo (para la publicación y la presentación 
de la edición boliviana del presente cuaderno). Y un agradecimiento especial 
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Introducción

	 planteamientos iniciales

	 El presente libro nace de una expectativa posible. Latinoamérica 
tiene serias oportunidades, como pocas veces en su historia, de emprender un 
avance sustantivo, tanto en términos de democracia como de desarrollo. Esto 
supone, entre otros factores, la expansión de una política constructivista para 
procesar conflictos e impulsar estrategias de desarrollo en función de metas 
posibles de inclusión social con innovación productiva.

Luego del fin de ciclo de las reformas estructurales y de una democracia 
principalmente “electoralista”, la región vivió, de diferente manera, un mo-
mento histórico de inflexión y cambio político. Los nuevos y viejos problemas 
socio-institucionales se expresaron en saldos negativos en productividad, in-
equidad y pobreza; pero también en problemas de confianza institucional, 
límites de los sistemas de representación y caída de la legitimidad de los par-
tidos políticos.

El “modelo” general de libre mercado fue insuficiente para producir un 
nuevo orden social. Sus límites emergieron en conjunto con nuevos temas, 
como aquellos referidos a la necesidad de una mayor estatalidad y fortaleci-
miento institucional, la inclusión social y la participación ciudadana, los mo-
vimientos más recientes para el reconocimiento de la interculturalidad, los 
cambios productivos asociados con demandas de una equidad compleja, la 
ampliación del espacio público comunicacional, el retorno y la redefinición 
del multilateralismo vinculado con la crisis y los cambios en el escenario glo-
bal. En el plano político, nacieron y se consolidaron orientaciones de carácter 
nacional-popular, de neodesarrollismo indigenista, de reformismo práctico y 
de un conservadurismo aggiornado. No obstante, aún quedan temas pendien-
tes que surgirán con los resultados de la actual crisis global y el nuevo orden 
internacional emergente. 

Hoy se vive un momento único de cierta estabilidad política. La región ha 
salido relativamente airosa de la crisis global en curso. Los recientes cambios 
políticos refuerzan en buena medida el comienzo de una cultura de alter-
nancia que a la larga podría fortalecer el poder de la democracia. Además, se 
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vienen inventando y reactualizando procesos de integración regional o subre-
gional y varios países vienen construyendo y participando en diversos pactos 
comerciales y económicos fuera de la región, con importantes consecuencias 
políticas a escala latinoamericana. La región vivió una inserción limitada y 
poco sostenible en la globalización. Parece que la crisis global y las gestiones 
políticas en curso abren ventanas de oportunidades para avanzar en términos 
de una mayor calidad de la democracia y del desarrollo y de un mejor posi-
cionamiento a escala mundial. En el corazón de estos temas se encuentran los 
conflictos sociales y la capacidad política de procesarlos.

¿De qué modo, entonces, el conflicto social afecta a los procesos mencio-
nados? Responder a esta inquietud es, de hecho, la intención del presente 
estudio. La investigación se organiza, así, en torno a las siguientes pregun-
tas: ¿cómo se expresan los conflictos en el espacio público latinoamericano?, 
¿cómo se expresa y caracteriza la conflictividad en los diferentes contextos 
político-ideológicos y subregionales?, ¿cuáles son los principales campos de 
conflictividad en América Latina?, ¿cuál es la relación entre Estado y sociedad 
en el conflicto?, ¿qué dinámicas de radicalización de los conflictos hay en la 
región?, ¿cuál ha sido la capacidad política para procesar conflictos?, ¿qué 
escenarios prospectivos son posibles en el mediano plazo y cómo afectan la 
gobernabilidad? En definitiva, ¿cómo afectan los conflictos a la democracia y 
el desarrollo?

Como conclusión general, esta obra plantea que la lógica de los conflic-
tos sociales que experimentó Latinoamérica entre 2009 y 2010 se dio en un 
contexto histórico que ha resistido con cierto éxito a la crisis global, a raíz 
de proyecciones económicas relativamente favorables, niveles importantes de 
crecimiento económico, la disminución de indicadores de pobreza de ingresos 
y una opinión pública algo optimista que, en buena medida, valora la demo-
cracia como régimen político y como forma de vida colectiva. Sin embargo, 
aún quedan temas pendientes referidos a la economía del conocimiento y la 
equidad.

Más allá de la diversidad de los países de América Latina y de los avances 
mencionados, existen problemas, tendencias y opciones que tienen una pla-
taforma básica compartida prácticamente en toda la región, sobre la que se 
desenvuelven los conflictos estudiados. Se trata de sociedades con estructuras 
de poder muy concentradas, dinámicas económicas no siempre competitivas 
en el mercado internacional, instituciones estatales relativamente débiles y 
poco legítimas, con serios problemas en términos de violencia y de seguridad 
ciudadana, de exclusión social (desigualdad y pobreza) tanto en términos ob-
jetivos como subjetivos, de niveles de participación ciudadana limitados y de 
irregulares e incompletos mecanismos de reconocimiento institucional de las 
identidades culturales.
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Por otra parte, las problemáticas aquí analizadas responden a un fenómeno 
particularmente importante, y es que tienden cada vez más a expresarse en 
los medios de comunicación de masas, tanto en los clásicos (televisión, radio 
y periódicos) como en las nuevas redes de comunicación (Internet y telefonía 
móvil). En el libro se asume la tesis de que estos medios vienen reconfiguran-
do el espacio público. Los medios son fuentes de poder, se trata de institucio-
nes y empresas que construyen significados e imaginarios públicos sobre el 
conflicto, socializando a las personas. Los medios necesitan de los conflictos y 
los conflictos los necesitan a ellos. Son, en suma, espacios públicos donde se 
reflejan, crean y disputan las relaciones de poder, y donde se reconocen los 
conflictos entre los actores en pugna. No son neutrales, pero tampoco instru-
mentos mecánicos de poder; constituyen el lugar donde se expresan los inte-
reses políticos y sociales, donde confluyen las distintas miradas periodísticas. Y 
son también negocios. Sus características dependerán del mercado y del juego 
de intereses y presiones de los actores concretos.1

En la dialéctica medios-sociedad, no sólo hay una relación complementa-
ria entre medios y actores en conflicto. Desde una perspectiva constructivis-
ta, los primeros construyen realidad, contribuyendo a dibujar narrativas e 
imaginarios que acaban teniendo un impacto en el mundo real, es decir, en 
el sistema político, en el proceso de toma de decisiones y en las agencias de 
los actores sociales.

Los conflictos estudiados muy a menudo combinan una lógica social y na-
cional, por un lado, con otra cultural y global, por otro. Las oposiciones so-
ciales y de los pobres hacen frente a los Estados y a las instituciones interna-
cionales de poder. Los nuevos conflictos culturales se resisten a las lógicas de 
concentración de poder que genera la tecnoeconomía de la información y los 
modelos de consumo y degradación ambiental que todo ello supone.

En este contexto, se ha detectado un patrón de conflictividad caracterizado 
por conflictos sociales asincrónicos,2 es decir, con distinta dirección, intensi-
dad y sentido, asociados con la búsqueda de niveles de vida básicos, con de-
mandas de gestión institucional eficaz y legítima (sobre todo, hacia el Estado) 
y con estrategias de cambios en las dinámicas de convivencia intercultural. 

Uno de los hallazgos centrales del estudio se refiere precisamente a la com-
plejidad de esta asincronía. El estudio concluye que a mayores brechas sociales 
y menores niveles de legitimidad del régimen institucional, mayor cantidad de 
conflictos (gráficos 1 y 2).

1  Para una análisis conceptual y actual del tema, véase Castells (2009). 
2  Retomando el concepto de “cambio asincrónico” de Gino Germani (1981).
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Por otra parte, la relación entre cantidad de conflictos, niveles de radicali-
dad, legitimidad institucional y brechas sociales es muy importante pero más 
compleja. Cuanto más alto el apoyo al régimen institucional, menos conflictos 
llegarán a niveles de enfrentamiento violento (gráfico 1). El vínculo entre las 
brechas sociales y la radicalización no es lineal, sino que dibuja una “U” en la 
que los países con brechas medias tienen menos casos de violencia y enfren-
tamiento que aquellos con brechas amplias y con brechas bajas (gráfico 2). 
Esto se debería a las diferentes formas de interacción entre sociedad, Estado y 
conflictos, a su capacidad de procesamiento y, en general, a la cultura política 
y la trayectoria histórica de los países. A todo esto, una buena noticia se ha ins-
talado en la región, pues existe un casillero vacío que favorece a la democracia 
y al desarrollo: la conflictividad social en los países latinoamericanos no es muy 
alta ni muy radicalizada.

Gráfico 1. Relación entre apoyo al régimen institucional 
y número de conflictos/promedio de radicalización
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Gráfico 2. Relación entre brechas sociales y número de 
conflictos/porcentaje de conflictos radicalizados
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Fuente: Gráfico elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog.

Con el objetivo de tener una visión regional de las orientaciones de la acción 
colectiva, el estudio identifica tres grandes campos de conflictividad3 en Amé-
rica Latina, en los cuales se encuentran subsumidas las diferentes demandas 
que son la base de las movilizaciones colectivas: a) demandas por reproduc-
ción social; b) demandas institucionales; y c) demandas culturales. Los tres 
campos tienen una racionalidad parcialmente distinta: a) las demandas y lu-
chas por la reproducción social y por la calidad de vida son sobre todo prác-
ticas; b) los conflictos institucionales buscan mayor eficacia y legitimidad de 
las instituciones del Estado; y c) los conflictos culturales buscan cambiar los 
modos de vida (y, en este sentido, son conflictos estratégicos).

Otro de los rasgos generalizados de los conflictos, en casi todos los casos y 
niveles, es que los códigos de manejo de estos tienden a ser parainstituciona-
les. Es decir, los actores recurren a normas e instituciones para desarrollar sus 

3  Los campos de conflictividad pueden definirse como el conjunto de acciones 
y demandas construidas por los diferentes actores sociales que expresan sus 
identidades, intereses, producciones y orientaciones, y que hacen mención a 
las relaciones sociales involucradas y a los intereses de poder en juego (adap-
tación de la definición de Calderón, 1986: 341).
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intereses, pero en gran medida tales prácticas van acompañadas de acciones 
“paralegales” en las que los mecanismos de intermediación y las redes sociales 
a menudo informales son muy importantes.

Por otro lado, en la interpretación que hace esta obra persiste una paradoja: 
el Estado es un actor central en los juegos de poder y de conflicto, pero tiene 
una capacidad limitada para gestionarlos y resolverlos con un sentido de co-
hesión social y expansión democrática. Claro está que se experimentan situa-
ciones muy variadas, desde países con mayor capacidad estatal y, consecuente-
mente, con mayor capacidad de procesamiento de conflictos, hasta países en 
los que estas capacidades son menores y las tendencias a la ingobernabilidad, 
crónicas. 

De manera correlativa, Latinoamérica experimenta una notable fragmenta-
ción de sus conflictos asociada con una multiplicación de actores de distinto 
tipo. Nuevos y viejos actores individuales y colectivos interactúan en diferentes 
planos y dimensiones sociales y culturales que el Estado y las instituciones tie-
nen dificultades para procesar. Estas dinámicas sociales forman parte de los 
efectos colaterales de la globalización, como la depredación del medio am-
biente o las guerras internacionales, que tienen consecuencias no esperadas 
ni deseadas por el conjunto de las sociedades contemporáneas. Se estaría, en 
suma, evolucionando hacia sociedades en las que la acción colectiva tiende a 
ser cada vez más policéntrica.

Desde una perspectiva analítica, la situación ideal es aquella donde existen, a 
la vez, tanto conflictos sociales como capacidades institucionales y construc-
tivistas para procesarlos. Esa es la mejor manera de avanzar que tienen las 
sociedades democráticas; es la mejor forma, también, de crear condiciones 
innovadoras y sostenibles de desarrollo. 

En este sentido, en América Latina parecen dibujarse cuatro tipos de rela-
ción Estado-sociedad-conflictos. El primero se caracteriza por una cierta soli-
dez del Estado, capaz de articular marcos institucionales para manejar impor-
tantes niveles de conflictividad social; un ejemplo a nivel regional es el caso de 
Uruguay. El segundo se refiere a conflictos importantes, pero no intensos ni 
muy radicalizados, con medianas e irregulares capacidades para procesarlos; 
situación que se da en Brasil, donde el tratamiento de los conflictos (como 
en la mayoría de los casos de la región) se define por una lógica negociadora 
parainstitucional, es decir, a través de mecanismos semiformales de arbitraje y 
negociación, en una práctica en la cual se combinan la libre interpretación de 
los principios legales, la transgresión consentida de las normas y la producción 
de una legalidad más o menos informal con una jurisdicción propia y locali-
zada. El tercer tipo es el de las sociedades con una alta capacidad e intensa 
tradición de movilización y, por otro lado, una débil e ineficiente capacidad 
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constructivista de procesar los conflictos en los marcos institucionales; el resul-
tado son altos niveles de conflictividad social, tanto en términos de cantidad 
de eventos conflictivos como de su radicalidad. Los casos paradigmáticos son 
Perú y Bolivia. Por último, el cuarto tipo es propio de países con Estados fuer-
tes y sociedades con niveles relativamente bajos de acción colectiva y protesta 
social; en estos casos, como Chile y Costa Rica, hay pocos conflictos sociales, 
no tanto por la ausencia de necesidades y demandas, sino por la débil capaci-
dad de movilización de los actores sociales. Lo curioso es que Chile posee altos 
niveles de radicalización.

Vale la pena subrayar que, a pesar de la lógica centralista, existen tenden-
cias actuales e históricas hacia la descentralización de los conflictos a favor del 
Estado territorial, municipal o regional. Varios estudios han asociado esta ten-
dencia con la emergencia de actores socioculturales y políticos que buscarían 
la expansión de una política constructivista. Los casos de las ciudades de Porto 
Alegre, Rosario, Bogotá, La Paz y Villa El Salvador, entre otros, son notables 
ejemplos de aplicación de políticas públicas para procesar conflictos sociales a 
favor de una democracia más plural y sustantiva capaz de enfrentar mejor los 
problemas de la desigualdad y el desarrollo. Estas experiencias y otras simila-
res muestran que es posible encontrar, y quizás expandir, acciones que buscan 
convertir los conflictos, o parte de ellos, en acuerdos que se transformen en 
metas y en resultados concretos. La legitimidad de estos procesos radica preci-
samente en la socialización pública de la información y en la participación de 
los propios actores en la dinámica de cambio.

A juicio del presente estudio, esto estaría vinculado con el desarrollo po-
lítico-institucional de las capacidades estatales para actuar en función de la 
sociedad y en interrelación constante con ella. El desarrollo de una acción 
estatal coordinadora de los más variados espacios territoriales y sectoriales es 
una estrategia importante que permitiría resolver en una lógica fecunda los 
conflictos narrados en este texto.

Lo social, lo político y lo cultural son indivisibles en una comunidad de 
ciudadanos. En una política constructivista, el ciudadano y los actores colec-
tivos autónomos –dotados de información, organizados y con capacidades de 
comunicación interactiva– son los sujetos sociales del cambio y del desarrollo, 
son quienes podrán plantear y gestionar sus intereses y conflictos en el sistema 
político y en espacios públicos más plurales y abiertos que los actuales. Lo con-
trario es mantenerse en la inercia del statu quo, de un Estado poco legítimo, 
débil y sin participación ciudadana para asumir los desafíos que plantean los 
conflictos sociales; pero también de sociedades que no actúan o sólo protestan 
y que no pueden proyectarse como actores autónomos deliberantes ni del 
desarrollo ni de la democracia.
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Como se analiza en detalle en la Guía metodológica, el conflicto se ha trabaja-
do principalmente en un doble enfoque, como parte de un proceso político: 
por un lado, a partir de casos nacionales diferenciados en varias tipologías y, 
por otro, a partir de temas, experiencias y niveles de conflictos. El concepto 
de “asincronía del conflicto” también ha sido una referencia metodológica 
central, pues permitió diferenciar la complejidad de los conflictos en términos 
de sus direcciones, sentidos, intensidades y estructuras.

Las principales unidades de análisis empírico han sido los campos de con-
flictividad suscitados a partir de reproducciones sociales, institucionales y cul-
turales, en un marco temporal específico (de octubre de 2009 a septiembre 
2010), cuando se expresaron y desarrollaron los conflictos. Esta indagación ha 
sido complementada por varios estudios de caso, datos secundarios, procesa-
miento de información de conflictos en la red, estudios bibliográficos y con-
ceptuales. El período analizado es un año relativamente “normal”, sin grandes 
cambios políticos, en el que la región salió de la crisis.

Los conflictos encontrados e interpretados en el presente estudio han sido 
principalmente el resultado de las narraciones públicas elaboradas a lo largo 
de ese año por 54 periódicos en 17 países de la región. Estos medios re-
presentan diversas orientaciones ideológicas, tienen importantes mercados 
de información y son en buena medida componentes de complejas redes a 
escala global y local que funcionan a partir del uso y desarrollo de las nuevas 
tecnologías de la comunicación e información. En este sentido, es muy im-
portante subrayar que la base empírica del trabajo son los conflictos “fríos” 
sobre los cuales publicaron los periódicos analizados, que conformaron jun-
to con otros medios la opinión pública en torno a estos, pero que de nin-
gún modo se trata de los conflictos realmente existentes. Estos últimos son 
muchísimo más numerosos que los publicados, fenómeno que desde luego 
indica un serio límite para este tipo de estudios, en los cuales además es muy 
frecuente confundir lo publicado con la realidad. Sin embargo, se realizaron 
algunas pruebas de consistencia utilizando otras fuentes estadísticas sobre 
casos nacionales y sectoriales, y se encontraron tendencias cualitativas simi-
lares. Con todo, debe quedar claro que la información es insuficiente. Aquí 
tan sólo se analizaron los conflictos en el espacio público comunicacional de 
la prensa escrita.

Por otra parte, esta obra ha construido escenarios prospectivos del conflicto 
basados en la proyección de las principales tendencias empíricas registradas. 
Esta prospectiva también tomó en cuenta estudios de perspectivas económi-
cas de la región y fue validada por varios paneles de expertos y seminarios 
internacionales.

Metodológicamente, se trata de una investigación ambiciosa y exploratoria 
que debería profundizarse con análisis de contenido cualitativo de las noti-
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cias, estudios de protestas y movimientos socioculturales específicos (como, 
por ejemplo, conflictos sobre los medios de comunicación mismos) y, sobre 
todo, con estudios comparativos en el tiempo y con otras regiones del mundo.

El libro abre con un capítulo conceptual en el que el parámetro de refe-
rencia es la política constructivista entendida como el mejor recurso para pro-
cesar conflictos. En el siguiente, se realiza un balance de la crisis global en 
las economías centrales y los conflictos que ella suscita. El capítulo 3 trata 
brevemente los conflictos históricos en América Latina, como parámetro com-
parativo para comprender los conflictos actuales. El capítulo 4 se refiere a la 
dinámica general del conflicto en la región, y los capítulos 5, 6 y 7 se concen-
tran en los tres campos de conflictividad: reproducción social, institucional y 
cultural. El capítulo 8 focaliza en los conflictos en la red y en cómo los actores 
y movimientos sociales la usan. Parecería que los conflictos en general tienden 
a desplazarse hacia la sociedad de la información. El estudio termina con un 
breve diseño prospectivo de los conflictos en la región a partir de tipologías 
comparativas. 

fernando calderón gutiérrez
La Paz, septiembre de 2011





1. La democracia  
como orden conflictivo

	 el constructivismo como arte de lo posible  
	 en democracia

	 La política es el arte de lo posible. Lo posible está condicionado 
por el conflicto. El conflicto es el lugar donde se determina lo posible en 
política y el espacio donde se define y redefine qué es la política. Asimismo, 
el concepto de “política” no es ajeno a cómo se lo entiende y al modo en que 
funcionan las relaciones de poder.

En este sentido, no hay una sola definición universal y eterna de política; 
esta se basa en realidades históricas específicas y en diversas teorías preestable-
cidas. En Latinoamérica el poder muy a menudo se confundió con el Estado y 
con un poder externo de origen colonial propio de economías más avanzadas, 
frente a las cuales las sociedades y sus actores nacionales buscaban autonomía. 
El o los poderosos ocupaban un lugar central en las relaciones sociales: el 
hacendado, la empresa extranjera, los militares. En oposición a ellos, y según 
cada caso particular, se desarrollaron formas de resistencia y se generaron 
conflictos, los cuales, a su vez, configuraron actores que provocaron cambios 
notables en la historia de la región.

Hoy, bajo un capitalismo global, el poder y las relaciones de poder se han 
complejizado y se expresan de múltiples maneras y en todas partes, en las 
distintas esferas económicas y culturales y en formas de convivencia social. 
Toda relación social es una relación de poder. El poder no es sólo un poder 
institucional que garantiza la dominación. Según Foucault, 

Por poder hay que comprender, primero la multiplicidad de relacio-
nes de fuerza inmanente y propias del dominio en que se ejercen y 
que son constitutivas de su organización; el juego que por medio de 
luchas y enfrentamientos, las transforma, las refuerza, las invierte; 
los apoyos que dichas relaciones de fuerza encuentran las unas en 
las otras de modo que formen cadena o sistema, o al contrario los 
corrimientos, las contradicciones que aíslan unas de otras; las estra-
tegias, por último, que las tornan efectivas, y cuyo dibujo general o 
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cristalización institucional toma forma en los aparatos estatales, en 
la formulación de la ley, en las hegemonías sociales […]. El poder 
está en todas partes; no es que lo englobe todo, sino que viene de 
todas partes (Foucault, 1979). 

El poder está asociado con la capacidad de acción y de resultados que logra 
tener un actor social. Los diferentes regímenes institucionales reflejan rela-
ciones de poder, como también sus límites, mediante formas concretas de 
dominación o contradominación. Esta última se refiere a la capacidad de un 
actor social históricamente determinado para resistir y enfrentar esta clase de 
vínculos ya institucionalizados. El poder supone interacciones conflictivas por 
el carácter diverso, diferenciado y jerarquizado de las relaciones sociales. En 
democracia, el poder está regulado por normas que se basan en principios que 
reconocen la diversidad social y los derechos a la diferencia y a la discrepancia, 
por eso se trata de un orden conflictivo. 

Para Touraine y Koshrokhavar (2000), el poder está en todas partes y en 
ninguna: en la producción en serie, en los flujos financieros, en los modos 
de vida, en el hospital, en la escuela, en la televisión, en las imágenes, en los 
mensajes, en las tecnologías. Con el fenómeno de la globalización, el poder se 
ha vuelto más abstracto y, a la vez, más concreto. 

La política constructivista, que reconoce tanto los conflictos como el orden 
institucional legítimo donde se los procesa, sólo es posible en democracia. 
Asume los juegos de poder buscando fortalecer el propio de la democracia, 
y la pluralidad sociocultural como dato, como el lugar desde donde se cons-
truye un orden común, sin desconocer que se trata de un proceso conflicti-
vo, que no es sinónimo de guerra, sino que supone la democracia y la paz. 
El conflicto, desde luego, no descarta ni los consensos ni los pactos, y menos 
la necesidad de contar con horizontes utópicos o proyectos emancipatorios, 
pero enfatiza que la política se hace y rehace a partir de él, que a su vez se 
alimenta de relaciones desiguales de poder, también reales e históricas. Por 
esto los actores se hacen en la política, todos están sometidos a relaciones de 
poder. En este sentido, todo es político, aunque la política pueda no tener 
metas religiosas o determinismos económicos. Hace años, Hannah Arendt 
mencionaba que sólo la pérdida de la comunidad política es lo que puede 
expulsar al hombre de la humanidad, por lo que también supone una ética 
y admite pasiones (Arendt, 1991).

La política constructivista se basa en un sistema de expectativas y de recono-
cimientos recíprocos entre los diversos actores, en el que nadie tiene la verdad 
absoluta y esta es el resultado, siempre relativo, del intercambio democrático 
entre distintos. El desarrollo de una “cultura de solidaridad de procedimien-
tos” da legitimidad al comportamiento de los actores en el conflicto o en el 
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acuerdo. Como argumenta Pizzorno (1984), los procedimientos no son sólo 
actos formales, sino formas de interacción política que suponen reciprocidad 
entre los involucrados en la relación de poder. Por ejemplo, elaborar una po-
lítica económica de gobierno supone esta forma concurrente de hacer política 
con todos los involucrados. El constructivismo simbólico de la política respeta 
las diferencias, pero también permite construir nuevas identidades y opciones.

Como se analizará en próximos capítulos, luego de una serie de refor-
mas de estabilización y reestructuración económica, América Latina vive un 
momento de inflexión histórica y está cambiando sus formas de hacer po-
lítica. Por una parte, los cambios iniciados en la década de los ochenta no 
fueron suficientes para impulsar un nuevo ciclo de la región en la globaliza-
ción. Por otra, tampoco se pudieron superar las inercias históricas del Estado 
patrimonialista-corporativo.

El corolario ha sido precisamente una situación de cambio e inflexión en la 
cual se constata que la región no puede seguir viviendo como en las décadas 
pasadas y necesita abrir nuevos caminos que articulen de manera diferente el 
conflicto, la democracia y el desarrollo.

Resulta fundamental repensar perspectivas del proceso de democratización 
en el plano de ideas que sean más pertinentes para sociedades complejas muy 
internacionalizadas y por completo injustas, como es el caso de las latinoame-
ricanas. En este sentido, como se puede advertir a lo largo del presente libro, 
es primordial resignificar valores y buscar una ética que coloque la cuestión 
de la justicia como tema central en función de las características plurales de 
nuestras sociedades. De este modo, quizás sea posible la democracia como 
un orden conflictivo, como el resultado de una construcción colectiva deli-
berativa en la misma comunidad política. Esta idea no pretende desconocer 
la importancia de los mecanismos institucionales de representación o de una 
imprescindible cultura de procedimientos, o las nuevas relaciones de poder 
en la comunicación, sino tan sólo sugerir que son insuficientes para superar la 
crisis de los sistemas de representación partidarios en la mayoría de los países 
latinoamericanos.

Hace años se insistió en que en la teoría democrática está implícita una 
convergencia cada vez mayor entre inclusión social y participación política o, 
dicho de otro modo, una convergencia hacia la igualdad social pero mante-
niendo las diferencias culturales (Calderón y Dos Santos: 1995). Se pensaba 
entonces que ello no suponía necesariamente que el régimen democrático 
pudiera ofrecer garantías para profundizarse a sí mismo, sino más bien que 
eran las decisiones mediante la representación, la acción y participación ciu-
dadana las que expresarían esa tendencia hacia la igualdad en la diferencia. 
En otras palabras, la apuesta era por un sujeto democrático liberador. Tal idea 
estaba sustentada en una tesis sociológica que afirmaba que las identidades 
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y las orientaciones de los actores colectivos democráticos se construyen y re-
construyen desde los otros, en relación con otros. En este contexto, es posible 
argumentar que las relaciones básicas de intercomunicación entre los actores, 
más allá de las formas de dominación y poder (inequidad en los “actos de 
habla”, por ejemplo) a las cuales pueden estar sometidos, podrían impulsar 
formas de cooperación, búsqueda de autonomía e incluso disputa conflictiva 
de las orientaciones de desarrollo predominantes en función de una cotidiani-
dad más libertaria y justa. La historicidad democrática de una sociedad supone 
una lucha por las orientaciones del modelo social que se aspira compartir. 
Como lo demuestran varias experiencias históricas y puntuales en la región, 
es posible introducir problemas de un actor en el mundo de otro y viceversa, 
y es posible asumir y procesar los conflictos y llegar a acuerdos y a resultados 
positivos para todos.

Siguiendo esta línea de pensamiento, el progreso democrático podría eva-
luarse por las capacidades de las sociedades para lograr una mayor convergen-
cia entre inclusión social y participación política, y por la capacidad delibe-
rante que el pluralismo preexistente en nuestras sociedades pueda impulsar 
para convertirse en una fuerza cultural de la democracia misma. Aquí se está 
argumentando en favor del desarrollo de ciertas disponibilidades hacia la coo-
peración y el diálogo entre los actores, y sobre cómo ellos pueden compartir 
intereses vitales y elaborar una o varias agendas públicas, de “geometría varia-
ble”, orientadas al bien común.

Repensar la política constructivista como forma de revitalización del senti-
do de la política no es ajeno a una serie de consideraciones sociohistóricas y 
analíticas en la región. En principio existe una importante tradición comuni-
tarista con rasgos deliberativos, en especial en los mundos indígenas y obreros. 
Varias experiencias latinoamericanas han mostrado rasgos deliberativos en sus 
procesos. El caso más claro es la experiencia del Orçamento participativo de Por-
to Alegre, que pretende responder a las crisis de representatividad existentes 
sobre la base de seis principios: inclusión directa del ciudadano en un proceso 
de empoderamiento, autonomía completa de los movimientos sociales involu-
crados, manejo compartido de los fondos públicos por parte de los gobiernos 
locales y la sociedad civil, traducción de las demandas sociales en prioridades, 
movilización y organización de los grupos sociales a fin de acceder a algunos 
recursos disponibles, e identificación de antemano de los recursos involucra-
dos en el proceso (Pires, 2001: 94; Fedozzi, 1999). También fueron intere-
santes los acuerdos de San Andrés entre la guerrilla zapatista y el Gobierno 
Federal Mexicano, que pretenden constituir un 

pacto social integrador de una nueva relación entre los pueblos indí-
genas, la sociedad y el Estado. Este pacto partió de la convicción de 
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que una nueva situación nacional y local para los pueblos indígenas 
sólo se puede arraigar y culminar con la participación de los propios 
indígenas y la sociedad en su conjunto, en el marco de una profun-
da reforma del Estado. El pacto debe erradicar las formas cotidia-
nas y de vida pública que generan y reproducen la subordinación, 
desigualdad y discriminación, y debe hacer efectivos los derechos y 
garantías que les corresponden a los pueblos indígenas: derecho a 
su diferencia cultural; derecho a su hábitat, uso y disfrute del territo-
rio, conforme al artículo 13.2 del Convenio 169 de la OIT, derecho 
a la autogestión política comunitaria; derecho al desarrollo de su 
cultura; derecho a sus sistemas de producción; derecho a la gestión y 
ejecución de sus propios proyectos de desarrollo (Pronunciamiento 
Conjunto que el Gobierno Federal y el Ejército Zapatista de Libera-
ción Nacional [EZLN] enviado a las Instancias de Debate y Decisión 
Nacional, 16 de enero de 1996, México). 

Una de las mayores potencialidades de la guerrilla zapatista radicaba en que 
su fuerza se basaba en el diálogo y la colaboración política con una sociedad 
civil cuyos componentes se oponen en general a la lucha armada. La trayec-
toria del EZLN en los últimos años puede calificarse de acción política desde 
una posición de paz armada. Este diálogo y colaboración con la sociedad civil 
se realizó también dentro de los avances de la sociedad informacional a través 
del ciberespacio, lo que la constituye en la primera guerrilla cibernética de 
nuestra historia. De esta manera, el movimiento zapatista se tornó más polí-
tico y menos militar.1 Asimismo, amplia y variada evidencia empírica indica 
que la mayoría de los ciudadanos, a pesar de sus altos niveles de desconfianza 
en la política, comparten el sentimiento de que sólo mediante mecanismos 
genuinos de procesamiento de conflictos y diálogo pueden resolverse los pro-
blemas de nuestras sociedades. Existe también, sobre todo en el nivel local 

1  Otras experiencias que muestran rasgos deliberativos son, además, la 
elaboración de Planes de Desarrollo Municipal en Bolivia, las acciones de 
abril de 2000 de la Coordinadora del Agua en Cochabamba, el proceso 
organizativo y de toma colectiva de decisiones en el mundo aymará, los 
cordones industriales de la Unidad Popular en el Chile de Allende, las 
experiencias de la Central Única de Trabajadores (CUT) en Brasil, los 
movimientos sociales y obreros en Latinoamérica, etc. Para una revisión 
bibliográfica de estos temas véanse Albó (1999), Abramo (1991), Gohn 
(1995), CEDEC (1984), Calderón y Jelin (1987), Campero y Valenzuela 
(1984), Delich (1974), Jelin (1974), Moisés (1982), Revista Nueva Sociedad 
(1984 y 1986, números especiales), Palomino (1985), Touraine y otros 
(1961), y Zapata (1979).
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o municipal, una importante disposición a participar. En el plano analítico, 
quizás la cuestión más relevante sea retomar los avances teóricos y propositivos 
sobre experiencias de luchas políticas y acuerdos intrasocietales de la década 
de 1980, que en gran medida fueron limitados o suspendidos por el auge ideo-
lógico neoliberal, para continuar así el debate con perspectivas intelectuales 
afines en las sociedades avanzadas.2 

Lo que en realidad aquí se está argumentando es que en sociedades con 
heterogeneidades estructurales en su base económica, con fuertes diversida-
des culturales e intensos procesos de diferenciación social y fragmentación 
política como las latinoamericanas, resulta fundamental fortalecer estrategias 
que se apoyen en la capacidad constructiva de la política. Sobre esto descansa 
la necesidad de la deliberación entre diferentes y entre desiguales, pero en 
función de metas compartidas de igualdad y desarrollo.

La política constructivista supone la apertura de variados espacios públi-
cos deliberativos de conflictos, en los cuales los actores, a partir de sus especi-
ficidades culturales y condiciones socioeconómicas, actúen y se reconozcan 
como iguales, puedan comunicarse, alcanzar acuerdos y transformarlos en 
agendas que busquen resultados promotores del bien común y evaluables 
de manera colectiva. Se trata de un mecanismo que permite acercar la li-
bertad con la igualdad social partiendo del supuesto de que el desarrollo 
de las capacidades políticas se hace con otros, reforzándose mutuamente. 
Así, además de ser posible, la libertad política se constituye en un factor de 
desarrollo en tanto posibilita la construcción de opciones que los ciudada-
nos y los movimientos sociales pueden elegir de acuerdo a sus identidades 
culturales, valores y aspiraciones personales y colectivas (Sen, 1997 y 1999). 
La deliberación, ideal constructivista, supone al menos el reconocimiento de 
la existencia de una igualdad política, de equidad en los actos de habla y del 
aumento de la capacidad reflexiva de una sociedad. Se trata, en definitiva, de 
una nueva gramática del conflicto.

Bohman y Rehg conciben a

la deliberación pública principalmente como una actividad social 
compartida. La deliberación pública es una actividad dinámica des-
empeñada por un sujeto plural, precisamente el tipo de actividad 

2  En la década de los ochenta, CLACSO impulsó una serie de estudios y pro-
puestas de concertación a nivel nacional y local. Véanse especialmente: Dos 
Santos (1987), Calderón y Dos Santos (1995: capítulo 6). Existe una amplia 
bibliografía sobre la temática. Véanse, entre otros, Touraine (1997), Bohman 
y Rehg (1997), Habermas y De Greiff (1999), Schnapper (1998), Przeworski 
(1998).



la democracia como orden conflictivo  37

que es mantenida en el intercambio de razonamientos con los cua-
les se incrementa la calidad de las justificaciones para las decisiones 
políticas. Al mismo tiempo, he argumentado que dicho proceso dia-
lógico debe desarrollarse en un marco institucional e interpretativo 
en constante revisión; el continuo diálogo entre el público delibe-
rante y las instituciones que organizan la deliberación mantiene este 
marco abierto y democrático. Sin este diálogo, la democracia pierde 
su capacidad de generar un poder político legítimo. En primer lu-
gar, cuando la opinión pública no está organizada institucionalmen-
te, permanece en un estado incipiente e ineficaz. En segundo lugar, 
cuando no hay demandas públicas ni control público, estas mismas 
instituciones organizativas se vuelven dependientes de formas de po-
der no democráticas. Este tipo de intercambio entre las instituciones 
y el público es tan importante para la democracia deliberativa como 
lo es la calidad de las discusiones y los debates públicos entre los ciu-
dadanos; estos no sólo permiten innovación y cambio democrático; 
también hacen que las instituciones que organizan la deliberación 
sean más sensibles y eficaces (Bohman y Rehg, 1997).

Desde esta perspectiva relacional, la Fundación UNIR Bolivia ha trabajado la 
idea de la identidad y la diferencia como

un conjunto de repertorios culturales interiorizados (representacio-
nes, valores, símbolos) a través de los cuales los actores (individuales 
y colectivos) demarcan sus fronteras y se distinguen de los demás 
actores en una situación determinada, todos ellos dentro de un es-
pacio históricamente específico y socialmente estructurado [donde] 
el proceso de construcción identitaria es resultado del contacto y 
de la interacción social; como tal, es una categoría eminentemente 
política (Giménez, 2000: 2).

 
Es difícil imaginar una gestión progresiva del cambio sin procesamiento de-
mocrático de los conflictos. Por una parte, el Estado tiene la necesidad de 
compartir responsabilidades en cuanto a la fijación de políticas y, por otra, el 
proceso democrático reabre el debate sobre qué contenido último va a tener 
la democracia y cuánto se puede avanzar en las dos dimensiones que la cali-
fican: libertad y calidad, o sea, en el grado de justicia social que alberga. La 
primera se refiere al desarrollo de capacidades individuales y colectivas en una 
sociedad determinada, mientras que la segunda, por la que también aparece 
la idea de intervención de los actores sociales organizados en la fijación de 
políticas, se refiere a la necesidad y capacidad de una sociedad de ampliar los 
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canales de participación. Esto supone que sin un incremento de las capacida-
des políticas ni una ampliación de los canales de participación política no es 
posible la gestión progresiva del conflicto y el cambio (Calderón y Dos Santos, 
1995).

Junto con las expectativas de una democracia que avance de manera pro-
gresiva, se plantea casi de inmediato el problema de los alcances de la políti-
ca, que implica una construcción de consenso sobre metas básicas del orden 
societal no aseguradas por la mera vigencia del orden democrático o econó-
mico. Ahora bien, ¿cuáles son las modalidades del quehacer político que per-
miten ese consenso y, a partir de él, la acumulación de poder y la coherencia 
necesarias para transitar ese camino?

La privatización de las decisiones por vía de la imposición del proyecto neo-
liberal, en el que predomina sólo el cálculo racional formal de ventajas eco-
nómicas para los actores individuales o colectivos, fragmenta la trama social 
e incrementa la incertidumbre y la desigualdad, y condiciona la violencia. En 
el otro extremo, en los distintos países de la región, parece no existir, por 
parte de ninguna de las fuerzas sociales y políticas, la capacidad para imponer 
hegemónicamente un proyecto de desarrollo, sea cual fuere y conociendo los 
costos de la coerción bajo cualquier signo político. Ante este panorama, cabe 
insistir en una comprensión de la política como un sistema de expectativas y 
de reconocimientos recíprocos, en el que los procesamientos de conflictos 
aparecen no como meramente formales, sino como tipos de comunicación 
que establecen normas de reciprocidad. La disponibilidad de los actores so-
ciales organizados para concurrir a la elaboración de una política de gobierno 
de la economía que regule el comportamiento de todos ellos tiene que ver 
con esta modalidad. Y eso sólo se puede concebir en una intensificación del 
poder constructivo de la política, del constructivismo simbólico de la política, 
respetuosa de identidades ancestrales, pero también generadora de nuevas 
identidades sociales.

En general, en la política constructivista se supone que los actores que en-
tran en un acuerdo son preconstituidos, es decir, que no juegan su identidad 
en la deliberación; pero en realidad, si la modalidad de hacer política es la de 
un intercambio con reconocimientos recíprocos, la deliberación es la ocasión 
para redefinir identidades sociales y políticas de unos respecto de los otros. 
El constructivismo implica interacción y reconocimiento del otro que implica 
comprender su libertad y su identidad, su subjetividad. En este sentido, la po-
lítica podrá ser entendida como el arte de lo mejor posible, es decir, tendría 
que hacerse cargo de la elaboración de esa pluralidad.

La necesidad de un compromiso nacional inclusivo en temas estratégicos 
para la democracia y el desarrollo, dado un cierto grado de diversidad social, 
cultural, regional y política existente en los países de la región, reclama una 
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comprensión de este tipo. La cuestión nacional y, más aún, la plurinacional, 
no pueden enfrentarse con éxito sino como producto de esa pluralidad. En 
ese sentido, la interculturalidad como reconocimiento igualitario de las iden-
tidades socioculturales, especialmente étnicas y políticas, en sus diferencias, 
constituye un requisito básico para que la sociedad se exprese de manera de-
mocrática. Los propios actores sociales, incluidos el Estado y los partidos, tie-
nen que generar la dinámica de ese intercambio. El problema tal vez consista 
en que la lógica de esa participación tiene al menos por ahora un carácter 
fragmentario, particularista en términos reales, y muy a menudo faccioso o 
corporativo, aunque en términos formales unos y otros defiendan sistemas y 
valores universalistas. Se da entonces una dinámica de acción social de unos 
sectores sobre otros (en la búsqueda de hegemonía), que imposibilita la cons-
trucción de un consenso intrasocietal respecto de metas básicas de funcio-
namiento de la sociedad o de un proyecto compartido por las mayorías. No 
son ajenas a estas prácticas las arcanas culturas patrimonialistas y clientelares 
predominantes en la región.

No se tratan aquí los contenidos de estos proyectos nacionales en tanto mo-
delos económicos concretos y opciones societales plausibles. Más bien se ar-
gumenta en relación con algo subyacente: la presencia secular de una cultura 
autoritaria negadora de la otredad y la necesidad de un cambio en la forma de 
las relaciones políticas, que en su expresión actual parece tender a un sistema 
de opciones finales, en el cual el otro es un enemigo al que debe derrotarse, 
destruirse o comprarse, o con el cual se establece una relación instrumental. 
Mientras no se logre superar este tipo de relaciones, se estará condicionando 
la expansión de la violencia.

En este ciclo histórico, más allá de notables experiencias de pactos a nivel 
partidario, las formas de hacer política han tenido que ver con el particularis-
mo, la manipulación, el maximalismo, el clientelismo o el regateo mercantil, 
que fueron afines a las culturas políticas de estas sociedades. Sin embargo, en 
ellas las relaciones sociales no están plenamente constituidas; a diferencia del 
paradigma europeo o norteamericano, no se trata de sociedades tan preesta-
blecidas que permitan regulaciones repitiendo mecanismos y formas de com-
portamiento. En ese sentido, es importante que tenga lugar una discusión 
sobre la política y su función social en estos países.

De acuerdo con la apuesta de UNIR y del Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo (PNUD) por la política constructivista, esta nueva modali-
dad tendría al menos tres dimensiones relevantes: 1) el compromiso nacional 
debería ser visto como un proceso de intercambio subjetivo, entre actores so-
cioculturales y políticos, capaz de movilizar sus identidades; 2) exigiría relegar 
o reconvenir los caminos rupturistas o maximalistas de transformación social; 
y 3) debería acentuar los contenidos éticos de la democracia. 
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Lo primero está relacionado (Calderón, 2002) con el hecho de que las iden-
tidades de los sujetos sociales se construyen y reconstruyen desde los otros y 
en relación con otros y, en especial, aunque no de manera exclusiva, en el 
contacto cara a cara. Si pensamos, por ejemplo, en la interrelación entre un 
movimiento campesino y uno obrero, existe cierta tendencia a introducir pro-
blemas rurales en el mundo del pensamiento y la acción obrera y viceversa. 
Es posible una intercomunicación básica entre ellos por fuera del sistema de 
relaciones de dominación a las cuales puedan estar sometidos, pero tal vez esa 
interrelación por sí misma y en sí misma, a pesar de ser central, resulte insu-
ficiente ante la dinámica y las características tan heterogéneas de la sociedad. 
Un nuevo compromiso histórico no es sólo un espacio de reafirmación de los 
actores sociales, sino también un espacio conflictivo de reconstrucción de los 
sujetos en sus metas y en sus intereses. Aquí no se argumenta a favor o en con-
tra de un tipo de sociedad determinado, sino más bien a favor de una forma 
política de convivir entre diferentes que pueden construir metas compartidas, 
sin negar el conflicto o la discrepancia en otros numerosos planos.

El otro elemento que parece ser importante es el rechazo a cualquier forma 
de autoritarismo –sea de izquierda o de derecha, comunitarista o elitista–; se 
impone así una buena resolución del problema de la representación y de la 
participación, de las mediaciones entre sociedad y Estado. Esto lleva a repen-
sar los frustrados intentos de establecer sistemas hegemónicos de una clase 
sobre el resto (sea esta el proletariado o la burguesía), de una región sobre las 
otras, o de ciertas elites estatales y líderes mesiánicos sobre partidos y fuerzas 
sociales; en definitiva, deberá reconsiderarse el campo popular como un pro-
blema de articulación y coordinación.

Asimismo, se justifica una preocupación por la institucionalidad, por la ins-
tauración de reglas del juego político que no determinen como única posi-
bilidad de intercambio entre los sujetos políticos y sociales una oposición de 
fines últimos: el reconocimiento del otro como alguien legítimo reclama la 
presencia o la persistencia de valores y de normas éticas en la democracia, 
pero también una crítica de la experiencia histórica.

Por otra parte, también es necesario evaluar los sentidos de la negociación 
como espacio de regateo o de intercambio formal e informal de intereses, 
práctica no ajena a la realidad latinoamericana. Así, por ejemplo, el “arte de 
la negociación” brasileña, según Donzelot (1994), es la forma de resolver los 
conflictos mediante mecanismos informales de arbitraje y negociación, en una 
práctica en la cual se combina la libre interpretación de los principios legales, 
transgresión consentida de normas y producción de una legalidad informal 
con una jurisdicción propia y localizada, libre de amarras jurídicas y burocrá-
ticas del Estado “formal” que dislocan y subvierten la supuesta centralidad y 
unicidad del derecho formal como regla ordenadora de la vida social. Como 
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se verá en capítulos posteriores, esta “parainstitucionalidad” es una caracte-
rística del conflicto y la negociación en la mayoría de los países de la región.

En la medida en que todas las organizaciones sociales son multifuncionales, 
la especialización en objetivos exclusivamente económicos o institucionales 
no existe en ninguna de ellas, y se combinan siempre en el accionar intereses 
y propuestas de orden social, o sea, reivindicaciones económicas y objetivos 
políticos. Intereses y pasiones, en la terminología de Hirschman (1996), son 
constitutivos de la realidad social.

Si es cierto que todo proyecto de desarrollo requiere un núcleo de inter-
cambio económico, tecnológico, productivo y sociocultural autónomo, se 
deben valorar en especial los procesos de cohesión simbólica de la socie-
dad como base de otros procesos de integración. Tanto las negociaciones 
económicas como las políticas (ambas entendidas como manifestaciones de 
intercambio político) pueden ser ocasión de integración simbólica. Esto no 
equivale a la anulación de los conflictos ni a la disolución de las identidades 
sociales y políticas aunque podría implicar, sin embargo, la reconstitución 
de esas identidades.

La superación de las trabas al desarrollo propias de la situación de depen-
dencia y de atraso tienen como límite una política progresiva en los planos 
económico y político, que no resulta accesible sin una reconstitución de iden-
tidades y de comportamientos. La acumulación de poder social y político para 
transitar con éxito un camino de consolidación y profundización de la demo-
cracia requiere asumir de diferente manera las responsabilidades sociales y 
nacionales de los distintos actores, pues con ello se relaciona su capacidad de 
regulación y articulación de conflictos y desarrollo.

Quizás el problema de la política, en este contexto, sea el de lograr en un 
proceso de intercambio político, a partir de agrupamientos fundados en inte-
reses, que los actores sociales y políticos –sobre todo estos últimos–, impulsen 
transformaciones en el plano de la institucionalidad democrática, reinterpre-
tando, en primer lugar, la naturaleza de la legitimidad para incidir de manera 
inmediata en la regulación de la economía. Aquí se aboga finalmente por 
una cultura del pluralismo como principal garantía de una cultura de paz con 
desarrollo.

Los escenarios que se acaban de narrar no son más que “pautas normativas” 
de comportamiento que jamás se corresponden de forma directa con la rea-
lidad social, pero permiten dilucidar una línea imaginaria posible en donde 
los distintos países podrían situarse. Ojalá que la región esté más cerca de la 
segunda figura. En gran medida esto depende de la capacidad política de la 
sociedad y, sobre todo, de su inteligencia para desprenderse de una cultura 
conspirativa y negadora del opositor, en especial en las elites y en la “clase 
política”, en buena parte de los intelectuales y en la sociedad civil misma. La 
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política, en este sentido, no sólo sería un instrumento de negociación sino 
un genuino ejercicio de comprensión de la memoria y de la libertad del otro.

Los actores no se hacen de la nada, no están escatológicamente constitui-
dos; se construyen con sus identidades en los conflictos, con proyectos; en 
síntesis, se hacen en su subjetividad. En democracia esto está vinculado con los 
derechos humanos y con la comunidad de ciudadanos.

los límites “duros” del constructivismo político:  
la cultura de la negación del otro y la desigualdad social

La cultura de la negación del otro es un problema de larga data. La rela-
ción histórica con el otro-distinto-de-sí-mismo ha sido de constante negación:3 
nació con la Conquista, mutó durante la Colonia, y se prolongó de diversas 
formas con la República y con las distintas fases históricas que vivieron las 
sociedades latinoamericanas.

Esta negación tiene varias facetas: por un lado, las elites diferencian al otro 
de sí mismas y lo desvalorizan proyectándolo como inferior (mujer, indio, ne-
gro mestizo, marginal urbano, campesino, etc.); también, el otro puede ser 
un extranjero, percibido como amenaza desde “afuera” a la propia identidad 
(aunque, paradójicamente, a la vez que las elites niegan a ese otro exterior, 
también se han identificado con él de manera acrítica y emuladora, en espe-
cial cuando este es europeo o norteamericano). Desde el punto de vista del 
“negado”, este vínculo también se vive con más de una faceta: a veces este 
introyecta dicha negación y cercena su propia identidad; otras, la vive como 
una asimilación deseada, pero nunca plenamente realizada. Pero también se 
construye una identidad en los conflictos, en la resistencia y la asimilación 
crítica. Gran parte de los movimientos de afirmación cultural comparten esta 
última tendencia. 

Esta negación de la diferencia ha sido el principal límite cultural a la paz, 
la democracia y la plena vigencia de los derechos humanos en América Lati-
na. Ha obstaculizado un proyecto integrador de la modernidad, en tanto se 
introyecta en su versión más restringida: como descalificación de las culturas 
no secularizadas, no católicas, no modernizadas y no blancas. La comunidad 
construida a partir del proyecto ilustrado primero, y modernizador después, 

3  Para un análisis de la dialéctica de la negación del otro véase Calderón y 
otros (1993). Para un análisis filosófico sobre la violencia política, véase 
Gruner (1997).
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está poblada de discriminaciones internas que impiden la difusión universal 
en el ejercicio de la ciudadanía (y con ello, la plena vigencia de los derechos 
humanos). En gran medida esta mecánica excluyente de la modernización 
se explica por su precedente: la negación del otro fue construida de modo 
sistemático en la Conquista, la evangelización y la Colonia, y no se resolvió por 
completo con las revoluciones republicanas.

La contracara de la negación del otro es un amplio y variado tejido mul-
ticultural latinoamericano, producto de un largo proceso histórico de resis-
tencia y creación. Las diversas identidades y sus organizaciones de distintas 
fuentes –pueblos originarios, afrolatinoamericanos, eurolatinoamericanos, 
y de diferentes partes del mundo– han constituido una fuerza cultural que, 
en interacción con ellas mismas, conformaron un tejido multicolor y diverso, 
principal patrimonio de nuestras sociedades. Se trata de una compenetración 
intercultural, una suerte de “asimilación creativa” de la modernidad precisa-
mente desde este patrimonio cultural genuino. Hoy este tejido enfrenta nue-
vos conflictos y desafíos. Nuestra hipótesis es que la principal barrera para 
superar, bajo la democracia, la dialéctica de la negación del otro consiste en 
superar los patrones actuales e históricos de desigualdad.

La desigualdad y la exclusión social encuentran un precedente cultural en 
la negación del otro, pero además la incorporan en los efectos excluyentes 
de las políticas económicas ejecutadas durante décadas. Desde el punto de 
vista conceptual, la desigualdad y la exclusión se complementan y refuerzan 
con una desigualdad compleja que en códigos de la política constructivista se 
traduce en la construcción de un nuevo campo de conflictos originado por la 
búsqueda de un orden más plural y justo.

En esta perspectiva, la igualdad es fruto de una evaluación de las relaciones 
sociales preexistentes en una sociedad. La igualdad y la noción misma de justicia 
son el resultado de una construcción colectiva de la comunidad política, siendo 
precisamente la propia sociedad deliberante, en sus múltiples diversidades, la 
que interpreta y da sentido a esta igualdad. En otras palabras, sólo en delibera-
ción cobra sentido una visión y una práctica de la igualdad. Si bien se reconoce 
que en muchos planos y aspectos existe desigualdad social fruto de las carac-
terísticas de la lógica misma del poder, en el plano de la política existiría una 
comunidad de ciudadanos que por lógica tienden a la igualdad. Dicho de otro 
modo, se busca que los actores deliberantes sean conscientes de sí mismos como 
sujetos capaces para tomar decisiones con otros sobre el tipo de orientaciones 
que pueda tener la sociedad (Miller y Walzer, 1995; Walzer, 1998).

Se trata de la construcción de una acción colectiva argumentativa que per-
mita optimizar el logro de intereses particulares en la medida en que se am-
plían al conjunto social. Es un proceso cuyos resultados serán más efectivos 
cuanto mayores sean las oportunidades de una vasta gama de actores. El bien 
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común, en tanto se construye con otros en espacios públicos deliberativos, es 
algo que beneficia a todos. En consecuencia, es un procedimiento que da sen-
tido a la práctica política porque es legítimo y eficiente para tomar decisiones 
(Sen, 1999).

La política constructivista entre distintos actores puede ser entendida como 
una práctica que permite intercambiar aspiraciones e intereses a partir de va-
lores democráticos compartidos en el marco de una institucionalidad que des-
pierte confianza y compromiso por parte de los actores. Este proceso supone 
que los diálogos e intercambios simbólicos se den en la búsqueda de un bien 
común que se sustente en la igualdad entre los deliberantes. Es decir, la agen-
da y el procesamiento de conflictos están orientados por una deliberación 
pública entre los participantes. Los problemas, desde esta óptica, se resuel-
ven de manera colectiva a través de la argumentación y contraargumentación 
entre los involucrados, y por la capacidad de transformar tales ejercicios de 
discusión en agendas y resultados prácticos evaluables en conjunto. Esto co-
bra especial sentido en la región en las experiencias locales de deliberación y 
consenso más que en experiencias nacionales o globales.

La desigualdad priva de los derechos sociales básicos, tales como el derecho 
al trabajo, a una remuneración justa, y a la satisfacción de necesidades básicas 
de nutrición, vivienda y salud. No es de extrañar, pues, la emergencia de con-
flictos violentos al calor de un desarrollo tan inequitativo. Por el lado de los 
sectores más desfavorecidos, el escepticismo generado por las promesas incum-
plidas provoca tendencias a la frustración, a la anomia y a la violencia. 	

Como argumenta Galtung, cuando no se puede reconocer a un agresor

lo que hay es violencia estructural, como la pobreza que produce su-
frimiento y muerte prematura y es fruto de un modo de organizar la 
sociedad y de distribuir recursos y oportunidades o el recorte de li-
bertades políticas, que no es una fatalidad sino una injusticia. […] La 
violencia cultural es una forma de daño que se expresa en creencias, 
valores, modos de pensar y de dirigir las acciones, que suelen conver-
tirse en “sentidos comunes” e invitan a la violencia directa y/o intentan 
legitimar la violencia estructural. Es el caso del racismo, del machis-
mo, del etnocentrismo, del odio religioso etc., que pueden ocasio-
nar la destrucción del tejido social (Galtung, citado en UNIR, 2010).

Por el lado de los beneficiarios del progreso, esta violencia se asocia con la 
defensa de los beneficios de clase o de elite. Los golpes de Estado que de ma-
nera sistemática interrumpieron períodos de alta movilización social y pugna 
distributiva siempre han sido alentados, cuando no promovidos, por los gru-
pos económicos de mayores ingresos. En este sentido, América Latina ostenta 



la democracia como orden conflictivo  45

una triste historia en la que se entrelazan el terror de Estado y la preservación 
de sociedades estamentales. La violación de los derechos humanos no es pues 
sólo cosa de ideologías de la muerte o prevalencia de medios sobre fines, sino 
también la defensa a cualquier costo de los privilegios de minorías opulentas 
sobre mayorías populares. La facilidad con que estas minorías han apoyado 
regímenes de facto para preservar el statu quo también se liga con la larga 
tradición de exclusión cultural y negación del otro. Sin embargo, el resultado 
más penoso no sólo es el miedo cotidiano (del distinto o incluso a “sí mismo”) 
como rasgo estructural, sino la creación de una base social importante que 
reclama más violencia para mantener umbrales mínimos de seguridad ciu-
dadana. El autoritarismo y el miedo en América Latina no sólo se dan entre 
las elites, sino que también están arraigados en la cultura de la sociedad. El 
autoritarismo es el producto de décadas de negación. 

los conflictos, la conflictividad  
y su lugar central en la política 

Es conveniente precisar una aproximación más operativa sobre la teoría del 
conflicto.

Un primer acercamiento práctico entiende por conflicto a 

un tipo de relación en la cual: 1) organizaciones o actores sociales 
se ven a sí mismas compartiendo una identidad distinta de la de 
otros grupos; 2) una o más colectividades se ven a sí mismas pade-
ciendo una injusticia, una privación o una amenaza; 3) miembros 
de al menos un grupo comienzan a creer que otro grupo, persona 
o institución es responsable de su motivo de demanda y formulan el 
objetivo de que la otra parte cambie lo suficiente como para aliviar 
la injusticia que padecen; y 4) un grupo cree que puede inducir a la 
otra parte a cambiar en el sentido que él quiere e intenta producir 
el cambio (Kriesberg, 1997, traducción propia). 

En el proceso del conflicto se manifiestan la identidad, los intereses y las orien-
taciones de las distintas partes, dejando en evidencia las relaciones de poder 
que se cuestionan. Asimismo, los diversos intereses son percibidos por las par-
tes como opuestos o imposibles de lograr en su totalidad por incompatibilidad 
con los de los otros (Hocker y Wilmot, 1985). Por otra parte, y aunque no sea 
el objetivo expresado del conflicto, muchas veces este demuestra carencias en 
el plano de la integración social y económica. 
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Lo dicho hasta aquí implica insistir en la idea de que el conflicto es in-
herente a toda sociedad y puede promover importantes cambios sociales: no 
hay cambio sin conflicto, aunque puede haber conflicto sin cambio e incluso 
puede tener resultados destructivos (Kriesberg, 1999). Además, el conflicto 
siempre está presente, de manera latente o manifiesta, como expresión del 
propio dinamismo y diversidad social.

Desde otro punto de vista, la dificultad para regular los conflictos en una 
lógica instrumentalista de la política radica en que en ellos se muestra el po-
der de cada parte. Esto implica que ni la duración ni los métodos empleados 
pueden preverse, y la negociación se da cuando una de las partes es consciente 
de que la otra es más poderosa (por ejemplo, cuando el Estado reprime de 
manera violenta alguna manifestación). Así, la incertidumbre constituye un 
rasgo central del desarrollo del conflicto –e incluso de la solución a la crisis 
que lo originó– ya que no se sabe cuál será su evolución.4

El proceso de negociación –a través del cual las partes involucradas en el 
conflicto intercambian soluciones a diversos problemas–, no sólo se encara 
cuando una de las partes demuestra, ejerciendo violencia sobre la otra, que es 
más poderosa. Para mostrar cuál es su grado de poder, cada una de las partes 
intentará conseguir los mejores resultados posibles, para lo que recurre al uso 
de los instrumentos de mayor presión sobre la otra, como por ejemplo, reali-
zar bloqueos y hacer barricadas (en el caso de las organizaciones populares), 
o sacar tanques militares a las calles y reprimir físicamente (en el caso del 
Estado, poseedor del uso “legítimo” de la violencia). 

Desde una perspectiva constructivista, existen otras opciones para negociar 
conflictos. Entre ellas, la intervención de un tercero que medie o intente con-
ciliar a las partes. En general, este papel es llevado a cabo por instituciones o 
personalidades que son aceptadas como imparciales por los grupos en con-
flicto, hecho que ofrece confianza en cuanto a la objetividad que intentarían 
hacer primar en la negociación para llegar a un acuerdo. Sin embargo, lo fun-
damental radica en que los actores mismos tengan una disposición subjetiva a 
resolver sus conflictos mediante el diálogo. Para Ayestarán (2000), existen al 
menos tres requisitos para la negociación de conflictos sociales, a saber: 1) que 
haya una comprensión común en cuanto a las causas y el sentido del conflicto; 
2) que se logre una redistribución de poder (redistribuyendo los recursos) 
para acortar la distancia entre las partes; 3) que exista conciencia de la inter-
dependencia entre las partes, sin resignar la propia identidad pero sabiendo 

4  Para Freund (1979), el conflicto es una lucha entre partes que se perciben 
como enemigas.
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que es necesario colaborar con la otra parte para resolver el conflicto.5 Sin 
embargo, en definitiva se trata de desarrollar una lógica cultural y pluralista 
del conflicto, y esto está asociado con la subjetividad de los actores.

Se adopta una definición clásica de conflicto social como un proceso de 
interacción contenciosa entre actores sociales e instituciones, movilizados con 
diversos grados de organización y que actúan de manera colectiva de acuerdo 
con expectativas de mejora, de defensa de la situación preexistente o propo-
niendo un contraproyecto social.6 Un conflicto social se da cuando un grupo, 
actor o movimiento (obreros, empresarios, campesinos, indígenas, maestros, 
movimiento cívico, estudiantes, gremios, universitarios) expresa una situación 
de malestar colectivo de forma hostil a través de demandas y medidas de pre-
sión más o menos violentas (huelgas, marchas, motines, movilizaciones, tomas 
de instalaciones, paros, revueltas) contra alguna instancia pública (presidente, 
gobierno central, gobiernos locales) o privada (empresarios, asociación o em-
presa particular) a la que considera responsable de dicha situación. 

Esta definición restringe el campo de indagación y se focaliza en los agentes, 
las tipologías y las formas del conflicto que encarnan de modo más directo la 
relación entre Estado y sociedad civil (en particular, entre institucionalidad y 
movimientos sociales, como expresión organizada, activa y movilizada).

El análisis de conflicto que en general se realiza se suele centrar en su 
parte visible (“epicentro”) o en la superficie: los bloqueos, los enfrentamien-
tos, las tomas de tierras, las huelgas o los actos de presión. Sin embargo, 
estudios más profundos de la conformación y de las raíces de los conflictos 
llegan a identificar causas estructurales o de fondo, también denominadas 
epicentros. Estos se caracterizan por ser temas arraigados tanto a nivel his-
tórico como sociopolítico: la exclusión, injusticias, demandas por la identi-
dad, la autonomía y la necesidad de un nuevo pacto social. Según Lederach 
(2003), la diferenciación entre episodio y epicentro consiste en que debajo 

5  Ayestarán (2000: 7) sostiene que el fracaso del proceso de negociación vuelve 
estratégico al conflicto; cuando esto sucede, las partes involucradas piensan 
que si una gana la otra indefectiblemente pierde, lo que lleva a una escalada 
irracional del conflicto, perspectiva desde la cual ninguna de las partes aban-
dona su posición inicial y se pierde espacio para negociar, quedando sólo la 
posibilidad de “regatear”, forma más antagónica y con menor sinergia que 
la de la negociación. Según Bazerman y Neale (1993: 33): “Para eliminar la 
escalada irracional [del conflicto] hay que comprender los factores psicológi-
cos que la alimentan. Cuando uno elige una línea de acción, la percepción y 
el juicio se vuelven tendenciosos, lo cual lleva a tomar decisiones irracionales 
para conocer las impresiones de los demás y conduce a una espiral creciente 
de competencia negativa”. 

6 	Adaptación de la definición de Lorenzo Cadarso (2001).
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de los episodios subyacen los grandes temas pendientes que requieren ser 
transformados, como la exclusión, la extrema desigualdad, la violación de 
los derechos humanos, el desigual acceso a recursos, a la tierra, y la débil 
institucionalidad. A veces entendidas como el “contenido” o la “sustancia” y 
las “causas originarias”, las dimensiones estructurales centran su atención en 
las áreas relacionadas con las necesidades humanas básicas, la reproducción 
simple o ampliada, el acceso a recursos y modelos institucionales de toma de 
decisiones, el reconocimiento o la negación de las identidades y demandas 
culturales. Enfatizando la dimensión epicéntrica se puede tratar de enten-
der el conflicto social desde un punto de vista estructural, lo cual resulta 
clave cuando se habla de crisis de gobernabilidad. 

La categoría de conflicto social es útil para observar y analizar un conflicto 
cuando es un visitante momentáneo de la sociedad, pero no da cuenta de una 
visión holística y de las situaciones que se producen cuando los conflictos se 
propagan, extienden y perpetúan. Entonces es importante introducir la no-
ción de conflictividad, porque da cuenta de un proceso de conjunto, no de un 
hecho particularizado. Para Sarti y Aguilar (2006),

la conflictividad es una resultante histórica que deviene a partir de 
situaciones complejas, de conflictos multidimensionales y multicau-
sales que al correr de los años no lograron resolverse en sus raíces 
más profundas, y por consiguiente, estas se arraigaron; atraviesan o 
tienen ingredientes (como causa, y a la vez, como efecto) que con el 
tiempo se dinamizan, intersecan y realimentan mutuamente.

La conflictividad es entonces un proceso; no una simple suma de conflictos 
puntales, sino su totalidad y las relaciones que se establecen a partir de ellos. 
De ahí se podrían mirar las tendencias de este conjunto considerando agrega-
dos sociales y no actores singulares. De acuerdo con una visión estructural, la 
conflictividad sería una característica presente en cualquier sociedad, que no 
es negativa en sí misma sino portadora de cambios y renovaciones. El grado 
de inestabilidad para la gobernabilidad y el régimen democrático definiría en 
este caso sus efectos negativos.

La conflictividad y los conflictos no pueden estar desvinculados y 
en muchas ocasiones, la división entre ambos conceptos en muchos 
casos [sic] puede ser confusa. Una comparación útil es visualizar 
la diferencia entre conflictividad y conflictos como algo semejante 
a la diferencia entre la educación y las clases, siendo la educación 
un proceso mucho más amplio y complejo mientras las clases son 
experiencias concretas de educación. Otra figura útil es ver estos 
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conceptos como conjuntos: la conflictividad contiene dentro de sí 
a los diferentes conflictos, pero los conflictos no contienen en su 
totalidad todo lo que implica la conflictividad (Monzón, s/f).

Al igual que los conflictos sociales, también la conflictividad puede tomar 
formas y características distintas, dependiendo de varios elementos como la 
tipología de las demandas de los conflictos que se dan en un determinado 
tiempo y espacio, los actores movilizados, los medios de presión y los niveles 
de violencia. La conflictividad puede ser también visualizada como campos 
diferenciados de conflictos que corresponden a espacios diversos, como por 
ejemplo aquellos referidos a la reproducción social, a espacios institucionales 
o culturales, como se presentan en este estudio. Sin embargo, debe quedar 
claro que la conflictividad no se vislumbra sólo tomando en cuenta la suma-
toria de los conflictos, sino que es algo más que la suma de las partes. Expresa 
dinámicas estructurales diferenciadas en los distintos campos de la vida de una 
sociedad. En otras palabras, la coyuntura conflictual en un determinado tiem-
po y espacio se define por características y campos propios que derivan de una 
tipología de los conflictos, pero también de dimensiones macroestructurales 
del conjunto. Como escribe Monzón:

Cuando hablamos de conflictividad, nos referimos a una dimensión 
mucho más amplia que simplemente la “suma de los conflictos”. 
Aunque existe muy poca literatura con nociones conceptuales claras 
al respecto, la conflictividad como constante en las relaciones socia-
les implica la existencia de condiciones económico-estructurales y 
psicológico-culturales que hacen que las personas y grupos se com-
porten de cierta manera particular frente a sus necesidades, intere-
ses y problemas, frente a otros actores (Monzón, s/f).

A este nivel es interesante rescatar el “conflicto estructurante” de Wieviorka 
(2005), es decir, aquel que tiene la propiedad de controlar los niveles de 
violencia a través de cierto grado de “institucionalización” de determinados 
ejes conflictivos fundamentales (el autor proporciona dos ejemplos: la Gue-
rra Fría y el movimiento obrero de la década de los setenta en Europa). En 
este sentido, el conflicto (o la conflictividad) perfectamente institucionali-
zado estaría al extremo de un contínuum que tiene en el otro extremo a la 
violencia. 
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conflictividad y gobernabilidad 

Desde un punto de vista referido a la gobernabilidad democrática, Lipset 
(1987) formuló la hipótesis de que “la estabilidad de un sistema democrático 
depende tanto de su eficacia como de su legitimidad”. ¿De qué depende la 
gobernabilidad en un Estado? De la capacidad política de una sociedad para 
procesar sus conflictos sin desmedro de su institucionalidad y produciendo 
estabilidad. En este sentido, este concepto tiene una dimensión positiva im-
plícita: define una condición estructural que favorece el ejercicio efectivo de 
gobierno y se basa en un criterio normativo que define un grado mínimo 
de “bondad” de parte de este de acuerdo con el nivel de satisfacción de la 
ciudadanía. Es claro que este criterio está sesgado por los condicionamientos 
en los juicios y las tomas de decisiones de los ciudadanos, que dependen de 
varios factores y en especial de su “punto de referencia”, es decir, del outcome 
esperado y deseado de una cierta situación social, la forma –incluidos los con-
dicionamientos– según la cual los individuos definen su grado de satisfacción, 
expresan sus juicios y toman acciones.7

Haciendo énfasis en la relación dinámica entre sociedad civil y Estado, Ca-
mou (2001) define la gobernabilidad como “el estado de equilibrio dinámico 
entre el nivel de las demandas sociales y la capacidad del sistema político de 
responderlas de manera legítima y eficaz”. Según Prats i Catalá (2001), la go-
bernabilidad es una atribución de la sociedad en su conjunto y no sólo del go-
bierno, y se da cuando un sistema social “está estructurado sociopolíticamente 
de modo tal que todos los actores estratégicos se interrelacionan para tomar 
decisiones colectivas y resolver sus conflictos conforme a un sistema de reglas 
y de procedimientos formales o informales –que pueden registrar diversos ni-
veles de institucionalización– dentro del cual formulan sus expectativas y es-
trategias”. Esta definición, por un lado, no implica una correspondencia entre 
gobernabilidad y democracia y, por otro lado, pone en el centro el tema de la 
canalización institucional y normativa de la conflictividad como un elemento 
clave para un sistema “gobernable”.

Tanto la tipología de los conflictos como la conflictividad son elementos cla-
ve que definen los momentos de crisis de la gobernabilidad, siempre y cuando 
asuman determinadas características que desestabilicen el sistema y lo hagan 
precipitar hacia una situación de ingobernabilidad. Una crisis de este tipo es 

7  La teoría de la referencia dependiente sugiere que las personas actúan para 
modificar el ambiente hasta que la situación se diferencie del outcome espera-
do, es decir, el punto de referencia mismo (Appadurai, 2004; Rao y Walton, 
2004; Doorenspleet, 2000).
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susceptible de producirse cuando los actores e instituciones políticas no tie-
nen la capacidad de procesar ni gestionar la complejidad social ni los riesgos 
y desafíos que esta supone. Una intensa conflictividad social se articula en 
torno a demandas macropolíticas (radicalidad de los actores) y se desarro-
lla en un contexto de capacidades políticas deterioradas, malestar ciudadano 
con la política y la democracia, y con deficiencias serias en la gestión política 
del gobierno. Se pueden tomar como indicadores de crisis de gobernabili-
dad aquellas situaciones en las que se produzca inestabilidad política en la 
composición del gobierno (cambios imprevistos en la jefatura del Ejecutivo 
o en el Gabinete), del Parlamento o del Poder Judicial que pudieran afectar 
su integridad o causar cambios significativos (aceleramiento o rectificación) 
en sus políticas. También se trata de conflictos que pongan en tensión las re-
laciones entre los poderes del Estado (ejecutivo, legislativo y judicial), niveles 
del gobierno (federal, estatal, municipal y sus equivalentes) e instituciones 
autónomas (electorales, bancarias, de transparencia, de rendición de cuentas 
y otras afines) (Cadena-Roa, 2009: 1).

La gobernabilidad misma es una construcción política que supone, por una 
parte, mantener al menos umbrales mínimos de funcionamiento de la econo-
mía y de las instituciones (PNUD-PAPEP, 2008b: 87), es decir, una goberna-
bilidad sistémica y, por otra, capacidad de inclusión, cohesión social y gestión 
institucional de los conflictos, es decir, gobernabilidad progresiva.8

En este sentido, la gobernabilidad buscaría “construir un estado de equi-
librio dinámico entre demandas de la sociedad y la capacidad de respuesta 
del sistema político” (PNUD-PAPEP, 2008b: 87), lo cual implica desarrollo 
institucional y fortalecimiento de la cultura política democrática. En suma, 
una política constructivista.

hacia una práctica constructivista  
para procesar conflictos

En anteriores trabajos se desarrolló la noción de gramática del conflicto (Cal-
derón y Dos Santos, 1995). A continuación, se sintetizan las principales ideas 
respecto a este mecanismo:

1.	 Es necesario que existan los medios adecuados para explicar los 
conflictos e informar sobre ellos al conjunto de la sociedad, a 

8  Para un análisis conceptual de casos nacionales, véase PNUD-PAPEP (2009a).
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fin de que no sean soslayados ni opacados por una parte de los 
actores. Aquí podrían cumplir un papel fundamental los medios 
de comunicación.

2.	 Es preciso contar con canales de participación representativa para 
que en la deliberación y negociación sean contemplados todos los 
intereses, actores y argumentos que intervienen.

3.	 Es indispensable que los distintos actores del conflicto tengan 
plena conciencia de que toda la negociación presupone la 
voluntad de las partes de respaldar, respetar y hacer respetar 
un acuerdo que implica cierto grado de concesiones mutuas 
respecto de las exigencias o posiciones originales de cada  
cual.

4.	 Es importante elaborar los conflictos con un consenso previo en 
torno a algunos metavalores que permitan a las partes negociar 
dentro de los límites previamente acordados y que permitan con-
frontar argumentos en un lenguaje común. Por ejemplo, la paz 
social.

5.	 Es importante un sistema claro y eficiente de sanciones para las 
partes que posteriormente no respeten los términos acordados en 
la negociación del conflicto, a fin de no convertir los mecanismos 
de negociación en formalidades vacías.

6.	 Es pertinente una definición adecuada de los conflictos cuya reso-
lución exige determinada competencia técnica y, por tanto, deben 
ser procesados por quienes acrediten dicha competencia.

la redefinición del espacio público, la comunicación 
y los nuevos desafíos de la política

La subjetividad está asociada con identidades, aspiraciones y malestares, con 
dudas, conflictos, demandas y deseos, y con las ansiedades de las personas y co-
lectividades, que intentan integrar sus vivencias al espacio público y al discurso 
político, que buscan que la sociedad como un todo reconozca las subjetivida-
des, y con ello sus experiencias cotidianas, como una parte fundamental de la 
vida social (Lechner, 2003).

La subjetividad cobra especial importancia como contraparte de los pro-
cesos de desarrollo capitalista a escala global. Las múltiples manifestaciones 
socioculturales y subjetivas constituyen hoy una fuerza que, sin ser ajena a 
tales dinámicas, se opone y entra en tensión con una lógica instrumental y 
cosificadora de la globalización, el mercado y la tecnoeconomía de la informa-
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ción; en suma, la subjetividad se opone a una lógica que implica una mayor 
concentración del poder.9

A través de las transformaciones de la industria y el mercado cultural, la 
globalización ha incidido de manera paradójica en la expansión y multiplica-
ción de las subjetividades y en el pluralismo constitutivo de las sociedades. La 
subjetividad asociada con la expansión de la ciudadanía es la mejor garantía 
para una renovación de la política y, en especial, para disputar orientaciones 
puramente consumistas o comunitaristas del desarrollo.

Hoy los actores y los nuevos movimientos socioculturales se construyen en 
relación con el desarrollo de sus propias subjetividades, que se establecen en 
articulación con los nuevos dominios de la ciencia, la tecnología, el conoci-
miento y de la sociedad red. Las subjetividades constituyen una tensión intrín-
seca del propio devenir de la globalización. Cabalmente, por esto la subjetivi-
dad, los actores y la globalización no son fenómenos separados; se hacen en 
relación con una nueva tensión histórica, en el marco de la cual se desarrollan 
las sociedades contemporáneas.

En este sentido, los límites de los sistemas de representación política de lo 
social están asociados, por una parte, con los mecanismos objetivos y subjeti-
vos de complejización de las sociedades y, por otra, con persuasivas formas de 
penetración creciente de los medios de comunicación social: primero la radio 
y la televisión, luego las tecnologías horizontales como Internet y los teléfonos 
móviles, así como variadas y dinámicas formas de expresión (SMS, blogs, pod-
casts y wikis, entre otros).

Las nuevas formas de comunicación modifican y recodifican la política, los 
conflictos sociales y, en definitiva, el espacio público. Sin embargo, es importante 
destacar un problema: la construcción de las realidades sociales en estos medios, 
por lo general, es simplificada y esquemática y reduce la capacidad de delibera-
ción entre los actores (Manin, 1992), pero a la vez tiene un alcance informativo 
a escala universal inédito en la historia humana. Nadie duda de que varios de los 
avances sociales y democráticos registrados en diversos lugares del mundo actual 
son impensables sin el poder de comunicación de estos medios. Aumentan el 
mercado y la industria del consumo, se limitan los diálogos argumentativos, pero 
también aumenta, se va horizontalizando y se universaliza la comunicación social 
y política y, con ello, la definición de la política y el conflicto cambian. Hoy la 
esfera pública y los conflictos se representan cada vez más en los medios. 

Castells (2009) ha desarrollado la tesis de que la comunicación, y en es-
pecial aquella socializada, apoya la producción social de significados y es el 

9  Castells (1997a) habla de la red y el yo, mientras que Touraine (1998) opone 
la subjetividad o el sujeto a la globalización económica.
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campo de conflicto donde se expresan las personas y sus sociedades. Según 
el autor, las mutaciones tecnológicas en aumento expanden el alcance de los 
medios a todas las esferas de la vida social en una red que es al mismo tiempo 
local, global, genérica y personal. Como resultado, las relaciones de poder, 
así como la conflictividad, se dan, desarrollan y deciden en los espacios de la 
comunicación pública. En este sentido, si las relaciones de poder son siempre 
conflictivas, ya que las sociedades son intrínsecamente heterogéneas y contra-
dictorias, la relación entre comunicación y poder refleja los intereses conflic-
tivos que existen en sociedades específicas.

Como se analizará más adelante respecto de los medios de comunicación 
estudiados en este libro, las industrias culturales trabajan en red, son con-
centradas y a la vez segmentadas, lo cual genera un sistema de competencia 
cuasioligopólica. Sin embargo, el poder no sólo se asienta en las lógicas cuasi 
oligopólicas de los medios, sino también en la capacidad de opinión de las 
personas y sus sociedades. La televisión es el principal medio de comunicación 
entre el sistema de toma de decisiones políticas y la gente. Hoy la política es 
sobre todo mediática, y sus acciones son reelaboradas por los medios. Estos 
a su vez pueden ser plurales y competitivos, pues para permanecer necesitan 
mantener la credibilidad de las personas y enfrentar a sus competidores. Los 
medios no tienen todo el poder; construyen un espacio en el cual este se deci-
de y, por lo tanto, también el conflicto. Cada vez más la política y la suerte de 
los conflictos dependen de la presencia mediática.

Los medios son fuentes de poder, son instituciones y empresas que constru-
yen significados e imaginarios públicos sobre el conflicto, socializando a las 
personas. Necesitan de los conflictos y estos los necesitan a ellos. Son, en suma, 
espacios públicos donde se reflejan, crean y disputan las relaciones de poder, 
donde se reconocen los conflictos entre los actores en pugna. No son neu-
trales, pero tampoco instrumentos mecánicos de poder; constituyen el lugar 
donde se expresan los intereses políticos y sociales, y son también negocios. 
Sus características dependerán del mercado y del juego de intereses y presio-
nes de los actores concretos.

Pareciera que no existiese una relación funcional entre política y poder me-
diático. No obstante, desde una perspectiva constructivista, los medios cons-
truyen realidad, elaboran narrativas e imaginarios colectivos y públicos que 
tiene un impacto en la dinámica de los conflictos y en la vida de las personas, 
en la toma de decisiones de los actores y en especial en la elaboración de agen-
cias, es decir, en la búsqueda de una relación fértil entre metas y resultados 
por parte de los actores sociales y políticos.

Casi en todas las sociedades, los conflictos se suscitan de diferentes formas, 
sentidos e intensidades. En la región y a escala global –como se verá en el capí-
tulo 2–, los conflictos han crecido alrededor de demandas diversas y a menudo 
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fragmentadas. Lo peculiar radica en que tales demandas ponen en evidencia 
las tremendas limitaciones del patrón de globalización, hoy en crisis para re-
producirse. En Latinoamérica los conflictos arrastran el peso de un pasado de 
enormes desigualdades estructurales e institucionales y, a la vez, demandan el 
reconocimiento de arcanas y nuevas identidades. En este ámbito, el desarrollo 
de la autocomunicación masiva ofrece una base para que los actores en con-
flicto construyan su autonomía y busquen satisfacer sus necesidades y deman-
das. De hecho, según Castells (2009), sin estos medios de autocomunicación 
los nuevos movimientos o actores no podrían ser concebidos; la comunicación 
digital puede constituirse, así, en una forma muy utilizada para organizarse y 
luchar. El capítulo 8 trata e ilustra las características de los nuevos conflictos y 
movimientos en Latinoamérica, centrándose en la información sobre el con-
flicto producida por los medios de comunicación de la prensa escrita. 

Los actores cambian bajo las tensiones que suponen las nuevas relaciones 
de poder y buscan constituir nuevos órdenes institucionales más legítimos, efi-
cientes y eficaces, que permitan a las sociedades mismas convivir con dignidad. 
El espacio público es el lugar donde se expresan los intereses y proyectos diver-
sos que pueden ser procesados y reelaborados por una política constructivista, 
que busca acuerdos en función del bien común. Sin embargo, vale la pena 
insistir en que el espacio público no sólo es definido en el ámbito comunica-
cional, sino que también es disputado en la sociedad misma en tanto portador 
de un nuevo momento histórico que emerge en el mundo contemporáneo.

Desde el punto de vista de la construcción de un orden conflictivo, la arti-
culación y la integración de las distintas subjetividades y culturas en el espacio 
público comunicacional aparecen en el centro del escenario. Es por esto que 
en esta lógica comunicacional la expansión de la ciudadanía es la principal 
garantía de la igualdad, es el sujeto de la igualdad. La ciudadanía y la igualdad 
son inseparables, pero necesitan ser renovadas de manera permanente a par-
tir del uso creativo de estos nuevos códigos de comunicación.

Los nuevos derechos culturales asociados con la expansión de subjetividades 
individuales y colectivas (de religiones, etnias, género, sexualidad, migracio-
nes, ecología, etc.), que redefinen nuestras sociedades como multiculturales, 
necesitan, para poder constituirse democráticamente, vincularse con la edu-
cación y el conocimiento que suponen las nuevas condiciones tecnológicas de 
la sociedad red actual y de la economía de la tecnoinformación. Resulta muy 
difícil la expansión de subjetividades y libertades culturales sin el desarrollo 
de una ciudadanía social renovada, sin el desarrollo colectivo de estos nuevos 
códigos de comunicación. Pero también resulta imposible pensar en la expan-
sión de una ciudadanía social y de reconocimiento de los nuevos derechos 
culturales aggiornados sin el reconocimiento pleno del estatus político de cada 
uno de los ciudadanos. Por este motivo la construcción de una comunidad 
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política de ciudadanos es el ámbito de reconocimiento de la expansión de las 
nuevas subjetividades y capacidades comunicacionales. 

Parece fundamental reconocer, por otra parte, que existen tensiones y con-
tradicciones entre la expansión de las particularidades subjetivas y el elemento 
común, universal, del ciudadano. El Estado es el que garantiza esa unidad, 
que trasciende las subjetividades diversas para poder constituirse como tal. 
De esta manera, en democracia, esta integralidad entre ciudadanía y política 
está vinculada con una comunidad política de ciudadanos renovados. La ciu-
dadanía política constituye el referente universal del pluralismo subjetivo de 
nuestras sociedades. Los movimientos sociales y culturales mismos buscan el 
reconocimiento de sus nuevos derechos: de participación, de distribución y de 
reconocimiento; pero su concreción democrática está precisamente asociada 
con este tipo de comunidad.

Lo específico es que estos movimientos y estas demandas de reconocimiento 
de subjetividades están asociados con los procesos de transformación de las 
nuevas tecnologías de comunicación y de la sociedad red. Hoy, las dinámicas 
de los nuevos movimientos socioculturales se expresan y desarrollan en las 
sociedades de la información y buscan transformar las relaciones de poder, 
tanto dentro como fuera de la red. Este es seguramente el desafío más signi-
ficativo de estas nuevas subjetividades, porque es en la red donde se expresan 
y desarrollan las nuevas formas de poder. Allí se constituye, pues, entre otras 
cosas, el sentido de la acción de los nuevos movimientos alterglobalización, 
dando lugar a nuevas formas de sociabilidad y socialización. 

Los patrones de socialización de las nuevas generaciones son diferentes a los 
del pasado. La relación entre educación y empleo es más compleja y difícil; las 
mutaciones y las rupturas del monopolio del poder en la escuela, en la familia, 
en el barrio y en la propia seguridad de la vida cotidiana se redefinen a través 
de las nuevas tecnologías de información y comunicación, y las nuevas subje-
tividades culturales están cada vez más asociadas con los usos sociales de estas 
nuevas tecnologías. Las actuales formas de sociabilidad son paradójicas, pues 
están abiertas al universo de la red, pero tienen mayor impacto entre grupos y 
en espacios más restringidos.

La nueva cultura de la tecnosociabilidad modifica la subjetividad, cambia los 
patrones de conocimiento y la vida cotidiana de las personas y de las comuni-
dades. Sin embargo, esto no se hace en el vacío, sino en el marco de experien-
cias de relaciones sociales conflictivas, históricas y concretas. Esta nueva subje-
tividad constituye hoy la nueva fuerza constructivista del cambio democrático.



2. La multicrisis global

	 el andamiaje de las múltiples crisis contemporáneas

	 El mundo de hoy vive un momento crucial dado que, como nunca 
antes en la historia, condensa diversos tipos de crisis: aquellas de temporali-
dades diferentes (como la crisis europea, más bien reciente, a diferencia de 
la crisis intercivilizatoria entre Occidente y el islamismo, que se retrotrae a la 
expansión del Imperio Otomano), las de signos distintos (como la ecológica, 
más bien amenazante, o la geopolítica, democratizadora), y la más espectacu-
lar, la financiera global. 

Todas ellas son, por supuesto, crisis modernas porque son producto de –y 
pueden ser resueltas por– decisiones, tal como lo señaló Ulrich Beck hace una 
década en La sociedad del riesgo, “lo que a su vez significa que no pueden ser 
adjudicadas a fuerzas de la naturaleza, dioses y demonios” (1999: 36). Se está 
lejos de la Edad Media y sus crisis trágicas –epidemias, pestes, calamidades, 
brujerías y miseria–, cuando se citaba a Dios ante el tribunal de los hombres y 
se oraba con fruición por contar con la gracia del cielo.

El concepto de “crisis” implica que la continuidad de un proceso (como 
tendencia y orientación intelectual) se ve amenazada, paulatina o brusca-
mente, hasta detenerse, bloquearse o desequilibrarse. Esta nueva situación de 
urgencia abre un paréntesis de incertidumbre intenso que incide sobre los 
implicados y decisores al punto de apremiarlos para resolverla; sin embargo, 
su interacción vibrante será la que determine si el proceso interrumpido con-
tinuará viabilizándose o, por el contrario, se dirigirá hacia una fase de regre-
sión, transición, inflexión o ruptura. En pocas palabras, la crisis se constituye 
en un “momento decisivo en la evolución de un proceso incierto” (PNUD-
PAPEP, 2008b: 75). Momento decisivo para la continuidad de la tendencia y 
su orientación intelectual, pero a la vez incierto, pues la historia definirá si la 
crisis modificará la realidad o preservará el statu quo.1

1  El abordaje procesual de la crisis se basa en propuestas de diversos autores. 
Véase Morin (2002) y su iluminadora teoría de la crisis. También se realizan 
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La crisis financiera global (CFG) se manifestó en el cuestionamiento a la 
dupla estratégica capitalismo global desregulado/neoliberalismo. La salida de 
la crisis ha consistido, de un tiempo a esta parte, en una severa intervención 
estatal tanto en los Estados Unidos como en Europa. No está claro todavía si 
su resolución devendrá en el fortalecimiento de las instituciones reguladoras 
nacionales y globales y el eclipse del neoliberalismo en Occidente, o si la pro-
pia crisis acabará por depredar a los gobiernos keynesianos (demócrata en los 
Estados Unidos y socialdemócratas en la Unión Europea [UE]). Esto último 
implicaría restituir a gobiernos conservadores que repondrían y revitalizarían 
aquello mismo que ocasionó la crisis, es decir, lejos de solucionarla, en un 
mediano plazo más bien la agravarían.

El avance de la globalización, con la emergencia económica de China, In-
dia y Brasil y la reinserción global de Rusia, generó no sólo un cambio en su 
estatus internacional, sino una nueva crisis geopolítica. La continuidad de la 
hegemonía occidental durante los últimos cinco siglos y la reciente unipola-
ridad estadounidense se vio alterada hacia un multicentrismo equilibrador, en el 
que cada una de estas potencias despliega hegemonías regionales y acompaña 
a escala variable a los Estados Unidos en el ejercicio de una influencia y un 
predominio globales. De esta forma, la cima del mundo se ha visto democra-
tizada en cuanto a la incorporación de nuevos decisores globales, y a la vez se 
tornó multicivilizatoria. 

A partir de los años treinta, la tendencia económica ascendente de los países 
europeos y la consolidación de la UE señalaban a esta última, una vez derrum-
bada la Unión Soviética, para ocupar su lugar en un renovado “duopolio de 
superpotencias”; pero la emergencia de los BRICS (Brasil, Rusia, India, China 
y Sudáfrica) resituó su influencia y su estatus internacional, y el ascenso vertigi-
noso de China, sobre todo, convirtió a la UE en una potencia quizás secunda-
ria que profundizó su estado de crisis; China era más bien una de las potencias 
candidatas para el duopolio de colosos. El mundo se vería dividido en dos 
esferas geopolíticas: la euroatlántica, dominada por los Estados Unidos, y la 
asiática, dominada por China (Kagan, 2008: 47). La crisis europea constituye 
entonces una crisis de expectativas, identidad y estatus. 

La crisis intercivilizatoria moderna se funda principalmente en el curso di-
vergente y hostil entre Occidente y el mundo árabe-musulmán (iniciado con 
la conformación del Imperio Otomano, reforzado con su desintegración, y 
cuyo clímax fueron los atentados del 11-S y su inmediata respuesta con la inva-

destacadas reflexiones sobre el tema desde ópticas diferentes y en la vertiente 
latinoamericana: PNUD-PAPEP (2008b), Pérez-Liñán (2009) y Vuskovic 
(2007). 
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sión de Afganistán e Irak), que parecía avanzar de manera sostenida hacia una 
“guerra de los mundos”. Esta crisis puede encontrar en las revueltas árabes un 
punto de inflexión histórico esperanzador, sobre todo si los países del Oriente 
Próximo llegaran a formar también parte del gran concierto de las democra-
cias contemporáneas.

Finalmente, el contrato natural entre el hombre y la naturaleza, honrado 
desde hace 15 mil años con un estilo de vida sobrio que permitió la reproduc-
ción ininterrumpida del ecosistema, se vio quebrantado desde los comienzos 
de la era industrial, que marcó el comienzo de la crisis ecológica –cuyo avance 
se aceleró a partir de 1950 y provocó un mayor calentamiento global–. Al mis-
mo tiempo, la gente fue cobrando desde entonces mayor conciencia ecológi-
ca, poco a poco el capitalismo se fue reconvirtiendo en un capitalismo verde, 
y el consumismo dio paso al regreso a una vida de sobriedad, producto de una 
revolución cognitiva y de una “moralidad ecológica” en curso.

Se está, sin duda, ante una multicrisis paradójica. Múltiple porque confluyen 
y se imbrican todas en una misma coyuntura, y paradójica porque no todas 
ellas resultan negativas y amenazantes; algunas más bien abren una ventana 
de oportunidad inédita desde un punto de vista histórico para que el sueño 
kantiano de una “paz perpetua” entre los hombres y entre estos y la naturaleza 
se cristalice en el curso del siglo XXI. 

En los siguientes párrafos se exploran más en detalle las características de 
cada una de estas crisis que desestabilizan el mundo contemporáneo, desde 
una perspectiva histórica y en términos de conflictividad y dinámicas de la 
violencia a nivel global. 

atenuación de los extremismos y convergencia global

Antes de la Segunda Guerra Mundial formaban parte del escenario ideológico 
y político mundial cuatro ideologías perfectamente circunscritas: el nazismo 
afincado en Alemania, el fascismo en Italia y España, el comunismo en Rusia 
y la democracia en los Estados Unidos, Inglaterra y Francia; todas con profun-
das irradiaciones internacionales.2 Después de esta guerra, se retiraron del 
proscenio internacional dos de ellas (el nazismo y el fascismo) y quedaron 

2  El fascismo estuvo de moda en Latinoamérica en las décadas de 1930 y 1940, 
en parte porque parecía tener éxito en Italia y Alemania, así como porque 
numerosos inmigrantes alemanes divulgaron los postulados nazis, logrando 
que en varios países –fundamentalmente en Chile y Brasil– se crearan filiales 
del Partido Nacional Socialista Alemán (Malamud, 2006: 451-453).
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las dos restantes (democracia capitalista y comunismo), que se extendieron 
rápidamente durante la Guerra Fría hasta constituir dos bloques mundiales: 
el occidental-capitalista, liderado por los Estados Unidos, y el oriental-comu-
nista, dirigido por la Unión Soviética. 

La retirada del nazismo y del fascismo le significó a la humanidad pasar por 
el trauma de una guerra mundial que regó de muerte los cinco continentes 
con 60 millones de caídos. Durante la Guerra Fría ninguno de los dos bloques 
desplegó acciones directas contra el otro, pero sí generaron “guerras por de-
legación” mediante las cuales las grandes potencias dirimieron sus luchas de 
intereses a través de terceros países (Fisas, 2011). Es decir, los Estados Unidos 
y la Unión Soviética se mantuvieron fríos, mientras el Tercer Mundo perma-
neció caliente: la guerra de Corea dejó 5 millones de muertos; la guerra de 
Vietnam, 2 millones, la Guerra Civil española, 1,2 millones. En América Latina 
tuvo lugar la revolución boliviana, la cubana, la sandinista y brotó una miríada 
de grupos guerrilleros a todo lo largo y ancho de la región (Castañeda, 1995; 
Mires, 2009). También en otras latitudes de la periferia surgió la utopía, inten-
tando provocar revoluciones socialistas, como en Etiopía, Angola o Malasia.

Esto es lo que mantuvo al Tercer Mundo como una zona de guerra, mien-
tras que el primero y el segundo iniciaban la más larga etapa de paz desde el 
siglo XIX. Se estima que, antes del colapso del sistema soviético, unos 19 mi-
llones de personas murieron en las más de cien “guerras, conflictos y acciones 
militares más importantes”, entre 1945 y 1983, casi todos ellos en el Tercer 
Mundo: más de 9 millones en el Extremo Oriente; 3,5 millones en África; 
2,5 millones en el sureste asiático; un poco más de medio millón en Oriente 
Medio, sin contar la más sangrienta de estas guerras, el conflicto entre Irán e 
Irak entre 1980 y 1988, y bastante menos en América Latina. Los treinta años 
de guerra en Vietnam (1945-1975) fueron con seguridad los más cruentos y los 
únicos en los que fuerzas estadounidenses se involucraron en forma directa 
y en gran escala. En esta guerra murieron unos 50 000 norteamericanos. Las 
bajas vietnamitas y de otros pueblos de Indochina son difíciles de calcular, 
pero las estimaciones más modestas hablan de unos 2 millones (Hobsbawm, 
2006: 433-434).

La posguerra abrió un período de bifurcación auspiciosa para uno y otro 
bloque durante casi medio siglo. La caída de la Unión Soviética en 1989 y la 
posterior liberalización de la economía comunista China, durante el gobierno 
de Deng Xiaoping (1978-1997), acelerarán el pasaje histórico de una sola de 
las fuerzas en pugna, cegando las posibilidades globalizadoras de la otra. Pero 
el islamismo y los atentados del 11-S en 2001 frustraron otra vez las expectati-
vas de paz mundial. Entre el mundo islámico y el occidental se conformó una 
espiral catastrófica: insurrecciones, ejecuciones, matanzas, guerras intestinas, torturas 
y atentados, desde Nairobi hasta Madrid y desde Bali hasta Londres, pasando 



la multicrisis global  61

por Jerba, Argel, Casablanca, Beirut, Amman, Taba, Jerusalén, Estambul, Bes-
lán, Bombai o Bagdad, por no mencionar Marraquech. 

Antes y después de la Segunda Guerra Mundial, durante casi todo el “corto 
siglo XX” que comenzó con la Primera Guerra Mundial y la revolución bolche-
vique y concluyó con la caída de la Unión Soviética, el mundo estuvo signado 
por divergencias totales, es decir, ideologías que tanto en su concepción del 
sistema económico como del régimen político se definían como antagónicas, 
irreconciliables y contradictorias; pero además, cuanta controversia, conflic-
to o crisis apareciera en escena, era centrifugado (extremado y radicalizado) 
con el fin de conseguir la quiebra del sistema enemigo e imponer, de for-
ma alternativa y violenta, el propio en su lugar (así lo hicieron el nazismo, el 
comunismo y el fascismo). Es así como esta subjetividad de la negación y la 
centrifugación hizo que predominara la lógica schmittiana amigo/enemigo. 
Todo lo contrario a la política constructivista que anima el presente estudio.

El mundo postindustrial, sin embargo, está marcado por las divergencias 
atenuadas entre quienes hasta ayer eran antagonistas totales: China y Cuba, 
para poner dos ejemplos de órbitas geográficas distintas. En el caso chino, el 
antagonismo económico cesó y persiste el político; en el caso cubano, asisti-
mos hoy a la apertura con cuentagotas de la iniciativa y propiedad privadas, 
aunque el régimen político sigue siendo el mismo. En consecuencia, la lógica 
schmittiana amigo/enemigo ha dado paso –de manera súbita, como en el caso 
de Rusia, o paulatina, como en el chino– a la lógica smithiana del competidor 
y del adversario. Esto significa que los países que transitan de la divergencia 
total a la atenuada, de la lógica schmittiana a la smithiana, de la geopolítica 
a la geoeconomía, cesan sus hostilidades bélicas y expansivas, porque en vez 
de plantearse como ajenos, divorciados y confrontados empiezan a funcionar 
en los hechos como interdependientes, interpenetrados y conectados. Y ese 
es precisamente el estado de la relación entre los Estados Unidos y China, 
Europa y Rusia.

Este es el peldaño de la atenuación: progresivos cambios cualitativos inter-
nos que en tiempos normales acercan a los enemigos de ayer en vez de alejar-
los, y en tiempos de crisis, morigeran –en lugar de extremar– sus posiciones 
apaciguando el mundo. Pero existe otro peldaño por encima en la empinada 
escalera hacia la paz mundial que se encuentra en la convergencia integral y 
global con la democracia, la economía de mercado y la modernización: su-
cedió con Alemania, Italia y Japón, después de la Segunda Guerra Mundial, 
luego con España y América Latina durante la Guerra Fría, debido a “la ola 
simétrica de restauración democrática” (Rouquié, 2007: 420), y después con 
la Europa del Este. 

Se puede pensar que en buena medida nos encaminamos hacia un sistema-
mundo de amigos-competidores-rivales, signado por una lógica económica y 
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política distinta que, lejos de centrifugar las diferencias hasta convertirlas en 
antagonismos y los conflictos en guerras, las atenúan configurando un sistema 
bajo el ethos de la convergencia y la cultura de la negociación. Se trata de la 
búsqueda de opciones dentro de la democracia y de la economía de mercado, 
más que de alternativas sustitutorias fuera de ambos sistemas. Esto nos hace 
pensar que el siglo XXI no seguirá la senda destructiva del siglo anterior y 
que, si bien el malestar y la conflictividad continuarán, al no estar espoleadas 
por ideologías centrifugadoras, las salidas bélicas serán menos frecuentes que 
en el pasado.

Todo apunta a que la experiencia letal del siglo XX no se repetirá. Los datos 
del Programa de Conflictos de la Universidad de Uppsala señalan que hemos 
pasado de 32 conflictos armados de gran intensidad en 1990, a 19 en 2000, y 
17 en 2009; en un lapso de 20 años, la cantidad de este tipo de conflictos se ha 
reducido a la mitad. Los datos de 2010 apuntan además a un estancamiento: no 
existía ningún conflicto armado que hubiera provocado más de 10 000 víctimas 
civiles desde su inicio en 2003. No nos encontramos aún en un escenario del 
que desaparecerán las guerras, pero este fenómeno social es cada vez menos 
frecuente y menos letal, o se está redefiniendo. En los años sesenta, el 80% de 
las guerras civiles terminaban con la victoria militar de una de las partes. Hacia 
los años noventa, este porcentaje ya se había reducido al 23%, y hoy en día es 
inferior al 10%. Estamos, por tanto, ante una nueva realidad (Fisas, 2011).

Por otra parte, como afirma el Informe de Desarrollo Humano del PNUD 
del año 1994, los conflictos dentro de los países predominan por sobre aquellos 
entre países.

la crisis financiera global

La causa de la crisis está, de alguna manera, vinculada con un sentimiento mo-
ral –para ponernos a tono con Adam Smith– pero nada edificante: la codicia; y 
en cuanto a la manera de afrontarla, es decir, de transformar la deuda privada 
en deuda pública, a la malicia. Estos dos sentimientos se hallan envueltos en 
una ideología que ha estado muy comprometida y en la picota mundial: el 
neoliberalismo,3 cuya mayor pretensión es lograr que la globalización de los 
mercados avance sin considerar la globalización del Estado de derecho.

3  En 2003, Inmanuel Wallerstein predijo con gran acierto que “para 2010, lo 
aseguro, a duras penas nos acordaremos de esta loca fantasía momentánea”, 
porque se trataba de un espejismo y un engaño deliberado (2005: 197). 
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La crisis no comenzó con la incapacidad de un grupo de familias norteame-
ricanas para reembolsar sus créditos inmobiliarios. Las instituciones financie-
ras y los banqueros, los calificadores y los intermediarios, los corredores de 
bolsa y los gerentes incitaron (sin ningún control y en medio de una completa 
falta de transparencia o “asimetría de la información”) a las clases medias a 
endeudarse (más allá de sus posibilidades, pero avivando sus ilusiones y enga-
tusando su razón) para financiar la compra de sus viviendas, para impulsar el 
crecimiento de los bienes y la producción, llevándose ellos la mayor parte de la 
riqueza producida sin correr el más mínimo riesgo. El “frenesí del préstamo” 
desencadenó un negocio colosal –el nuevo “El Dorado”–, donde en principio 
todos ganan (los ciudadanos, una vivienda y a veces hasta dos o tres; la econo-
mía, un crecimiento efímero donde todos incrementan sus ganancias; los po-
líticos, la satisfacción de sus votantes, y los financieros-expertos-especuladores, 
ganancias colosales).4 

El espejismo se quebró con el estallido de la burbuja financiera el día en 
que Lehman Brothers, el cuarto banco de inversión del sistema financiero más 
grande del planeta, tuvo que afrontar su caída final. La dinámica de la crisis 
no se detuvo en las fronteras de los Estados Unidos, sino que cruzó con cele-
ridad el Atlántico para instalarse con toda su virulencia en Europa. Las insti-
tuciones financieras privadas habían transferido el riesgo (“engaño” y “estafa” 
habría que denominarlo en lenguaje moral) a otros bancos o instituciones 
financieras del Viejo Continente y a un buen número de las economías emer-
gentes, sin ningún tipo de control ni de los gobiernos ni de las organizaciones 
internacionales. 

En el ámbito ideológico, la crisis desbarató la pretensión neoliberal de co-
rrer sin freno ni pausa, debido al frenesí financiero que acabó por reclamar 
la intervención del Estado (precisamente en Norteamérica el Estado federal 
quedó como accionista de facto del 79,9% de las empresas) y abrió paso a un 

4  El problema devino porque los banqueros decidieron salir de su oficio 
aburrido y entregarse de manos llenas al becerro de oro (Stiglitz, 2010). 
La imagen más impactante de este comienzo de siglo es la de Alan Greens-
pan, exdirector del Federal Reserve Board, declarando ante una comisión del 
Congreso en octubre de 2008, donde sostuvo que se hallaba “en un estado 
de choque e incredulidad”. Estaba convencido de que era imposible que los 
organismos que concedían crédito se comportasen nunca de forma tal que 
pudieran comprometer los intereses de sus propios accionistas: “Sobre esta 
base se calcularon los riesgos durante décadas, pero todo ese edificio intelec-
tual se desplomó el verano pasado”. Lo que estaba manifestando Greenspan 
era sólo la decepción de un conservador que se consideraba engañado. Su 
remordimiento parece significativo, porque indica el final de una época en 
la que los agentes económicos se comportaban con coherencia y obedecían a 
determinadas normas (Maalouf, 2010: 100).
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consenso keynesiano de escala variable: muy decidido –inclusive entre los ul-
traliberales– en cuanto a rescatar al sector privado “financiero” y socializar las 
pérdidas, menos en cuanto a regular, controlar y limitar el sistema financiero, 
y mucho menos para aceptar la idea de que el capitalismo no sobrevivirá si 
se limita a proporcionar a los ricos los medios para hacerse más ricos (Judt, 
2010: 99).

Sobre las consecuencias de tal crisis, se destacan seis observaciones:

1) Ninguna democracia se quebró ni colapsó el sistema de partidos, como sucedió en 
Alemania después de la crisis de 1929 y durante la Gran Depresión –el parale-
lo histórico de la actual CFG–, cuando la democracia parlamentaria dio paso 
al régimen nazi; aunque no fue la única causa (por cierto una de ellas fue la 
tortura del desempleo, pero también estuvieron la amargura de las pérdidas 
territoriales y la desmoralización por la debilidad política), es probable que por 
ese motivo “en Gran Bretaña sólo entrañó el cambio de un gobierno laborista 
a un ‘gobierno nacional’” (Hobsbawm, 2006: 143). En todo caso, la actual crisis 
“movió las aguas, pero no desencadenó las tempestades” (Bobbio, 1992: 63). 
Tampoco implicó el colapso de ningún sistema de partidos, como sucedió en 
Venezuela después de la crisis de 2002, en Argentina en el año 2001, en Bolivia 
debido a la crisis de octubre de 2003 y en Ecuador en abril de 2005, todas ellas 
concatenadas con la crisis del neoliberalismo en América Latina. Por el momen-
to, nos encontramos frente a una crisis atenuada, pues si bien empezó a generar 
movimiento entre los políticos no ocasionó una ruptura del régimen: en todos 
los países occidentales azotados por la crisis financiera, la democracia persiste y 
nada parece sugerir que colapse para dar paso a otro régimen.

2) Se produjeron alternancias gubernamentales, y el caso más importante fue el es-
tadounidense. Toda crisis económica es susceptible, sobre todo cuando afecta 
a un grueso sector de la población, de convertirse en una ventana de oportuni-
dad para que la oposición responsabilice al gobierno de sus efectos negativos 
con el propósito de sumar electorado, construir una sólida mayoría y provocar 
la alternancia del gobierno (la oposición canaliza y representa el malestar so-
cial y, de este modo, lo capitaliza). El caso paradigmático está representado 
por los Estados Unidos: los demócratas responsabilizaron de la crisis al gobier-
no y sumaron electorado; en cambio, George Bush hijo y su administración no 
realizaron una gestión positiva de esta y su partido recibió un revés electoral. 
En otras palabras, la democracia metaboliza los conflictos y las crisis al cambiar 
la orientación del gobierno, previo “voto castigo” al presidente en ejercicio. 
En términos popperianos, el gobierno ensaya una respuesta a la crisis, y si 
resulta un error, la ciudadanía en la siguiente elección ensaya otro gobierno 
con la esperanza de que este acierte en la solución. 



la multicrisis global  65

3) En algunos países se generaron y generarán movilizaciones de protesta, algunas de 
ellas violentas. En Francia, durante el otoño de 2010, se sucedieron más de una 
decena de huelgas y jornadas de movilización contra la reforma de pensiones 
que extendió 2 años más la edad de jubilación; en Irlanda, hubo manifesta-
ciones multitudinarias, promovidas por los sindicatos, en contra de las me-
didas de austeridad decretadas por su gobierno para estabilizar las finanzas 
del llamado “tigre céltico”; en Italia, en varias ciudades como Bolonia, Milán, 
Nápoles, Turín y Génova, irrumpieron miles de manifestantes movilizados en 
protesta contra la política económica adoptada frente a la crisis económica 
por el gobierno de Berlusconi. En Portugal, el gobierno planteó un plan de 
austeridad ante el rechazo de buena parte de la oposición y los sindicatos, 
que paralizaron medio país con una huelga general. En Inglaterra, los uni-
versitarios se movilizaron para protestar con violencia contra la propuesta de 
aumentar las matrículas universitarias, en una escala que no se veía desde los 
disturbios por los aumentos de impuestos de hace 20 años. Grecia vive su pro-
pia tragedia arreciada por las continuas protestas, huelgas y movilizaciones 
violentas contra las medidas de ahorro del gobierno negociadas con la UE y 
el Fondo Monetario Internacional (FMI). Por último, en España, se han pro-
ducido movilizaciones, protestas e incluso, por primera vez en democracia, 
la declaración de estado de alarma (militarización de los aeropuertos bajo 
jurisdicción del Código Penal Militar) para doblegar a los controladores aé-
reos. Al momento, los nuevos movimientos de protesta por la participación y 
la dignidad ciudadana parecen plantear demandas por una mayor calidad de 
la democracia y del desarrollo.

Es acertada la observación de Sidney Tarrow (2010) acerca de que los even-
tos contenciosos vienen en olas, pero rara vez son homogéneos. Lo revelador 
de este macroacontecimiento es que tanto la crisis financiera como el ciclo de 
“presidencias fallidas” en América Latina (1999-2005), responden a decisiones 
adoptadas en la cúpula global (política y/o financiera), sin tomar en conside-
ración sus efectos sociales o en su total prescindencia.5 En otras palabras, las 
protestas europeas, como ayer las latinoamericanas, son el sonido que corres-
ponde a partituras “escritas” lejos de las calles. 

4) Se acentuó el carácter étnico de la democracia europea. El fenómeno no es nuevo, 
pero la tendencia se profundizó con el descenso del nivel de vida y la erosión 

5  La CFG, con serias consecuencias sobre las economías y las sociedades 
desarrolladas, sobre todo de Europa y de los Estados Unidos, parece imponer 
un conjunto de políticas económicas de estabilización y ajuste estructural si-
milares a las que se aplicaron en América Latina en 1980, con consecuencias 
económicas y sociales por lo general nefastas para la región. 
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del Estado del bienestar, considerado la última fortaleza igualitaria europea. 
En los últimos 5 a 10 años el sentimiento islamófobo (obsesión negativa hacia 
el islam) se ha ido extendiendo por Europa (anterior a la entrada en escena 
de Al Qaeda en el Viejo Continente), en paralelo a la emergencia de un nuevo 
narcisismo cultural occidental. “El islam adopta un estatus de chivo expiatorio, 
de enemigo indispensable, y se convierte, en esta Europa de principios del ter-
cer milenio, en la víctima sacrificial de nuestro malestar metafísico, de nues-
tra dificultad de vivir sin Dios, pero proclamando, al mismo tiempo, nuestra 
modernidad como la única posible, como la única salida” (Todd, 2010: 31). 
Varios de los países europeos se encuentran instalados en un pasaje regresivo 
al estadio de “democracia étnica”, hacia una racialización de la vida social 
donde campea la (extrema) derecha. Los jóvenes con salarios cada vez más 
bajos y empleos precarios son los agentes más activos de esa evolución. La ga-
nancia política se hace notoria: la obsesión por la identidad en su versión hard 
es un intento por desviar un malestar social de origen económico. Pero este 
fenómeno también tiene una explicación por su contracara: una población 
con un sistema de costumbres muy distinto, duro con las mujeres y cerrado 
sobre sí mismo. Y, por último, resulta un agravante la dificultad concreta de la 
absorción laboral en una coyuntura de desempleo y presión sobre los salarios. 

5) En el caso de la democracia estadounidense se desencadenó una “lucha de clases po-
lítica”, que eclipsó de forma eficaz la moderación por la acerba retórica de los 
extremismos sociales y políticos. El partido republicano teme que tarde o tem-
prano se comience a exigir que el déficit presupuestario se cierre, en parte, 
elevando los impuestos a los ricos. Después de todo, los ricos viven mejor que 
nunca, mientras que el resto de la sociedad estadounidense está sufriendo (1 
de cada 8 ciudadanos depende de cupones de alimentos para poder comer). 
Sus líderes en el Congreso anuncian que van a recortar el gasto público con el 
fin de comenzar a reducir el déficit –lo que en otras palabras significa dismi-
nuir la educación, la salud y otros beneficios de la clase pobre y trabajadora–, 
pero sin tocar el presupuesto de la guerra de Afganistán ni eliminar los siste-
mas de armas innecesarios, dado que esto genera dividendos jugosos (Sachs, 
2010). Los demócratas y el presidente Obama alientan la política contraria: no 
gravar a la clase pobre y trabajadora ni permitir que su gobierno, que salvó a 
los Estados Unidos de estar al borde de la crisis –aunque no afrontó los retos 
a más largo plazo (Stiglitz, 2010: 24)– termine en el desastre por el recrudeci-
miento radical de los conservadores. La irrupción del Tea Party y sus marchas 
de protesta, así como el atentado de muerte contra la congresista demócrata 
Gabrielle Giffords demuestran cuán lejos pueden llegar los asuntos en la po-
lítica estadounidense. 
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6) Si la crisis persiste puede llegar a convertirse en un depredador político insaciable, 
es decir, si es intensa pero corta y la población percibe que su gobierno no es 
parte de la solución sino parte del problema, hará de ese gobierno un chivo 
expiatorio, como ocurrió con George Bush hijo; pero si persiste y se alarga, 
degradando aún más la situación socioeconómica de una buena parte de la 
población (sobre todo el desempleo, que ronda por encima del 10%), puede 
convertirse en un depredador político insaciable. La crisis puede asumir dos 
características: 1) insaciabilidad en zigzag, como el caso estadounidense: ha-
biendo depredado a Bush hijo en la derecha, puede luego hacerlo con Obama 
en la izquierda; y 2) la insaciabilidad comunitaria europea, pues las medidas 
impopulares ante la crisis han puesto a los gobiernos europeos de todo signo 
frente a un desgaste acelerado: así está sucediendo con los conservadores fran-
ceses, la centroderecha irlandesa, la democracia cristiana alemana o los socia-
listas portugueses (con un presidente que debió dimitir), griegos y españoles 
(el presidente Zapatero desistió de la posibilidad de reelección), como en su 
momento sucedió con los laboristas británicos. La conclusión amarga para los 
presidentes y sus partidos, pero no para la gente común, es que la ciudadanía 
no apoya un partido sino una solución, es más pragmática que ideológica y, por 
lo tanto, tremendamente impaciente y reactiva.

En general hablamos de una crisis sin efectos disruptivos sobre la democracia 
y los sistemas de partidos constituidos. En el caso de algunos países europeos, 
la crisis activó la protesta social, incluso con manifestaciones violentas, se man-
tuvo la tendencia xenófoba, aunque las simpatías despertadas por los recientes 
sucesos en Oriente Próximo podrían atenuarla. En los Estados Unidos la cri-
sis desató una verdadera kulturkampf (una guerra cultural e ideológica) entre 
conservadores y demócratas, acompañada por concentraciones multitudina-
rias. El Estado norteamericano se mantiene sólido, pero en la UE se ha pro-
ducido un escalonamiento de facto: algunos países comienzan a colocarse en 
el primer peldaño (de hecho se empieza a hablar de una recomposición del 
eje franco-germano por el eje britano-germano), otros en el segundo y los más 
rezagados en el tercero. La ansiada igualdad se les escapa de las manos por un 
juego de bridge financiero.

Toda crisis desata fuerzas centrífugas, que pueden encontrar su límite en 
ideologías o doctrinas que las moderen o, por el contrario, pueden verse es-
poleadas por otras que las extremen hasta convertirlas en fuerzas cataclísmi-
cas que ocasionen la quiebra del sistema. La crisis de 1929 es un ejemplo de 
este segundo caso, pues el siglo XX fue fustigado por ideologías radicales y 
fanáticas como el nazismo, el fascismo y el comunismo, dispuestas en cuanta 
ocasión se les presentara a canibalizar las democracias existentes. La crisis de 
2007 ilustra un caso diferente: las fuerzas extremistas se han retirado de la 
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escena mundial, predominan el moderantismo democrático, la expansión y la 
aceleración de la globalización económica. Si bien es cierto que existen mu-
chas y variadas pervivencias de un autoritarismo remozado, esta crisis, como 
las anteriores (7 crisis en el período 1982-2000), no llegó a convertirse en 
una ocasión para que ideologías extremas la centrifugaran hacia situaciones 
disruptivas y salidas alternativas como en el pasado (fuera de la democracia y 
del capitalismo) sino que, al encontrarse el nazismo y el fascismo retirados y 
el socialismo atenuado, más bien se propende a que las soluciones se produz-
can dentro de la democracia y la economía de mercado. La primera situación 
hacía del mundo un lugar en extremo inestable y violento; la segunda impide 
que la inestabilidad y la incertidumbre propias de las crisis evolucionen hacia 
conflagraciones bélicas en lo externo ni hacia revoluciones o guerras civiles 
internas.6 Da la impresión de que los impactos de la crisis financiera, así como 
el curso de los acontecimientos presentes, se empiezan a vivir bajo el signo de 
la atenuación de las ideologías puras. 

la crisis geopolítica

Antes de la Segunda Guerra Mundial, en el período 1828-1922, el capitalismo 
y, sobre todo, la democracia, se encontraban confinados a 29 países. Luego de 
la llamada Gran Guerra, en un lapso de 18 años (1944-1962) se sumaron 36 
países; después de la caída de la Unión Soviética, la democracia se propagó 
por el mundo y alcanzó a sumar 89 países (según Freedom House), y parece que 
los países seguirán sumándose en el África y en el mundo árabe bajo el efecto 
de una inesperada revuelta con un probable desenlace democratizador. El 
alcance de este desparramamiento democrático en el mundo es observado 
de modo espléndido por Giovanni Sartori: “si la geografía de la democracia, 
como forma política, se circunscribe a la mitad más extensa y más importante 
del planeta Tierra, entonces podemos hablar de la victoria de la democracia 
como principio de legitimidad […]. El viento de la historia ha cambiado de 
dirección, y sopla en una sola: hacia la democracia” (2003: 368 y 372). 

A diferencia de la época de la Guerra Fría, cuando primó la confrontación 
ideológica entre los Estados Unidos y la Unión Soviética, hoy es un tiempo en 
el cual prima la competencia económica global, con una dinámica polarizada 
por igual entre los Estados Unidos y China. Ambos países son interdepen-

6  Las ideologías o doctrinas son como soluciones: unas, reactivas, limitan los 
extremismos; otras, activas, los expanden.
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dientes, pero además están interpenetrados: China por los capitales de los 
inversores de los Estados Unidos y estos por los préstamos chinos; los Estados 
Unidos inician esfuerzos para introducir a China al G-8 y ampliar su posición 
accionaria en el FMI, a la vez que China hace esfuerzos por ampliar la base de 
capital del FMI. Ninguno puede romper con facilidad el equilibrio inestable 
que amarra ambas partes a un cierto statu quo (Kynge, 2007: 225; Espinosa, 
2008: 26; Altman, 2009: 121).

Sin embargo, todo indica que se está produciendo un desplazamiento del 
eje gravitacional del poder de Occidente hacia Oriente, si no la emergencia de 
un “multicentrismo” o “policentrismo”, donde viejos y nuevos países con en-
vergadura económica son convocados para encarar problemas de una magni-
tud tal que ninguno puede resolverlos de forma unilateral. El multilateralismo 
no es una opción, sino un destino obligado por las circunstancias económicas: 
el G-7, que corresponde a las 7 economías más avanzadas del planeta, ha dis-
minuido su significación en alrededor de un 10% del PIB mundial entre los 
años 2000 y el 2007, es decir, en una magnitud igual o superior al grupo de 
la economía de Japón, que es la segunda economía más grande del mundo 
(Espinosa, 2008: 19). El resultado es la configuración de un orden elástico: de 
una actualizada rivalidad y bilateralidad por momentos (los Estados Unidos y 
China) y de una ampliación multilateral de geometría variable por otros (G-
20, y puede irse ensanchando cada vez más). No se trata del fin de la historia, 
pero sí del de cierta historia: la de la rivalidad entre capitalismo y comunismo, 
entre democracia e ideocracia. 

Mirado todo este conjunto en lontananza, existen buenas razones para 
destilar una gota prodigiosa de optimismo. Octavio Paz (1981) escribió en El 
ogro filantrópico que “las sociedades no mueren víctimas de sus contradiccio-
nes, sino de su incapacidad para resolverlas”. En un mundo que tiene como 
denominador común la economía de mercado y la democracia en proceso 
de continua ampliación, estas no anulan las contradicciones –que más bien 
se densifican y en algunos casos se atenúan–, pero sí generan mejores condi-
ciones para resolverlas, salvar al hombre de sus circunstancias adversas y, muy 
probablemente, para encaminar el mundo hacia una unidad de destino más 
sufrida que elegida. 

la crisis europea

Europa es la apuesta única y excepcional por que lo positivo prevalezca sobre 
lo negativo de su pasado. Es por ese motivo que debe preocupar su crisis, por-
que el mundo perdería el ejemplo de las democracias mejor logradas y de la 
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voluntad de levantar una inédita Babel que rasgue el cielo de la dicha humana 
(Estado de bienestar) y deje de ser una “incubadora recalentada de guerras 
mundiales”. 

La nueva Europa es el ejercicio de una cultura caracterizada estratégica por 
un espíritu más pacífico que tiene un vivo interés por edificar un mundo en 
el cual el poderío militar y las políticas de mano dura cuenten menos que un 
poder blando asentado en la pujanza económica y las respuestas pacíficas a 
los problemas: prefiere la negociación, la diplomacia y la persuasión a la coer-
ción; desea ejercer como una potencia económica de primera fila, capaz de 
competir con los Estados Unidos y las economías asiáticas, y de negociar en pie 
de igualdad los asuntos del comercio y las finanzas internacionales. 

Vale la pena detenerse en un breve análisis de sus tensiones para luego des-
embocar en sus retos y metas. Se pueden citar cuatro y de gran envergadura: 
la tensión geoeconómica, la laboral, la estatal y la migratoria. 

Europa se preparó para ser la próxima superpotencia del siglo XXI. Una 
potencia mundial de primer orden, como lo fueron antes Roma, España, In-
glaterra, Francia o Alemania, pero que esta vez no ejercitara un hard power, 
sino un soft power destilado por el andar de siglos en el infierno dantesco y la 
nostalgia del paraíso perdido. Fue estratégica porque tuvo la visión futurista 
de prever que el mundo se encaminaba hacia un planeta de colosos, donde 
ninguna de las naciones europeas, separadas y por sí solas, podría recuperar 
la vieja grandeza y lograr que su brazo influyera en la defensa de sus intereses 
y el modelado de sus principios más allá de sus fronteras nacionales. Por lo 
tanto, su integración era la condición necesaria para hacer viable un futuro de 
primer orden y un contrapeso a los Estados Unidos. Pero llegaron los BRICS 
y los equilibrios cambiaron. Europa se había preparado para un “duopolio de 
superpotencias”, no para una mesa en la que tiene que buscar un lugar a duras 
penas. El mundo le está resultando ancho y ajeno. 

China se ha convertido en la “fábrica del mundo”: su fuerza laboral, igual de 
eficiente pero más barata, resta trabajos, debido a la deslocalización industrial, 
a los obreros europeos; y la “oficina del mundo” en que se ha transformado 
la India, con sus millones de profesionales e informáticos, también merma de 
forma rápida y, en cascada, los salarios de la poderosa y extendida clase media 
europea, deteriorando el bienestar de la categoría de los cuadros y las profe-
siones intelectuales superiores (Todd, 2010).7 No debe extrañar, entonces, 
que la nueva rebelión de las clases medias y las tensiones laborales se den a 

7  La recesión ocasionada por la crisis financiera generó 240 millones de des-
empleados en todo el mundo (Stiglitz, 2010: 284).
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raíz de su bienestar decreciente y se conviertan en el nuevo termómetro del 
malestar social, mientras la globalización genera desempleo hacia abajo.

La globalización además produce tirantez sobre el Estado de bienestar de 
los 27 países miembros de la UE, así como la dificultad de sostener sus cre-
cientes costos a causa del envejecimiento de su población (en España, según 
el Informe de Basilea, para el año 2040 el nivel de deuda podría llegar al 300% 
del PIB) y de un creciente endeudamiento público.8 El Welfare State se bene-
ficia tanto del legado de las luchas obreras como de la fuerza de los partidos 
socialistas para construir una mediación institucional que atempere el conflic-
to central entre capital/trabajo y aleje el fantasma del comunismo que había 
desgarrado a las sociedades europeas en el período de entreguerras y que pro-
dujo después de la Segunda Guerra Mundial –gracias a un período de creci-
miento económico durante casi tres décadas ininterrumpidas– cohesión social 
y estabilidad política. Puede que el PIB de Europa esté cayendo tanto como 
el de los Estados Unidos, pero los europeos no están sufriendo ni de lejos el 
mismo grado de miseria (Krugman, 2011). Esto se debe a que las normas que 
rigen el despido de los trabajadores ayudan a limitar la pérdida de empleos, 
mientras que los sólidos programas de bienestar social garantizan que incluso 
los desempleados mantengan su asistencia sanitaria y reciban ingresos bási-
cos. Hoy también existe protección en medio de la crisis financiera, pero la 
prosperidad parece haber encontrado su límite impuesto por la globalización. 
Por tanto, la economía sale de su edad dorada, y el desmantelamiento del 
Estado de Bienestar y de la política democrática ante el neoliberalismo puede 
conducir –como sucedió en América Latina durante el ciclo 1999-2005– a la 

8  Timothy B. Smith titula su último libro France in Crisis debido a los proble-
mas de su Estado de bienestar, desde la intensificación globalizadora en 
1980 y su efecto pernicioso sobre la desigualdad, el gran tema de nuestro 
tiempo, coaligado no con la globalización, como se lo presenta, sino con su 
falta de regulación redistributiva. El problema es la ausencia del contrape-
so político global. “El éxito de la democracia de la posguerra radica en el 
equilibrio entre la producción y la redistribución regulada por el Estado. 
Con la globalización este equilibrio se ha roto. El capital se ha hecho móvil: 
la producción ha traspasado las fronteras nacionales y por tanto ha quedado 
fuera del ámbito de la redistribución estatal […]. El crecimiento se opondría 
a la redistribución; el círculo virtuoso se convertiría en círculo vicioso” (Judt, 
2010: 179). El libro de Wilkinson y Picket (2009), Desigualdad: un análisis de la 
(in)felicidad colectiva, recordará la influencia de esta sobre la vida comunitaria, 
el rendimiento académico, la movilidad social e inclusive sobre la salud men-
tal, las madres adolescentes y la violencia-cárcel-castigo. La conclusión del 
estudio es que las sociedades desiguales correlacionan una mayor proporción 
de problemas psicosociales que aquellas que son más equitativas. Vista en 
conjunto, la desigualdad no es un buen negocio: Noruega es la opción frente 
a los Estados Unidos.
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mutación hacia democracias de alta tensión: la gente volverá a las calles y no 
será para votar, sino para protestar; no para reclamar un nuevo futuro, sino 
para que le sea restituido el pasado de los Treinta Gloriosos. 

Europa transitaba ya un paulatino proceso de desaceleración económica, 
que se agravó aún más debido a la CFG. La economía de la UE no va en alza, 
salvo la alemana, que ha sorteado muy bien la crisis y consolida su posición 
de locomotora del resto de las economías europeas: se trata del segundo 
exportador después de China y cuenta con enormes superávits comerciales. 
La situación de Irlanda, Hungría, Portugal y España no son la odisea grie-
ga, pero en conjunto la economía comunitaria compite con la excelencia 
tecnológica estadounidense, la abundante además de barata mano de obra 
china y la carencia de recursos naturales propios de todo orden (petróleo, 
gas, minerales, carne, frutas y un listado tan largo como el pliego de com-
pras de sus clases urbanas). En resumidas cuentas, Europa se halla entre dos 
fuegos: el de Asia y el de Norteamérica, entre la competencia comercial de 
las naciones emergentes y la competencia estratégica de los Estados Unidos 
(Maalouf, 2010: 48).

Por último, Europa no estaba acostumbrada a acoger a grandes grupos de 
extranjeros, y preservaba una cierta homogeneidad étnica, confesional y cultu-
ral en cada uno de sus países. Esta situación empezó a cambiar a medida que 
los países de la UE entraban en una Edad de Oro. La riqueza atrajo entonces 
a millones de pobres de Europa del Este, África y América Latina. Ahora, los 
europeos van reconstituyendo un muro invisible contra los extranjeros, en 
parte motivados porque la prosperidad y el empleo decaen, y en otra parte 
debido a una xenofobia y un neoracismo revitalizados por el temor y la extra-
ñeza frente al otro, así como por la certeza de que Europa será un continente 
más viejo, pero también menos europeo y con una alteración dinámica de su 
rostro social.9 

la crisis intercivilizatoria

Mientras que el siglo XX se inició con el marxismo y la lucha de clases, el siglo 
XXI se inaugura con Huntington (2006) y el choque de civilizaciones. Nadie 
previó la caída de la Unión Soviética y que Rusia resurgiría de sus cenizas, ve-
rificando el dicho de que el comunismo es el camino más largo al capitalismo. 

9  Los musulmanes son 10 millones en una Alemania que cuenta con una 
población de 80 millones.
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Nadie anticipó tampoco las revoluciones populares en el mundo árabe y su 
reclamo de democracia, que desmienten el determinismo cultural antidemo-
crático de árabes y musulmanes. Es cierto que tanto Marx como Huntington 
dan con una de las claves de su tiempo, pero la sobrevalúan al pensar que la 
democracia y la economía de mercado llevan las de perder. 

En Túnez, Egipto, Yemen, Jordania, Arabia Saudí, Irán, Omán, Argelia, Si-
ria, Marruecos y Libia, el anhelo por lo moderno y lo democrático bajó a las 
calles en febrero de 2011, como ocurrió del otro lado del mundo, en contra 
de los gobiernos neoliberales: Argentina (2001), Bolivia (2000, 2003 y 2005) 
y Ecuador (1997, 2000 y 2005), si bien estos últimos fueron elegidos en las 
urnas y no en un contexto autocrático. Pero también las revoluciones árabes 
guardan un paralelo con las llamadas “revoluciones de colores” en Georgia, 
Ucrania, Líbano y Kirguistán, las cuales exigieron en las calles democracia, 
cada una con su voz y color singular. 

Samuel P. Huntington (2006) describe qué le sucede a la lucha de clases, 
pero no menciona las razones que subyacen a este choque de civilizaciones. 
Para Tzvetan Todorov (2010), el conflicto entre países con población en su 
mayoría musulmana y los países occidentales es el que se da entre unas socie-
dades resentidas y otras con miedo, y la explicación de estas emociones mortí-
feras se encuentra en una historia entretejida. La población árabe-musulmán 
se vio empujada hacia una nebulosa de grupos políticos que adscribieron al 
islamismo por las siguientes causas:10 en Irán y Siria, porque a sus gobernantes 
les interesó hacer de Occidente un chivo expiatorio, único responsable de 
todo lo que no funcionaba, y eso les permitió contener la frustración y la ira 
de la sociedad y desviarla de lo que podría convertirse en su diana, a saber, el 
régimen dictatorial o corrupto al que están subyugados; en Pakistán, Arabia 
Saudí y Egipto, porque su simpatía por la población reducida a la miseria los 
hace contrarios a una clase dirigente que vive en el lujo y la corrupción, gra-
cias en parte al apoyo del gobierno estadounidense; en Irak y Afganistán sus 
respectivas poblaciones ofrecen resistencia a las fuerzas militares occidentales 
que ocupan sus territorios, como sucede con los palestinos frente a la ocupa-
ción israelí apoyada por los Estados Unidos, y en el Líbano, opuesto en 2006 
a la destrucción de las infraestructuras de su país por el ejército israelí. En 
ninguno de estos casos, como señala Todorov (2010), se necesita recurrir a 
versículos del Corán ni a la figura de Alá para dar sentido a sus reacciones: la 

10 	No debe confundirse el islamismo, el movimiento político que reivindica el 
islam, con la religión del islam, monoteísta abrahámica, cuyo dogma se basa 
en el libro del Corán. La nebulosa de grupos que conformarían el movimien-
to político comparte ciertos rasgos comunes: el maniqueísmo, la centralidad 
ordenadora del Corán, la justicia social, el internacionalismo y el integrismo.
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hipótesis del choque de civilizaciones, en consecuencia, camufla la realidad y 
resulta nociva, porque Occidente no conseguirá buenos resultados practican-
do la guerra en el exterior (como lo acaban de percibir y confesar el presiden-
te Barack Obama y sus aliados) y la intolerancia dentro de sus países. Todo-
rov aconseja recurrir a la sensatez: reconocer al otro y reparar las injusticias 
sociales como las humillaciones históricas, totalmente reales, que alimentan 
el terrorismo y convierten a las poblaciones que las sufren en la osamenta de 
grupos radicales.11 

Por su parte, al realizar el recuento de la relación entre Occidente y el mun-
do árabe-musulmán durante las últimas décadas, Amin Maalouf presenta un 
cuadro sintomático de lo que podría rotularse como una espiral tóxica, es de-
cir, una interacción encarnizada por la secuencia de hechos históricos, des-
legitimada por los intereses en juego y cínica por la interpretación de los he-
chos presentada a la opinión pública. Algunos hitos históricos para ilustrar la 
construcción de esa espiral que acabó supurando deshechos de alta toxicidad 
para ambos lados serían: a) la debacle del proceso moderno de unificación 
en torno al islam que significó el Imperio Otomano y al que contribuyeron 
en gran medida las potencias coloniales; b) la imposibilidad de materializar a 
mediados del siglo XX la descolonización secular enraizada en el socialismo 
árabe espoleada por el presidente egipcio Gamal Abdel Nasser; c) la irrup-
ción, a fines de la década de 1970, del islam político, utilizado por Occidente 
como una suerte de contención ante una supuesta deriva de los árabes hacia 
el comunismo; d) el fin de la Guerra Fría pone fin a la alianza táctica entre Oc-
cidente y el movimiento islamista, cuya prédica en el ámbito político se vuelve 
más radical, igualitaria, tercermundista, revolucionaria, nacionalista y, a partir 
de los últimos años del siglo XX, resueltamente antioccidental (Rogan, 2011); 
e) la guerra en Afganistán, donde los aliados de ayer habían peleado su último 

11  El estudio elaborado sobre 63 secuestros y operaciones de barricada entre 
1968 y 1974 produjo las siguientes estadísticas: los terroristas tuvieron éxito 
en el 87% de los casos de toma de rehenes; se registró una probabilidad 
del 79% de que todos los miembros del grupo terrorista participantes en 
una operación pudieran escapar del castigo o de la muerte; se presentó un 
40% de posibilidades de que al menos una parte de las demandas que se 
presentaban fueran atendidas; un 29% de la probabilidad del cumplimiento 
y el logro pleno de sus demandas, y casi un 100% de probabilidad de que se 
obtuviera una importante publicidad para la causa que se estaba buscando 
(Milbank, 1976; Johnson, 1976). Las estadísticas reflejan un éxito de corto 
plazo, pero también que las causas más grandes y las metas últimas rara vez se 
logran, si acaso alguna vez se alcanzan a través de métodos terroristas. Pear-
son y Rochester lo apuntan de manera concluyente: “No se conoce ningún 
caso en la historia moderna en que un pequeño grupo de terroristas haya 
tomado el poder” (2000: 410).
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combate común contra los soviéticos; tras esa victoria, se consumó su ruptura 
en la última década del siglo, y el 11-S de 2001 arrojó un guante letal a la cara 
de los Estados Unidos, que bajo el gobierno de George Bush hijo y en represa-
lia por el atentado terrorista, invade Afganistán y quince meses después Irak, 
haciendo caso omiso de las reticencias del Consejo de Seguridad de las Nacio-
nes Unidas y de gran parte de la diplomacia mundial.

Las nuevas revoluciones árabes que lograron derrocar a los autócratas de 
Túnez y Egipto, y mantienen movilizaciones cotidianas en Yemen y Siria y una 
guerra abierta en Libia, cambiaron el escenario mundial. El novelista egipcio 
Alaa al Aswany expresó:

Un régimen tiránico puede privar al pueblo de libertad y, a cambio 
de ello, ofrecerle una vida aceptable. Un régimen democrático pue-
de ser incapaz de acabar con la pobreza, pero la gente disfruta de 
libertad y dignidad. El régimen egipcio “y todos los involucrados en 
las revoluciones árabes” ha quitado todo a sus ciudadanos, incluidas 
la libertad y dignidad, y no ha cubierto sus necesidades básicas (cit. 
en Goytisolo, 2011). 

En otros términos, en el mundo árabe-musulmán existía un malestar extenso 
e intenso, que lindaba con la desesperación popular y la clausura de expecta-
tivas para los jóvenes, y sólo necesitó del gesto trágico de un muchacho tune-
cino para que toda esa pradera se incendiara. Lo llamativo es que estas revo-
luciones desde abajo no plantean como solución ni el islam ni el socialismo, 
sino que el modelo por antonomasia de cualquier revolución de principios del 
siglo XXI son sin duda los acontecimientos de 1989, porque el contrapunto 
de las tiranías son las democracias (Garton, 2011). Las nuevas revoluciones 
árabes pueden significar el ascenso de una cuarta ola democratizadora. Si lo 
consiguen de manera positiva, deberemos considerar la lúcida hipótesis que 
planteó Sartori cuando escribió que “la geografía de la democracia se irá ex-
tendiendo en sintonía con la geografía de la modernización” (2003: 367).

la crisis ecológica

La humanidad ha vivido de modo sobrio desde los tiempos de Cromañón, 
hace 15 000 años. Hoy, el contrato natural parece haberse roto: la sociedad 
de consumo y el impacto industrial global han golpeado el ecosistema, y los 
datos presentados por los científicos hacen pensar que el golpe será devuelto 
en los próximos años si la humanidad no avanza hacia un new deal natural 
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que restablezca el equilibrio perdido entre el ser humano y la naturaleza 
(Ridoux, 2009). 

Desde 1900, la atmósfera de la Tierra se ha calentado 0,74ºC y la temperatu-
ra actual está cerca de ser la más elevada en el presente período interglacial, 
que comenzó hace 12 000 años. El “umbral de prevención” identificado por 
la comunidad científica sitúa los 2ºC como el límite máximo de incremento 
posible, tomando en cuenta que apenas 5ºC es lo que nos separa del último 
período glacial. Más allá de los 2ºC y de 450-500 ppm (partes por millón de 
CO2), el planeta se adentraría en un territorio climático desconocido en la 
historia humana.

Aún se vive en tiempos de paz y todavía propicios para levantar un diagnós-
tico sobre los “Estados ecológicamente pecadores” (Beck, 1999: 126): los prin-
cipales centros de emisión son los Estados Unidos, China, la UE, Rusia, India, 
Japón y Brasil; también se podría incluir a Indonesia, debido a las emisiones 
ocasionadas por la desaparición de los bosques primarios. Introduciendo al-
gunos matices, los Estados Unidos y Japón han continuado incrementando 
sus emisiones, mientras que la UE presenta progresos reales de mitigación, al 
igual que Rusia. Entre 1990 y 2002, la India incrementó sus emisiones en un 
70% e Indonesia en un 97%, mientras que China lo hizo en un 40%, si bien 
redujo de manera considerable su intensidad energética para el mismo perío-
do. Otro punto favorable para China es que en los últimos 15 años incrementó 
un 25% su masa forestal, y uno negativo para Indonesia y Brasil es que están 
perdiendo masa forestal debido a la desaparición de bosques primarios tropi-
cales, los más ricos en términos de biodiversidad y con mayor potencial como 
depositarios de material genético y de plantas para uso humano. El balance ge-
neral es estremecedoramente inquietante: las emisiones globales aumentaron 
entre 1970 y 2004 un 70%, como destacó Rajendra Pachauri en el discurso de 
aceptación del Premio Nobel de la Paz. Los datos recientes muestran que las 
emisiones de gases de efecto invernadero (GEI) en 1990 fueron de 41 gigato-
neladas (GT), en 2005 fueron de 45 GT, un 10% superiores y, en consecuen-
cia, la concentración de CO2 en la atmósfera supera ya las 380 ppm, el nivel 
más elevado en cientos de miles de años en la Tierra (Olabe y González, 2008). 

El cuadro de los “pecados medioambientales” que se podrían producir es 
variado y amenazante. Por un lado, la escasez de recursos básicos, como el 
agua y los alimentos en regiones como el Sahel, el Cuerno de África y Oriente 
Próximo, regiones que podrían reducir su disponibilidad de agua entre un 20 
y un 30%. Se estima que la disponibilidad de agua en Israel podría reducirse 
hasta un 60% hacia fines de siglo. Además, la falta de lluvias disminuye la 
productividad agrícola, y esto se traduce de manera inmediata en aumentos 
de los precios de los alimentos, situación que parece haber tenido lugar en los 
últimos meses en países como Haití, Kenia, India o Vietnam, donde el encare-
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cimiento de los alimentos y los cereales generó reacciones sociales violentas. 
Por otro lado, se prevé un aumento peligroso del nivel del mar. El Intergo-
vernmental Panel on Climate Change (IPCC) estima que para fines del siglo 
XXI el nivel del mar podría subir alrededor de medio metro, y ello sin tener 
en cuenta los efectos de realimentación poco conocidos sobre la dinámica del 
deshielo. Estados enteros pueden desaparecer (las pequeñas islas en el sur del 
Pacífico, por ejemplo) y otros podrían verse anegados por tener gran parte de 
su territorio a nivel del mar, como Bangladesh. Un tercio de la costa de este 
país se inundaría si el mar creciera un metro y más de 20 millones de personas 
deberían abandonar sus hogares. Esta situación podría hacer retroceder el 
área de costa en torno al 30%, y hay que considerar que una quinta parte de 
la población mundial vive hoy junto al mar. Las pérdidas de territorio podrían 
elevar las disputas por la fijación de las fronteras. La ONU estima que, en los 
próximos años, millones de personas migrarán por factores relacionados con 
el cambio climático. Estas migraciones generarán tensiones en las zonas de 
tránsito y destino. Se vislumbra un incremento en la intensidad y la frecuen-
cia de eventos climáticos extremos como olas de calor, tormentas tropicales y 
huracanes, sequías o gotas frías. Según la Organización Mundial de la Salud 
(OMS), la ola de calor sufrida en Europa en 2003 produjo la muerte prematu-
ra de 30 mil personas. Por último, se registra la desaparición de masas de hielo 
en el océano Ártico, lo cual afectaría los diferentes países ribereños como Ru-
sia, los Estados Unidos, Canadá y Noruega; pero también los glaciares de Chile 
y Argentina habrían acelerado su derretimiento y contribuido al aumento del 
nivel del mar en una escala nunca vista en el pasado geológico reciente, que 
durante los últimos 2 000 años fue muy estable y sólo varió en 20 centímetros. 
Hacia fines de este siglo se pronostica que subirá entre 0,4 y 1,5 metros, de-
pendiendo de los estudios (Olabe y González, 2008). Hay, pues, un escenario 
ecológico de rasgos catastróficos.

Por otra parte, la conciencia global se desarrolla a velocidades, ritmos e in-
clusive direcciones distintas; por ejemplo, la posición que adoptaron algunas 
multinacionales petroleras frente al posible deshielo del Ártico, preparándose 
para controlar el acceso a los nuevos recursos petrolíferos existentes en su 
subsuelo, así como las nuevas vías de transporte fluvial y de comercio que se 
pueden abrir. Cada vez más, la crisis ecológica deja de ser ajena a millones de 
personas. La existencia de un movimiento ecologista ha despertado al mundo 
y nada hay más revolucionario que ese momento cuando la conciencia se li-
bera o explota ante esos cambios críticos que pueden desestabilizar la vida, 
es decir, todas aquellas personas arrastradas por la fuerza de la conciencia 
ecológica dejan de ser parte de una sociedad estacionaria para activarse como 
una sociedad en movimiento: ha producido una revolución cognitiva, pues se 
han alterado las representaciones de los seres humanos respecto de la Tierra 
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(“hogar o casa planetaria”), el sistema industrial (“contaminante”, “producti-
vista” y “depredador”), las ciudades (“megalópolis deshumanizadas”), la socie-
dad consumista (“dispendiosa”, “irracional”, “irresponsable”) y de los límites 
del propio hombre (no uno sobre otros, sino uno entre otros; no amo de la 
naturaleza, sino su guardián), acompañada por la instauración de una “mora-
lidad ecológica”.12 Pero además ha movilizado a la gente y está transformando 
su mentalidad (“antropocentrista”), su interacción con la naturaleza, creando 
una normativa institucional pertinente y cambios estructurales.13

Ya en el siglo XIV, el erudito árabe Ibn Jaldún, un lejano precursor de la 
sociología, advirtió que cuanto más adverso es el medio en que se desenvuelve 
la vida de grupo más fuerte es la solidaridad de sus miembros. Hoy la especie 
humana parece estar contribuyendo a desarrollar una creciente solidaridad 
universal frente a un enemigo común: la degradación del medio ambiente (Ja-
valoy, 2001: 382). Estamos frente a dos acontecimientos inéditos en la historia: 
una sola humanidad frente a un único problema. 

conclusiones

Ninguna de las cinco crisis analizadas está resuelta, todas están en curso, y 
casi todas presentan señales ambiguas. Por ejemplo, la CFG ha puesto bajo la 
picota al neoliberalismo, incluso decretado su muerte y sepultura, pero si los 
gobiernos keynesianos fracasan en su gestión tanto en Europa como en los Es-
tados Unidos un escenario probable es el retorno de posiciones políticas más 
ortodoxas con respeto al mercado. Otro tanto sucede con la crisis ecológica: 

12  En América Latina, el discurso posdesarrollista del ecologismo convergerá 
hacia fines de los años ochenta con el discurso naciente del nuevo indige-
nismo, el discurso de la emergencia étnica. De esta forma, los indígenas, 
entrado el siglo XXI, se han transformado en los actores principales de la de-
fensa del medio ambiente. La defensa de la tierra ha dejado de ser una lucha 
de corte agrarista para pasar a ser una lucha de sentido ecologista. “Se han 
convertido en una fuerza simbólica, verdadera o falsa, da lo mismo, acerca de 
lo que fue y de lo que puede ser el sistema de vida, en el que se restituyan los 
órdenes naturales, el orden de los hombres (y mujeres) con los hombres (y 
mujeres) y el orden de estos con la naturaleza” (Bengoa, 2007: 80-84). Entre 
los jóvenes del Mercosur las demandas ecológicas son prioritarias (PNUD, 
2009).

13  En diez años, la actividad industrial ha crecido un 17% en Europa, un 35% en 
los Estados Unidos y un 250% en China (Besset, cit. en Ridoux, 2009: 181). 
Frente a este panorama, el economista Kenneth Boulding nos había prevenido 
con humor: “Quien crea que un crecimiento exponencial puede continuar 
indefinidamente en un mundo finito es un loco o un economista”.
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los “estados ecológicamente pecadores” siguen incidiendo en el calentamien-
to global, pero a la vez se toman medidas a nivel mundial para moderar esos 
efectos; sin embargo, el problema podría terminar siendo mayor que las so-
luciones implementadas. En cuanto a la crisis intercivilizatoria, el impacto de 
la modernización y las consecuencias de las recientes crisis de los regímenes 
políticos de los países árabe-musulmanes siguen siendo indeterminados: no 
se sabe si convergerán con la democracia, como fue el caso de la revolución 
de 1989, o beneficiarán a los islamistas radicales y violentos como en el Irán 
de 1979. En relación con la crisis geopolítica y europea, la tendencia indica 
un multicentrismo multicivilizatorio. Como escribió Fareed Zakaria (2008), 
no se trata del declive de Occidente, sino del “ascenso del resto” (los BRICS) 
con todas sus implicaciones globales, y precisamente por eso el mundo avanza 
hacia un Post-American World, en el cual se incrementan los decisores globales 
en desmedro de la hegemonía occidental. 

La globalización es el nuevo dínamo generador de conflictividad, pues allí 
donde destruye empleos, empresas, programas sociales –y los está destruyendo 
en Occidente– genera movilizaciones de protesta con una intensidad y conse-
cuencias variables; mientras que donde crea empleos, empresas, programas 
sociales –y los está creando en los países emergentes– produce mayor gratifi-
cación social y, por ende, lealtad hacia sus sistemas políticos. Desestabiliza en 
el primer caso y estabiliza en el segundo. Sin embargo, el talón de Aquiles de 
la globalización consiste en acrecentar la desigualdad y amplificar “la enorme 
influencia que este hecho básico ejerce en el funcionamiento de una socie-
dad” (Tocqueville, 2002). Apreciados los efectos de esta crisis, se puede decir 
que Occidente se va recalentando socialmente. Si la crisis no se domina y se 
restituye el ansiado crecimiento económico y la expansión del empleo, tanto 
los demócratas en los Estados Unidos como los socialdemócratas en Europa 
lo pagarán en las urnas. La crisis y los conflictos se convertirán en un depre-
dador político insaciable de los gobiernos constituidos, aun cuando no sean 
los causantes de su origen pero sí sean percibidos como causantes de su con-
tinuación. La tendencia hacia una “democracia étnica” en Europa, debido al 
avance de nuevos partidos populistas –islamófobos, eurófobos y sistemática-
mente enemigos de los impuestos– y la sombra alargada que proyectan sobre 
los partidos tradicionales, va debilitando el paradigma intercultural a favor del 
modelo asimilacionista, y generando una línea de división con los inmigrantes 
en general y una de fractura caldeada con los inmigrantes musulmanes en 
particular.

Si la crisis de 1929 tuvo una incidencia negativa sobre América Latina y ago-
tó la expansión de la economía primaria de exportaciones (Halperin Donghi, 
2008), y una transformadora, en la profundización de la intervención del Es-
tado en la economía (Thorp, 1998), la CFG de 2007 pasó de largo y la región 
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quedó a salvo. América Latina registra un crecimiento superior al de otras 
épocas y por encima del promedio mundial, y una disminución notable de sus 
bolsones de pobreza y miseria. Esto explica en parte el hecho notable de que 
no se hubieran vuelto a replicar los levantamientos sociales del período 2000-
2005, que ocasionaron un conjunto de “presidencias fallidas”. En cambio, la 
crisis geopolítica y europea sí tiene incidencia: mejora el estatus internacional 
de América Latina en general y de Brasil en particular, que se proyecta dentro 
de América del Sur como el líder regional. Su ascenso geoeconómico lo con-
vierte en interlocutor obligado de los países del área y con su influencia, cada 
vez más creciente, puede transformarse con el paso del tiempo en la nueva 
hegemonía regional. Los Estados Unidos observan que la región se abre a la 
demanda de China, India y Rusia, convertidas en sus “economías clientes”, 
pero también a sus inversiones. América Latina está más abierta y eso la hace 
más independiente. La crisis ecológica en esta parte del mundo como en las 
restantes no sólo pende como una nube gris, sino que empieza a dejar caer 
su lluvia ácida, deteriorando las ya menoscabadas áreas rurales y provocando 
una conquista urbana que, en muchas ocasiones, explota en protestas por las 
precarias condiciones de acogida en las ciudades.

Sin embargo, la mayor conclusión que se puede extraer sobre la expansión 
de la “onda larga” democrática, la globalización económica y la moderniza-
ción, así como también sobre la retirada y atenuación de los extremismos po-
seedores de “proyectos con temperatura ideológica alta” (Sartori, 2003: 373), 
es reconocer que el progreso hacia la “paz perpetua” no es ineluctable, sino 
que depende del andamiaje de ciertos acontecimientos: la victoria aliada y 
comunista en la Segunda Guerra Mundial y el levantamiento de la Cortina de 
Hierro y de la Cortina de Bambú. En este sentido, si se quiere mantener constan-
te esta tendencia hacia una mayor estabilidad a nivel global, inédita para la 
humanidad, pueden permitirse desaciertos tácticos pero no errores estratégi-
cos, pues entonces la paz posible se transformará en confrontación caliente, 
en todos los frentes y a lo largo y ancho del mundo.



 3. Consideraciones sociohistóricas 
del conflicto en América Latina

	 Los conflictos, inherentes a la vida social, son fundamentales en la 
reproducción y transformación de las sociedades y, de una manera u otra, se 
refieren al poder y al orden. Resulta impensable un poder y un orden ajenos 
al conflicto y viceversa. Conflicto, orden y poder conforman una unidad que 
organiza el proceso histórico de las sociedades.

Bajo los regímenes democráticos, es el orden institucional el que regula los 
conflictos de manera procedimental: los reconoce como legítimos y estos a su 
vez expresan las necesidades sociales y las transforman en demandas que se 
expresan y procesan en el sistema político. Se puede decir que la democracia 
es un orden conflictivo. 

A lo largo de la historia, América Latina ha oscilado entre un orden auto-
ritario y democracias frágiles, inestables en el tiempo o incluso efímeras. Tal 
vez por esto la desconfianza, el miedo, la violencia y la protesta sean rasgos 
intrínsecos en la vida política de casi todas las sociedades de la región. La 
política en las calles ha sido la orientación predominante de los distintos 
actores, partidos y líderes, y el principal recurso que han encontrado los 
grupos subalternos y los sectores medios para buscar la satisfacción de sus 
necesidades y demandas. Bajo los regímenes autoritarios, la protesta y las 
demandas sociales muy a menudo fueron respondidas con la violencia del 
Estado; bajo los regímenes democráticos, sobre todo en los momentos de 
crisis económica y social, las demandas y las acciones de protesta han afec-
tado la gobernabilidad democrática. En el centro de toda esta experiencia 
están las debilidades de un patrón de desarrollo socialmente excluyente y, 
en particular, la debilidad del Estado y de la sociedad misma para solucionar 
las demandas de los derechos políticos, sociales y culturales. Esta debilidad 
crónica de los espacios públicos y representativos y el acceso restringido al 
ejercicio de los derechos ciudadanos, desde luego nacionalmente diferencia-
dos, constituye la impronta cultural y política de esta región. La violencia y 
los conflictos sin solución han marcado a las sociedades latinoamericanas a 
lo largo de su historia.

Sin embargo, quizás a excepción de la Guerra del Chaco entre Bolivia y 
Paraguay en la década de 1930, los conflictos y la violencia entre los países de 
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la región no alcanzaron los niveles de otras zonas del mundo, como Europa 
o Asia (Sorokin, 1942). En Latinoamérica, los conflictos se han originado 
sobre todo dentro de las sociedades nacionales y, en función de las caracte-
rísticas específicas que asume cada caso, según el ciclo histórico que vivió la 
región. 

Sin embargo, la región como un todo es violenta, no sólo por la violencia 
política o por una lógica militarista de la política, o por la violencia que susci-
tan la pobreza y la exclusión, sino por las alarmantes deficiencias en seguridad 
humana. Hay una violencia objetiva y subjetiva que afecta cada vez más la vida 
cotidiana en todas las sociedades, sobre todo en las grandes ciudades. Los da-
tos referidos al número de homicidios a escala regional son los más altos del 
mundo y, a pesar de avances en varios temas referidos a la pobreza y la desi-
gualdad, la sensación de inseguridad y miedo es creciente (Latinobarómetro, 
2010). De manera paradójica, el miedo genera miedo y violencia y refuerza el 
aislamiento y la fragmentación social y, muy a menudo, una lógica de repre-
sión por parte del Estado y las instituciones policiales, sobre todo contra los jó-
venes pobres. La región, incluso bajo regímenes democráticos, sigue teniendo 
indicadores muy bajos en el ejercicio de los derechos humanos (PNUD, 2009; 
PNUD-CIDES, 2008). 

La demanda por la satisfacción de derechos humanos de primera, segunda 
y tercera generación ha estado a lo largo de la historia en el centro de la lógica 
de los conflictos y su insatisfacción está vinculada con regímenes de domina-
ción que excluyen y diferencian a amplios sectores sociales, casi siempre en 
nombre de la paz y el progreso, ignorando que un desarrollo austero e inclu-
yente que solucione los problemas de exclusión y pobreza no se alcanza con la 
violencia. Cuestionar la agresividad donde sea que se encuentre y decirle no 
es el mejor camino para superar un poder que cree resolver las cuestiones de 
la vida con la muerte. 

Pero no todo es blanco o negro. La realidad y fuerzas sociales y políticas, 
e incluso instituciones tanto públicas como privadas, han promovido logros 
pacíficos a lo largo de la historia, avances en la satisfacción de los derechos y, 
sobre todo, en la necesidad de una política de los derechos humanos como 
patrimonio cultural de los latinoamericanos. Resulta fundamental para enten-
der la actual situación y perspectiva de los conflictos en la región no perder 
de vista una idea de continuidad histórica en las luchas por el logro de una 
cultura de paz y de un Estado de derecho pleno.

Hay un rasgo histórico central y común en la dinámica contemporánea 
de los conflictos en Latinoamérica: la aparición temprana del Estado como 
actor social. El Estado en la región no sólo refleja la conflictividad social y 
política de las sociedades, sino que también actúa en la conformación del 
sistema de intereses económicos y del sistema de actores políticos que con-
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forman la dinámica del conflicto. En buena medida, el Estado latinoameri-
cano, antes que producto es productor de sociedad. Es probable que este 
fenómeno esté asociado con la relativa lentitud del proceso de formación de 
clases sociales, con el insuficiente proceso de secularización, con la escasa 
diferenciación entre papeles políticos y sociales y, en especial, con el mante-
nimiento de patrones atávicos de comportamiento cultural, sobre todo entre 
las elites sociales de la región. En América Latina, las elites en el poder han 
sido más dominantes que dirigentes. Pocas veces han predicado con el ejem-
plo. Las metas sociales de progreso y de la regulación del conflicto han sido 
recursos para mantenerse en el poder y acumular capital con escaso sentido 
ético y nacional. 

Esto no supone que la región esté poseída por Estados superpoderosos y 
sociedades débiles, sino que los conflictos se expresan más “dentro” del Es-
tado que “fuera” de él. Los conflictos sociales en realidad tienden a darse en 
relación con el Estado más que “dentro” de la sociedad. Quizás esto constituya 
no sólo una peculiaridad latinoamericana, sino también una debilidad de su 
proceso de desarrollo y transformación social (Calderón y Jelin, 1987).

Los conflictos y sus variados campos son históricos y se caracterizan y ex-
presan de múltiples maneras. Bajo la sociedad industrial dependiente, los 
conflictos centrales se desarrollaron en relación a las oposiciones capital-
trabajo y nación-poder externo. Bajo la sociedad de la información, se orga-
nizan en función del control del proceso de cambio asociado con la globa-
lización; esto supone la expansión de nuevas demandas de reconocimiento, 
autonomía y libertad de variados movimientos y fuerzas culturales contra la 
centralización de un poder global sobre todo financiero e informacional. 
Hoy las sociedades contemporáneas combinan ambos tipos de conflictos y 
se expresan en múltiples niveles e intensidades, tanto en la plaza pública y 
el Parlamento como en las nuevas redes modernas de comunicación. Es por 
esto que muy a menudo los conflictos combinan una lógica social y nacional, 
por una parte, con otra cultural y global, por otra. Las oposiciones sociales 
y de los pobres hacen frente a los Estados y a las agencias internacionales de 
poder. Los nuevos conflictos culturales se oponen a las lógicas de concentra-
ción de poder que genera la tecnoeconomía de la información y los modelos 
de consumo y degradación ambiental que esta supone. La cuestión es que 
los Estados nacionales y sus estructuras institucionales poseen, de distintas 
formas, por supuesto, serios límites para contener esta complejidad social. 
En la combinación de ambos tipos de conflictos está la clave de las opciones 
políticas posibles que emerjan de la crisis y el cambio global en curso.
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conflicto y experiencia histórica 
latinoamericana: el caso del populismo 

¿Qué es lo que reemplazó en buena parte de América Latina la descomposi-
ción de la dominación oligárquica asociada con patrones económicos agro-
mineroexportadores y en especial con el régimen de hacienda de origen 
colonial?

La respuesta fue una diversidad de experiencias populistas de diferente 
nivel de intensidad, como por ejemplo las experiencias de trasformación re-
volucionaria en los casos de México, Bolivia y Guatemala, o los reformismos 
nacional-populares, como el peronismo en Argentina, el aprismo en Perú, el 
Frente Popular en Chile, el varguismo en Brasil, el Frente de Liberación en 
Costa Rica, o incluso los reformismos militares de Torrijos, Lara y Velazco 
Alvarado en Panamá, Ecuador y Perú, respectivamente. 

Todos ellos, de una manera u otra, reivindicaron y se organizaron en torno 
a demandas y conflictos centrales asociados con la autonomía de los Estados-
nación, la industrialización, la integración social y la modernización de sus 
relaciones sociales. Bajo el populismo se produjeron alianzas y compromisos 
sociales entre las nuevas burguesías industriales, los sectores medios y las clases 
subalternas emergentes. Se estructuraron primero como movimientos nacional-
populares y luego, una vez logrado el poder político, como regímenes nacional-
populares que, por una parte, aspiraban a dar respuesta a la crisis de la domina-
ción oligárquica y, por otra, a imponer y potenciar una opción de desarrollo y 
a menudo de democracia con un solo sujeto emancipador, el pueblo, que con 
mucha frecuencia se identificaba con el Estado, la nación y el líder.

La categoría “pueblo” supuso la construcción de un actor homogéneo sobre 
las bases de una realidad sociocultural heterogénea y políticamente rentable, 
pero que refleja mejor la realidad social de clases poco constituidas y que uni-
forma lo diverso a partir de un proyecto homogeneizador, liderado en general 
por sectores medios en los que sobresale su papel articulador entre fuerzas so-
ciales diversas y a menudo opuestas. El pueblo como sujeto político construye 
su identidad en relación a conflictos con los bloques de poder oligárquicos y 
trasnacionales. En el poder político plantea metas de cambio asociadas con la 
incorporación de las masas a la política y al desarrollo, sobre todo mediante la 
expansión de importantes organizaciones sindicales de obreros y campesinos. 
Tal incorporación también supuso la expansión de un sistema de intermedia-
ción clientelar en torno a los líderes y a empresas e instituciones del Estado.

El populismo fue una construcción latinoamericana en relación con la crisis 
oligárquica y las tensiones internacionales de la Guerra Fría. Fue también, 
como afirma Francisco Weffort (1970), una forma de manipulación de las 
clases populares, pero también un modo de expresión de sus insatisfacciones. 
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Laclau (1978) distingue dos tipos de populismo: aquel de las clases dominan-
tes que apela a las masas para mantener su hegemonía, y el de las clases do-
minadas que vincula democracia y socialismo mediante la lucha de la clase 
obrera por su hegemonía, que intenta asociar lo popular democrático con 
el socialismo. Para Cardoso y Faletto (2002), el populismo sería la búsqueda 
de integración de los grupos sociales al sistema político que el proceso de 
industrialización movilizó. Los sectores medios fueron el puente entre indus-
trialización y movilización política. Por lo general en todas las interpretaciones 
resalta la oposición entre Estado-nación e imperialismo.1

De acuerdo con esta perspectiva, si bien en la región los movimientos obre-
ro y campesino tuvieron un papel central en una serie de conflictos asociados 
con transformaciones profundas que sucedieron a la crisis de la dominación 
oligárquica, su accionar no fue plenamente autónomo y su capacidad de in-
tervención en las orientaciones del desarrollo fue, con el correr del tiempo, 
limitada. Sin embargo, los cambios introducidos en términos de ciudadanía 
social y política a partir de las luchas y las demandas de estos movimientos 
fueron centrales en nuestras sociedades.

En cuanto al movimiento obrero, en general ha sido uno de los impulsores 
de los procesos de transformaciones de las sociedades latinoamericanas. En 
aquellos países donde mejor se iba organizando la industria o que tenían 
procesos de industrialización más marcados, el movimiento obrero adquirió 
más autonomía, aunque siempre se caracterizó por sus lazos de dependencia 
con el sistema político y por la cooptación ejercida desde los aparatos del 
Estado. Durante los regímenes populistas, se produjo una “nueva institucio-
nalidad” definida por el funcionamiento y las relaciones entre el Estado, el 
partido gobernante, las organizaciones sindicales y una serie de mecanismos 
de participación popular. La profundización de la relación entre el sindica-
lismo obrero y el partido nacional-popular amplió el alcance social de este 
movimiento y los papeles que comenzó a cumplir frente a la sociedad. El 
peronismo en Argentina es un claro ejemplo. Asimismo, en el caso de la 
Bolivia de la Revolución Nacional de 1952, cambió la estructura participa-
tiva del movimiento obrero, hecho que se sustentó en varios procesos: las 
medidas económicas, la nacionalización de la minería (que implicó nuevas 
formas de relaciones de producción), el crecimiento importantísimo de la 
masa sindicalizada y de los dirigentes sindicales, la ampliación del campo 
organizativo de la Central Obrera Boliviana, el cogobierno, el mejoramiento 
relativo de las condiciones de vida y del consumo colectivo en general y una 

1  Para una amplia discusión sobre estos procesos tomando como referencia la 
revolución boliviana, véase PNUD-ILDIS (2003).
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serie de mecanismos de participación popular, como el control obrero o los 
Comités de consumo. 

Cabe señalar que los proyectos y luchas del movimiento obrero giraron en 
torno a dos cuestiones: 1) el acelerado proceso de diferenciación social, debi-
do a la creciente complejidad de las nuevas estructuras capitalistas y los pro-
cesos de modernización de la sociedad; y 2) el desarrollo de distintas formas 
de acción política e intervención económica del capital multinacional y de 
los Estados centrales. En su conjunto, dichos procesos situaron el problema 
de lo nacional y de lo popular como dos aspectos inseparables de la lucha del 
movimiento obrero en varios países de la región.

El movimiento campesino tuvo un papel político central en varios países 
de la región a partir de la lucha por la redistribución de tierras y de la de-
manda de un cambio de relaciones sociopolíticas con el Estado y el partido 
populista. Los casos de Bolivia y México destacan en este sentido. En ambos, 
el campesinado participó de manera activa en la lucha contra el régimen so-
cioeconómico y político de la hacienda y contra la dominación oligárquica. 
Sus principales demandas eran el acceso a la tierra, el derecho al ejercicio de 
la ciudadanía política y el derecho a la participación social, tanto a través de 
las comunidades como de los sindicatos campesinos. La relación con el parti-
do gobernante y con el Estado fue, con el correr del tiempo, de cooptación y 
subordinación y, a pesar de los beneficios logrados por las reformas agrarias y 
la ampliación de derechos, en el largo plazo la situación del campesinado no 
cambió de manera sustancial.

Bajo el populismo, la acción campesina estuvo orientada a la vez hacia la 
transformación de las relaciones de explotación hacendadas, hacia la afirma-
ción ciudadana y hacia la superación de mecanismos de discriminación étnica 
del tipo casta propios del sistema de dominación oligárquico. Así, la búsqueda 
de reconocimiento y autoafirmación campesina en estos movimientos produjo 
importantes transformaciones sociales, como reformas agrarias, voto universal, 
reconocimiento ciudadano y proliferación de importantes núcleos organizativos 
del campesinado, sobre todo sindicales. En términos más abstractos, es posible 
señalar que la acción campesina combinaba orientaciones de transformación 
de relaciones sociales estamentales en las haciendas, de autonomía e identidad 
nacional y de afirmación étnico cultural (Calderón y Dandler, 1984). Sin em-
bargo, estas orientaciones se dieron de manera confusa y compleja dentro del 
movimiento campesino y en sus vínculos con el partido populista y el Estado. 

El resultado general del proceso fueron nuevas formas de dominación, esta 
vez de un régimen patrimonialista corporativo. Cada vez más atravesado por 
una serie de conflictos internos al movimiento y también debido a complejas 
presiones externas, el régimen político se fue desgastando y perdiendo la le-
gitimidad de origen. Entre sus rasgos más sobresalientes, sobre los que se es-
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tructuraron los nuevos conflictos, resaltan: el papel estratégico de las empresas 
estatales en el desarrollo económico con el surgimiento de anillos burocráti-
cos de poder en las empresas; el fortalecimiento de mecanismos de interme-
diación Estado-sociedad, y el desarrollo del clientelismo burocrático mediante 
redes, legitimidad y distribución de empleos y recursos. La superposición del 
actor político con el actor social fue lo que desencadenó una pérdida de auto-
nomía de los actores y movimientos sociales. El desarrollo de conflictos en el 
interior del Estado y de los movimientos, la excesiva concentración del poder 
político en el Estado, en particular en el Ejecutivo, y los conflictos de intereses 
con las potencias económicas internacionales posibilitaron una creciente pér-
dida de legitimidad de estos procesos.	

Los regímenes populistas tuvieron distintas trayectorias y resultados, desde 
la consolidación de un poder político institucionalizado en el Estado-partido 
del Partido Revolucionario Institucional (PRI) en México hasta la intensa 
pero trunca experiencia revolucionaria guatemalteca, la multiplicación de 
golpes de Estado y la instauración de regímenes autoritarios.

La crisis del populismo estuvo asociada con la descomposición y la ruptura 
de alianzas básicas, el deterioro de la economía, en especial el incremento ne-
gativo para la región de los precios de intercambio, el incremento de deman-
das que rebasaron la capacidad estatal, la multiplicación de conflictos sociales 
de diverso orden y las presiones por parte de los Estados Unidos.

Es posible que el populismo haya sido la experiencia política latinoamerica-
na más importante en el siglo XX y, más allá de sus fracasos y éxitos, constituye 
un acerbo instalado en la cultura política de las sociedades de la región. Es 
probable, también, que cualquier proyecto político tenga que partir de una 
revisión crítica de esas experiencias. Lo que aquí se desea resaltar es el carác-
ter central de los conflictos en el desarrollo de la experiencia populista y el 
proceso de ruptura y/o descomposición de esta experiencia como parámetro 
para entender buena parte de los conflictos contemporáneos.

los regímenes autoritarios, la violencia  
y los conflictos por los derechos humanos

Las dictaduras han sido una constante histórica en América Latina. Ellas se 
han instalado por la debilidad crónica de los procesos de desarrollo, las debi-
lidades institucionales de los Estados y en particular por la ausencia de elites 
dirigentes consistentes que liderasen un proceso de integración, democratiza-
ción y cambio social. Los Estados débiles muy a menudo han sido ocupados 
por caudillos y dictadores fuertes (Rouquié, 1981).
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El autoritarismo desarrollado a lo largo del siglo XX, si bien con caracterís-
ticas culturales e históricas imbuidas de la tradición violenta de la región, ha 
sido una respuesta a la crisis de los regímenes nacional-populares o populistas 
(Labastida, 1984).

La emergencia de los autoritarismos estuvo organizada por dos tipos de 
conflictos estructurales. Por una parte, aquellos vinculados con los problemas 
internos de la sociedad: demandas sociales insatisfechas por patrones de creci-
miento económico limitados, multiplicación de conflictos de intereses sociales 
que no pudieron ser regulados por el sistema político y, en buena medida, por 
la debilidad institucional de los partidos, o el partido en el poder, para regular 
y organizar el conflicto y la vida social. Por otra, por la dinámica e influencia 
de la Guerra Fría y en particular por los intereses políticos y económicos de los 
Estados Unidos en la región. 

Esta lógica conflictiva facilitó la absorción en la esfera política de un variado 
grupo de intereses expresados en el poder militar. Ellos buscaron conjugar 
una cierta visión conservadora del desarrollo asociado al capital monopólico 
internacional con la disciplina y la represión sobre la sociedad, en especial 
hacia los sectores sindicalizados. El poder estatal se organizó en función de 
instituciones modernas de inteligencia y represión que buscaban crear un or-
den y una disciplina social militarizada basada en el miedo, la represión y el 
control de la opinión pública. 

La lógica del conflicto social y político que se vivió a lo largo y ancho de bue-
na parte de la región bajo los regímenes autoritarios tendría que ser analizada 
desde esa perspectiva.

Los regímenes autoritarios impulsaron una “dependencia asociada” al de-
sarrollo del gran capital internacional, aumentando a la vez los niveles de 
desigualdad, pobreza y segregación social. Los actores populares que restrin-
gieron su campo de acción y en general produjeron conflictos para satisfacer 
demandas mínimas fueron, a menudo, fuertemente reprimidos, por lo que los 
conflictos tuvieron sobre todo un carácter defensivo. Es en este marco que se 
empezaron a desarrollar con creciente intensidad luchas y demandas por los 
derechos humanos y la democratización política.

Por otra parte, en buena medida el desarrollo de movimientos revolucio-
narios de liberación nacional fue también el resultado tanto del fracaso de 
los populismos como de la acentuación de la dependencia externa y la im-
plantación de regímenes militares. Allí, la lógica de la violencia revolucionaria 
inhibió el peso de la política en los conflictos sociales o culturales. Un caso en 
particular complejo fue el guatemalteco, en el cual una guerrilla impulsada 
por el partido comunista incluyó cada vez más a las comunidades indígenas 
con saldos de represión y violencia inauditos (Le Bot, 1992).

Los movimientos por los derechos humanos florecieron a lo largo de la re-
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gión con dos sentidos. Por un lado, como acciones defensivas que trataban de 
denunciar e impedir su violación; por otro, con el fin de recuperar, ampliar 
e incluso empezar a construir una ciudadanía política. Tales movimientos se 
preguntaron, en definitiva, por los valores que podían predominar en un nue-
vo orden buscado (Ansaldi, 1986).

Las agrupaciones por los derechos humanos contribuyeron a comunicar la 
necesidad del duelo por las víctimas del terror de Estado, con la apelación a 
la verdad y la justicia como necesidad simbólica para la construcción de una 
auténtica democracia política. Ligan, con ello, las dimensiones psicológica, 
social y política de la reconstrucción de un Estado de derecho desde la ex-
periencia de las luchas contra las dictaduras. Las experiencias de represión 
más duras, como la argentina y la guatemalteca, pudieron superarse en gran 
medida gracias a los movimientos por los derechos humanos.

En Argentina, estas agrupaciones, en especial la de las Madres de Plaza de 
Mayo, resultan ejemplares. Las siluetas de los 30 mil desaparecidos pintadas en 
las calles de Buenos Aires y otras ciudades del país, y muchas expresiones sim-
bólicas y políticas similares, tuvieron un papel central en los primeros años de 
la transición democrática, pues condicionaron el comportamiento del Estado, 
los partidos políticos y otros actores sociales como la iglesia, los sindicatos y las 
organizaciones empresariales (Jelin, 1987).

En Guatemala, la coordinadora de Viudas de Guatemala tuvo la virtud de 
oponerse a la represión, levantar el tema del derecho a la vida y demandar, en 
las condiciones más difíciles, justicia para las víctimas de la represión. Movilizó 
también a las mujeres de las comunidades indígenas (Le Bot, 1992). 

Una característica especial de estos movimientos es la constante intercomu-
nicación a nivel latinoamericano y la amplia solidaridad internacional que lo-
graron impulsar; e incluso fueron emulados en otras partes del Tercer Mundo, 
tal vez gracias a los medios de comunicación y otras tecnologías de difusión. 
Las demandas de mayor ética en la política2 expresan una fuerte necesidad de 
paz, una crítica social de la supuesta inmoralidad de las clases dirigentes, así 
como el deseo de una política más transparente, pacífica y participativa.

Por último, entre las características pluriclasistas y las orientaciones múlti-
ples de estos movimientos en torno a los problemas de los derechos políticos 
y, más adelante, sociales, sobresale en especial el papel de las mujeres, tanto 
en el plano organizativo y en el planteamiento de demandas de recuperación 

2  Como fueron los casos del movimiento por la paz y la concertación en El 
Salvador, los movimientos “por las directas ya” o por la ética en la política 
o contra el hambre en Brasil, o la “marcha de los pendejos” en Venezuela 
contra la corrupción estatal.
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con vida o castigo a los culpables, como en el de las relaciones de género; ellas 
empezaron a cuestionar el poder patriarcal tan arraigado en las sociedades 
latinoamericanas. La lucha por los derechos humanos se plasma aquí en las 
reivindicaciones de género, pero con ellas atraviesa toda una cultura de dis-
criminación y violencias que también afecta a las etnias y a los marginados del 
campo y la ciudad.

Este conjunto de conflictos constituyó un rico proceso de aprendizaje social 
y cultural. No se restringe a sus protagonistas, pues va dejando una huella, a ve-
ces difusa pero indeleble, que permea el imaginario colectivo. Una huella que 
deberá activarse cada vez que la política reincida en su lógica de los medios, 
en su tentación mesiánica y en su uso indiscriminado por parte de las elites 
políticas o económicas. Por cierto, la incidencia de estos movimientos es más 
fuerte en el plano simbólico que en el material. Vale decir: tiene un impacto 
claro en la conciencia colectiva en cuanto a la valoración de los derechos hu-
manos, pero su impacto fue relativamente menor respecto de cómo alterar un 
estilo de desarrollo que genera altos índices de inequidad y exclusión social. 
Su fuerza anida en una crítica ética al poder.

La cuestión que pusieron en evidencia los conflictos por los derechos hu-
manos bajo las dictaduras se refiere sobre todo al papel indispensable de la 
ética en la política y a la necesidad de requerimientos institucionales para la 
supresión del uso indiscriminado del poder. 

la democratización, la crisis y los nuevos campos de conflicto

A principios de los años ochenta, se empezó a desarrollar un rico, complejo y 
con frecuencia conflictivo proceso de democratización. Por primera vez en la 
historia latinoamericana se generalizaron los regímenes democráticos. Si bien 
la democratización fue un rasgo de época, la crisis económica internacional y 
regional de la década y los conflictos que ella supuso marcaron las característi-
cas de la evolución democrática. Claro que esto varió según las peculiaridades 
de cada caso nacional y, de este modo, se dieron distintos escenarios políticos.

En algunos casos, primó la ampliación y renovación del régimen democrá-
tico, como en Costa Rica, Venezuela y Colombia. Allí destacaron una serie 
de conflictos y demandas de los “nuevos” actores que reclamaron canales 
renovados de participación en la toma de decisiones y reconocimientos de 
autonomía social para fortalecer los propios mecanismos de representación 
democráticos. El tema central fue la redefinición de las relaciones entre par-
tidos políticos y actores sociales. En otros, los escenarios fueron de transición, 
caracterizados por la recuperación o incluso la iniciación de la democracia 
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y la ciudadanía política. Estos procesos de transición tuvieron variados con-
dicionantes, como el carácter del régimen previo, el grado de tutelaje de las 
Fuerzas Armadas, el carácter continuo o discontinuo de los proceso de demo-
cratización y en especial la presencia de las fuerzas sociales en tales procesos. 
Los resultados fueron muy diferentes: en algunos casos primó una transición 
pactada, como en Chile o Brasil; en otros fue el resultado de la movilización 
social, como en Bolivia, o de la descomposición acelerada del régimen militar, 
como en Argentina.

También se dieron escenarios de apertura política, donde los procesos polí-
ticos nacionales tenían serios problemas para propiciar también una apertura 
democrática, entendida como el reconocimiento y la presencia de regímenes 
electorales que incluyeran el pluralismo partidario. Cuba y México fueron los 
casos paradigmáticos. Incluso en esos casos, la temática de la democratización 
estuvo presente. Años después, México devino en un régimen democrático 
sustentado en un pluralismo de partidos (Calderón y Dos Santos, 1995; PNUD-
ILDIS, 2003).

La crisis económica internacional mostró otra vez el alto grado de interde-
pendencia asimétrica de las economías latinoamericanas respecto de las eco-
nomías desarrolladas ytambién la fragilidad institucional de sus Estados. En la 
década de 1970, el impacto de la crisis petrolera internacional y el incremento 
de la deuda externa fueron cruciales en la evolución de los procesos de de-
mocratización; a excepción de las economías petroleras, el resto de los países 
experimentó un gran deterioro en el funcionamiento de sus economías con 
el incremento de los precios de intercambio, la inflación y la contracción en 
el crecimiento interno. 

Los desequilibrios económicos en los países centrales, el incremento de sus 
déficits fiscales, el crecimiento del desempleo, el aumento del proteccionismo 
interno y el deterioro de las políticas de bienestar social, entre otros factores, 
provocaron una gran reestructuración de la economía mundial que se vio obli-
gada a impulsar un cambio en los patrones económicos de desarrollo, esta vez 
a partir de la expansión de una nueva tecnoeconomía de la información, cada 
vez más globalizada, que pasó a orientar el funcionamiento de la economía 
internacional. Las reestructuraciones económicas frente a la crisis originaron 
una nueva época en la economía mundial regida por una transformación pro-
ductiva asociada al conocimiento como eje de la dinámica económica, donde 
el carácter crecientemente global del capital financiero fue central (Castells, 
1997a; PNUD, 1993).

Las consecuencias para la región fueron duras y cruciales, y se generó en-
tonces una aguda situación de crisis expresada en una serie de indicadores 
muy conocidos: “deuda externa asfixiante”, altas tasas de inflación, incremen-
to del desempleo, baja de salarios, fuertes déficits fiscales, exportación de ca-
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pitales, baja de productividad, baja en los indicadores sociales del desarrollo y, 
en general, baja en las condiciones de vida de la población con el consecuente 
incremento y complejidad de los conflictos sociales. Si a esto se le suma el fin 
de la Guerra Fría y el saldo de demandas insatisfechas bajo los autoritarismos, 
quedan claras las tremendas dificultades que debió experimentar el proceso 
de democratización.

Grosso modo, la década de 1980 fue denominada por la Comisión Econó-
mica para América Latina y el Caribe (CEPAL) como la “década perdida” en 
la economía, y la de 1990 puede ser caracterizada como la de los gobiernos 
neoliberales y las reformas estructurales. La reestructuración económica, ini-
ciada a mediados de los años ochenta y aplicada en su totalidad en los noventa, 
supuso la vía latinoamericana, y del Tercer Mundo en general, de inserción 
económica en la globalización. La cuestión es cómo tal inserción afectó a los 
procesos productivos, sociales y de democratización regionales. La gran pre-
gunta consiste en saber cuánto los países lograban combinar tal inserción con 
una endogenización del desarrollo a partir de lo que la CEPAL denominó 
“transformación productiva con equidad social” (CEPAL, 1990). A nivel políti-
co hubo sólo un modelo económico ideológicamente denominado Consenso 
de Washington.

Es, pues, en este contexto que se afectó el conjunto de relaciones sociales 
y de poder a lo largo y ancho del continente. Entre los cambios se pueden 
mencionar: mutación y estancamiento de la industrialización, aceleración de 
la urbanización y crecimiento de los sectores informales de la economía, mu-
taciones en la estructura agraria, diferenciación campesina y migraciones, de-
sarrollo de nuevos capitales internacionales y de empresas de punta con escasa 
absorción de mano de obra, desocupación y pobreza. La región llegó a tener 
230 millones de pobres. En este conjunto de problemas se ampliaron y com-
plejizaron los conflictos y se destacó la emergencia de nuevos actores y movi-
mientos sociales. También cobró relevancia, de manera progresiva, el cambio 
del Estado y la relativa generalización de lo que se llamó “Estado mínimo”. 
El cuadro adjunto grafica el cumplimiento de las recetas economicistas del 
Consenso de Washington y sus resultados socioeconómicos y democráticos. 
El proceso de democratización supuso también una apertura de la sociedad. 
A partir de los años ochenta se empezaron a producir nuevos campos de con-
flicto y se modificaron y cambiaron las formas de acción colectiva del pasado 
populista. Los conflictos estructurales se presentaron en variados campos de 
conflicto que organizaron la acción colectiva. Más adelante el panorama cam-
bió (Calderón, 1986). 
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Tabla 3.1. Reformas y realidades
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Subregión Cono Sur  
(Argentina, Chile, Paraguay, Uruguay)

1991-1997 0,82 0,88 1,30 20,3 5,5 – –

1998-2003 0,84 0,91 1,00 26 8,7 – –

2004-2009 – – – 25,9 11,9 5,7 54,1

Brasil

1991-1997 0,75 1 0,60 40,6 17,1 – –

1998-2003 0,79 1 1,20 37 12,7 – –

2004-2010 – – – 24,8 7,2 4,5 57,6

Subregión Andina  
(Bolivia, Colombia, Perú, Ecuador, Venezuela)

1991-1997  – 0,86 0,90 50,4 18,2 – –

1998-2003 0,82 0,83 0,00 53,1 25,5 – –

2004-2009 – – – 34,4 15,3 – 33,5

México

1991-1997 0,78 0,7 0,40 48,6 19,1 – –

1998-2003 0,81 1 2,10 43,1 16,7 – –

2004-2009 – – – – – 3,2 60,5

Subregión América Central  
(Costa Rica, República Dominicana, El Salvador, Guatemala, Honduras, 

Nicaragua, Panamá)

1991-1997 0,8 0,89 -3,70 52,1 27,9 – –

1998-2003 0,85 0,97 2,60 52,5 28,9 – –

2004-2009 – – – 33,4 14,2 3 47,6

América Latina

1991-1997 0,79 0,87 0,70 41,9 17,9 – –

1998-2003 0,83 0,92 1,20 41,8 14,4 – –

2004-2009 – – – 33,1 13,3 3,8 46,2

Fuente: PNUD (2004b). Datos actualizados por el estudio.



94  la protesta social en américa latina

Un primer campo de conflicto se refirió a la defensa de la condición obrera. 
La crisis y las reformas generaron un proceso de desindustrialización que afec-
taba esa condición. La dinámica capitalista fomentó este proceso en los secto-
res de punta y en buena medida se desindustrializó el resto de la economía. 
Frente a esto, los sindicatos y los movimientos obreros criticaron a las políticas 
impuestas por el Fondo Monetario Internacional (FMI), resistieron y reaccio-
naron con fuertes movilizaciones e incluso, en algunos casos, se elaboraron 
propuestas de reconstrucción industrial.

Los conflictos fueron variados. En algunos países, como Venezuela y Co-
lombia, sindicatos paraestatales buscaron negociar pactos salariales y de em-
pleo con las empresas y los Estados. En otros, como Bolivia, las movilizaciones 
fueron intensas. El caso de la “Marcha por la vida” de los mineros bolivianos 
marcó un hito en las reacciones contra el poder estatal e internacional. Sin 
embargo, la pérdida de peso estratégico de los mineros y de los sindicatos 
mineros fue un hecho evidente. Con la caída de la Federación Sindical de 
Trabajadores Mineros de Bolivia (FSTMB) se perdió un referente histórico en 
Bolivia y en Latinoamérica. Las reformas acabaron con la clase revolucionaria 
más importante en la historia de América Latina. Los mineros y sus dirigentes 
se dispersaron por todas partes. El caso de Brasil fue distinto. Quizás fue el 
único ejemplo de resistencia victoriosa de la clase trabajadora a escala global. 
La Central Única de Trabajadores (CUT) y los sindicatos sectoriales lograron 
resistir y fortalecer su acción colectiva combinando paros y protestas con ne-
gociaciones. La unidad y la autonomía de los sindicatos y su creciente vincu-
lación con la política nacional a través del Partido de los Trabajadores (PT) 
lograron un nuevo estatus autónomo en un país donde la crisis no generó 
fuertes procesos de desindustrialización, como en Argentina por ejemplo. En 
general, las respuestas obreras frente a la crisis fueron defender el puesto de 
trabajo, los salarios y los beneficios sociales. Sin embargo, una brutal conse-
cuencia fue la pérdida de centralidad política de la clase obrera latinoameri-
cana, excepto en Brasil. 

Un segundo campo de conflicto fue el referido a las demandas de mejora 
de la calidad de vida urbana, el consumo colectivo y la descentralización. En 
él tuvieron especial protagonismo nuevos actores urbanos de diferente tipo. 
Uno de los rasgos básicos de los procesos de urbanización consiste en su desfa-
se respecto de los de industrialización. Este proceso tiene como consecuencia 
un enorme crecimiento de sectores informales en la vida de las ciudades. Otra 
característica es el desajuste entre el crecimiento de las demandas de consumo 
colectivo –léase reproducción simple– que van desde el empleo, el agua pota-
ble, la electricidad y el alcantarillado hasta educación y salud, versus las debili-
dades por parte de los Estados y de las políticas urbanas para satisfacerlas. Esta 
debilidad crónica se vio fuertemente acentuada por los efectos devastadores 
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de la crisis en la vida colectiva de las ciudades, en particular de los sectores más 
pobres y excluidos. Sobre esta base se expandieron los conflictos y las nuevas 
formas de acción colectiva urbana.

Entre los conflictos y luchas urbanas se distinguen las luchas por la defensa 
y expansión de economías de pequeña escala: pequeñas empresas familiares 
en la producción, el comercio y los servicios, la expansión de organizacio-
nes comunitarias urbanas en función del consumo colectivo, desde tomas de 
tierra, comités de abastecimiento de alimentos y control de precios, juntas y 
asociaciones vecinales y comunidades eclesiales de base, hasta comités locales 
por la descentralización municipal y la gestión de las políticas públicas. Los 
cientos de conflictos urbanos que recorrieron la región expresaron el naci-
miento o fortalecimiento de nuevas formas de acción colectiva urbana contra 
la crisis y plantearon las oportunidades de una solución comunitaria frente a 
los problemas de la crisis.

Un tercer campo de conflicto se refiere a los conflictos campesinos en re-
lación con la tierra, el mercado y la etnicidad. La diversidad de conflictos re-
lacionados con la tierra fue enorme y se vincula con la dotación de recursos y 
la profundidad y extensión de las reformas agrarias en cada país. Las políticas 
agrarias y campesinas constituyen el referente principal de este tipo de con-
flictos. Así, los problemas de acceso a la tierra y la explotación mercantil o 
capitalista a los que están sometidos los campesinos son las principales causas 
del conflicto. Esto, además, supuso un proceso, a diferencia del pasado popu-
lista: la búsqueda de autonomía de los propios movimientos campesinos. Los 
resultados fueron muy variados (Calderón, Chiriboga y Piñeiro, 1992). Los 
campesinos en Brasil, por ejemplo, a pesar de haber luchado de modo intenso 
por la tierra no lograron los éxitos ni los posicionamientos estratégicos en el 
sistema político que lograron los obreros. 

Un fenómeno especialmente importante en los países con raíces culturales 
originarias fue la emergencia y el desarrollo de movimientos campesinos con 
fuerte componente étnico, donde no sólo se cuestionaron las formas de sub-
ordinación campesina hacia el mercado, sino también las lógicas de negación 
de sus culturas vernáculas. Esto fue muy notable en los países andinos meridio-
nales, en Guatemala y México, pero también se observó en casos en los que el 
movimiento indígena fue un actor relevante en el proceso de renovación de la 
democracia, como el de los mapuches en Chile. En este período, el acceso a la 
tierra, la equidad en el mercado y la autonomía política y cultural campesina 
constituyeron los principales temas del conflicto rural.

Los derechos humanos y la búsqueda de relaciones de género equitativas 
fueron otro campo de conflicto significativo y un tema transversal a todos los 
movimientos en este período. A partir de los diferentes movimientos de ética, 
se expandieron y tomaron nuevas formas de expresión política. Más allá de de-
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nunciar las violaciones cometidas por los regímenes dictatoriales, estas agru-
paciones se transformaron en observadoras y cuestionadoras permanentes de 
las nuevas relaciones de poder y de las lógicas de dominación. 

Se trató de acciones colectivas de carácter simbólico y expresivo que genera-
ron utopías movilizadoras y con fuertes potenciales democratizadores. Es po-
sible pensar que los conflictos por los derechos humanos fueron los caminos 
por los cuales renació el movimiento popular, por una parte, recuperando la 
continuidad y la memoria histórica de las luchas populares y, por otra, colo-
cando la necesidad de introducir la ética en la política y en la lógica misma 
del conflicto social.

Los derechos humanos, sus conflictos y sus actores son los principales ga-
rantes del ejercicio democrático y de la revalorización de la justicia como bien 
común: fueron convirtiéndose en los sujetos culturales de la democracia y la 
paz. La problemática pasó de ser un drama particular limitado a las familias 
de los detenidos y desaparecidos a un tema de legitimidad de una comunidad 
democrática.

Los conflictos relativos a las relaciones de género empezaron a cobrar im-
portancia entre aquellos movimientos que tuvieron a las mujeres como pro-
tagonistas. Por otro lado, también empezaron a crearse, sobre todo entre los 
sectores medios, movimientos feministas que impugnaban un patrón patriar-
cal de dominación inherente al funcionamiento del conjunto de la sociedad. 
Estas expresiones plantearon el tránsito del ámbito de lo doméstico al de lo 
público, y el papel central que tuvieron las mujeres en la producción y la re-
producción social. Se redefinieron las relaciones entre lo público y lo privado 
y se politizaron las relaciones de poder cultural que sojuzgaban a las mujeres. 
Estas plantearon demandas por los derechos relativos a la familia, los niños y 
las condiciones sociales de los sectores populares, como por ejemplo, los de-
rechos al consumo, a la salud y a la vivienda. De esta manera, desde la partici-
pación femenina se enfrentaron cuestiones de ciudadanía tanto en los planos 
social y político como en el cultural. Los conflictos y las luchas feministas, 
así como la participación de la mujer, transversal a lo largo de los conflictos 
sociales, iniciaron un proceso histórico que buscaba acentuar las fisuras del 
poder en curso.

Otro campo de conflicto se refirió a las relaciones entre el poder y los jó-
venes, que vieron limitadas sus posibilidades de desarrollo. Este fenómeno se 
vivió sobre todo bajo los regímenes dictatoriales, cuando no sólo se los persi-
guió, sino también se restringieron sus derechos. Sin embargo, a pesar de que 
los jóvenes fueron un factor decisivo en los procesos de la recuperación de la 
democracia, esta no supo integrarlos en procesos participativos. De ahí que 
emergieran un conjunto de conflictos entre los jóvenes y las políticas estatales 
en torno a sus demandas de participación en los escenarios de transformación 
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democrática y en los procesos de desarrollo. En especial, fue importante el 
caso de los movimientos de rock en América Latina, que reivindicaron una 
serie de demandas culturales de los jóvenes asociadas con demandas de parti-
cipación cultural. Sus consignas eran: “mi arma es la paz, mi partido es el rock 
y mi eterno fin es el amor”.

En la dinámica de los procesos de democratización confluyeron intereses 
y proyectos impulsados por los partidos políticos y el Estado, como también 
demandas y orientaciones de reconocimiento, distribución y participación ins-
titucionalizada por parte de los diversos actores y movimientos sociales men-
cionados, y se configuró así un campo de conflicto por opciones distintas en 
la arena institucional. Las tendencias a la complementación de ambas lógicas 
fueron menores y referidas más bien a temas específicos sobre todo a nivel 
local, con la relativa excepción del caso de Brasil, en especial por la experien-
cia del Municipio de Porto Alegre (De Olivera Nunes, 1987; Sherer-Warren, 
1987). Más bien prevalecieron tendencias hacia la bifurcación y al conflicto 
entre lógicas hiperinstitucionalizadas y las de la sociedad. Es decir, primó una 
mera restauración institucional, dogmáticamente liberal, sobre una serie de 
demandas de innovación y experimentación institucional en las cuales pudie-
ran expresarse e institucionalizarse los conflictos de la sociedad y las propias 
orientaciones y demandas de los actores sociales. Casi no hubo reformas ins-
titucionales que buscaran regular los conflictos por vías no antagónicas y que 
permitieran a la vez mutar las formas de dominación con un sentido redis-
tributivo de las relaciones de poder. Como escribió Carlos Filgueira (1987) 
refiriéndose a Uruguay, aunque es válido para toda la región: “es más fácil 
hacer política que hacer políticas, y la política deviene fácilmente ritualista, 
aun cuando se pretenda innovadora”.

La década de 1990 estuvo marcada por el éxito político del modelo econó-
mico generalizado para toda la región y expresado por el denominado Con-
senso de Washington. Esto supuso, además, una pérdida creciente del peso 
político de los actores y los movimientos sociales, que fueron dispersándose, 
perdiendo fuerza y resistiendo como pudieron a las nuevas fuerzas conserva-
doras de una economía y una sociedad de mercado orientadas por una cultura 
de ganadores y perdedores.

inflexión histórica y conflictos

A fines de la década del noventa y a principios del presente siglo, se comienza 
a experimentar un nuevo ciclo de conflictos y demandas de cambio asociados 
con límites fuertes de las reformas estructurales experimentadas durante los 



98  la protesta social en américa latina

últimos 20 años. Con ello se inició un momento de inflexión histórica, tanto 
en las características y orientaciones de la democracia como en los contenidos 
y resultados del desarrollo. Y así la dinámica del conflicto y de los actores 
sociales también se modificó. Además, con altibajos y diferencias, se vivió y se 
vive aún un período de crecimiento económico en buena parte de los países 
de la región.

Como consecuencia de las reformas económicas, América Latina se insertó 
en la globalización de manera limitada y poco sostenible (Calderón, 2003). 
Los resultados en términos de transformación productiva, en el sentido del 
logro de una competitividad “auténtica”, como la denominó la CEPAL, fue-
ron mínimos cuando no regresivos. La región perdió peso en la economía 
mundial y los saldos de equidad y pobreza fueron negativos para la mayoría de 
los países. Hubo avances en la legitimación de la democracia electoral, pero 
la legitimidad y la confianza en los procesos democráticos reales cayeron en 
todas partes. Los problemas de los derechos humanos crecieron y se redefinie-
ron. La democracia de ciudadanos y ciudadanas quedó como tarea pendiente 
(PNUD-PRODDAL, 2004). 

Como han señalado los estudios del Proyecto de Análisis Político y Escena-
rios Prospectivos (PNUD-PAPEP, 2008a), la inflexión se caracteriza por nue-
vos problemas y conflictos que afectaron la gobernabilidad democrática de la 
región. Entre ellos, se destacó la expansión de cuestiones político-institucio-
nales expresada, por ejemplo, en la disminución creciente de los niveles de 
confianza en las instituciones de la democracia. El año 2000 marca el nivel 
más bajo de confianza institucional. Asimismo, un 30% de las democracias 
experimentaron desde entonces crisis político-institucionales y situaciones de 
ingobernabilidad agudas, y en todas partes las demandas de cambio político 
fueron fuentes importantes de conflicto. Además, las demandas generalizadas 
de retorno del Estado como un actor importante en la economía y la política 
fueron detonantes de cambios políticos en casi toda la región: de alguna ma-
nera se reinstaló, bajo nuevos términos, el populismo.

Por otra parte, los agudos problemas de desigualdad y pobreza no sólo com-
plejizaron la situación social, sino que estuvieron acompañados de importan-
tes conflictos por el mejoramiento de la reproducción social, fenómenos, por 
lo demás, vinculados con procesos de alta concentración de riqueza en los 
sectores más poderosos de la población. 

Por último, se observó un acelerado incremento y a la vez fragmentación de 
los conflictos, tanto por motivos sociales como político-culturales. Una especie 
de sociedad policéntrica fue un signo del cambio de época. La intercultura-
lidad y la democracia pluralista, como las demandas de políticas económicas 
más incluyentes fueron temas instalados por la sociedad y en particular por 
nuevos actores y movimientos socioculturales.
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El conjunto de esta problemática ha generado la formación y/o renova-
ción de nuevas orientaciones políticas que, desde distinta perspectiva y po-
sición de poder, buscan regular y tratar los conflictos, como el reformismo 
práctico, el neodesarrollismo indigenista, el populismo y la modernización 
conservadora. En la mayoría de los países, en rigor se combinan, aunque 
una predomine sobre otras; también compiten en el juego democrático en 
la búsqueda del poder político. Un hecho muy importante es la generación 
de un espacio político regional donde existen, entre estas fuerzas, formas de 
comunicación y acción más interdependientes que en el pasado, e incluso 
creaciones institucionales novedosas como la Unión de Naciones Surameri-
canas (Unasur).

La primera orientación, la modernización conservadora, organiza una 
propuesta a partir de una combinación de secularización económica y valo-
res católicos tradicionales. Estos valores, en pocas palabras, se asocian con la 
idea de que el motor del desarrollo anida en la economía social de mercado. 
Así, esta oferta tiene como núcleo una relación restrictiva Estado-mercado, 
y un pensamiento conservador que impulsa una modernización del sistema 
de partidos y el reforzamiento de la autoridad a partir de un orden moral 
asociado con la expansión del mercado. En el campo ideológico se vincula 
con las políticas conservadoras de los Estados Unidos y se la puede encontrar 
sobre todo en los gobiernos de México y Colombia, pero también constitu-
ye una fuerza política relevante en otros países de la región. El caso de la 
Coalición por el Cambio en Chile, que trataremos más adelante, es un buen 
ejemplo de la fortaleza de esta opción (allí, el candidato conservador Piñera 
triunfó ajustadamente en segunda vuelta el 17 de enero de 2010), y al mis-
mo tiempo muestra con claridad hasta qué punto pueden coexistir distintas 
orientaciones dentro de cada país. Aquí la gestión del conflicto tiene una 
lógica referida a la esfera institucional.

Una segunda orientación es la nacional-popular. De gran peso en la tradi-
ción histórica de la región, suele presentar líderes carismáticos, legitimados 
por la democracia, que promueven fuertes movilizaciones de masas y un Es-
tado que organiza el desarrollo y la democracia a partir de la búsqueda de la 
hegemonía política para lograr una mayor autonomía nacional. El sujeto del 
cambio aquí es el pueblo, identificado con la nación y con el líder, por lo que 
se privilegia la redistribución por sobre la producción para lograr mayores 
niveles de inclusión social, siguiendo una impronta ideológica de fuerte ten-
dencia antiimperialista. Este sería el caso típico de Venezuela, Ecuador y Nica-
ragua, pero también –en menor medida– está presente en México, Argentina 
y Brasil, entre otros países. El conflicto aquí es procesado a la vez como con-
flictos en la propia alianza o bloque en el poder, y conflictos amigo/enemigo, 
identificado este último con el imperialismo norteamericano.
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Luego, una tercera orientación es la del reformismo pragmático, en la cual 
las fuerzas de centroizquierda buscan articular el crecimiento económico 
con un acceso negociado a la globalización, incorporando políticas de inclu-
sión social dentro de un orden laico y un sistema de partidos moderno. En 
esta oferta se construyen alianzas y se busca una relación pragmática con los 
Estados Unidos. Las experiencias más notables son la chilena, la brasileña y 
la uruguaya; la argentina, mientras tanto, sería una combinación entre esta 
orientación y la nacional popular (PNUD-PAPEP, 2009a). Aquí han emergido 
expresiones muy particulares, como el lulismo en Brasil, un fenómeno político 
que combina liderazgos carismáticos y estabilidad económica con distribución 
social (Singer, 2009). El conflicto es institucional y regulado por un sistema de 
negociaciones e intercambios políticos. En Brasil, el peso de los movimientos 
sociales fue crucial, en especial el caso del movimiento obrero.

Por último, una cuarta categoría está dada por la orientación hacia un neo-
desarrollismo indigenista que retoma tanto orientaciones nacionales-popula-
res como reformistas, y que busca una participación política ampliada con la 
inclusión de movimientos sociales e indígenas fuertes. El caso boliviano es 
paradigmático, pero estas tendencias también están presentes en otros países, 
como Perú, Ecuador, Guatemala y México. Es importante entender que esta 
orientación no se dirige sólo al plano de la reivindicación étnica; lo central 
aquí es que la reivindicación de lo indígena interpela la reivindicación de “lo 
otro”, del distinto, del no reconocido. En el fondo estarían en juego las jerar-
quías socioculturales y el fin del neocolonialismo a partir de una ampliación 
democrática. Aquí también el liderazgo político de Evo Morales, su peso me-
diático y su presencia política en la alterglobalización, le dan un carácter par-
ticular a la experiencia boliviana. El conflicto también oscila entre la relación 
amigo/enemigo y por el sistema de presiones y negociaciones tan común en 
la historia política de Bolivia (Calderón, 2006).

Por otra parte, como ya se vio en el capítulo anterior, en la actualidad la 
crisis económica en los países desarrollados y las trasformaciones en las rela-
ciones de poder global están suscitando una serie de problemas y conflictos 
que afectan la política y los conflictos en toda la región. En este sentido, el 
PAPEP ha realizado un estudio sobre tales impactos en la gobernabilidad. Allí 
se argumenta:

a)	 En primer lugar, que la inflexión histórica, que se dio tanto en 
términos del desarrollo como de la democracia a principios de la 
presente década, supuso crisis económica y cambios políticos en 
buena parte de la región. El saldo de tal inflexión es un conjunto 
de problemas y conflictos sociopolíticos e institucionales enormes 
y complejos. Entre ellos resalta lo que aquí se denomina “brechas 
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políticas entre Estado y sociedad”, referidas a los problemas de le-
gitimidad, gestión y logros de bienestar. Estas brechas constituyen 
cuestiones cruciales de la democracia en la región. 

b)	En segundo lugar, que las capacidades políticas (referidas al lide-
razgo, al logro de acuerdos y resultados), en un contexto de crisis 
económica global, han incidido de manera positiva en la disminu-
ción de las brechas entre Estado y sociedad. Dichas capacidades 
políticas se han desarrollado entre las diferentes orientaciones 
políticas que conviven en la región (es decir, no obedecen a una 
sola orientación política) y demuestran que no existe una sola 
opción de democracia sino más bien una competencia política 
que se instala. Por otra parte, el impacto de tales capacidades ha 
estado condicionado por lo que la CEPAL denomina “brechas de 
bienestar”, referidas al estado del desarrollo socioeconómico en 
la región (CEPAL, 2010a). Así, cuando las capacidades políticas 
se incrementaron, y disminuyeron las brechas entre Estado y 
sociedad, aumentó la sostenibilidad democrática, en particular en 
aquellos países donde las brechas de bienestar socioeconómico 
son menores, y viceversa: cuando las capacidades políticas fueron 
menores y no disminuyeron las brechas entre Estado y sociedad, 
la estabilidad de la democracia fue menor, en especial en aquellos 
países con altas brechas de bienestar socioeconómico. 

c)	 En tercer lugar, que en el horizonte político de la región hay una 
diversidad de escenarios de mediano plazo: cuando las capacida-
des políticas son altas y las brechas y los conflictos entre Estado y 
sociedad son pequeños, se plantea un escenario de sostenibilidad 
democrática con altos niveles de gobernabilidad; al contrario, 
cuando las capacidades políticas son bajas, los conflictos inten-
sos y las brechas entre Estado y sociedad son mayores, hay una 
erosión democrática y probables crisis de gobernabilidad. Existen, 
además, dos escenarios intermedios: en uno, hay altas capacidades 
políticas, pero también alta vulnerabilidad en las brechas entre 
Estado y sociedad; se trata de un escenario inestable pero con 
oxígeno político para avanzar hacia uno más deseable. En el otro, 
las brechas entre Estado y sociedad son menores, pero la capaci-
dad política es baja; en este caso, las precariedades democráticas 
demandarían cambios políticos institucionales para evolucionar 
hacia escenarios mejores.

En este contexto existen, sin embargo, escenarios económicos positivos en el 
mediano plazo para buena parte del continente. Si esto en efecto ocurre, la 
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región estaría en una situación muy especial en su coyuntura histórica porque 
por primera vez sería posible avanzar de manera importante en términos de 
una democracia de ciudadanía y un mejor desarrollo humano. En el corazón 
de todos estos posibles procesos están los conflictos y su evolución y, sobre ellos, 
el conjunto de las capacidades políticas que puedan desarrollar los actores para 
promover una democracia pluralista y un desarrollo económico socialmente 
integrado.

Hay en todo este proceso latinoamericano, como se vio a escala global en 
capítulos anteriores, un cambio muy importante: el del espacio de lo público. 
Todas las fuerzas políticas y sociales tienden a redefinirse en este ámbito. Este 
cambio es el resultado del desarrollo de la sociedad de la información y la 
comunicación. Un dato muy significativo, como se verá en el capítulo 8, es la 
presencia de una nueva plataforma comunicacional. En efecto, el acceso a la 
comunicación tradicional de la radio y la televisión es casi de cobertura total 
y está cambiando de manera constante en relación a los nuevos medios hori-
zontales. Por otra parte, en todos los países de la región se incrementa cada 
vez más el acceso a los medios no tradicionales, como Internet y los teléfonos 
celulares. Y con esto, todo cambia. Entre otras cosas cambia la política y cam-
bia la pragmática de los conflictos.

los conflictos en el espacio público:  
la comunicación y la prensa en latinoamérica

Uno de los requerimientos centrales para la expansión de la democracia con-
siderada como orden conflictivo radica en el papel que juega la comunica-
ción. Un espacio público plural en la producción de la información, como 
el acceso abierto a la información y la promoción de una cultura de libertad 
de prensa, son fundamentales para el ejercicio de una democracia sostenible. 
Como afirma el estudio “Nuestra democracia”, realizado por el PNUD y la Or-
ganización de los Estados Americanos (OEA), “Las libertades de expresión y 
de opinión forman el principio no cuestionable de la relación entre la política 
y los medios de comunicación en cualquier tipo de democracia” (PNUD-OEA, 
2010: 123).

Sin embargo, el desarrollo de una sinergia democrática entre comunicación 
y política no es un hecho dado; tendría que ser más bien el resultado de la acu-
mulación histórica y cultural del poder democrático, es decir, del desarrollo 
de una política constructivista en el espacio público. En Latinoamérica, este 
espacio público centrado en la comunicación supone un largo y complicado 
proceso histórico de conflictos y lógicas de poder aún no resueltos. 
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El espacio de la comunicación actual es el resultado de experiencias y con-
flictos de intereses de variado tipo, hoy cada vez más asociado con nuevas 
pautas de socialización comunicativa, en particular entre los jóvenes. La co-
municación ya ha generado una subjetividad diferente que empieza a colocar 
nuevos problemas y conflictos en los escenarios de la democracia y el conflicto 
en la región. Un poder público comunicacional democrático está instalado 
en el imaginario latinoamericano no como una realidad, sino como un ho-
rizonte; en él confluyen los Estados, las sociedades y sus distintas prácticas y 
estrategias de poder.

Un referente histórico fundamental de la “cultura comunicacional” en la 
región está asociado con los regímenes populistas, que generaron políticas 
nacionales de producción de sentido en torno a sus ideologías y al papel es-
tratégico de las políticas culturales en los campos de la ciencia, la tecnología, 
la educación y la cultura nacional. Resulta impensable la larga y compleja ex-
periencia populista en Latinoamérica sin las prácticas y apuestas comunicacio-
nales que experimentaron y propusieron estos regímenes. Otra experiencia 
extraordinaria en la comunicación de estos países fue el desarrollo de una 
cultura de resistencia de muchos medios y periodistas frente a las dictaduras. 
Radios y periódicos –a veces clandestinos– “hablaron” para condenar las dicta-
duras, reivindicar los derechos humanos y defender a los trabajadores. Ejem-
plos notables son las radios mineras en Bolivia, los festivales públicos del rock 
en Argentina, la campaña por el “NO” en Chile y otras variadas experiencias a 
lo ancho y a lo largo del continente.

Estas significativas experiencias constituyen un patrimonio de la cultura de-
mocrática en América Latina. Su historia resulta crucial para una expansión 
del poder democrático en la comunicación. Sin embargo, a pesar de las ex-
periencias nacionalistas y prodemocráticas de muchos medios, se fue expan-
diendo, de manera correlativa y sobre todo a partir de los años ochenta, una 
industria cultural internacionalizada cada vez más global, que ha buscado a 
la vez la expansión de un consumismo homogeneizante con procesos de di-
ferenciación y segmentación de mercados culturales para los grupos de altos 
ingresos. De esta manera se han complejizado los mercados culturales de la 
comunicación y se produjeron sentidos políticos contradictorios. En tal ex-
pansión es posible detectar un predominio –gracias a la tecnoeconomía de la 
información– de medios masivos de comunicación con un creciente compo-
nente informático. 

Aún más, es posible determinar una brecha cada vez mayor entre el acceso 
acelerado al consumo de los medios y de la industria cultural por parte de la 
población (prensa, radio, televisión, Internet y tecnología móvil), en relación 
a los menores niveles de acceso al empleo y los salarios, lo que produce una 
brecha de expectativas entre el acceso a un mundo cultural y las limitaciones 



104  la protesta social en américa latina

de estructuras sociales y económicas excluyentes para satisfacer las demandas 
que el mercado cultural y la educación generan. En la década de 1990, la 
CEPAL produjo un memorable informe Educación y conocimiento: eje de la trans-
formación productiva con equidad, en el que se analiza y explica este proceso de 
frustración de expectativas entre sociedades cada vez más incluidas en el mun-
do del consumo cultural, pero cada vez más excluidas del empleo y el salario. 
Por cierto, el conjunto de la situación descrita conspira con las metas de una 
comunicación pública, plural e intercultural. 

La fuerza de las tecnologías de la información y la comunicación está en 
relación directa con la fuerza de la industria de los países desarrollados y en 
relación inversa con la capacidad de producción de la industria cultural de 
sociedades periféricas: como señalan Calderón y Dos Santos, en este nuevo 
orden estatal en América Latina “el ajuste estructural está más interconectado 
con los procesos sociopolíticos internos (la deuda) mientras que el ajuste cul-
tural es más exógeno y abarcador” (1991). En este sentido, afirman que la ten-
sión entre lo público y lo privado tiende a resolverse así de forma lesiva para el 
pluralismo cultural. Los Estados administran lo más tradicional del desarrollo 
cultural (educación y patrimonio cultural) y dejan en manos de la iniciativa 
privada los sectores más dinámicos y con mayor incidencia.

No obstante, la lógica conflictiva del poder comunicacional también se ha 
visto transformada por el impacto global que han tenido las transformaciones 
interculturales en distintas partes del mundo. La multiplicación de conflictos 
culturales –asociados, por ejemplo, con la crisis del mundo soviético o “la gue-
rra de las galaxias” producida con la primera invasión a Irak– ha sido repro-
cesada por diversas culturas del planeta para exigir reconocimiento cultural, 
afectando el equilibrio cultural en todas las sociedades e instalando con una 
fuerza política inédita la cuestión de la multiculturalidad.

La expansión de movilizaciones culturales de diverso tipo y de demandas de 
reconocimiento cultural experimentadas en América Latina a principios de 
la década de los ochenta y a comienzos del presente siglo se han alimentado 
de estas experiencias y buscan expresarse –y en muchos sentidos lo logran– 
mediante los nuevos medios de comunicación horizontales; se constituyen así 
en verdaderas fuerzas que demandan, exigen y necesitan –como vimos en el 
capítulo 1 del libro– presencia en los medios de comunicación, quienes a su 
vez, para expandirse, precisan procesar las nuevas luchas y reclamos de las 
sociedades. Esto abre un nuevo campo de conflicto cultural que incide de ma-
nera decisiva en la visualización de los conflictos y su procesamiento político. 

Diego Achard y Manuel Flores (1997) destacan cuatro factores de la infor-
mación globalizada. El primero corresponde a la relación entre el estallido 
mediático y la multiplicación de expectativas. La dinámica acrecentaría las de-
mandas populares, mientras que los sucesivos ajustes estructurales limitarían 
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las posibilidades de satisfacción de dichas demandas. Estas masas excluidas del 
sistema económico, pero incluidas en el mundo comunicacional, se seculari-
zan de manera mediática ya que habrían adquirido mayor conciencia de su 
posición en la escala social y habrían percibido los derechos en los escalones 
superiores. Estas masas están hoy más informadas de las distancias e injusti-
cias sociales presentes en la región. Las altas percepciones de injusticia social 
registradas por las personas en todos los países de la región están vinculadas 
con este factor.

Un segundo factor está relacionado con los cambios que se han producido 
en la mediación política debido a nuevos actores que han empezado a compe-
tir o incluso remplazar a los partidos políticos y a los parlamentos en el campo 
de la representación ciudadana. Achard y Flores mencionan a los periodistas 
políticos, personalidades públicas, integrantes de organizaciones no guberna-
mentales y un conjunto de competidores organizacionales. Esta nueva media-
ción ha desdibujado la articulación y la producción de sentido en la relación 
sociedad-Estado-partidos. 

Un tercer factor se refiere al discurso propio de los medios de comunica-
ción. Se trata de un nuevo discurso mediático que difunde valores de la demo-
cracia y del libre mercado. Según los autores, este enfatiza los derechos de las 
personas sobre los derechos colectivos y presenta los problemas de la política 
como una especie de tensión entre los lobbies y los políticos, siguiendo o imi-
tando la cultura política norteamericana.

El cuarto elemento tiene que ver con las nuevas relaciones entre prensa 
y poder en la región. Es probable que el fenómeno más importante sea la 
creciente reducción –no en todos los casos– de la denominada prensa de par-
tido y la emergencia de una suerte de mediación periodística partidariamente 
neutral que ya no se orientaría por grandes referentes ideológicos partidarios, 
sino más bien por objetivos de fiscalización de lo público. La interpretación 
política variaría según la comprensión fiscal del fenómeno. Para una posición 
más progresista, los nuevos oligopolios mediáticos tendrían una incidencia 
descomunal, ya que administrarían el peaje entre los políticos y el público. En 
una visión más conservadora e institucionalista, se cuestiona el crecimiento 
del poder mediático y sus pretensiones de neutralidad, que escaparían a los 
mecanismos de control y normas institucionales que rigen para el conjunto de 
la sociedad (Achard y Flores, 1997).

Un informe del PNUD-PAPEP (2008a), que registra aportes para una agen-
da de gobernabilidad democrática, insiste sobre el reconocimiento del papel 
de la política constructivista como el principal factor capaz de regular las fuer-
zas del mercado e incluso las comunicacionales. El estudio especifica la cen-
tralidad de la política en los medios de comunicación, argumentando que el 
espacio público mediático es fundamental en las sociedades latinoamericanas. 
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La mayor parte de las agendas de poder y opciones políticas se construyen y se 
configuran en este nuevo espacio público. Estos cambios introducen nuevos 
lenguajes y están recomponiendo el espacio público.

Un grupo de políticos de la región que discutieron las tesis del PAPEP coinci-
dieron en la necesidad de democratizar el espacio público y garantizar un acce-
so igualitario a él, enfatizando la necesidad de políticas que permitan expandir 
nuevas formas de participación y de control ciudadano (PNUD-PAPEP, 2009a).

En este contexto se focaliza nuestro campo de investigación en cuanto a los 
imaginarios del conflicto social latinoamericano narrados por 54 periódicos 
en 17 países de la región.

procesos globales y conglomerados mediáticos  
latinoamericanos3 

Latinoamérica, como parte de este proceso de globalización mediática, en-
cuentra instalados en la región distintos tipos de corporaciones/conglomera-
dos mediáticos multimedia que aglutinan un importante número de medios 
de prensa y plataformas web de información. La tabla 3.2 permite determinar 
algunos rasgos específicos de esta realidad. 

Se ha detectado que en la región conviven tres tipos o tamaños de con-
glomerados mediáticos. El primero, al que podría denominarse “grande”, 
es aquel que posee en diversa medida propiedades en los cuatro formatos 
comunicacionales clave del mercado global (prensa escrita, medios visuales, 
plataformas web y multimedia móvil) a nivel regional, o aquel que a pesar de 

3  Para la elaboración de los datos que reflejarían la construcción que los 
medios de comunicación hacen de los conflictos sociales acontecidos 
en América Latina, se llevó a cabo un proceso de consultas denominado 
“Testigos Privilegiados” que dio como resultado un listado de 54 periódicos 
para ser monitoreados. Estos fueron seleccionados no sólo de acuerdo con 
el volumen de su tiraje y su alcance geográfico de distribución, sino también 
por sus tendencias ideológico-políticas y sus niveles de credibilidad y seriedad 
periodística. Para llevar adelante el proceso de monitoreo se contrató a la 
empresa Notilog, especializada en el seguimiento y análisis de noticias en lí-
nea emitidas por televisión o impresas en tiempo real, tanto en español como 
en portugués. La empresa tiene su sede en México, con oficinas regionales 
en Argentina y Brasil, y entre sus clientes se incluyen empresas pertenecien-
tes a sectores clave de la industria, tales como el sector automotriz, los bienes 
de consumo, la energía, el entretenimiento, los productos farmacéuticos, la 
tecnología y el turismo, así como agencias líderes de relaciones públicas y 
agencias gubernamentales y de cooperación. 
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no participar en los cuatro segmentos concentra en alguno de ellos una gran 
cantidad de medios considerados importantes en niveles locales. 

Tal vez los ejemplos más paradigmáticos de esta categoría son el Grupo de 
Diarios América (GDA), Periódicos Asociados Latinoamericanos (PAL) y el 
Grupo O Globo. El primero concentra a 11 de los periódicos más importantes 
de la región (por ejemplo, El Comercio, Perú; El Nacional, Venezuela; La Nación, 
Argentina) y tiene un tiraje diario de más de 10 millones de ejemplares; PAL 
concentra 8 importantes periódicos nacionales (como La Tercera, Chile; La 
República, Perú), con alrededor de 8 millones de ejemplares publicados diaria-
mente. Dentro de la lógica global de mercado, estos dos grupos se identifican 
a sí mismos como creadores y transformadores de opinión pública con fines 
de creación y apertura de mercados comerciales. El Grupo O Globo podría 
considerarse el multimedio más importante de la región, ya que aglomera a 25 
medios de prensa escrita, 10 radiales, 4 visuales y 5 plataformas de información 
web; sin embargo, la fuerza de este grupo no radica sólo en la cantidad de 
medios que posee, sino en la diversidad de contenidos y audiencias a las que 
tiene llegada, ya que posee productos en áreas que van desde la información 
de prensa hasta los bienes raíces. 

El segundo grupo o categoría, denominada “mediana”, se refiere a aquellas 
corporaciones que en muchos casos no poseen medios fuera del ámbito na-
cional, pero que operan en tres o cuatro de los niveles comunicacionales de 
su ámbito local. Existe un gran número de estos grupos en la región, algunos 
ejemplos paradigmáticos son Clarín de Argentina y El Mercurio de Chile. Por úl-
timo, existe lo que podría denominarse grupo o conglomerado “pequeño”; se 
trata en su mayoría de empresas editoriales que no poseen más que un par de 
medios de prensa escrita, tampoco mecanismos complejos de distribución ni 
participan de redes de información y comunicación a escala regional o global. 

Retomando una perspectiva general del asunto queda bastante claro que se 
viene desarrollando una fuerte tendencia global hacia la concentración de la 
propiedad de los medios de comunicación, y los conglomerados multimedia 
poseen cada vez mayores capacidades de ofrecer productos en distintas pla-
taformas orientadas a diversas audiencias. Asimismo, las empresas mediáticas 
invierten más recursos en la producción de contenidos propios, bajo la lógica 
de que su subsistencia estará asegurada en la medida en que sean capaces 
de adaptarse a los contenidos locales. Este proceso está llevando a una inte-
gración vertical de corporaciones globales en redes nacionales que, con una 
creciente uniformidad de contenidos –con apariencia de diferenciación–, res-
ponden a intereses empresariales para los que la concentración de medios es 
una concentración de poder (Castells, 2009).
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Tabla 3.2. Tipos de conglomerados y grupos multimedia 
 		

Grupo mediático “grande”
Periódico Grupo multimedia

El País (Uruguay)
Grupo de Diarios de América 
(GDA)

O Globo (Brasil) Organizações Globo / GDA

La Tercera (Chile)

Grupo Copesa SA / Consorcio 
Periodístico de Chile SA 
/ Periódicos Asociados 
Latinoamericanos (PAL)

Reforma (México) Grupo Reforma
La Prensa (Argentina) Multimedios La Capital
El Nacional (Venezuela) GDA
La República (Perú) PAL

Grupo mediático “mediano”
Periódico Grupo multimedia

El Mercurio (Chile) GDA
El Tiempo (Colombia) Grupo Planeta
El Comercio (Perú) GDA

El Periódico (Guatemala)
Media Development Loan Fund 
(MDLF)

El Universal (México) GDA
El Panamá América (Panamá) Grupo Epasa
El Nacional (República 
Dominicana)

Grupo Corripio

El Colombiano (Colombia) PAL
Últimas Noticias (Venezuela) Cadena Capriles
La Nación (Costa Rica) GDA
La Prensa Gráfica (El Salvador) Grupo Dutriz
Diario Libre (República 
Dominicana)

Omnimedia Grupo Multimedios 
/ PAL

La Nación (Paraguay)
Grupo Nación de 
Comunicaciones

La República (Uruguay) Grupo ICK
El Espectador (Colombia) Grupo Bavaria

La Prensa (Honduras)
Grupo Organización Publicitaria 
Sociedad Anónima (OPSA)

Clarín (Argentina) Grupo Clarín
La Jornada (México)
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(cont.) 
Periódico Grupo multimedia

Jornal de Brasilia (Brasil) Grupo Jornal de Brasilia
O Estado de Sao Paulo (Brasil) Grupo Estado
El Deber (Bolivia) Grupo Líder
Los Tiempos (Bolivia) Grupo Líder
La Razón (Bolivia)
El Heraldo (Honduras) Grupo OPSA
La Nación (Argentina) GDA

Grupo mediático “pequeño”
Periódico Grupo multimedia

ABC Color (Paraguay) Editorial Azeta SA
El Universo (Ecuador) Grupo El Universo
El Universal (Venezuela) PAL
El Diario de Hoy (El Salvador) América Interactiva
La Tribuna (Honduras) Carlos Roberto Flores Facussé
El Mercurio (Ecuador) Grupo Merchán
Expreso (Perú) Diario Expreso SA
Prensa Libre (Guatemala) Casa Editorial Prensa Libre SA

La Nación (Chile)
Empresa Periodística La Nación 
SA / Estado Chileno

Correo (Perú)
Empresa Periodística Nacional 
SA (Epensa)

Crónica (Paraguay)
Grupo Nación de 
Comunicaciones

Expreso (Ecuador)
Grupo Granasa (Gráficos 
Nacionales SA)

La República (Costa Rica) República Media Group (RMG)
El Mundo (El Salvador) Grupo Mundo Multimedia
La Hora (Guatemala) Familia Marroquin

La Prensa (Panamá)
Corporación La Prensa SA 
(Corprensa)

Página/12 (Argentina) Editorial La Página SA

Jornal do Brasil (Brasil)
Nelson Tanuere / Editora Jornal 
do Brasil

Fuente: Elaboración propia.

Es sobre la base de esta plataforma mediática que se ha realizado, primero, 
una compilación estadística y, luego, una interpretación de la dinámica del 
conflicto en Latinoamérica. Las diferentes interpretaciones que se narran en 
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los próximos capítulos se sustentan precisamente en esta información y en las 
consideraciones analíticas de los tres primeros capítulos de este libro. Desde 
luego, no son todos los conflictos sociales que existieron –que superan por 
mucho a los que la prensa procesa–, pero son los que han presentado los me-
dios en el escenario público. 



4. Tendencias generales  
de la conflictividad social  
en América Latina

	 la salida de la inflexión 

	 Después de un período de movilización y crisis que caracterizó los 
primeros años del nuevo milenio y que terminó en un momento de inflexión, 
tanto en términos de modelos de desarrollo como de las orientaciones de la 
democracia, América Latina parece ahora entrar en una nueva fase sociohis-
tórica. La región está saliendo de las aguas turbulentas y se dirige hacia una 
época de relativa estabilidad. 

La ola simétrica de restauración democrática, a excepción de Cuba y la 
regresión hondureña, está casi completa. Los diversos regímenes democráti-
cos después de 2005 presentan aparentemente un mejor semblante, pues el 
ciclo de insurrecciones sociales y caídas presidenciales (1999-2005) parece 
haberse cerrado en Argentina, Bolivia y Ecuador. Las mejoras notables en 
la reducción de la pobreza, y un crecimiento económico sostenido en la 
región, a pesar de la crisis financiera global, se traduce igualmente en el 
comportamiento político: pasamos de la volatilidad electoral a las reeleccio-
nes partidarias, y surgen nuevas señales promisorias y potentes sobre el de-
sempeño gubernamental. La población dejó de cambiar de manera abrupta 
de opción política para continuar apostando por el partido en el gobierno y 
el presidencialismo.

La crisis financiera global no generó ni una corta ni una larga temporada 
de infierno en América Latina. La región no padeció las perturbaciones eco-
nómicas ni los sufrimientos sociales, como sucedió durante la gran depresión 
de 1929 (Thorp, 1998: 103-133; Bulmer-Thomas, 2000: 3-29); más bien logró 
sobrellevar la crisis con templanza de ánimo y, en algunos países, con cierto 
optimismo. América Latina no fue arrastrada por la “caída libre” de los Esta-
dos Unidos y el hundimiento de la economía mundial no afectó de manera 
tan contundente a esta parte del mundo, donde la economía muestra mejores 
desempeños que en los países industrializados (PNUD-PAPEP, 2011). Como 
ya se expuso en el capítulo 2, la razón fue el “multicentrismo geoeconómico”. 
Como los Estados Unidos y Europa tenían –y tienen– serios problemas, China 
y la India demandan exportaciones latinoamericanas. La región ya no está 
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unida al mercado mundial por un único cordón umbilical, lo cual la hacía no 
sólo dependiente, sino peligrosamente vulnerable. En el mundo globalizado 
de hoy, estamos inmersos en un vibrante sistema económico arterial, en el 
que si la sangre no fluye por unos conductos, puede hacerlo por otros. Esto 
sucedió con América Latina y, por eso, en medio de la crisis, se puede permitir 
celebrarlo por triple partida: sus economías crecieron, redujo la pobreza y se 
desplazó de un sistema internacional dependiente y unilateral a otro interde-
pendiente y multilateral. 

Henry Kissinger le dijo en una oportunidad al diplomático chileno Gabriel 
Valdés: “Nos habla usted de América Latina. No es importante. Nada impor-
tante puede venir del Sur. No es el Sur el que hace la historia, el eje de la 
historia va de Moscú a Washington pasando por Bonn. El Sur no importa” 
(Hersch, 1983). Hoy Kissinger no podría repetir, una a una, las mismas pala-
bras: basta considerar el desempeño económico y la proyección geopolítica de 
Brasil; también México ha ido en alza, Chile se mantiene en una velocidad de 
crucero, lo propio sucede con Perú y Colombia, y hasta los países pequeños 
como Bolivia y Paraguay crecen e incluso gozan de un superávit. Está claro que 
el Sur importa. 

pobreza y desigualdad: las hendíadis  
de un modelo excluyente de desarrollo

A pesar de las diferencias en las distintas subregiones y en los distintos países, 
una tendencia permanece invariable a nivel de conjunto: la persistencia de un 
modelo de desarrollo excluyente que no logra dar solución a los problemas 
estructurales de pobreza y desigualdad.1 Estas son las variables calóricas de la 
conflictividad: el centro y la energía del sistema. Si se incrementan la pobreza 
y la desigualdad, se acrecienta y se extiende la inestabilidad. Si, por un lado, 
los índices de pobreza e indigencia han mejorado a lo largo de los últimos 
años y las proyecciones apuntan a una cierta estabilidad de esta tendencia, 
por otro, América Latina todavía es el continente más desigual del mundo 
(CEPAL, 2010d: 185; PNUD, 2010). 

Once de 18 países del mundo con los mayores niveles de desigualdad en 
el ingreso son latinoamericanos. En estos, el 10% más alto de la población 
recibe el 48% de los ingresos nacionales, mientras que el 10% más bajo sólo 
captura el 1,6%. Estos datos no reflejan únicamente la falta de oportunidades 

1  Para más detalles, véase el capítulo 5.
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para millones de personas, sino que empujan hacia los extremos políticos, 
los cuales se vuelven más atractivos para responder a la constante frustración 
social (Schneider, 2010).

Asimismo, según datos de la CEPAL (2011), la pobreza y la indigencia dismi-
nuyeron 1,6 y 0,8 puntos porcentuales en relación con 2009, cuando la región 
sufrió el mayor impacto de la crisis financiera internacional. En 2010, el 31,4% 
de los habitantes permanecieron en situación de pobreza y el 12,3% de indi-
gencia, lo que representa 177 millones de pobres y 70 millones de indigentes 
(véase gráfico 4.1). 

Según un estudio de Leonardo Gasparini y Nora Lustig (2011), entre 2002 
y 2008 la inequidad en los ingresos disminuyó de manera significativa en casi 
todos los países latinoamericanos, lo cual dependería principalmente de una 
caída del valor de las capacidades educacionales en el mercado de trabajo y 
una distribución más progresiva de los gastos públicos, y en especial de las 
transferencias monetarias. Sin embargo, en una visión más amplia y multi-
dimensional de la pobreza y la desigualdad, las condiciones de América La-
tina son aún más dramáticas. El Índice de Desarrollo Humano del Mercosur 
(PNUD, 2009) ha construido índices de desigualdad y de pobreza multidi-
mensionales que muestran las enormes carencias sociales en la región. Ahí se 
destaca a la inclusión desfavorable, en el sentido de Sen (2009), como el rasgo 
fundamental de la exclusión social en América Latina. 

Gráfico 4.1. Evolución de la pobreza  
y la indigencia en América Latina, 1980-2010
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Fuente: CEPAL, Panorama Social de América Latina 2010.

El dato sobre desigualdad es un indicador de gran relevancia no sólo porque 
refleja una característica clave de la estructura socioeconómica, sino por su 
valor para describir el “lugar”, en el panorama social, en el cual los indivi-
duos se posicionan –o son posicionados– y desde donde miran su entorno 
cotidiano y político, expresan sus opiniones y toman decisiones. Este es un 
aspecto significativo sobre todo cuando se consideran las potencialidades de 
cambio social. La percepción de desigualdades en una sociedad aumenta 
la frustración, el sentido de marginación de los individuos y su sentimiento 
de injusticia, lo cual implica un cierto nivel de insatisfacción y malestar que 
puede acabar en manifestaciones relativamente violentas. A la luz de estas 
consideraciones teóricas, las evidencias empíricas son alarmantes: en 2007, 
el 78% de la población de la región consideraba injusta la distribución del 
ingreso (CEPAL, 2010d). En otras palabras, no sólo las percepciones de alta 
inequidad coinciden con la profunda desigualdad existente en América La-
tina, sino que estos datos evidencian también cómo las percepciones sub-
jetivas no se adecuan a los indicadores económicos de manera automática. 
Cinco años de crecimiento sostenido no incidieron de manera significativa 
en la percepción de injusticia en la distribución del ingreso por parte de la 
población, lo cual pone de manifiesto cierta persistencia de la frustración 
social respecto de la situación real. Y esto es un condicionante para entender 
las características del conflicto. 

En definitiva, se podría inferir que la población latinoamericana estaría en 
una fase –gracias a la democratización, a los avances en los niveles de edu-
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cación y el acceso creciente a la televisión y a los nuevas tecnologías de la 
información y comunicación (TIC)– de plena conciencia de su situación y de 
las injusticias que esta implica. Ya no se perciben las asimetrías sociales como 
normales, inherentes a un cierto orden teleológico del mundo, sino como evi-
dencias inaceptables, fuentes de malestar y razones por las cuales vale la pena 
luchar por un cambio social plausible. Las mismas elites empresariales y políti-
cas regionales afirman que los problemas de pobreza son los más importantes 
que experimenta la región (PNUD-PAPEP, 2008b).

Las características de la desigualdad a escala regional no son homogéneas. 
Las estructuras sociales se mantienen más fracturadas en la Región Andina, en 
parte de Centroamérica, el Caribe y el Paraguay, donde persisten verdaderos 
abismos sociales. Este factor pone en un mayor nivel de riesgo e inestabilidad 
a estos países (en particular, Ecuador, Perú y Bolivia), donde los avances hacia 
un pacto social más incluyente, resultado de una política de Estado construc-
tivista, no han sido todavía suficientes para cerrar esas brechas crónicas, tanto 
en términos económicos como de exclusión social. Además, el bipolarismo 
geopolítico que caracteriza a cada uno de estos países no ayuda a generar ma-
yores niveles de estabilidad política. En el Cono Sur, los países tienen estructu-
ras más cohesionadas; han logrado construir identidades nacionales más fuer-
tes e infraestructuras político-institucionales que implican mayores garantías 
para la estabilidad democrática. Sin embargo, los niveles de diferenciación 
son aún muy altos (como en Brasil) o mayores que los experimentados en el 
pasado (como en Argentina o Uruguay). La Región Centroamericana presen-
ta un panorama muy variado, con Estados que han logrado ciertos niveles de 
estabilidad y altos índices de democracia real, y otros que se encuentran en 
fases de alta inestabilidad, cuyas causas están relacionadas con la presencia y 
el poder de organizaciones criminales, carteles del narcotráfico y nichos de 
violencia, sobre todo en las zonas urbanas (casos emblemáticos son México, El 
Salvador y Guatemala). 

tendencias políticas: pragmatismo y estabilidad

No hay consenso suficiente sobre el rumbo político del subcontinente, aun-
que varios cambios en las orientaciones político-ideológicas han provocado 
virajes evidentes en algunos países. Como sostuvimos en el capítulo anterior, 
por un lado parecen retomar fuerza las tendencias más conservadoras, una 
ortodoxia modernizadora y una visión reformista de tipo pragmático. Por otro 
lado, algunos gobiernos del “giro a la izquierda” con fuertes bases nacional-
populares mantienen altos niveles de legitimidad, lo cual hace esperar una 
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cierta continuidad en las alianzas transnacionales que se concretaron bajo este 
marco ideológico. Es legítimo preguntarse entonces si estamos frente a un 
ciclo político con nuevos problemas de gobernabilidad en América Latina. Es 
probable que se mantengan las diferentes orientaciones políticas en el juego 
democrático de poder y quede pendiente la cuestión sobre si esas diferencias 
van a ser compatibles con políticas de Estado de carácter regional (lo cual 
parece ser el objetivo de, por lo menos, la clase política brasileña). La región 
se ha estabilizado políticamente, si bien en algunos países la conflictividad 
continúa realizando su labor de zapa.

Un dato importante a nivel regional es la creación de canales de coordina-
ción y comunicación política transnacionales, especialmente en el Cono Sur. 
Dos ejemplos emblemáticos son la Unión de Naciones Sudamericanas (Una-
sur) y la Alianza Bolivariana para los Pueblos de Nuestra América (ALBA) que 
–si bien desde perspectivas distintas, una más político-económica, la otra más 
ideológica– generan dinámicas nuevas a nivel regional y algunas veces logran 
mecanismos de coordinación y acuerdo y favorecen los procesos de mediación 
y resolución de conflictos interestatales (como el de aquellos ocurridos entre 
Colombia, Ecuador y Venezuela) o intraestatales (como el conflicto con la 
policía en Ecuador durante octubre de 2010 o la crisis política boliviana de 
octubre de 2008). 

Desde el punto de vista electoral, el período entre octubre de 2009 y sep-
tiembre de 2010 fue decisivo para América Latina, pues se debatieron inicia-
tivas reeleccionistas, el proyecto expansionista del “socialismo del siglo XXI” 
y nuevas tendencias conservadoras en el marco de una todavía inconclusa 
consolidación de los regímenes democráticos. En Uruguay, la contienda elec-
toral estuvo marcada por el apoyo generalizado que tuvo el Frente Amplio 
encabezado por el candidato presidencial José “Pepe” Mujica, quien obtuvo 
el 47,49% de los votos y cuyo partido alcanzó 16 de los 30 escaños del Senado. 
En el convulsionado panorama institucional de Honduras, ganó las elecciones 
Porfirio Lobo del Partido Nacional, mientras la oposición de Zelaya se encuen-
tra debilitada y acorralada políticamente después del golpe del 28 de junio de 
2009. En Bolivia, Evo Morales fue reelecto en la primera vuelta con índices de 
aceptación que se mantienen muy altos (64%), aunque luego perdió popula-
ridad. Las mayorías en las dos cámaras, además, parecen garantizar una cierta 
continuidad y posibilidad de implementación del “proceso de cambio” y de las 
reformas hacia la construcción del Estado Plurinacional. El año 2009 finalizó 
en Chile con los comicios presidenciales del 13 de diciembre, cuando se dio 
un cambio al timón de la democracia sudamericana con la victoria de Sebas-
tián Piñera, del movimiento de centro derecha Chile con Todos. En Colom-
bia, se realizaron elecciones legislativas el 14 marzo de 2010 y el 31 de mayo, 
elecciones presidenciales. A pesar del rechazo del tercer período presidencial, 
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el partido oficialista logró ganar las elecciones postulando como candidato al 
ex ministro de Defensa Juan Manuel Santos. Conforme a la posición dominan-
te que ha adquirido Brasil en el hemisferio, en el 2010 los ojos de Latinoamé-
rica miraron con especial atención las elecciones presidenciales y legislativas 
que se celebraron en octubre, en las cuales obtuvo la victoria la dama de hierro 
del gobierno de Lula, Dilma Rousseff. Otro proceso electoral clave fue el que 
se llevó a cabo en Venezuela el 26 de septiembre de 2010 para renovar todos 
los escaños de la Asamblea Nacional. Esta es la primera elección que se realizó 
estando en vigencia la nueva Ley Orgánica de Procesos Electorales, aprobada 
por la Asamblea Nacional en 2009. La coalición gobernante del Partido Socia-
lista Unido de Venezuela y del Partido Comunista de Venezuela (PSUV-PCV) 
obtuvo la mayoría simple, aunque perdió la mayoría cualificada de dos tercios, 
que mantenía desde 2005.

En el balance de este año electoral se destacan dos tendencias: por un lado, 
la victoria de los partidos en el poder –con excepción de Chile– marca un cier-
to “continuismo sin reeleccionismo”; por otro lado, el comportamiento elec-
toral fue pragmático, eludió opciones radicales y optó de forma mayoritaria 
por la continuidad y la estabilidad (Latinobarómetro, 2010: 57). Sin embargo, 
considerando un período de tiempo más prolongado, vale la pena recordar 
que estas tendencias coexisten con un patrón de alternancias políticas en el 
poder del Estado.

Más allá de la ideología política y de las tendencias electorales, lo que en 
este estudio resulta fundamental considerar es la calidad de la política y su ca-
pacidad constructiva de gestionar los conflictos desde lo institucional. La diná-
mica de los conflictos en democracia supone la tensión entre los mecanismos 
de institucionalización del conflicto y las demandas de la sociedad. Parecen 
dibujarse cuatro modelos paradigmáticos de relación Estado-sociedad-conflic-
tos. El primero se caracteriza por una cierta solidez del Estado, que es capaz 
de articular marcos institucionales para manejar importantes niveles de con-
flictividad social. Un ejemplo a nivel regional es el caso de Uruguay. El segun-
do se refiere a conflictos importantes pero no intensos ni muy radicalizados, 
con medianas e irregulares capacidades para procesarlos; tal es la situación 
en Brasil, donde el tratamiento de los conflictos (como en la mayoría de los 
casos de la región) se define por una lógica negociadora parainstitucional, es 
decir, a través de mecanismos semiformales de arbitraje y negociación, en una 
práctica en la cual se combina la libre interpretación de los principios legales, 
la transgresión consentida de las normas y la producción de una legalidad más 
o menos informal con una jurisdicción propia y localizada. El tercer tipo es el 
de las sociedades con una alta capacidad e intensa tradición de movilización y, 
por otro lado, una débil e ineficiente capacidad constructivista de procesar los 
conflictos en los marcos institucionales. El resultado son altos niveles de con-
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flictividad social, tanto en términos de cantidad de eventos conflictivos como 
de su radicalidad. Los casos paradigmáticos son Perú y Bolivia. Por último, el 
cuarto tipo es propio de países con Estados fuertes y sociedades con niveles 
relativamente bajos de acción colectiva y protesta social. En estos casos, como 
en Chile y Costa Rica, existen pocos conflictos sociales, no tanto por la ausen-
cia de necesidades y demandas, sino por la débil capacidad de movilización de 
los actores sociales. Resulta entonces curioso que Chile presente altos niveles 
de radicalización. 

el “espacio público” latinoamericano 

Finalmente, en este breve análisis de las tendencias coyunturales a escala re-
gional, resulta importante insistir en el proceso de redefinición del “espacio 
público” que América Latina ha ido experimentado a lo largo de las últimas 
décadas y en especial en los primeros años del nuevo milenio. Como se ha 
examinado en detalle en el capítulo 3, la fuerza de la globalización se ha per-
cibido no sólo en el contexto económico, sino también en el social y cultural, 
y ha sido acompañada por el desarrollo de la “sociedad de la información 
y comunicación”. El mundo se volvió más pequeño e interconectado, y esto 
tuvo un impacto en las dinámicas culturales, en particular entre los estra-
tos más jóvenes de la población. Aunque en algunas áreas geográficamente 
remotas, sobre todo en la Región Andina y en la Amazonía, se mantienen 
bolsones sociales excluidos del mundo globalizado, por lo general Améri-
ca Latina ha ido experimentando con fuerza la ola de la globalización; sin 
embargo, la cuestión es la calidad de la inserción en la globalización y su 
sostenibilidad (Calderón, 2003). 

A través de la labor de los medios de comunicación se reconfiguran y homo-
geneizan los imaginarios colectivos, y al mismo tiempo, a través de los nuevos 
medios (sobre todo Internet) se accede de forma más directa y proactiva a los 
circuitos de la comunicación global. En otras palabras, aumenta el poder indi-
vidual de generar información y de contribuir de manera directa a la creación 
de narrativas e imaginarios colectivos, en el marco de una tendencia democra-
tizadora de los sistemas de comunicación. 

Estos cambios en la definición del espacio público, tanto real como virtual, 
contribuyen a la reconfiguración de las formas de hacer política y de la acción 
colectiva. Si en América Latina la tendencia típica ha sido una combinación de 
la “política de palacio” y la “política en la calles” (Calderón y Szmukler, 2000), 
ahora el panorama se complejiza y adquieren importancia la política comunica-
cional y la “política en la red”. Las nuevas formas de comunicación modifican y 
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recodifican la política, los conflictos sociales y en definitiva el espacio público. 
En este sentido, la política se mediatiza, las encuestas de opinión logran el poder 
inédito de condicionar las decisiones de los gobernantes, sobre todo en momen-
tos electorales, se acentúa la personalización mediática de los líderes políticos 
(la nueva presidenta de Brasil, Dilma Rousseff, se sometió a un tratamiento de 
cirugía plástica para ser más telegénica) y nace la “política del twitter”. En gran 
medida la “política en las calles”, hoy, se hace en las redes de comunicación. 

La dinámica de la conflictividad es parte crucial de estas tendencias. No sólo 
los conflictos se mediatizan, sino que los actores mismos, incluidos los clásicos, 
empiezan a desarrollar una sensibilidad hacia el poder de los medios y a consi-
derar este elemento en la definición de sus estrategias de acción (Nató y Rojas, 
2008: 150). En muchos casos, la televisión adquiere un papel instrumental en 
la táctica de los movimientos, bajo el lema “lo que no está en los medios no 
existe”. Al mismo tiempo, como veremos en el capítulo 8, nuevas formas de 
conflicto se desarrollan en simbiosis directa con el contexto mediático, sobre 
todo a través de Internet. Parafraseando a McLuhan (2000), se podría decir en 
estos casos que “el medio hace el conflicto”. 

Es a partir de las nuevas tendencias coyunturales en la región, tanto econó-
micas como sociopolíticas y culturales, que se puede leer la nueva fase histó-
rica que América Latina está atravesando: la salida del proceso histórico de 
inflexión que caracterizó los primeros años del siglo XXI hacia una nueva 
época quizás de mayor estabilidad económico-política, que implica nuevas 
condiciones sociológicas para la acción y la generación de identidades colecti-
vas. A nivel regional, hay un patrón común en esta fase de postinflexión, cuya 
fórmula se puede resumir de la siguiente manera: crece la economía, bajan los 
niveles de pobreza, se mantiene la desigualdad y mejora lentamente la gestión 
política. En esta fase, hay una valorización generalizada de la estabilidad, tanto 
económica como política. Además, se van ampliando los espacios de comuni-
cación y la libertad cultural. 

Sobre la base de esta consideración, resulta de fundamental importancia 
indagar las tendencias de la conflictividad regional, la reconfiguración de nue-
vos y viejos patrones y su relevancia y riesgos en términos de gobernabilidad 
democrática. Este libro tiene el objetivo general de indagar las nuevas carac-
terísticas, dinámicas y tendencias de la conflictividad en América Latina y su 
relación con la calidad de la democracia. Las preguntas en las que se basa el 
análisis empírico y que organizan el estudio son las siguientes: 

•	 ¿Cómo se expresan los conflictos en el espacio público 
latinoamericano? 

•	 ¿Cómo se expresa y caracteriza la conflictividad en los diferentes 
contextos político-ideológicos y subregionales?
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•	 ¿Cuáles son los principales campos de conflictividad en América 
Latina? 

•	 ¿Cuál es la relación entre Estado y sociedad en el conflicto?
•	 ¿Qué dinámicas de radicalización de los conflictos hay en la 

región? 
•	 ¿Cuáles son los lugares estratégicos donde se procesan los 

conflictos? 
•	 ¿Cuál ha sido la capacidad política para procesar conflictos? 

 
El análisis se basa en un conflictograma construido a partir de la información 
sobre conflictos sociales en 17 países de la región, a través del monitoreo de 
prensa. Ello implica una correspondencia en el imaginario público entre una 
realidad social y otra mediática. Una breve reflexión sobre la dimensión tem-
poral del estudio: no se debe olvidar que el análisis considera un conjunto 
de coyunturas en el período de un año, una fracción de un contínuum cuya 
proyección futura es incierta.2 Casi en la totalidad de la región se vive una 
suerte de estabilidad político-institucional. Se trata de un momento dentro 
del mencionado patrón de la postinflexión que se caracteriza además por dos 
rasgos complementarios: por un lado, la profundización de la alternancia po-
lítica y, con ello, de la institucionalidad democrática; por otro, la tendencia al 
decisionismo en la gestión de gobierno. 

A la luz de estas observaciones, resulta todavía más importante apostar por 
la complementación de los hallazgos analíticos aquí expuestos con otros tipos 
de estudios, tanto históricos como político-sociológicos, que enfoquen el tema 
desde otras perspectivas y considerando arcos temporales distintos, o analicen 
en profundidad los contenidos de los eventos conflictivos narrados por los 
periódicos.

2  La distinción entre futuro actual y presente venidero que hace Luhmann 
(1998) puede ser útil al respecto: todo presente tiene un “futuro actual” 
entendido como horizonte de posibilidades. Somos contemporáneos de un 
futuro que sólo de modo parcial será nuestro presente más adelante, pues al 
avanzar se generan nuevos presentes y –al mismo tiempo– nuevos horizon-
tes futuros. Es decir, el futuro actual se concentra en un presente venidero 
que a la vez produce un nuevo futuro. Para decirlo con el lenguaje poético 
de Borges, “ya somos el pasado que seremos” (1985). En la medida en que 
el futuro actual y el presente venidero se mantengan comunicados, se va 
produciendo duración. Cuando interfiere algún acontecimiento imprevisto, 
aparecen discontinuidades y la conciencia de estas hace que la incertidum-
bre se incremente. 
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las tendencias de la conflictividad en américa latina 

En términos cuantitativos, Latinoamérica se confirma como una región con 
una conflictividad intensa. Entre octubre de 2009 y septiembre de 2010, el 
conflictograma detectó 2.318 conflictos, con un promedio de 193 por mes, y 
4.724 episodios conflictivos.3 

Considerando la variación temporal, en el transcurso del año, la cantidad 
de conflictos sigue una distribución fluctuante. Su pico máximo se registró en 
agosto de 2010, mientras que los meses con niveles más bajos de conflictividad 
han sido enero y febrero. El caso de octubre merece una observación: si bien 
se presenta como el mes con mayor cantidad de registros, esto se debe a que, 
al ser el primero de la muestra, todos los conflictos aparecen como nuevos.

En estos contextos, deben considerarse algunos datos temporales estructu-
rales que influyen en las dinámicas de los conflictos. Por ejemplo, las fiestas 
navideñas marcan en general una baja en los niveles de conflictividad, o los 
ciclos económicos condicionan la fluctuación de los conflictos, que suelen 
aumentar en épocas de debate y aprobación del presupuesto general de los 
Estados (como en el caso de Uruguay en el período estudiado). 

En términos generales, los países que registran el número más alto de con-
flictos (superior a los 200) son Bolivia, Perú y Argentina. Los países menos 
conflictivos de la región son Costa Rica, Chile y El Salvador (con un promedio 
de 59 conflictos). Al analizar estos datos, es importante tener claro que se 
está utilizando una definición clásica de conflicto social que no incluye otras 
manifestaciones violentas y conflictivas, como las que derivan de las acciones 
del crimen organizado, el narcotráfico o los movimientos guerrilleros. En este 
sentido, El Salvador, Colombia y México registran grados de conflictividad 
social relativamente bajos, lo cual podría apuntar a niveles moderados de 
movilización de los movimientos sociales clásicos y de los nuevos actores no 
criminales. Sin embargo, este hecho no implica una situación de estabilidad 

3  Entendemos “conflicto social” como un proceso de interacción contenciosa 
entre actores sociales e instituciones, movilizados con diversos grados de or-
ganización y que actúan de manera colectiva de acuerdo con expectativas de 
mejora, de defensa de la situación preexistente o proponiendo un contrapro-
yecto social. Entendemos “episodio de conflicto” como las ocasiones en las 
que un actor se moviliza y lleva adelante una medida de presión, tomando en 
cuenta que puede hacerlo muchas veces en el marco de un mismo conflicto 
(para más detalles véase la Guía metodológica). En otras palabras, el primer 
concepto pone énfasis en la dimensión procesual, mientras que el segundo, 
en los acontecimientos que constituyen dicho proceso. En el marco de este 
libro se privilegia la primera dimensión, es decir, el conflicto social. En los 
casos en que los datos se refieran a episodios conflictivos, esto será debida-
mente explicitado. 
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sociopolítica cuyas condiciones, en estos contextos, dependen en gran medida 
de otros actores ilegales y criminales que no se consideran en este estudio. 

Gráfico 4.2. Cantidad de conflictos y eventos conflictivos por mes

0

100

200

300

400

500

600

700

O
ct

-0
9

N
ov

-0
9

D
ic

-0
9

E
ne

-1
0

Fe
b-

10

M
ar

-1
0

A
br

-1
0

M
ay

-1
0

Ju
n-

10

Ju
l-1

0

A
go

-1
0

S
ep

-1
0

C
an

tid
ad

  

Cantidad de conflictos

Cantidad de episodios conflictivos

Fuente: Gráfico elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog.

conflictos por subregiones y orientaciones político-ideológicas 
De acuerdo al número de conflictos, los países de la región pueden agruparse 
en tres subregiones: a) Región Andina, b) Cono Sur, y c) Centroamérica, Re-
pública Dominicana y México. La primera se destaca por tener la mayor can-
tidad (un promedio de 174 por país). La segunda tiene un promedio de 137 
conflictos por país; en particular, destaca Argentina, que presenta niveles altos 
de conflictividad; Brasil, Uruguay y Paraguay muestran niveles medio altos, 
mientras que Chile es el único país en la subregión que presenta una cantidad 
baja de conflictos. Por último, Centroamérica es la región con menor cantidad 
de conflictos (un promedio de 109 conflictos por país) donde, a excepción de 
Panamá y Guatemala, la conflictividad es media y baja. 
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Gráfico 4.3. Promedio de conflictos por subregión
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Fuente: Gráfico elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog. 

Otra agrupación que resulta interesante considerar es la originada a partir de 
las orientaciones político-ideológicas de los gobiernos. Nos basaremos aquí en 
la tipología de las características predominantes en la región que elaboró en 
2008 el Proyecto Regional de Análisis Político y Escenarios Prospectivos del 
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD-PAPEP, 2008b: 
65), presentada en el capítulo 3. Se identifican allí cuatro orientaciones po-
líticas que representan las tendencias regionales: a) modernización conser-
vadora, b) reformismo práctico, c) nacionalismo popular, y d) indigenismo 
neodesarrollista.

Si bien se trata de categorías estilizadas y artificiales, resultan útiles para deter-
minar los principales rasgos de los países en la región y agruparlos a partir de sus 
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características políticas comunes. Además, se debe precisar que estas categorías 
no son cerradas y en muchos casos la realidad se encuentra mejor reflejada 
cuando se las combina. Por ejemplo, en el esfuerzo de asignar a cada uno de los 
gobiernos que entre 2009 y 2010 estuvieron a la cabeza de los Estados latinoame-
ricanos una de estas tipologías, el nacionalismo popular resultó ser una catego-
ría que se acompaña con otras características de los regímenes políticos, por un 
lado, tendiendo hacia una versión más reformista y pragmática (como son los 
casos de Argentina, Brasil y Paraguay) y, por otro, tiñéndose de rasgos indigenis-
tas (los ejemplos típicos son Bolivia y Ecuador). Para otros países, las categorías 
elaboradas resultaron exhaustivas. Por ejemplo, los gobiernos de Perú, México, 
Colombia, Honduras y Panamá se reflejan en la categoría de la modernización 
conservadora, mientras que El Salvador, Guatemala, República Dominicana y 
Costa Rica tendrían regímenes correspondientes al reformismo práctico. Si bien 
en el caso de Chile los resultados de las últimas elecciones determinaron un giro 
hacia la modernización conservadora, se decidió considerarlo todavía a partir 
de la orientación política del gobierno anterior (reformismo práctico) por razo-
nes de coherencia con el arco temporal al que los datos se refieren.

Los países con regímenes indigenistas neodesarrollistas y nacionales popu-
lares registran una cantidad significativa de conflictos (178 conflictos por país 
en promedio). Este dato reflejaría, por una parte, la intensidad de los cambios 
que estas sociedades atraviesan y, por otra, el manejo de la conflictividad, que 
por su vertiente nacional y popular incentiva la movilización de masas y la 
participación social, aumentando la frecuencia e intensidad de la acción co-
lectiva, y por sus tendencias indigenistas suele generar vínculos fuertes con los 
movimientos sociales y fortalecer las organizaciones comunitarias incremen-
tando al mismo tiempo los niveles de polarización y de tensión con las fuerzas 
opositoras (PNUD-PAPEP, 2008b: 67). Estas tendencias se hacen más eviden-
tes en la medida en que se acompañan por bajos niveles de institucionalidad 
y debilidades crónicas en los canales de relación entre Estado y sociedad civil. 

En los países de modernización conservadora, los niveles de conflictividad 
son en general medio-bajos (alrededor de 124 conflictos por país). De acuer-
do con las características de estos regímenes, el control de la conflictividad so-
cial se lograría gracias a un énfasis en las políticas de seguridad ciudadana y al 
fortalecimiento de los aparatos de coerción del Estado. Es decir que el conflic-
to se maneja con intervenciones top-down más que a través de un nuevo pacto 
social o de mecanismos de institucionalización y aumento de la participación 
de la sociedad civil. Una excepción es el caso de Perú, que se podría explicar 
por los bajos niveles de legitimidad del gobierno de Alan García.4 Además, 

4  Según el Latinobarómetro, en 2010 Perú tiene el dato más bajo de aproba-
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no obstante el crecimiento económico y la modernización social que se han 
dado en estos últimos años, sigue siendo evidente la fractura entre el norte y 
las regiones del sur, que continúan siendo las más pobres y las más conflictivas.

Gráfico 4.4. Promedio de conflictos por orientación política
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Fuente: Gráfico elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog.

En el grupo de reformismo práctico, cuyo promedio es de 110 conflictos por 
país, es donde las diferencias son más extremas. Panamá tiene niveles de con-
flictividad relativamente altos, lo cual se explicaría por el proceso de transi-
ción política que ha vivido en el curso del último año y medio. Por un lado, 
el gobierno anterior, de Martín Torrijos, terminó en un panorama de intensa 
conflictividad social y, por otro, la primavera de la modernización conserva-
dora del presidente Martinelli acabó rápidamente, dejando abiertos nuevos 

ción de la opinión pública de la gestión del gobierno actual (30%) y, según 
datos de 2009, tuvo los niveles más bajos de aprobación para el sistema 
democrático (16%) (Latinobarómetro, 2009-2010). 
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frentes conflictivos. En el otro extremo, Costa Rica se confirma como el país 
menos conflictivo de la región. Es probable que esta tendencia esté más re-
lacionada con los patrones históricos de la cultura política y social del país 
centroamericano y con sus niveles de institucionalidad que con la orientación 
ideológica de los regímenes de turno. Según el análisis del PNUD-PAPEP, los 
gobiernos reformistas pragmáticos tratan de solucionar los problemas de in-
tensificación de los conflictos y de fragmentación social mediante el diálogo 
y el acuerdo con los actores socioculturales, y con políticas que apuntan a la 
seguridad humana (PNUD-PAPEP, 2008b: 68).

En aquellos países donde la visión reformista y pragmática de la política 
convive con tendencias ideológicas nacionalistas, los niveles de conflictividad 
son por lo general medio altos (153 conflictos por país, en promedio). La 
considerable cantidad de conflictos registrados en Argentina podrían tener 
origen en los bajos niveles de popularidad del primer gobierno de Cristina 
Kirchner, cuyo índice había disminuido 30 puntos respecto de la gestión de su 
marido (Latinobarómetro 2010: 76), aunque registró un incremento tras su 
fallecimiento. Los conflictos con el sector agrario y los medios de prensa han 
generado una tendencia al aumento de este tipo de episodios. 

los campos de conflictividad 

Introducimos aquí una categoría teórico-analítica que se tomará como refe-
rencia a lo largo de los próximos capítulos. Se trata de los campos de con-
flictividad, que pueden definirse como el conjunto de acciones y demandas 
construidas por los diferentes actores sociales que expresan sus identidades, 
intereses, producciones y orientaciones, y que remiten a las relaciones sociales 
involucradas y a los intereses de poder en juego.5 Con el objetivo de tener una 
visión regional de las orientaciones de la acción colectiva, se han detectado 
tres grandes campos de conflictividad en los cuales se encuentran subsumidas 
las diversas demandas que son la base de las movilizaciones colectivas.6 En los 

5  Adaptación de la definición de Calderón (1986: 341).
6  Como en toda categorización, la subdivisión de las tipologías de conflictos en 

los tres campos presenta limitaciones, en especial porque en muchos casos 
existe la tendencia a la multidimensionalidad y superposición de las deman-
das. La colocación de cada tipología en un campo de conflictividad es, como 
en toda clasificación, arbitraria y débil a la hora de considerar los matices. 
Sin embargo, puede ser útil desde el punto de vista analítico para identificar 
macrotendencias de la acción colectiva a nivel regional. 



tendencias generales de la conflictividad social...  127

próximos tres capítulos se analizarán en detalle estos tres macro-campos de la 
conflictividad social. Sin embargo, adelantamos aquí algunas observaciones 
que pueden ser útiles para definir las tendencias generales a nivel regional. 

El primer campo corresponde a los conflictos de reproducción social e in-
cluye principalmente las demandas para satisfacer necesidades básicas y am-
pliadas que permitan la reproducción de los individuos y de las colectividades 
humanas. Se trata sobre todo de cuestiones socioeconómicas, en particular 
laborales/salariales y de consumo colectivo, pero también de movilizaciones 
en contra de ciertas medidas políticas o sociales que se perciben como ame-
nazadoras del statu quo, o para impulsar normas que podrían mejorar la si-
tuación económica actual, o cuestiones relacionadas con la propiedad y el 
aprovechamiento de la tierra. Alrededor del 50% de los conflictos registrados 
en América Latina entre octubre de 2009 y septiembre de 2010 pertenecen a 
este campo de conflictividad (1.097 en total). 

El segundo campo, desde el punto de vista cuantitativo se refiere a los con-
flictos institucionales y por gestión administrativa. Este grupo incluye deman-
das generadas por las fallas en la prestación de servicios públicos, por temas 
de gestión administrativa, por situaciones o medidas legales, cuestionamiento 
y/o reconocimiento de autoridades, por incumplimiento de convenios y por 
la definición de límites políticos administrativos (presenta un total de 874 con-
flictos, esto es, el 37,7% del total). 

Por último, el campo menos numeroso (347 conflictos en total) aglutina 
una variedad de demandas que se han agrupado bajo la categoría de “cultu-
rales”. Se trata del ámbito más fragmentado e incluye conflictos ideológico-
políticos, demandas por seguridad ciudadana, recursos naturales y medio am-
biente, derechos humanos, valores, creencias e identidades, y género. Su peso 
es del 15% sobre el total de conflictos registrados.

A partir de este análisis general de las demandas, que son la base de los 
conflictos en la región, se destaca cierto carácter defensivo de la conflictividad, 
ya sea referido a las condiciones socioeconómicas adversas o a las demandas 
político-institucionales. Estas consideraciones nos conducen a la hipótesis de 
que es probable que los niveles de conflictividad por la mejora de las condi-
ciones sociales se mantengan altos en la región y que estas luchas se basen en 
un principio de racionalidad (a partir de una evidencia objetiva y subjetiva, y 
hacia un cambio factible). La gente se manifestaría por objetivos concretos y 
pragmáticos, más que por razones trascendentales, valores o creencias abso-
lutas. Se maneja un doble código en la relación entre ideología y necesidad: 
prevalece una racionalidad práctica por la cual se hace un uso instrumental 
de las ideologías, que ya no son el motor principal de las movilizaciones. Por 
lo general, no se trataría de luchas “desde la cabeza”, sino “desde la barriga”. 
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Tabla 4.1. Tipología de conflicto por campo de conflictividad

Conflictos por reproducción social

Laboral/salarial 650

Medidas económicas/situación económica 390

Tierra 57

Conflictos institucionales y de gestión

Prestación de servicios públicos 264

Gestión administrativa 306

Situación/medidas legales 159

Cuestionamiento y/o reconocimiento de autoridades 79

Incumplimiento de convenios 57

Límites político-administrativos 9

Conflictos culturales 

Ideológico-políticos 89

Seguridad ciudadana 98

Recursos naturales y medio ambiente 82

Derechos humanos 55

Valores/creencias/identidad 17

Otros 6

Fuente: Tabla elaborada por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog.

Los grupos sociales y los individuos luchan para mejorar sus condiciones de 
vida, garantizar ciertos niveles de reproducción social y contra disfuncio-
nes y malos manejos, resultados de fallas institucionales y administrativas. 
Aunque las demandas de tipo cultural, político e ideológico presentes en la 
muestra posean un porcentaje menor, ello no significa que sean irrelevan-
tes. Por el contrario, este campo de conflictividad representa de alguna ma-
nera la vanguardia de las tendencias conflictivas, en las que se manifiestan 
nuevos actores, se experimentan las estrategias de la acción colectiva y se 
hacen evidentes los nuevos desafíos que se perciben detrás de los malestares 
crónicos. 

Los campos de conflictividad no tienen lógicas por completo independien-
tes, sino que se relacionan y sustentan en un patrón común instalado en la 
región caracterizado por dos factores: la transición y la demanda de cambio 
social. Las sociedades latinoamericanas han estado atravesando fases de tran-
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sición de democracias semimodernas a democracias más secularizadas, o de 
sistemas censitarios a sistemas más incluyentes. Los cambios de las últimas dé-
cadas, sin embargo, no han logrado resolver los problemas estructurales en 
cuanto a los obstáculos en los procesos de reproducción social, las debilidades 
institucionales crónicas y las cuestiones culturales que todavía quedan al mar-
gen de los espacios políticos. Son en definitiva “sociedades inconclusas”. En 
este sentido, los conflictos y las agendas de la movilización regional hablan de 
una dimensión trinitaria del cambio social, necesario para una profunda re-
novación económica, política y cultural. Asimismo, estas demandas se colocan 
tanto en un contexto de malestar local como en una lógica de transformación 
y cambio global. Muchas veces los conflictos son complementarios y se origi-
nan en necesidades parecidas que producen demandas con énfasis distintos: 
en algunos casos se cuestiona el contenido y en otros, la eficacia del sistema. 
Es plausible pensar que el esquema no es dicotómico (luchas sociales frente 
a luchas institucionales), sino que varias de las demandas por la reproduc-
ción social se transforman en demandas institucionales, y viceversa. A la vez, 
los conflictos culturales ponen el énfasis en temas estratégicos transversales 
y complementarios a la vida social, en una macrodimensión que podríamos 
llamar sociocultural. Los conflictos tienen, en este sentido, varios matices y 
connotaciones que tornan difícil el trabajo de encasillarlos en categorías ana-
líticas definidas. La complejidad de las sociedades pluriculturales necesita de 
una política constructivista que favorezca estos procesos de cambio, tanto so-
cioinstitucionales como culturales. 

los actores en conflicto:  
estados débiles frente a sociedades policéntricas 

Partiendo de la definición clásica de conflicto que orienta este estudio, la ma-
yoría de las demandas consideradas entran en la categoría de actores colecti-
vos. En el escenario sociopolítico latinoamericano, como se vio en el capítulo 
anterior, de fines de la década de 1970 y comienzos de la de 1980, los procesos 
de transición de las dictaduras hacia las democracias y la lucha por los dere-
chos ciudadanos, reflejados en las demandas que surgieron de distintos secto-
res sociales, adquirieron un lugar central en la esfera pública. Surgen en esta 
coyuntura los llamados nuevos movimientos sociales latinoamericanos (Calde-
rón y Jelin, 1987: 84): “acciones colectivas con alta participación de base que 
utilizan canales no institucionalizados y que, al mismo tiempo, van elaborando 
sus demandas, van encontrando formas de acción para expresarlas y se van 
constituyendo en sujetos colectivos, es decir, reconociéndose como grupo o 
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categoría social”. En otras palabras, estos actores sociales son, sobre todo, mo-
vimientos de resistencia y de protesta social. 

En este contexto, se añade a esta definición una connotación más específica 
que tiene a que ver con el posicionamiento de los actores sociales dentro de 
los marcos de la legalidad en cuanto a su constitución formal más que por sus 
acciones, que a veces sobrepasan esos límites. Además, se colocan los conflic-
tos en la lógica de la demanda de un actor hacia otro sujeto social que se consi-
dere con la capacidad de dar respuestas y satisfacer las necesidades y reclamos. 
En este sentido, todo conflicto tendrá un sistema de oposiciones: existirá un 
actor demandante y otro demandado. El demandante es la persona, grupo de 
personas, representante(s) o miembro(s) de una organización o institución 
que ejerce(n) presión para lograr un determinado objetivo, el cual, retoman-
do a Entelman (2002), es incompatible con el objetivo del actor demandado. 
Este último, por su parte, es la persona, grupo de personas, representante(s) 
o miembro(s) de una organización o institución hacia quien(es) se dirige o 
expresa la medida de presión, la cual busca la satisfacción de una demanda o 
la consecución de un objetivo. Por cierto, entre ambos tipos de acción media 
una relación de poder.

Teniendo este esquema como referencia, los datos muestran algunas ten-
dencias interesantes. Por ejemplo, el 70% de los conflictos tienen como de-
mandado a uno de los niveles del Estado (nacional, local o regional),7 ya que 
es percibido como el único actor capaz de dar solución a problemas macroes-
tructurales y a sus manifestaciones a nivel local. A esta escala, el Estado parece 
ser un nudo clave en la cadena institucional: es portador de potencialidades 
no del todo exploradas para responder a los conflictos, descongestiona el nivel 
central y dispone de medios más eficaces e inmediatos para entender y aten-
der las demandas sociales. 

Desde una perspectiva más general, existe una tendencia a la centraliza-
ción de las demandas sociales que confirma un patrón regional histórico en 
el que el Estado ha jugado, y juega, un papel protagónico. No hay una distri-
bución equilibrada de los conflictos entre los distintos espacios sociales, sino 
que lo más común es que las demandas adquieran una connotación política. 
Como ya señalaban Calderón y Dos Santos (1987: 15) a fines de la década del 

7  El dato sería todavía más contundente si se incluyeran los actores sectoriales 
públicos que, en fase de sistematización de la información de la prensa, fue-
ron más bien incluidos en la categoría sectorial correspondiente (por ejem-
plo, salud, educación, etc.); es decir, se optó por priorizar los principales 
sectores por sobre la naturaleza pública o privada de los actores. Esta figura 
de datos, que se da como tendencia general, se repite de manera particular 
en las tres tipologías del conflicto.
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ochenta, en América Latina “la carencia de tecnologías constitucionales ca-
paces de institucionalizar el manejo del conflicto” se suma a “las tendencias 
socialmente excluyentes del orden”. Permanece la paradoja de un Estado 
débil como principal referente de las intensas demandas sociales: se sigue 
apelando a un aparato estatal en general pobre e incapaz de dar respuestas 
institucionales y negociadas, atrapado en las ineficiencias de su burocracia, 
la inefectividad de su sistema legal, la escasa credibilidad de sus gobiernos 
y problemas crónicos de corrupción y prebendalismo. Al mismo tiempo, el 
proceso de centralización en el imaginario colectivo llega a los niveles más 
altos, donde el gobierno central es el Estado y, más aún, el presidente es el 
Estado, en una trayectoria histórico-cultural en la que el personalismo nunca 
dejó de tener un lugar central en la política latinoamericana. 

El marco normativo e institucional es un elemento clave para entender los 
conflictos sociales. Este puede tener una importancia fundamental para cana-
lizar las tensiones y mantener bajo control potenciales brotes de violencia, or-
ganizar las demandas sociales, ofrecer espacios de reconocimiento y expresión 
a los actores y promover formas políticas y dialogadas de toma de decisiones. 
Se considera aquí el valor procesal de la democracia en tanto sistema que es-
tablece reglas del juego político capaces de procesar los conflictos (Lechner, 
1986). En este sentido, “la dimensión institucional aparece como insoslayable 
en la problemática del cambio social; o sea que resulta inconcebible la satis-
facción perdurable de demandas de ciudadanía social y de participación en 
la toma de decisiones […] sin una superación de limitaciones institucionales” 
(Calderón y Dos Santos, 1987: 17). Disfunciones profundas y evidentes de los 
sistemas institucionales están en la raíz de ejes de conflictividad específicos 
–como se verá en detalle en el capítulo 6– y, al mismo tiempo, dificultan el 
manejo de tensiones sociales de distinta naturaleza (tanto de reproducción 
social como de tipo cultural, político e ideológico). 

Considerando los actores demandantes a nivel regional, destaca una ten-
dencia opuesta respecto a los datos que acabamos de analizar: sobresale una 
evidente fragmentación de los actores sociales y de las identidades colectivas 
que refleja una falta de movimientos centrales con capacidad de estructurar la 
conflictividad social, a diferencia de lo sucedido en períodos anteriores de la 
historia latinoamericana (por ejemplo, con los movimientos obreros y mine-
ros de las décadas de 1970 y 1980). 

Un actor clave, pero estructuralmente heterogéneo, es la organización ve-
cinal (19%). En este sentido, el sector urbano popular parece ser uno de los 
catalizadores más importantes del malestar social. Es un actor que aglutina a 
los grupos no institucionalizados que luchan por cuestiones institucionales 
y, por ende, tiene una lógica del conflicto que constituye un riesgo potencial 
para la gobernabilidad. Como señalan Calderón y Dos Santos (1987: 25), las 



132  la protesta social en américa latina

organizaciones locales urbanas tienen múltiples formas de expresión y una 
operatividad en varios planos sociales. En particular, se caracterizan por tres 
orientaciones distintas: en primer lugar, se trata de demandas puntuales por 
la mejora de la calidad de vida comunal y local. Por otra parte, hay moviliza-
ciones menos institucionalizadas y más espontáneas que operan en coyunturas 
críticas. Por último, existen movimientos que crean opciones autogestionarias 
culturales de producción, consumo, abastecimiento, etc., ante las fallas estata-
les y en una lógica de autorreproducción y autocohesión societal. 

Gráfico 4.5. Actores demandados
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Fuente: Gráfico elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog. En “Otros” se reunió a las categorías con 
un peso menor al 2,5%.

La presencia en el espacio público del sector informal urbano como actor 
conflictivo se inscribe en una tendencia histórica latinoamericana. El desfase 
entre industrialización y urbanización originó ingentes masas marginales y el 
rápido crecimiento del sector informal de la economía, es decir, un conglome-
rado social profundamente heterogéneo con índices de movilidad muy altos 
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y un papel clave en el panorama político regional, en especial en la era de 
los populismos, cuando constituía el principal bastión de legitimación de los 
regímenes. Este actor, cuyos niveles de reproducción social están entre los más 
bajos, se vuelve protagonista de conflictos y de luchas sociales urbanas sobre 
todo cuando los altos índices de exclusión se combinan con débiles canales 
institucionales de participación. 

Gráfico 4.6. Actores demandantes
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Fuente: Gráfico elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa NOTILOG. En “Otros” se reunió a las categorías 
con un peso menor al 2,5%.

Los actores clásicos siguen siendo importantes a nivel regional, en especial los 
sindicatos que, como es lógico, son responsables sobre todo de los conflictos 
por reproducción social y por temáticas laborales/salariales. 

Un fenómeno novedoso son los conflictos generados por actores circuns-
tanciales (personas individuales). Este sector es el que más refleja la tendencia 
a la espontaneidad de la acción colectiva y encarna en términos de conflictos 
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esa “modernidad líquida” a la que se refiere Bauman (1999, 2005). Es intere-
sante notar que un tercio de los actores incluidos en esta categoría pertene-
ce al sector del transporte, que sobresale como uno de los más dinámicos y 
problemáticos a nivel regional (como veremos, está representado en los tres 
campos de conflictividad). Aunque tradicionalmente se trata de un ámbito 
social enmarcado en la estructura más clásica de las organizaciones sindica-
les, se nota aquí una tendencia a la individualización de las decisiones y de 
la acción colectiva. La esencia dinámica de este mundo sobre ruedas parece 
reflejarse en nuevas formas coyunturales y espontaneas de movilización con 
un gran poder de impacto sobre la vida cotidiana y de ocupación y alteración 
del espacio público. 

Un ejemplo paradigmático de las nuevas dinámicas de la acción colectiva en 
el sector del transporte es el caso de los llamados “motoqueros” en Argentina. 
Nacido como una estrategia precaria de inserción en el mercado laboral por 
parte de los jóvenes, a partir de fines de los años noventa, este trabajo –que 
consiste en general en repartir comida y mensajes, entre otros– se considera 
una de las nuevas esferas atípicas del empleo (PNUD, 2009: 136). La preca-
riedad, sumada a la carencia de cobertura social, implica no sólo alta inesta-
bilidad, sino también alta volatilidad y altos riesgos en términos de seguridad 
laboral. Ello hace de este grupo un potencial actor conflictivo en los conglo-
merados urbanos argentinos; su papel en la crisis de 2001 fue digno de una 
película.

Otro fenómeno interesante en la realidad latinoamericana, que carece de 
una adecuada investigación académica, es el de las coordinadoras de movi-
mientos sociales. Se trata, por lo general, de organizaciones de segundo nivel 
que sirven como una suerte de paraguas institucional aglutinando movimien-
tos sociales con demandas similares. En algunos casos, agrupan también a in-
dividuos que luchan por cuestiones específicas. Como lo dice su nombre, su 
principal función es la de mejorar la coordinación con las organizaciones de 
base o los actores individuales. Su ventaja comparativa está en la capacidad de 
generar dinámicas de acumulación de poder y fuerza de impacto, tanto en las 
estrategias de acción colectiva como en el momento de la negociación. Si bien 
los números no son tan relevantes en sí mismos (los medios registran un total 
de 17 coordinadoras que se han movilizado en la región entre octubre de 2009 
y septiembre de 2010), este fenómeno genera supraidentidades colectivas en 
base a dinámicas relativamente nuevas que merecería la pena explorar más a 
fondo. Entre las que han estado generando mayores conflictos en la región 
está la Coordinadora de Gremios de Salud en Chile, la Coordinadora Sindical 
de los Trabajadores Civiles de las Fuerzas Armadas en Perú, la Coordinadora 
Nacional de Organizaciones Campesinas de Guatemala y la Coordinadora Na-
cional de Trabajadores de la Educación en México. 
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Todo esto permite fortalecer la hipótesis de que se está frente a una situa-
ción en la que predominan Estados con débil estatalidad y sociedades policén-
tricas (PNUD-OEA, 2010). Se evidencia una doble caracterización generadora 
de contradicciones: si, por un lado, el Estado sigue siendo el actor fuerte, refe-
rente de las demandas sociales y centralizador del malestar colectivo (lo cual 
confirma una tendencia histórica propia de la cultura política latinoamerica-
na), por otro lado, la sociedad está experimentando un proceso de progresiva 
fragmentación de los actores colectivos y de sus identidades, lo cual se refleja 
en una tendencia a la multiplicación de las demandas fuera de los marcos 
institucionalizados de los conflictos. 

Gráfico 4.7. Tipos de actores y campos de conflictividad
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las acciones de la protesta 

En general, las medidas de presión utilizadas en los conflictos estudiados son 
intensas y variadas. Las más importantes a nivel agregado son: a) el anuncio 
del conflicto (21,9%); b) el paro de actividades o huelgas (21%); y c) el blo-
queo (12,8%). Siguiendo el patrón de radicalización de los conflictos, que 
tiene la forma de una pirámide en cuya base se encuentran la mayor parte de 
los conflictos y, en la cúspide, aquellos que llegan a provocar una crisis de go-
bernabilidad, las acciones más comunes y generalizadas son las que podemos 
llamar enunciativas, es decir, el anuncio del conflicto, la expresión verbal del 
malestar, hasta llegar a las amenazas de movilización y acciones más directas. 
Como es obvio, un conflicto no suele comenzar en las calles sino en las pala-
bras y los discursos de sus protagonistas. Prestando atención a esos discursos 
se podrían detectar los elementos de tensión que provocan el conflicto de 
manera relativamente temprana; por desgracia, los medios de comunicación y 
los políticos tienden a descuidar estos indicadores y a encender los reflectores 
cuando el conflicto ya estalló en el plano de la acción. 

El segundo grupo de medidas son las que llamamos acciones manifiestas, 
esto es, aquellas que implican el rechazo de una medida específica y se trans-
forman en acciones de protesta directa. Un tercer nivel está constituido por las 
acciones manifiestas simbólicas y objetivas de violencia y control que atentan 
contra el orden establecido: el bloqueo, la marcha y la concentración son las 
más comunes. Por último, hay un grupo de medidas confrontativas más radi-
cales, que ocurren con menos frecuencia y sólo cuando el conflicto llega a 
niveles de radicalización altos o medio-altos: toma de instalaciones, toma de 
rehenes, agresión a personas, cercos y emboscadas.

A partir de estos datos, sobresale la tendencia de los actores sociales a utili-
zar sobre todo medidas de presión que se hallan dentro de los marcos institu-
cionales y legales, como los anuncios y declaraciones, las marchas y las huelgas. 
A veces estas acciones degeneran y rompen los límites de la institucionalidad 
o se colocan fuera de ellos (como en el caso de la toma de rehenes y de ins-
talaciones, los bloqueos, los cercos, etc.). Estos conflictos son los que llegan 
a niveles de radicalización muy altos y ponen en riesgo la gobernabilidad 
democrática. 

los niveles de radicalización 

Una variable imprescindible para describir la conflictividad en la región es el 
dato sobre niveles de radicalización de la acción colectiva, que está en la base 
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del análisis de la dinámica de los conflictos en términos de escalamiento. Estas 
dinámicas están relacionadas con un desfase crónico que afecta la región, don-
de se presentan institucionalidades débiles y demandas sociales contundentes, 
y al mismo tiempo una cultura política de la acción colectiva que tiende en 
muchos casos al uso de la violencia. 

Gráfico 4.8. Pirámide de medidas de presión 
por niveles de radicalización8
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Fuente: Gráfico elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog.

8  Este gráfico toma en cuenta la cantidad y el tipo de medidas de presión que 
se llevaron a cabo en los diversos episodios conflictivos (4.724) entre septiem-
bre de 2009 y octubre de 2010. 
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En el marco de este estudio se consideran cinco niveles incrementales,9 que 
tienen que ver con las formas y el desarrollo del conflicto en distintos momen-
tos políticos: 1) preconflicto, 2) manifiesto, 3) confrontación, 4) enfrenta-
miento violento, y 5) situación de caos. Consideramos aquí los niveles de radi-
calización 3 y 4 para evidenciar las tendencias entre los conflictos que alcanzan 
formas de movilización y violencia más fuertes y que tienen más incidencia en 
el contexto político. Cabe mencionar que, siendo estos datos resultados de 
información proveniente de la prensa, se podría verificar una tendencia a la 
sobrestimación de la cantidad de conflictos radicalizados. Esto se debería a las 
lógicas que están detrás del proceso de selección de las noticias, que tienden a 
privilegiar el sensacionalismo, la violencia y el desorden. 

Ninguno de los conflictos registrados en el curso del año ha alcanzado el 
nivel de radicalización 5; en otras palabras, ninguno ha provocado una crisis 
de gobernabilidad. Sin embargo, se han presentado eventos conflictivos muy 
fuertes que han rozado el nivel extremo. A continuación se describen los ca-
sos más significativos. En Bolivia, entre julio y agosto de 2010, un problema 
de límites interdepartamentales degeneró en una movilización masiva en el 
departamento de Potosí, liderada por el Comité Cívico local, para pedir la 
implementación de la autonomía departamental prevista por la nueva Cons-
titución Política del Estado. Un conflicto de tierra originó cierta inestabili-
dad también en Honduras, donde a raíz de una situación de concentración 
de la propiedad agraria en manos de un grupo restringido de terratenientes, 
las organizaciones campesinas de la zona del Bajo Aguan se movilizaron y 
se generaron episodios de violencia y muertes. En Chile, el conflicto con el 
pueblo indígena mapuche “es una cuenta que ha quedado sin saldar por los 
sucesivos gobiernos del país” (Perasso, 2011) y resurge periódicamente desa-
fiando la gobernabilidad de uno de los países más estables de la región. Los 
mapuches, la etnia más grande de los ocho grupos originarios reconocidos, 
reclaman las tierras que pertenecieron a sus antepasados y que han ido per-
diendo con el avance del Estado chileno en la zona de la Araucanía, al sur 
del país; al frente de esta contienda están los terratenientes y las compañías, 
actuales dueños del territorio en disputa. El enfrentamiento entre indígenas 
y campesinos con la fuerza pública a comienzos de julio en la provincia Bo-
cas del Toro fue uno de los conflictos más destacados de 2010 en Panamá: 
el choque dejó por los menos dos muertos y alrededor de un centenar de 
heridos en un país en el que no son comunes este tipo de sucesos violentos. 

9  Véase “Matriz de seguimiento” en la Guía metodológica para más detalle. 
La tipología está inspirada en los niveles de escalamiento utilizados por el 
Instituto de Análisis del Conflicto de la Universidad de Heidelberg.
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El manejo del conflicto ha sido, además, una de las más duras pruebas para 
la gestión e imagen de la administración Martinelli, que no había enfrenta-
do una situación tan compleja desde que empezó su gestión el 1 de julio de 
2009. Quizás el evento más dramático que la región vivió en el año conside-
rado fue el intento de golpe de estado en Ecuador a finales de septiembre de 
2010, cuando sectores de la policía y del ejército tomaron medidas de protes-
ta como parte del llamado a huelga nacional policial contra la Ley de Servi-
cio Público. Esto generó un conflicto que se prolongó durante algunos días 
y provocó momentos de caos urbano y una agresión al presidente Correa. 
El gobierno ecuatoriano catalogó los hechos como un intento de golpe de 
Estado, afirmación que es respaldada por organismos internacionales como 
Unasur y la Organización de Estados Americanos (OEA).

Al observar los niveles de radicalización de los conflictos en cada país, se 
nota cierta uniformidad de los promedios en la mayoría de los casos consi-
derados. Asimismo, se destacan dos países con promedios mucho más altos 
(Venezuela y Chile) y, por otro lado, dos países con promedios relativamen-
te más bajos (Perú y Panamá). La explicación de la situación de Chile y 
Venezuela se basa, por un lado, en un elemento de cultura política de la 
represión muy enraizado en las fuerzas de seguridad chilenas y, por otro, 
en los altos niveles de polarización que caracterizan la vida política del país 
caribeño. Entre los países con bajos promedios de radicalización se destaca 
el caso de Panamá, que al mismo tiempo presenta altos niveles de conflic-
tividad. Esta marcada dicotomía se explicaría por la fractura social que lo 
caracteriza y por una tradición conflictiva fuerte. Se trata de un país rela-
tivamente moderno, pero con problemas de integración social y con una 
cultura de conflicto intensa pero muy poco radicalizada. Por último, Perú 
tiene promedios de radicalización bajos frente a un volumen de conflictos 
muy alto. Una posible explicación pondría el énfasis en los procesos de in-
tegración y cohesión social relativamente exitosos, que están en el origen 
de un mestizaje más generalizado (la cholificación de la que habla Quijano, 
1980), sin fracturas tan profundas como en otros países de la subregión. A 
su vez, la experiencia traumática de violencia que vivió la sociedad peruana 
con Sendero Luminoso y la represión podría influir en las dinámicas de la 
conflictividad contemporánea (Degregori, 1986). Por último, los nuevos ac-
tores de los conflictos “socioambientales” peruanos controlan, muchas veces, 
los gobiernos municipales o regionales y de esta forma pueden conseguir 
determinadas demandas que antes requerían el recurso de la movilización y 
el enfrentamiento (Vera Miller, 2011). 
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Gráfico 4.9. Nivel más alto de radicalización 
alcanzado por país (promedio)10
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Fuente: Gráfico elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog.

Detengámonos ahora en la relación entre niveles de radicalización y tipolo-
gía de los conflictos. Entre los que han alcanzado un nivel de radicalización 

10  Los “bigotes” o “ I ” de cada columna representan el intérvalo de confianza 
del 95%. Países como Costa Rica tienen intérvalos de confianza muy amplios 
por el escaso número de observaciones y por la dispersión en los datos 
(menos observaciones, promedios más inexactos, con intérvalo de confianza 
mayores). Si un set de “bigotes” se superpone con otro, puede asumirse que 
los promedios son estadísticamente indistintos.
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3 (confrontación), se destacan como el grupo más numeroso los laborales/
salariales, con el 32%; le siguen los conflictos que cuestionan la gestión ad-
ministrativa (16%) y aquellos por cambios en la situación socioeconómica 
(15%). Entre los conflictos que alcanzan el nivel 4 (enfrentamiento violento) 
las luchas por reproducción social son los más numerosos; si las revisamos en 
el nivel 3, su porcentaje se reduce casi al 50%. Se mantienen en un nivel de 
relevancia los conflictos institucionales, en especial por gestión administrativa 
y prestación de servicios públicos. 

Gráfico 4.10. Nivel más alto de radicalización 
alcanzado por tipo de conflicto (promedio)
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Por lo general, se nota un cierto fraccionamiento de los conflictos que llegan 
a utilizar medidas violentas, lo cual sería un dato a favor de la hipótesis que 
plantea que existe una fragmentación de la conflictividad no institucionali-
zada que lleva estos conflictos a niveles de escalamiento importantes, sobre 
todo si comparamos los índices promedio de radicalización de estas tipologías 
de demandas. En este sentido, se destacan los conflictos por la tierra con el 
promedio más alto. Estas luchas, que conforman un porcentaje mínimo del 
total de los conflictos en la región, alcanzan niveles de violencia relativamente 
altos en muchos de los casos registrados (véase el capítulo 5). Les siguen los 
conflictos institucionales por incumplimiento de convenios. Por otro lado, las 
tipologías de conflictos menos radicalizadas son “valores, creencias e identida-
des” y la categoría “otros”, que incluye un abanico de luchas que no caben en 
las demás categorías específicas.

Es interesante resaltar que no existe necesariamente una relación directa 
entre cantidad de conflictos y niveles de radicalización (a mayor cantidad 
de conflictos mayores índices de violencia y viceversa). Esto es consistente 
con el enfoque teórico adoptado por este estudio, que considera el conflic-
to como un elemento clave para los procesos de cambio social, incluso en 
contextos democráticos, y pone énfasis en los riesgos de desestabilización y 
violencia implícitos en los procesos de conflictividad degenerativa y de esca-
lamiento. Las dos variables, cantidad de conflictos y radicalización, funciona-
rían de manera relativamente independiente, lo cual haría posible plantear 
casos paradigmáticos y soluciones normativas ad hoc a partir de sus distintas 
combinaciones. 

El gráfico 4.11 muestra la ubicación de cada país en el eje de conflicti-
vidad y radicalización. Las dos líneas que forman los ejes representan el 
número de conflictos promedio, en un caso, y el 50% de conflictos con 
radicalización en los niveles 3 y 4, en otro. Se visualizan cuatro combinacio-
nes de las dos variables en sus cuadrantes: alta conflictividad y alta radica-
lización (no hay casos registrados); alta conflictividad y baja radicalización 
(Brasil, Ecuador, Guatemala, Argentina, Perú y Bolivia); alta radicalización 
y baja conflictividad (Chile, Venezuela y Uruguay); y baja radicalización y 
baja conflictividad (Colombia, República Dominicana, Costa Rica, El Salva-
dor, Paraguay y México). Vale la pena recordar que aquí sólo se examinan 
los conflictos sociales y no los conflictos en general, en particular aquellos 
referidos a la violencia. Es probable que con una estadística de ese tipo (si 
se consideraran los conflictos armados y la delincuencia), la situación se 
complicara todavía más.

Observando las tendencias que estos datos ofrecen acerca de los niveles 
de radicalización de los conflictos, cobra fuerza la hipótesis de que si, por 
un lado, América Latina parece entrar en un ciclo de mayor estabilidad y no 
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se registran problemas serios de gobernabilidad, por otro, las cuestiones es-
tructurales siguen siendo fuentes de desestabilización, en particular los temas 
socioeconómicos y las fallas institucionales. Se trata del reconocimiento de 
relaciones sociales basadas en la desigualdad y percibidas como injustas por las 
mayorías nacionales. Sin embargo, una parte significativa de estos conflictos 
logra mantenerse en el marco de umbrales mínimos de gobernabilidad y no 
llega a cuestionar el carácter precario de su reproducción. 

Gráfico 4.11. Ubicación por país según 
conflictividad y radicalización
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Fuente: Gráfico elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog.

Por último, se nota una fragmentación de esa conflictividad más peligrosa, 
que podría poner en riesgo la gobernabilidad. En particular, existen temas 
clave en este sentido como las cuestiones medioambientales, ligadas con la tie-
rra y los recursos naturales. Una hipótesis indica que estos conflictos tenderán 
a escalar por falta de marcos institucionales capaces de ofrecer soluciones y 
plataformas de negociación. 
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la geografía de los conflictos 

El espacio geográfico donde se desarrollan los conflictos no es irrelevante para 
entender sus dinámicas y potencialidades. El 45% de los conflictos en la re-
gión ha tenido como escenario las ciudades capitales. Este dato describe el 
espacio urbano como catalizador de la conflictividad en muchos de los países, 
y las capitales como espacios públicos privilegiados donde se concentran las 
manifestaciones de las demandas sociales. Además, el hecho de que el gobier-
no central sea en muchos casos el actor demandado es congruente con este 
dato de distribución espacial de los conflictos.

En América Latina los conflictos son sobre todo urbanos (87%), y sólo el 
13% de ellos se desarrolla en la zona rural. En cinco países los conflictos en 
el campo adquieren cierta importancia, aunque son cuantitativamente menos 
relevantes que los eventos en el área urbana. El dato tiene que ser medido so-
bre la base de los parámetros aplicados por la prensa, pues es lógico suponer 
que los grandes periódicos nacionales considerados como fuentes para este 
estudio prestan más atención a los conflictos urbanos que a los desarrollados 
en el campo o en áreas periféricas de los países.

Introducimos aquí la relación entre cantidad de conflictos y tamaño pobla-
cional de los Estados latinoamericanos. Como se puede apreciar en la tabla 
4.2, no existe una correlación entre las dos variables. Es decir, el promedio 
de la cantidad de conflictos por 100 000 o 500 000 habitantes no es un buen 
indicador para explicar los niveles de conflictividad de los países. Por ejemplo, 
Panamá resulta ser el que posee el promedio más alto (27,5 conflictos por 
cada 500 000 habitantes) y, sin embargo, en términos relativos y considerando 
otras variables –como niveles de radicalización–, se trata de un país con niveles 
medios de conflictividad. Dado el peso que las sobreestructuras geopolíticas 
modernas por excelencia, llamadas Estados-naciones, todavía mantienen, a 
pesar de la crisis de la modernidad y la búsqueda de un nuevo orden social e 
internacional (Habermas, 2000), diluir el número de los conflictos a partir de 
poblaciones homogéneas sin considerar las fronteras que las ordenan y sepa-
ran no parece aportar evidencias empíricas significativas al análisis. En otras 
palabras, que un país como Brasil tenga indicadores por habitante muy bajos 
no significa que tenga una cantidad de conflictos poco significativa, o que una 
eventual crisis de gobernabilidad y brote de violencia, aunque generada por 
nudos sociales y geográficos neurálgicos, no tenga repercusiones en toda la 
población y en todo el vasto territorio nacional.
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Tabla 4.2. Cantidad de conflictos y promedios 
a partir del tamaño poblacional 

País Población
Cantidad 

de 
Conflictos

Promedio 
por 100 000 
habitantes

Promedio 
por 500 000 
habitantes

P
eq

ue
ña

Panamá 3 405 813 189 5,5 27,5

Uruguay 3 356 584 132 3,8 19

Costa Rica 4 563 538 27 0,5 2,9

Paraguay 6 460 000 115 1,7 8,9

El Salvador 6 194 000 80 1,2 6

M
ed

ia
na

Honduras 8 045 990 103 1,2 6

República 
Dominicana

9 378 818 98 1 5,2

Bolivia 10 426 154 261 2,5 12,5

Ecuador 14 306 876 173 1,2 6

Guatemala 14 361 666 168 1,1 5,8

Chile 17 196 000 70 0,4 2

G
ra

nd
e

Perú 29 461 933 244 0,8 4,1

Venezuela 29 123 000 101 0,3 1,5

Argentina 40 091 359 205 0,5 2,5

Colombia 45 861 000 93 0,2 1

México 112 336 538 98 0,08 0,4

Brasil 190 732 694 161 0,1 0,4

Fuente: Tabla elaborada por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog.
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epílogo de los conflictos

Miramos ahora la fase de salida de los conflictos. Del total de los conflictos 
registrados (gráfico 4.12), sólo el 11,3% ha tenido un proceso de negociación, 
el 9% ha llegado a un acuerdo y el 6% ha pasado por una tregua o un conge-
lamiento. Estos datos serían bastante pesimistas si no se consideraran algunos 
sesgos importantes introducidos por la prensa: la resolución de los conflic-
tos parece no ser noticia y por ello no existe mucha información al respecto 
(74%), pero eso no significa que todos los conflictos cuya solución no aparece 
en la prensa no se hayan resuelto en la realidad. 

Gráfico 4.12. Porcentaje de conflictos según 
resultado reportado en la prensa
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Fuente: Gráfico elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog.

En este sentido, los datos sobre la realidad latinoamericana reconfirman la 
tendencia global del tratamiento otorgado a los conflictos por la prensa –re-
feridos en el anterior capítulo– y va en línea con las tendencias globalizadoras 
que instrumentalizan los conflictos en vez de apoyar su resolución y su proceso 
de institucionalización. Además, las pocas noticias sobre los epílogos de los 
conflictos hacen que desaparezcan de la escena pública de forma repentina, y 
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desfavorecen un proceso analítico y reflexivo colectivo sobre las problemáticas 
sociales que están detrás de la conflictividad social.

Sin embargo, algunos estudios en la región concluyen que en el imaginario 
de la opinión pública –y en importantes sectores de la población– está insta-
lada la necesidad de una lógica de procesamiento de conflictos que combine 
la búsqueda de resultados concretos con diálogos entre las partes y con par-
ticipación de los actores en el proceso de resolución del problema. En otras 
palabras, las personas y los grupos acordarían si la negociación se transforma 
en resultados y si ellos participan en el proceso de construcción de esos resul-
tados. Como se destaca en el Informe de Desarrollo Humano del Mercosur 
(Innovar para incluir: jóvenes y desarrollo humano), surge una fuerte demanda de 
participación de los jóvenes en la vida pública. En especial, las mujeres jóvenes 
detentan un alto potencial en términos de agencia de ciudadanía y, por tanto, 
para ser agentes transformadores de los conflictos (PNUD, 2009: 287). Esto 
estaría aportando a una política constructivista, como un importante recurso 
para resolver los conflictos (PNUD, 2002, 2004a).

 

la relación compleja entre conflictividad  
y legitimidad política

En este ultimo acápite, exploraremos la relación entre las dinámicas de la con-
flictividad en América Latina y otros indicadores de legitimidad institucional. 

La primera hipótesis es que a un mayor apoyo al sistema institucional le 
corresponden niveles de conflictividad más bajos en términos de cantidad de 
conflictos. Cuando consideramos el efecto de la legitimidad sobre el número 
de conflictos (gráfico 4.13) la relación estadística que resulta es clara y signi-
ficativa. Mientras más alta sea la legitimidad (LAPOP, 2009)11 menor tiende 

11  El índice de apoyo al sistema empleado por LAPOP mide la legitimidad de 
las instituciones del sistema político. Está compuesto por la información 
proveniente de cinco preguntas del cuestionario que tienen una escala 
inicial de 1 a 7, pero que son recodificadas en el índice en una escala de 0 a 
100. La exploración de los datos muestra que las variables tienen niveles de 
correlación mutua altos, lo que garantiza que se cumplan los requerimien-
tos técnicos para agregar las preguntas en un índice. Las preguntas son las 
siguientes: a) ¿Hasta qué punto cree usted que los tribunales de justicia de 
[país] garantizan un juicio justo?; b) ¿Hasta qué punto tiene usted respeto 
por las instituciones políticas de [país]?; c) ¿Hasta qué punto cree usted que 
los derechos básicos del ciudadano están bien protegidos por el sistema polí-
tico [país]?; d) ¿Hasta qué punto se siente usted orgulloso(a) de vivir bajo el 
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a ser la cantidad de conflictos en el país. Bajo esta relación, con cada cinco 
puntos adicionales en la escala de 0 a 100 del índice de apoyo al sistema, la 
conflictividad decrece en un promedio de 23 conflictos.

Gráfico 4.13. Relación entre promedio de apoyo al 
sistema político, número de conflictos y porcentaje de 
conflictos que llegan a enfrentamiento violento
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Fuente: Elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos proporcionados 
por la empresa Notilog.

La segunda hipótesis es que el grado de legitimidad de los Estados es inver-
samente proporcional al grado de radicalización de los conflictos. Hacemos 
esta afirmación conscientes de sus límites y de las tendencias desviantes que se 
podrían dar debido a otros factores y en especial a las trayectorias históricas y 

sistema político [país]?; e) ¿Hasta qué punto piensa usted que se debe apoyar 
al sistema político [país]? (Booth y Selingson, 2009). 
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a los elementos culturales que caracterizan los distintos contextos. Si miramos 
la línea roja en el gráfico 4.13, el nivel de radicalización (medido como el por-
centaje de conflictos que llegan a manifestarse en forma de enfrentamientos 
violentos) también se ve influenciado de forma negativa por la legitimidad del 
sistema; sin embargo, esta relación está atenuada por el caso atípico de Chile, 
un país que muestra alta legitimidad y niveles de radicalización del conflicto 
también altos. Como hemos visto, Chile constituye un outlier a nivel regional, 
presentando altos niveles de radicalización frente a una baja cantidad de con-
flictos y niveles de institucionalidad relativamente buenos. La explicación de 
esta deviación radicaría en el tipo de cultura política de represión todavía 
presente en las fuerzas de seguridad y en las fuerzas armadas, y quizás también 
en la opinión pública.12 

En resumen, en términos de apoyo al sistema institucional la legitimidad 
institucional tiene un efecto claro y general sobre la cantidad de los conflictos: 
cuanto más alto el apoyo al sistema serán menos los conflictos que se registran 
en un país, y un efecto si bien más moderado, sobre la radicalización de los 
conflictos es que cuanto más alto el apoyo al sistema tanto menos conflictos 
llegarán a niveles de enfrentamiento violento. 

la relación entre conflictividad y brechas sociales

En este último apartado se desea explorar la hipótesis de que la magnitud 
de las brechas sociales está relacionada de modo positivo con la cantidad y 
el grado de escalamiento de conflictos. Grandes brechas tenderían a relacio-
narse con muchos conflictos y con altos niveles de violencia; brechas bajas se 
relacionarían con bajos niveles de conflictividad e índices de violencia bajos. 

A partir de los gráficos elaborados, en los que se ha agrupado a los países 
considerando las brechas sociales, se puede observar que hay una correspon-
dencia entre el promedio de conflictos por cada grupo y la profundidad de 
las brechas. En particular, los países con brechas sociales altas presentan un 
promedio de 162 conflictos, los de brechas medias de 142, y los de brechas 
bajas de 107. La relación es muy clara y confirma lo que la hipótesis plantea: a 
mayor brecha social más conflictos, y viceversa.

Considerando los niveles de radicalización y las brechas sociales, la relación 
no es lineal sino más compleja. En particular, entre los países de brechas so-
ciales bajas los conflictos radicalizados representan el 53%; en los países de 

12  Para profundizar sobre este tema, véase el capítulo 8.
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brechas sociales medias ese porcentaje baja al 35%; y en los países de brechas 
altas llega al 45%. La relación con el nivel de radicalidad tiene forma de curva 
en “U”, en la cual los extremos (países de brechas altas y bajas) tienen niveles 
mayores de radicalidad promedio que los países de brechas medias. Si bien las 
brechas pueden ser consideradas una condición clave del malestar social y un 
potencial en términos de conflictividad –como muestran los datos– la relación 
entre necesidad social y protesta no es obvia. Otros factores pueden interferir 
y favorecer el proceso de transformación de las necesidades en demandas y, 
por ende, en movilizaciones, a veces violentas. En particular, mencionamos la 
cultura política, que en muchos casos presenta rasgos autoritarios, y la trayec-
toria histórica reciente de los países latinoamericanos. 

Gráfico 4.14. Relación entre promedio de conflictos, porcentaje 
de conflictos con alta radicalización y brechas sociales
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Fuente: Gráfico elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog.

Considerando estos elementos, se puede leer la tendencia en apariencia con-
tradictoria de la curva a formar una “U”, es decir, a volver a subir en correla-
ción con los países de brechas bajas. Entre ellos, sin embargo, se destacan algu-
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nos casos peculiares. En particular, el mencionado proceso chileno, en el que 
otras variables influyen sobre las dinámicas de la radicalización y una cultura 
política de la represión instalada en las fuerzas de seguridad como herencia 
de la época de la dictadura. Otro caso atípico es el de Venezuela, que si bien 
pertenece a los grupos de países de brechas bajas tiene conflictos relativamen-
te radicalizados; la explicación se podría buscar en la fuerte dinámica de pola-
rización que caracteriza la vida política y social venezolana, que contribuye a 
profundizar las tensiones y aumentar la violencia. En estos dos casos, tanto los 
elementos culturales como las trayectorias históricas y políticas predominan a 
la hora de moldear la conflictividad sobre las condiciones sociales objetivas de 
bienestar y desigualdad. 

conclusiones 

Los altos niveles de conflicto social registrados por los medios a escala regional 
descansan sobre una estructura social desigual y jerárquica, con niveles de 
poder e ingresos concentrados en los estratos más altos. A pesar de los avances 
registrados en la última década en la mayoría de los países, América Latina 
sigue siendo la región socialmente más desigual del mundo. Empero, estas 
distancias sociales no son legítimas para la sociedad, puesto que más bien ella 
cuestiona la injusticia, la pobreza y los niveles de desigualdad. Aquí anidan las 
condiciones que posibilitan las protestas y los conflictos sociales. 

A partir de un primer análisis general de los datos del conflictograma, se 
observan tendencias comunes en el desarrollo de los conflictos a nivel de la 
región, que prevalecen sobre dinámicas subregionales o vinculadas con los 
regímenes ideológico-políticos. La conflictividad está relacionada sobre todo 
con problemas estructurales, como la precariedad de los logros socioeconó-
micos alcanzados, problemas de reproducción social y debilidades institu-
cionales crónicas. Asimismo, parecerían cobrar importancia nuevas áreas de 
conflictividad relacionadas con una dimensión cultural y de derechos. Es en 
estos sectores más novedosos donde se nota especialmente una cierta tenden-
cia a la fragmentación, tanto de los actores sociales como de sus demandas e 
identidades. Esto genera una contradicción a la hora de mirar a los sectores 
demandados, en el vórtice de los cuales, sigue estando el Estado con toda su 
fuerza centralizadora y, al mismo tiempo, sus bajas performances institucionales 
y administrativas. Se renueva aquí la paradoja típica de la historia político-
cultural latinoamericana en la que el Poder Ejecutivo moldeado en el per-
sonalismo está sublimado, mistificado por una sociedad civil que en muchos 
casos tiende al corporativismo y por individuos que no logran salir de la lógica 
paternalista de origen colonial. La sociedad sigue anhelando ese poder mítico 
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que solucione todos los problemas, mientras el Estado sigue enfrentando sus 
limitaciones tradicionales. 

Los niveles de radicalización a partir de las medidas de presión utilizadas de-
notan algunos patrones interesantes. Por ejemplo, las cuestiones estructurales 
siguen siendo fuentes de desestabilización, en particular los temas socioeconó-
micos y las fallas institucionales. Sin embargo, una parte significativa de estos 
conflictos logra mantenerse en el marco de la lógica del sistema y no llega a 
cuestionar su reproducción, lo cual confirmaría la hipótesis de que América 
Latina parece entrar en un ciclo de mayor estabilidad. Los riesgos más altos 
para la gobernabilidad están representados por la fragmentación, fuera de 
los marcos institucionales, de una gama de conflictos nuevos y renovados que 
tienen que ver, por ejemplo, con dimensiones político-ideológicas o con la 
cuestión agraria. La hipótesis es que estos conflictos tienden a escalar por la 
falta o debilidad de marcos institucionales capaces de ofrecer soluciones y pla-
taformas de negociación. 

Los datos evidencian el desinterés de los medios de comunicación respecto 
de los epílogos de los conflictos, lo cual implica, por un lado, un sometimiento 
a las lógicas del mercado por parte de la prensa y, por otro, la debilidad de un 
periodismo ético que podría apoyar de manera indirecta la construcción de 
institucionalidad, la resolución de los conflictos y la formación de ciudadanos 
bien informados y responsables. 

En cuanto a la relación entre los datos sobre conflictividad y otras variables, 
uno de los hallazgos es que la legitimidad institucional (en términos de apoyo 
al sistema institucional) tiene un efecto claro y general sobre la cantidad de 
conflictos –cuanto más alto sea el apoyo al sistema, menores serán los con-
flictos que se registren en un país– y un efecto claro, si bien más moderado, 
sobre la radicalización: cuanto más alto sea el apoyo al sistema tanto menos 
conflictos llegarán a niveles de enfrentamiento violento. Asimismo, también 
la magnitud de las brechas sociales está relacionada de manera positiva con 
la cantidad de conflictos. Es decir, cuanto más anchas son las brechas sociales 
tanto más conflictivos son los países. Por otro lado, en este caso, la relación 
con la radicalización no es lineal, sino que dibuja una “U” en la cual los países 
con brechas medias tienen menos casos de violencia y enfrentamiento que 
los países de brechas amplias y bajas. Esto se debería a la complementación 
de otros factores, como la cultura política y la trayectoria histórica de los paí-
ses, y a factores estructurales que condicionan los conflictos, como las brechas 
sociales.

Más allá de los indicadores estadísticos, hay que considerar también la pre-
sencia de una cultura política y del conflicto secular. La capacidad de movi-
lización de los actores sociales, los niveles de corporativismo, las relaciones 
entre Estado y sociedad civil y las tendencias autoritarias de las fuerzas de se-



tendencias generales de la conflictividad social...  153

guridad son algunos elementos que explican la proliferación de los conflictos 
en algunos contextos más que en otros, y sus dinámicas de radicalización. En 
la Región Andina, por ejemplo, son todavía evidentes –más que en otras zo-
nas– las herencias de la estructura social colonial, la cual ha dejado impresos 
elementos de discriminación que explican el malestar social y, en consecuen-
cia, los altos niveles de conflictividad. Por otro lado, en Chile y Costa Rica 
los altos niveles de radicalización frente a bajos niveles de conflictividad se 
entienden observando la falta de marcos institucionales para procesar ejes 
conflictivos relativamente nuevos y una cultura de la represión instalada en las 
fuerzas de seguridad, que aumenta de manera exponencial las posibilidades 
de escalamiento. 

Por cierto, estos datos informan sobre la frecuencia y algunos rasgos de los 
conflictos, pero no son útiles para analizar los imaginarios, los discursos ni el 
simbolismo sobre ellos, por lo que sería necesario desarrollar investigaciones 
más cualitativas a través de estudios de caso. Sin embargo, tomando en cuenta 
una serie de clasificaciones, como los actores que impulsan los conflictos, la 
tipología de las demandas, las medidas de presión o los campos de conflictivi-
dad, es posible vislumbrar un panorama más completo y menos homogéneo 
de la conflictividad en América Latina. 





5. Los conflictos  
por la reproducción social

	 La reproducción social se refiere a las capacidades de una socie-
dad para reproducirse y cambiar a lo largo del tiempo y está asociada tanto 
con umbrales básicos (la alimentación, la salud, la educación, el empleo, etc.) 
como con umbrales ampliados referidos a la calidad de vida en general, a los 
conceptos de bienestar y de vida digna en cuanto condición para la libertad 
real (Sen, 1999). El criterio de reproducción social como reproducción de 
la vida humana es determinante de cualquier forma institucional, cultural o 
política, pues valoriza a los seres humanos en sí mismos. En otras palabras, 
es el fin de la política, marca los límites de lo posible, y no un medio de ella. 
Hinkelammert ha argumentado que la racionalidad reproductiva es una racio-
nalidad crítica porque reconoce el circuito natural de la vida humana como 
instancia de toda racionalidad; ella evalúa los medios, es un fin en sí mismo 
(Hinkelammert y Mora Jiménez, 2005: 37). 

¿Cuál es el conjunto de condiciones por las cuales las sociedades se reprodu-
cen y crean una unidad social? Eso depende, por lo general, de los ciclos del 
desarrollo capitalista. Cuando la productividad del trabajo es alta, la reproduc-
ción de la sociedad y de la fuerza de trabajo tiende a ser ampliada, es decir, se 
busca ir hacia estándares medios de vida de la población; y viceversa, cuando 
la productividad es menor, prima en su forma simple, o sea, se buscan las con-
diciones mínimas y el consumo colectivo básico (que incluye la provisión de 
agua potable, salud, educación y vivienda). La reproducción social varía según 
el ciclo histórico y el tipo de sociedad, y apunta a las formas de integración y 
cohesión que diferencian a una sociedad de otra (Marx, 1959). Para Touraine 
(2007), en las últimas décadas se asistió a un desplazamiento de las formas de 
reproducción social asociadas con la explotación en las relaciones de trabajo 
hacia el mercado y el consumo, entre la manipulación de la demanda, el aca-
paramiento de los recursos y las capacidades de decisión.

Los diversos patrones de reproducción social e integración suponen agen-
tes específicos de control social para garantizar la perpetuación del sistema, 
además de normas y prácticas institucionales que permitan mantener las ca-
racterísticas específicas de los distintos niveles de dicha reproducción y así 
regular o reprimir los conflictos. Esto es, cuando se trata de una reproducción 
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social limitada –simple–, se necesitan mecanismos de control social poco sofis-
ticados y muy fuertes para hacer que el sistema se mantenga estable y se regu-
len los conflictos: mecanismos parainstitucionales, clientelares, neoclásicos y 
represivos. En contraposición, una sociedad más avanzada cuenta con instru-
mentos de control más institucionales. Sin embargo, cuando las capacidades 
del Estado para redistribuir y cooptar los sectores sociales disminuyen, es muy 
probable que aumenten las demandas y los conflictos. Esta pérdida de control 
afectó en algún momento tanto a los populismos como a las dictaduras y a 
los agentes del neoliberalismo. El clientelismo, los mecanismos de represión 
y cooptación, y las políticas compensatorias perdieron peso y eficacia. El reto 
para cualquier sistema institucional moderno consiste en garantizar el control 
social en sociedades complejas, potenciando la institucionalidad y la inclusión 
de los actores en los procesos de decisión política. 

Este campo de conflictividad incluye las luchas y movilizaciones que se pro-
ducen cuando la reproducción de la sociedad y de los individuos se ve condi-
cionada por factores adversos. Es decir, los conflictos por la reproducción so-
cial están relacionados con la calidad de integración y cambio que tienen una 
sociedad y su economía (se destacan en este sentido los binomios igualdad/
desigualdad e inclusión/exclusión, en sus múltiples dimensiones). 

En general, en América Latina las personas perciben fuertes limitaciones 
para llegar a niveles de vida aceptables y sostenibles. La población parece te-
ner conciencia de esta situación y se moviliza de manera constante para cam-
biar o mejorar sus condiciones básicas de vida y garantizar su reproducción 
mínima y ampliarla. 

Es en el marco de este campo de conflictividad donde se hace más evidente la 
lógica práctica de la movilización social, desarrollada en el capítulo 4. La gente 
sale a la calle sobre todo para pedir por sus condiciones de vida y para asegurar 
ciertas garantías en el proceso de reproducción, sea en términos de mejores 
condiciones salariales y de empleo, asistencia en temas de salud y educación 
o en contra de medidas económicas que se perciben como desestabilizadoras 
de la situación presente. Además, los datos sobre conflictos refuerzan los datos 
estructurales dado que la acción colectiva parece ser consistente con los proble-
mas socioeconómicos reales y percibidos a nivel regional. 

plataforma básica de los conflictos por reproducción social

A lo largo de la historia, en América Latina inequidad y pobreza han sido 
las dos caras principales de la reproducción. Dependiendo de la manera en 
la cual los gobiernos han sido capaces de enfrentar esta situación y aportar 
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algunos cambios, han sido posicionados en el espectro ideológico, han con-
cretizado alianzas trasnacionales y han recibido el apoyo o la hostilidad de los 
distintos sectores sociales. Los momentos de crisis e inflexión están caracte-
rizados en general por una incapacidad de la economía y de la política para 
resolver los problemas institucionales y sociales, en especial aquellos referidos 
a equidad y pobreza. Estos factores miden las tendencias socioeconómicas y 
pueden incidir de forma determinante, tanto en la gestación de nuevas opcio-
nes políticas como en los equilibrios de la gobernabilidad democrática. Es por 
estas razones que, en una época de crisis de las democracias representativas, 
uno de los desafíos fundamentales es volver a trabajar la cuestión de la exclu-
sión social y la pobreza, partiendo necesariamente de una reformulación de 
los paradigmas de progreso y desarrollo.

La pobreza, en el sentido amplio del que habla Sen (1999), tiene que ver 
con el bienestar humano en cuanto condición de posibilidad de desarrollar 
las “capacidades” de las personas, es decir, todo aquello que permite estar bien 
nutrido/a, escribir, leer y comunicarse, tomar parte en la vida comunitaria, y 
no sólo satisfacer las necesidades básicas. La pobreza está vinculada con la pri-
vación de libertades y la imposibilidad de ejercer los derechos y decidir sobre 
la vida que cada uno quiere vivir. Para Sen, la indigencia es consecuencia de 
mecanismos de distribución pobres o injustos; dicho de otro modo: la pobreza 
genera desigualdad. La pobreza absoluta constituye todavía un problema rele-
vante para América Latina; sin embargo, el decenio 1997-2007 estuvo marcado 
por una reducción en la cantidad de personas pobres por ingresos (10%). 
También la condición de indigencia, es decir, la proporción de personas que 
no cuentan con ingresos para satisfacer sus necesidades alimentarias, disminu-
yó del 19% al 13% (CEPAL, 2010d: 84). 

La desigualdad es un rasgo persistente en la región y está determinada por 
razones tanto normativas como prácticas. Se trata de una variable  de muchas 
dimensiones: desigualdad de oportunidades, de acceso a posibilidades de ser 
o hacer, de acceso a la educación, a la salud o a otros indicadores de logros so-
ciales, de participación e influencia política y, en el sentido más clásico, en los 
ingresos (PNUD , 2010: 16). En todo caso, la desigualdad es resultado de una 
compleja mezcla de factores y no se presta a explicaciones unidimensionales.1 

1  David Miller y Michael Walzer han trabajado la idea de igualdad compleja, es 
decir, una igualdad social que surge como “subproducto de muchas distribu-
ciones independientes, cada una de las cuales es desigualitaria en sí misma” 
(Miller y Walzer, 1995: 259). En este sentido, la igualdad no depende de la 
forma de distribución de un bien X, sino del carácter global de un conjunto 
de relaciones sociales. El pluralismo, en otras palabras, estaría en la base de 
la fórmula igualitaria: la sociedad igualitaria es aquella que reconoce una se-
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En este capítulo utilizamos una definición clásica y mínima de desigualdad, 
dejando para los siguientes la profundización de otras dimensiones. Teniendo 
en cuenta el coeficiente Gini de 2007, América Latina era el continente más 
inequitativo del mundo, incluso por encima de regiones con niveles más bajos 
de ingreso per cápita, como África Subsahariana (CEPAL, 2010d: 82). Si bien 
en muchos países los niveles de desigualdad se han ido reduciendo –aunque 
de forma modesta– a lo largo de la última década como efecto del crecimiento 
económico y de la mejoría en la incidencia del gasto social, eso no quiere decir 
que esta tendencia sea sostenible (PNUD, 2010: 25). Si observamos la distribu-
ción subregional, la desigualdad muestra una tendencia a disminuir en Amé-
rica Central, mientras que en el Cono Sur y en la Región Andina se registró un 
incremento en los años noventa y una ligera baja a partir de la mitad del año 
2000. Sin embargo, los índices permanecen altos: 10 de los 15 países más des-
iguales del mundo todavía pertenecen a la región (Gasparini y otros, 2009). 
La desigualdad en América Latina se debe sustancialmente a la extraordinaria 
concentración del ingreso en el sector de la población con mayor renta, y a su 
ausencia en el sector de la población más pobre. De este modo, la quinta parte 
más rica de la población en América Latina recibe cerca de tres quintas partes 
del ingreso total, mientras que la quinta parte más pobre recibe tan sólo el 3% 
(Puryear y Jewers, 2009). 

La desigualdad en el subcontinente tiene tres características fundamentales: 
es alta, es persistente y se reproduce en un contexto de baja movilidad social. 
A pesar de una disminución de los indicadores de desigualdad en muchos 
países desde comienzos del siglo XXI, estos tres rasgos se mantienen como 
una constante histórica (PNUD, 2010: 19). Además, la desigualdad reproduce 
desigualdad (Sabates-Wheeler, 2008: 20), favoreciendo la inmovilidad social 
a partir de un acceso inequitativo a los recursos económicos, a los bienes pú-
blicos y a los canales de participación social. Cuatro son los aspectos que se 
consideran limitantes respecto de los avances en materia de igualdad: a) la 
distribución del ingreso; b) la distribución de la educación y el conocimiento; 
c) la capacidad desigual para aprovechar esa educación y conocimiento en el 
mercado laboral; y d) la reproducción intergeneracional de la desigualdad 
(CEPAL, 2010b: 189). 

La pobreza y la desigualdad en los países latinoamericanos no son homogé-
neas, sino diferenciadas social y culturalmente (por zona geográfica, género y 
origen étnico). Las minorías étnicas, por ejemplo, presentan tasas de extrema 
pobreza más altas que el resto de la población. Lo mismo pasa entre la pobla-

rie de bienes distintos (dinero, poder, cargos, educación) y se asegura de que 
cada uno de ellos se distribuya de acuerdo con su propio criterio adecuado. 
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ción indígena y los afrodescendientes,2 en especial en las zonas rurales. Estas 
bandas poblacionales muestran peores indicadores en cuanto a desnutrición y 
acceso al agua potable, mortalidad infantil y escolarización, lo cual constituye 
un déficit de capital humano que contribuye a la reproducción de la pobreza 
y a la exclusión a lo largo de las generaciones. Otro grupo vulnerable está 
constituido por las mujeres que, en comparación con los hombres, son afecta-
das por mayores tasas de pobreza y poseen menores niveles de independencia 
económica debido a su menor participación en el mercado de trabajo, el peso 
de las tareas domésticas y las peores condiciones contractuales (PNUD, 2010: 
27; CEPAL, 2010d: 85).

Gráfico 5.2. Indigencia entre pueblos indígenas y resto 
de la población en América Latina (1997-2007)
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Estos datos no pretenden ser exhaustivos, sino sólo dar pautas sobre las ac-
tuales tendencias regionales y establecer así algunos elementos de análisis. En 
este sentido, vale la pena agregar algunos corolarios al debate. El primero se 
refiere a la complejización pues, como hemos visto, la pobreza, y sobre todo 
la desigualdad, son variables complejas y multidimensionales que hacen difícil 

2  En América Latina hay poco más de 50 millones de indígenas y 120 millones 
de afrodescendientes; entre ambos grupos representan cerca del 33% de la 
población de la región (PNUD, 2010: 32). 
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tanto estudiar como formular recetas prácticas y normativas para dar solución 
a estos problemas. Por otro lado, hay que complejizar también la relación en-
tre pobreza y desigualdad en el plano normativo. Aunque muchas veces se 
tiende a considerar obvia la relación entre distribución de los ingresos y po-
breza, es útil salir de los patrones deterministas. En este plano, no es obvio que 
la redistribución de los ingresos pueda mejorar las condiciones de pobreza, 
puesto que el vínculo económico de los recursos disponibles está determinado 
por los incentivos mismos que enfrentan los actores y que las políticas redistri-
butivas modifican. En otras palabras, la sostenibilidad de las políticas sociales 
basadas en la redistribución depende inevitablemente de la posibilidad de no 
distorsionar los estímulos productivos. 

Los datos objetivos sobre desigualdad y pobreza que se han considerado 
hasta ahora ofrecen un panorama parcial de la realidad latinoamericana, 
cuyo perfil puede enriquecerse si se observan los indicadores subjetivos, es 
decir, las percepciones de la ciudadanía acerca de dichas condiciones. En 
este sentido, estos datos junto con las estadísticas económicas pueden ayudar 
a comprender mejor los fenómenos de bienestar de la población (CEPAL, 
2010d: 14). Desde una perspectiva general, la evolución de las percepcio-
nes sobre inequidad distributiva en América Latina ha sido persistente entre 
1997 y 2007: la población que considera injusta la distribución del ingreso ha 
variado entre el 80% y el 87%, para bajar al 78% en 2007 (Latinobarómetro, 
2009: 19). En los últimos tres años el dato se mantiene constante (21%). 
Además, hay una coincidencia entre la inequidad objetiva y su percepción. 
Se puede inferir que la población latinoamericana parece ser consciente de 
las asimetrías distributivas existentes. Hay un debilitamiento de los dispo-
sitivos de reproducción simbólica de las inequidades y un fortalecimiento 
de la conciencia individual y colectiva de la situación real (CEPAL, 2010d: 
89). La posición que las personas piensan que ocupan en la estructura social 
da pautas ulteriores sobre sus percepciones en términos de justicia social: 
el porcentaje de población latinoamericana que cree que la distribución es 
muy injusta aumenta en tanto las personas se colocan en los niveles inferio-
res de la escala pobreza-riqueza, y viceversa (2010d: 92). 

A partir de las percepciones de la población sobre justicia distributiva, se 
pueden formular distintas hipótesis. La primera es que debido a la baja va-
riabilidad de las percepciones distributivas a nivel agregado, la condición de 
injusticia podría haberse transformado en un parámetro de la vida social. En 
otras palabras, los ciudadanos percibirían las desigualdades como condiciones 
normales e inevitables, desincentivando así las potencialidades de acción para 
un cambio que se considera inviable. La segunda pone la atención en los datos 
en su conjunto y concluye que niveles tan altos de desigualdades, que se expli-
citan en la percepción de las personas, favorecerían un aumento de los niveles 
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de frustración individuales y colectivos y, por tanto, el conflicto social. Esta 
tendencia se potenciaría también por el papel de los medios de comunicación 
y el acceso a la cultura globalizada, lo cual introduce nuevos parámetros de 
comparación, y provoca nuevos deseos y demandas difíciles de satisfacer. Este 
fenómeno “genera frustración de expectativas y probablemente es una de las 
principales fuentes de conflicto y malestar que dificultan la gobernabilidad 
democrática” (Calderón, 2010a: 134). 

Gráfico 5.3.1. Percepción de distribución del ingreso
¿Cuán justa cree usted que es la distribución del ingreso en 
[país]? (Aquí sólo las respuestas “Muy justa” y “Justa”.)
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Fuente: Latinobarómetro (2010).

Una categoría analítica útil para estudiar los problemas de desigualdad y 
pobreza es la de las “brechas”,3 pues enfatiza las fracturas que algunos ele-

3  La CEPAL utiliza dos tipologías de brechas: las de bienestar y las sociales. 
Las primeras descansan sobre dos macrodimensiones: la capacidad de una 
sociedad de generar ingresos a través del mercado laboral y las capacidades 
de los Estados para proporcionar protección a los dependientes, es decir, a 
quienes carecen de ingresos o perciben ingresos insuficientes para garantizar 
su reproducción. A partir de estos indicadores se construyen tres brechas 
–severas, intermedias y bajas– y se colocan los países de acuerdo con sus 
performances (CEPAL, 2010b: 201). Otra clasificación se basa en las brechas 
sociales que “hacen referencia a las distancias y carencias socioeconómicas 
existentes en los países de América Latina, y que se expresan en la privación, 
para determinados grupos de población, del acceso a derechos básicos y 
de las oportunidades para desarrollar plenamente sus potencialidades”. 
Estas brechas se definen en relación con dos indicadores: el porcentaje de 
población por debajo de la línea de pobreza (brecha absoluta) y la razón de 
ingreso entre los quintiles más ricos y más pobres de la distribución (brecha 
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mentos estructurales de los sistemas socioeconómicos generan entre agre-
gados sociales (a menudo reconocidas en término de clases). Hay muchas 
formas de entender las brechas, enfatizando más los temas económicos o las 
dimensiones político-normativas. Todos estos intentos analíticos tienen en 
común la referencia a la desigualdad como condición estructural y dimen-
sión comparativa. 

Gráfico 5.3.2. Porcentaje de percepción de 
distribución del ingreso por país al año 2010
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En un trabajo reciente de la CEPAL (2010d), se han cruzado variables obje-
tivas y subjetivas con el fin de contribuir al desarrollo de una perspectiva más 
amplia en el diseño y la evaluación de las políticas públicas. Este ejercicio 
confirma le existencia de una correlación entre percepción y economía real. 
Considerando la subdivisión de acuerdo a las brechas sociales, los países que 
tienen una brecha baja califican mejor la economía que los que tienen una 
brecha social media, y estos últimos mejor que los que tienen brechas altas. La 
conclusión es que al aumentar la brecha social aumenta el pesimismo econó-
mico. Por otro lado, no se observa una asociación directa entre brechas socia-

relativa) (CEPAL, 2010d: 23). De acuerdo con estos parámetros, existen tres 
tipos de brechas: altas, medias y bajas. 
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les y percepciones de desigualdad. Una explicación podría hacer referencia a 
las identidades sociales, las representaciones de los individuos y su posiciona-
miento en la esfera social, lo cual, como hemos visto, genera expectativas en 
términos de cambio y mejoras de las condiciones materiales. Otro elemento a 
considerar es el impacto de la redistribución de bienes simbólicos, que parece 
tener un efecto multiplicador sobre la percepción de los cambios reales en las 
condiciones de desigualdad (eso explicaría, por ejemplo, el caso de Bolivia). 
En términos normativos, estos datos indican que las políticas redistributivas 
no son suficientes para cambiar las percepciones sobre la desigualdad, sino 
que hace falta considerar el valor y el potencial que implica un cambio en los 
bienes simbólicos (por ejemplo, la inclusión subjetiva, el reconocimiento y 
las posibilidades de influencia en la esfera pública), y la trayectoria histórico-
política en los distintos contextos. 

Por otro lado, las diferencias de percepción en términos de clase social, esto 
es, sobre la base del posicionamiento socioeconómico de las personas, eviden-
cia la presencia de conflictos vinculados con esta dimensión clasista. En este 
sentido, el ordenamiento de los conflictos en América Latina se parece al de 
Europa Oriental, una región igualmente inmersa en un proceso de transición 
política y económica. En estas regiones, los conflictos que la gente reconoce 
como más importantes son los que acontecen entre pobres y ricos, empresa-
rios y trabajadores, es decir, conflictos “tradicionales” de tipo laboral/salarial 
o socioeconómico. Por el contrario, Europa Occidental ha experimentado un 
cambio hacia nuevas problemáticas, como la migración o los temas ambien-
tales que, como veremos, son los nuevos puntos en la agenda de la acción 
colectiva latinoamericana, de momento todavía marginales pero con un gran 
potencial de innovación y cambio (Inglehart, 1997). Tomando en cuenta los 
datos derivados de la Encuesta Mundial de Valores, se puede añadir que existe 
una correlación positiva entre desarrollo económico y sentimiento de bien-
estar subjetivo. En general, se observa una relación entre ese sentimiento y 
otros rasgos actitudinales, como la tolerancia y una mayor aceptación del otro 
(Inglehart, 2007; Inglehart y Welzel, 2005). 

Por último, la reproducción social está muy vinculada con las dinámicas de 
inclusión/exclusión. La integración social ha constituido una crisis endémi-
ca en América Latina, a través de niveles de exclusión que han mantenido o 
aumentado las brechas entre sus habitantes, generando sociedades con una 
distancia demasiado grande entre ricos y pobres (Vega, 2004: 45). En años 
recientes, las dinámicas de la inclusión han experimentado cambios significa-
tivos. Mencionamos aquí los principales:

a)	 La globalización viene generando asimetrías en los patrones de 
inclusión y exclusión, tanto simbólica como material. Si bien es 
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posible detectar disposiciones políticas para lograr mayor inclu-
sión democrática, el funcionamiento de la economía de mercado 
muchas veces impulsa tendencias hacia una mayor exclusión. 
Esto se manifiesta en la precarización del trabajo, la distribución 
regresiva del ingreso y la segmentación territorial y residencial, así 
como en la menor calidad de la educación y la salud y un desigual 
acceso a las nuevas tecnologías. Las promesas de interacción a 
distancia y de libre acceso a la información, junto con la demo-
cratización política y la mayor transparencia de las instituciones, 
contrastan con la pérdida de cohesión social, el debilitamiento de 
los sentimientos de pertenencia colectiva y la mayor desigualdad 
dentro de las sociedades nacionales, fenómenos que los nuevos 
patrones productivos no sólo no mitigan, sino que incluso pueden 
exacerbar. Es probable que América Latina sea la región en desa-
rrollo con la mayor brecha entre consumo simbólico y material, 
lo que se comprueba al contrastar la distribución del ingreso y la 
difusión de los bienes culturales mencionados. Todo esto resulta 
central para pensar el problema de la distancia entre las expec-
tativas de inclusión y la inclusión social efectiva. En definitiva, los 
problemas de reproducción social y de socialización afectan la 
cotidianidad del ejercicio ciudadano.

b)	Existe mayor complejización de los sistemas de inclusión y exclu-
sión social. Las nuevas prácticas ciudadanas ya no se orientan de 
forma monopólica hacia un eje de lucha focal (el Estado, el siste-
ma político o la nación), sino que se diseminan en una pluralidad 
de campos de acción, de espacios de negociación de conflictos y 
de territorios e interlocutores. Las demandas sociales o son estric-
tamente puntuales y locales, o se desespacializan, ya sea porque la 
complejidad de las sociedades modernas provoca una mayor diver-
sificación en su contenido y en la expresión política de los actores, 
o porque esas demandas son menos susceptibles de ser “agrega-
das” con las de los grandes sindicatos y los partidos políticos, pues 
hoy se vinculan más con temas puntuales de la vida cotidiana y 
del mundo simbólico; muchos grupos locales se conectan a la red 
para posicionarse primero a escala global, con el objeto de que 
esta presione a los gobiernos nacionales para que respondan a 
sus reclamos locales, en una dinámica local-global-nacional que 
rompe todos los esquemas históricos. 

c)	 La migración refuerza los patrones de exclusión social y acentúa 
la cultura de la desigualdad. Los movimientos poblacionales son 
un tema estratégico del devenir de la democracia y el desarro-
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llo en la región; afectan la sostenibilidad del desarrollo en el 
conjunto de los países involucrados. Hoy, el funcionamiento 
de varias economías latinoamericanas no podría explicarse sin 
las remesas enviadas desde el exterior, ni la calidad de vida de 
los países desarrollados sin la presencia de estos trabajadores. 
Este fenómeno obliga a repensar los temas de la multicultura-
lidad y ciudadanía, y su vinculación con las instituciones de la 
democracia.

 
En la sociedad de la información, la inclusión y la exclusión social adquieren 
nuevas especificidades. Estas especificidades se relacionan con nuevos merca-
dos de trabajo. Los sectores laborales más integrados son aquellos que se vin-
culan con la producción de conocimientos (y que incorporan conocimiento 
a su producción), que tienen alta flexibilidad y que adquieren e incorporan 
en su trabajo tecnología de información. Sin embargo, existen varios ejemplos 
en los que el uso de las nuevas tecnologías de información y comunicación 
actúa de manera amplia y positiva, viabilizando la interacción entre diversos 
actores que, de este modo, encuentran una forma de articular sus demandas 
para lograr mayor inclusión. De igual manera, se abre una amplia gama de 
opciones de acceso a la información (sobre servicios, derechos y demandas 
compartidos), de influencia en la opinión pública (al disponer de estaciones 
radiales, acceder a redes informatizadas, difundir videos) y “fiscalización” de 
la discriminación mediante el uso de Internet, una fuerza que está ampliando 
y redefiniendo el espacio público, pero también creando asimetrías que repro-
ducen patrones excluyentes. 

Por varias razones, la pobreza, la desigualdad y la exclusión están relaciona-
das de forma directa con la conflictividad, pues tienden a provocar tensiones 
sociales que aumentan la inestabilidad política e institucional (Machinea y 
Hopenhayn, 2005), lo cual afecta la gobernabilidad y debilita la integración 
social. Es indispensable entonces, por un lado, salir de los patrones norma-
tivos tradicionales de la redistribución material, tomando en cuenta la mul-
tidimensionalidad de las desigualdades, las nuevas dinámicas de inclusión/
exclusión y su relación no obvia con la pobreza; por otro lado, el hecho de 
que las percepciones estén en general marcadas por las identidades sociales 
de la población (étnicas, de género y de clase) apunta hacia la necesidad de 
recrear vínculos intergrupales, aumentar el sentido de pertenencia a una co-
lectividad a partir del reconocimiento de las distintas subjetividades y generar 
una nueva institucionalidad capaz de garantizar los umbrales mínimos de la 
reproducción social. 
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los conflictos por reproducción social:  
un enfoque cualitativo 

Con un total de 1.097 conflictos registrados entre octubre de 2009 y septiem-
bre de 2010, este es el campo de conflictividad cuantitativamente más relevan-
te. Además, su importancia relativa aumenta si se considera que en 12 de los 
17 países de la región estos conflictos son los más numerosos, mientras que en 
9 de los 17 países las cuestiones laborales/salariales y la situación económica 
están en la raíz de más del 50% de los conflictos, y el 56% de estos conflictos 
dependen de demandas de reproducción ampliada, mientras que el 44% de 
demandas por reproducción simple. 

Mapa 5.1. Distribución geográfica de los 
conflictos por reproducción social

Cantidad de con�ictos
por país

Baja 0% - 40%

Media 41% - 60%

Alta 61% - 70%

Sin información

Fuente: Mapa elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog, a partir del porcentaje que los conflictos 
por reproducción social representan sobre el total de los conflictos en los 
países latinoamericanos.



168  la protesta social en américa latina

A nivel de subregiones, las Regiones Andina y Centroamérica presentan niveles 
parecidos de conflictividad por reproducción social (cerca del 42% del total de 
sus conflictos), mientras que el Cono Sur tiene una cantidad de conflictos relati-
vamente más alta (58,7%). Por lo general, no hay tendencias homogéneas a ni-
vel subregional; en cada subregión se encuentran tanto países muy conflictivos 
como países con bajos niveles de conflictividad. Por ejemplo, en Centroamérica 
tenemos, por un lado, a México y Honduras, y por otro a República Dominicana 
y Guatemala. En el Cono Sur los países con índices más altos de conflictividad 
por reproducción social son Chile, Uruguay y Brasil, y los más bajos son Para-
guay y Argentina. La Región Andina es donde el patrón es más constante alrede-
dor de niveles proporcionalmente medio-bajos de conflictividad.

Gráfico 5.4. Campos de conflictividad por subregiones
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Fuente: Gráfico elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog.
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Gráfico 5.5. Porcentaje de conflictividad por campo 
de conflicto, por país y por orientación ideológica
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Fuente: Gráfico elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog.

Considerando una subdivisión de los países por orientación política,4 no desta-
can tendencias uniformes. Los sistemas con rasgos nacional-populares tienen 
niveles medio-altos de conflictividad por reproducción social (el 58% del total 
de conflictos en estos países), sobre todo cuando presentan también rasgos de 
reformismo práctico. Por otro lado, los gobiernos reformistas están divididos 

4  Para una discusión sobre los criterios de clasificación, véanse el capítulo 4 y 
la Guía metodológica. 
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en dos grupos: por un lado, Guatemala, Panamá y República Dominicana, con 
niveles moderados; por otro, Chile y Costa Rica, con niveles medio altos. Por 
último, tanto la modernización conservadora como el indigenismo neodesa-
rrollista presentan niveles medios (45 y 43%).

caracterización de los conflictos por reproducción social 

Intentaremos caracterizar este campo de conflictividad sobre la base de al-
gunas variables clave, como la tipología de las demandas y de los actores, los 
niveles de radicalización y las medidas de presión utilizadas. 

la tipología de las demandas 
Más de la mitad de los conflictos por reproducción social surgen de demandas 
de tipo laboral/salarial (59%). Este grupo se refiere a todo conflicto relaciona-
do con condiciones laborales, requerimientos salariales, reincorporación de 
personal, despido, etc., o sea, a puntos de divergencia respecto de los pactos 
contractuales entre el empleado y el empleador. Estos datos pueden reflejar 
la situación de desempleo de la región, que en 2009 aumentó al 8,4% como 
resultado de la crisis global, para volver en 2010 al 7,3% (OIT, 2009, 2010). 
Asimismo, refuerzan la conclusión de que el trabajo sigue siendo, a pesar de 
los cambios introducidos por la globalización, la “llave de la integración so-
cial” (Habermas, 2000: 94) y uno de los nudos de los procesos de inclusión 
social, que se relaciona en este sentido con la pobreza, no sólo en cuanto 
falta de ingresos, sino como exclusión de las relaciones sociales y privación de 
capacidades (PNUD, 2009: 50-51). El trabajo en este marco es un articulador 
de la vida de la gente y un elemento estructurante para cualquier opción de 
democracia y de desarrollo. 

El segundo grupo de demandas más consistentes son los conflictos vincu-
lados con la afectación de la economía o el mantenimiento o defensa de un 
statu quo, sobre todo en reacción a la promulgación de medidas socioeco-
nómicas específicas (35,5%) que incluyen diferentes posibilidades (como 
político-económicas, aumento o disminución de precios o tarifas de bienes y 
servicios, demandas de nacionalización o privatización de empresas, pérdida 
del poder adquisitivo, aumento presupuestario, entre varias otras). El único 
país en la región en el que este tipo de demandas supera los conflictos labo-
rales/salariales es Ecuador, donde dichos conflictos fueron protagonizados 
en especial por los transportistas. Los siguientes son algunos ejemplos de este 
tipo de conflictos: las movilizaciones de los docentes del Alto Paraná, Para-
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guay, en contra de la modificación del presupuesto de educación viabilizado 
por el Ministerio de Hacienda, en octubre de 2009; en México, en octubre de 
2010, los damnificados por las inundaciones provocadas por el huracán Karl 
y las tormentas tropicales Frank y Matthew protestaron por la falta del apoyo 
económico prometido por el Gobierno Federal; en julio de 2010, más de 100 
moto-taxistas de Retalhuleu, Guatemala, pidieron al municipio no autorizar 
más concesiones de ese tipo de transporte y que se les prohíba circular en 
áreas rurales; y, en noviembre de 2009, los estudiantes de la Escuela de Medi-
cina y Salud Pública de Santiago de Bahía, Brasil, se manifestaron en contra 
del aumento de las pensiones o matrículas. 

Gráfico 5.6. Tipología de conflictos por reproducción social
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Fuente: Gráfico elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog.

Los conflictos por la tierra están presentes en este grupo en un porcentaje 
menor (5,3%). Se trata en general de disputas por tierra y territorios, pedi-
dos de otorgamiento, u ocupaciones ilegales de predios o infraestructuras 
agrarias. En este sentido, un caso ejemplar es el de Brasil, donde con el go-
bierno de Lula se registró una explosión de conflictos por tierra que, según 
algunos analistas, estaría correlacionada con el aumento de reacciones vio-
lentas por parte de las oligarquías rurales en respuesta a los temores genera-
dos por tener un dirigente sindical en la presidencia. Sin embargo, a lo largo 
de la historia la cuestión agraria en Brasil fue generadora de conflictividad. 
Se trata de una violencia difusa, de carácter social, político y simbólico, que 
se ejerce a menudo con un alto grado de dureza. Además, la dificultad de ac-
ceso al poder judicial para los trabajadores rurales y campesinos refuerza la 
impunidad de estos conflictos. Citamos aquí algunos casos que se han dado 
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en el transcurso del año a nivel regional: en octubre de 2009, en el Estado de 
São Paulo en Brasil, los Trabajadores Rurales Asentados en Campamentos 
del Mato Grosso anunciaron movilizaciones en denuncia de la incapacidad 
del Instituto Nacional de Colonización y Reforma Agraria (INCRA) para so-
lucionar sus problemas de tierra; en Panamá, en septiembre de 2010, los 
pescadores de playa Santa Clara rechazaron el intento de desalojo y pidieron 
a las autoridades respeto por sus propiedades, donde habían vivido por 40 
años; el mismo mes, en Paraguay, hubo un conflicto entre grupos indígenas 
mabyá por el control de la tierra.

la tipología de los actores 
Analizamos aquí los principales grupos de actores protagonistas de los conflic-
tos por reproducción social. Confirmando un patrón válido a nivel regional 
para todas las tipologías de conflictos, el Estado resulta ser el principal actor 
demandado y está presente en el 63% de ellos. De manera desagregada, en el 
45% de los conflictos la demanda está dirigida al gobierno central, en el 12% 
a los gobiernos locales, y en el 6% a los gobiernos regionales. 

Un dato interesante al sector empresarial, que aparece como actor deman-
dado sólo en este campo de conflictividad (13%). Como es previsible, las prin-
cipales demandas dirigidas a este corresponden a temas laborales/salariales 
(134 de 182 conflictos), y sobre todo en Uruguay, Perú y Argentina. 

El sector salud resulta ser un ámbito de primera importancia dentro de 
los conflictos por reproducción social, tanto en calidad de actor demandante 
(10,5%) como de actor demandado (2%). Otro ámbito social clave es la edu-
cación, representada con el 13,7% de conflictos; en este sector se moviliza so-
bre todo el personal docente o administrativo, de manera individual o a través 
de sus gremios o sindicatos, con demandas laborales/salariales (aumento de 
los salarios, beneficios sociolaborales, pago de sueldos retrasados, homologa-
ción de honorarios) y otros tipos de demandas económicas (asignación de re-
cursos, aumento de presupuesto o rechazo de recortes presupuestarios, etc.). 
Salud y educación son dos esferas de la vida social de primera importancia en 
el marco de las sociedades modernas, y los patrones de conflictos que aquí 
emergen evidencian problemas endémicos en estos sectores que, por un lado, 
no garantizan condiciones de trabajo consideradas aceptables por los profe-
sionales y, por otro, tornan precaria la oferta y la calidad de estos servicios para 
la población en general.
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Gráfico 5.7. Actores demandados en 
conflictos por reproducción social
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Fuente: Gráfico elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog. Se han considerado los actores a partir del 
2,5% de registros.

Otro sector igualmente relevante es el del transporte (cerca del 11%, con un 
total de 118 conflictos). Como hemos visto, esta es la única fuerza colectiva 
que está presente de forma consistente en los tres campos de conflictividad. 
En el contexto de la reproducción social, algunos ejemplos paradigmáticos de 
movilización de los transportistas son los siguientes: en noviembre de 2009, 
en Buenos Aires, el sindicato de camioneros distribuidores pidió el reconoci-
miento y la anexión al Convenio colectivo de trabajo de los camioneros por 
parte de las cooperativas de distribución de diarios y revistas; en marzo de 
2010, en Brasilia, el Sindicato de Trabajadores del Metro (Sindmetro) luchó 
por un aumento salarial del 60%, mientras que, en junio, la Unión de Taxis-
tas de Loja, Ecuador, exigió que la alcaldía normara el funcionamiento de 
los denominados “taxis ejecutivos”, afirmando que circulan sin contar con los 
permisos necesarios y no ofrecen el servicio de puerta a puerta como establece 
la normativa municipal.
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Gráfico 5.8. Actores demandantes en 
conflictos por reproducción social
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Fuente: Gráfico elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog. Se han considerado los actores a partir del 
2,5% de registros.

Los grupos vecinales comunales (5,6%) y el sector empresarial (7,1%) son 
otros dos actores medianamente relevantes. Sin embargo, los datos en el grá-
fico 5.8 muestran una tendencia a la fragmentación de los actores deman-
dantes, sobre todo en los conflictos laborales/salariales y por otras cuestiones 
económicas. Son varios los sujetos colectivos que aparecen representados, 
aunque en pocos eventos: actores coyunturales, gobiernos locales, sector de 
la minería, agricultura, energía, comercio, comunicación, industria, policía, 
etc. (véase tabla 5.1). Al mismo tiempo, en los conflictos por tierra se han 
movilizado en menor medida el sector de la agricultura y los grupos étnicos. 
Estos datos están en línea con la tendencia a una fragmentación de la acción 
colectiva y un debilitamiento de los actores clásicos de las luchas sociales. Esta 
evidencia cobra fuerza si se considera que en el campo de conflictividad por la 
reproducción social el nivel de estructuración de los movimientos en sentido 
clásico mantiene todavía cierta importancia, en comparación con los otros 
campos de conflictividad. En términos relativos, este es el campo donde los 
sindicatos siguen encabezando las luchas sociales, en 112 casos de conflictos 
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(véase gráfico 5.9), y también las uniones y asociaciones poseen un papel en 
la coordinación de estas luchas. Por último, más de tres cuartos de las coordi-
nadoras se relacionan con temas vinculados con la reproducción social. Como 
hemos visto, se trata de organizaciones de segundo nivel que sirven como una 
suerte de paraguas institucional aglutinando movimientos sociales o actores 
individuales con demandas similares. 

Tabla 5.1. Actores demandantes en 
conflictos por reproducción social

Actor 
demandante

  Tipo de conflicto Total

   
Laboral/
salarial

Medidas/
situación 

económica
Tierra  

Gobierno 
central 

Total 7 2 0 9

Porcentaje 77,8 22,2 0 100

Gobierno 
regional

Total 3 1 0 4

Porcentaje 75 25 0 100

Gobierno local
Total 12 7 0 19

Porcentaje 63,2 36,8 0 100

Legislativo local
Total 0 1 0 1

Porcentaje 0 100 0 100

Poder judicial
Total 9 0 0 9

Porcentaje 100 0 0 100

Agricultura
Total 9 28 10 47

Porcentaje 19,1 59,6 21,3 100

Ganadería
Total 0 4 0 4

Porcentaje 0 100 0 100

Pesca
Total 4 9 0 13

Porcentaje 30,8 69,2 0 100

Forestal
Total 2 0 1 3

Porcentaje 66,7 0 33,3 100

Construcción
Total 8 1 0 9

Porcentaje 88,9 11,1 0 100

Industrial
Total 11 1 0 12

Porcentaje 91,7 8,3 0 100
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Actor 
demandante

  Tipo de conflicto Total

   
Laboral/
salarial

Medidas/
situación 

económica
Tierra  

Energía
Total 9 2 0 11

Porcentaje 81,8 18,2 0 100

Minería
Total 33 6 0 39

Porcentaje 84,6 15,4 0 100

Hidrocarburos
Total 5 0 0 5

Porcentaje 100 0 0 100

Transporte
Total 42 76 0 118

Porcentaje 35,6 64,4 0 100

Comunicaciones
Total 4 1 0 5

Porcentaje 80 20 0 100

Salud
Total 105 10 0 115

Porcentaje 91,3 8,7 0 100

Educación
Total 99 50 1 150

Porcentaje 66 33,3 0,7 100

Cultura
Total 0 1 0 1

Porcentaje 0 100 0 100

Comercio
Total 1 41 0 42

Porcentaje 2,4 97,6 0 100

Empresarial
Total 69 8 1 78

Porcentaje 88,4 10,25 1,3 100

Financiero
Total 7 1 0 8

Porcentaje 87,5 12,5 0 100

Turismo y 
hotelería

Total 1 0 0 1

Porcentaje 100 0 0 100

Vecinal/
comunal

Total 4 44 13 61

Porcentaje 6,6 72,1 21,3 100

Grupo étnico
Total 1 2 7 10

Porcentaje 10 20 70 100

Organizaciones 
políticas

Total 2 1 1 4

Porcentaje 50 25 25 100

Otras 
(sociedad civil)

Total 60 54 21 135

Porcentaje 44,4 40 15,6 100
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Actor 
demandante

  Tipo de conflicto Total

   
Laboral/
salarial

Medidas/
situación 

económica
Tierra  

Personas 
individuales

Total 31 18 0 49

Porcentaje 63,3 36,7 0 100

ONG
Total 2 1 0 3

Porcentaje 66,7 33,3 0 100

Fuerzas Armadas
Total 3 0 0 3

Porcentaje 100 0 0 100

Policía
Total 22 2 0 24

Porcentaje 91,7 8,3 0 100

Otros servicios
Total 13 2 1 16

Porcentaje 81,25 12,5 6,25 100

Otros actores 
estatales

Total 54 9 0 63

Porcentaje 85,7 14,3 0 100

Otros
Total 18 7 1 26

Porcentaje 69,23 26,93 3,84 100

Total 650 390 57 1097

Fuente: Tabla elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog.

niveles de radicalización 
Como hemos visto en el capítulo anterior, los conflictos por cuestiones econó-
micas (laborales/salariales, medidas económicas) son los que alcanzan niveles 
más altos de escalamiento y de violencia (niveles 3 y 4), convirtiéndose en las 
tipologías más radicalizadas. En una escala de 1 a 5 (véase la Guía metodoló-
gica), los conflictos que alcanzan un nivel 3 (confrontación) son sobre todo 
de tipo laboral/salarial, mientras que los más numerosos entre los conflictos 
que llegan a un nivel de enfrentamiento violento (4) son los socioeconómicos. 
Este dato evidencia una tendencia de la población latinoamericana a luchar 
para obtener beneficios concretos en términos económicos y sociales. 

Los conflictos que más a menudo tienden a alcanzar un nivel de radicaliza-
ción importante son aquellos relacionados con la posesión de la tierra (53%), 
cuestiones laborales/salariales (49%) y protestas en contra de medidas econó-
micas especificas (42%). Aunque se trata de conflictos menos relevantes en tér-
minos de cantidad, los primeros presentan una tendencia a la violencia más 
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frecuente que los demás. Esto hace suponer que, por un lado, hay una carencia 
de espacios institucionales donde encarar estas demandas y, por otro, que estos 
conflictos tienden a combinarse con otros factores, como el tema de las identi-
dades en el caso de los grupos étnicos, o los intereses económicos y políticos a 
nivel local, que aumentan su carga ideológica centrífuga. Además, la cuestión 
agraria sigue siendo un tema pendiente en la agenda de las reformas de muchos 
países latinoamericanos y permanecen vigentes las consecuencias sociales de un 
sistema latifundista y neofeudal fuertemente arraigado en la región. Por último, 
en el mundo andino, la colonización provocó la ruptura, por lo menos parcial, 
del manejo de los pisos ecológicos y, con eso, del patrón local de reproducción 
social, lo que generó un trauma todavía irresuelto en las zonas rurales y fue, a lo 
largo de la historia, fuente de resistencia y conflicto. En este panorama, la tierra 
y el territorio no son sólo bienes productivos sino que adquieren una relevancia 
sociopolítica y cultural que lleva muchas veces a una radicalidad del discurso y 
de las acciones, transforma demandas divisibles en indivisibles, y hace que los 
conflictos adquieran un potencial destructivo y violento. 

Gráfico 5.9. Tipos de actores y campos de conflictividad
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Gráfico 5.10. Porcentaje de radicalización alcanzado 
en conflictos por reproducción social
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Fuente: Gráfico elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog.

Si se observan los niveles de radicalización de los conflictos en cada país, se 
advierte una cierta uniformidad de los promedios en la mayoría de los casos 
considerados. Los países con niveles de radicalización más altos son Chile, 
Venezuela y Argentina, mientras que los países con promedios relativamente 
más bajos son Perú y Brasil. 

No existe necesariamente una relación directa entre cantidad de conflictos 
y niveles de radicalización (a mayor cantidad de conflictos mayores índices de 
violencia y viceversa). El gráfico 5.12 muestra la ubicación de cada país en el 
eje de conflictividad y radicalización, considerando los conflictos por repro-
ducción social. Las dos líneas que forman los ejes representan el número de 
conflictos promedio, en un caso, y el 50% de conflictos con radicalización en 
los niveles 3 y 4. Se visualizan cuatro combinaciones de las dos variables en sus 
cuadrantes: alta conflictividad y alta radicalización (Argentina y Uruguay), alta 
conflictividad y baja radicalización (Brasil, Ecuador, Perú, Panamá, Paraguay y 
Bolivia en el límite), alta radicalización y baja conflictividad (Chile, Venezue-
la, República Dominicana y Guatemala) y baja radicalización y baja conflicti-
vidad (Colombia, Costa Rica, El Salvador, Honduras, México y Paraguay en 
el límite). Como se puede apreciar comparando este gráfico con el general 
que aparece en el capítulo 4 (gráfico 4.11), la priorización de un campo de 
conflictividad hace que algunos de los países se muevan entre los cuadrantes, 
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Gráfico 5.11. Nivel más alto de radicalización alcanzado por 
país en conflictos por reproducción social (promedio)
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cionados por la empresa Notilog.
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dibujando un panorama de conflictos de geometrías variables, y de priorida-
des y problemas nacionales parcialmente distintos, que marcan el flujo de las 
luchas y su radicalización. 

Gráfico 5.12. Ubicación por país según conflictividad y 
radicalización en conflictos por reproducción social 
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Fuente: Gráfico elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog.

Además, se deben considerar otros factores –como la cultura política y las 
trayectorias históricas de los países– que añadirán información útil para com-
prender las distintas tendencias y la relación entre la cantidad de conflictos 
y los niveles de radicalización considerados. Por ejemplo, países como Vene-
zuela y Costa Rica, que han experimentado avances sociales recientes, poseen 
niveles relativamente bajos de conflictos por demandas relacionadas con la 
reproducción social. En cambio, países con procesos históricos de integración 
y avances sociales, que han sufrido una baja durante la fase de ajustes estruc-
turales, tienen demandas socioeconómicas significativamente altas, como es el 
caso de Argentina y Uruguay. Ambos países han enfrentado un deterioro de 
los niveles de bienestar y una creciente insatisfacción de las expectativas que 
se comenzaron a hacer visibles en la década de los sesenta, se profundizaron 
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con las dictaduras y llegaron a un pico con la crisis de 2001-2002. Entre el gru-
po de brechas medias, se observa una diferencia entre países que han vivido 
impulsos de modernización recientes –como Brasil, Perú y Panamá– que pre-
sentan niveles medios altos de conflictos, y países que no han vivido este tipo 
de experiencias recientemente –como El Salvador, México y Colombia– con 
niveles medio bajos de conflictividad. 

Gráfico 5.13. Brechas sociales y conflictos por reproducción social
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Fuente: Gráfico elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog.

Por último, algunas consideraciones sobre la relación entre conflictos y bre-
chas sociales. En general, las diferencias en la relación entre conflictividad, 
brecha social y radicalización son mínimas entre los tres campos: la relación 
es parecida y sigue el patrón de a más brecha más conflictos en promedio, 
mientras en todos los casos la relación con la radicalización es más compleja: 
alta radicalización en brechas altas y bajas y baja radicalización en brechas 
medias. La diferencia relevante, considerando por separado el campo de re-
producción social, es que estos conflictos tienen un peso proporcional más 
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importante en países de brecha social baja que en países con brecha media y 
alta, como muestra el gráfico 5.13.

conclusiones

Los conflictos de reproducción social incluyen sobre todo las demandas para sa-
tisfacer las necesidades básicas de bienestar social referidas a un mínimo de vida 
digna, que permitan la reproducción de los individuos y las colectividades hu-
manas. La reproducción social se refiere a las capacidades de una sociedad para 
reproducirse y cambiar a lo largo del tiempo, y está asociada tanto con umbrales 
básicos de reproducción, tales como la alimentación, la salud, la educación, el 
empleo etc., como con umbrales ampliados referidos a la calidad de la vida en 
general y a los conceptos de bienestar y de vida digna en cuanto condición para 
la libertad real. Se trata del ejercicio de los derechos humanos, de relaciones 
sociales incluyentes y del desarrollo de las capacidades de las personas. 

La mayoría de los conflictos por reproducción social surgen por cuestiones 
socioeconómicas, en particular laborales/salariales, de consumo colectivo, 
pero también de movilizaciones en contra de ciertas medidas políticas o so-
ciales que se perciben como amenazadoras del statu quo. Así también se dan 
para impulsar normas que podrían mejorar la situación actual, o las cuestiones 
relacionadas con la propiedad y aprovechamiento de la tierra (50% de los 
conflictos registrados en este campo). 

Estos conflictos están directamente relacionados con la desigualdad, pues 
esta tiende a provocar tensiones sociales que pueden aumentar la inestabi-
lidad política e institucional (Machinea y Hopenhayn, 2005), lo cual podría 
afectar la gobernabilidad y generar escenarios de caos. En este sentido, las 
tendencias de los conflictos a nivel regional apuntan hacia la primacía de una 
lógica práctica detrás de las dinámicas de la acción colectiva. Los temas rela-
cionados con las desigualdades en sentido amplio, la pobreza y las brechas so-
ciales se colocan como primer punto en la agenda de la movilización regional. 
Además, los datos sobre conflictos refuerzan los antecedentes estructurales en 
el sentido de que la acción colectiva parece ser consistente con los problemas 
socioeconómicos reales y percibidos a nivel regional. 

Por último, los datos indican que los conflictos por la reproducción social 
poseen un peso proporcional más importante que los otros campos de con-
flictividad en aquellos países con brecha social baja, lo cual sería consistente 
con la hipótesis general según la cual estos conflictos son la expresión de un 
malestar social instalado sobre todo en sociedades con brechas sociales más 
amplias, es decir, con peores condiciones en cuanto a pobreza y desigualdad. 





6. Conflictos institucionales 
y de gestión estatal

	 El sistema institucional es el articulador de las normas y, al mismo 
tiempo, el proveedor de las garantías que disminuyen las incertidumbres; se 
consolida con el tiempo generando reglas que favorecen la afirmación de las 
condiciones preliminares del sistema y la acción social. Por ejemplo, el sistema 
escolar enseña la disciplina, aparte de permitir la acumulación de capital hu-
mano, y el sistema judicial castiga la ruptura injustificada de un contrato y la 
violación de los derechos formalizados y reconocidos. Cuanto más institucio-
nalizado está un sistema social –en sentido amplio, se basa en un abanico de 
normas compartidas y aceptadas que ponen reglas a la vida social y, al mismo 
tiempo, generan mecanismos que desincentivan los comportamientos arbitra-
rios– tanto más probable será que las controversias se solucionen en el marco 
de esa institucionalidad –es decir, a través de mecanismos ad hoc– y por ende 
que no degeneren en enfrentamientos violentos y caos. 

Esto no significa que los conflictos no existan en un sistema perfectamente 
institucionalizado. Por el contrario, son dinámicas intrínsecas a cualquier sis-
tema social y tienen un valor en su proceso de regeneración. Como todo movi-
miento social, todo conflicto tiene una cara de luz y una de sombra: puede ser 
un estímulo que lleva a cambios y mejoras, o puede caer en antimovimientos 
sociales de absolutización de las identidades, del enemigo, buscar metas totalita-
rias y conducir al caos y la violencia (Wieviorka, 1988).

 El papel y valor de la institucionalidad es canalizar estos elementos estructu-
rales hacia la luz. En este sentido, la política democrática “tiene que referirse 
a la construcción de un orden institucional que sea plural, conflictivo y abier-
to. Plural porque reconoce que actores distintos hacen política; conflictivo, 
porque estos actores tienen orientaciones e intereses diversos que entran en 
el juego político de oposición y reconocimiento; y abierto porque toda insti-
tución política está sometida a la lógica de la incertidumbre del juego demo-
crático y de los resultados electorales” (Calderón, 2010a: 24). Se enfatiza aquí 
el valor procesal de la democracia en cuanto sistema que establece reglas del 
juego político capaces de procesar los conflictos (Lechner, 1986). La corriente 
del pensamiento liberal, en el marco de la teoría de las relaciones internacio-
nales, ha desarrollado el concepto de “paz democrática”, que sostiene que los 
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regímenes democráticos tienen potencialidades pacíficas mucho más grandes 
que otros tipos de sistemas de gobierno (Maoz y Russett, 1993; Russett, 1994). 
La democracia, aun con sus imperfecciones y contradicciones, sería en sí un 
sistema más pacífico. Justamente estas imperfecciones son las que ponen en 
evidencia los datos sobre conflictos en el panorama latinoamericano (PNUD-
CIDES, 2008; PNUD-OEA, 2010). 

En este estudio emerge una conflictividad institucional cuyo énfasis está 
puesto en el funcionamiento institucional o estatal y no tanto en el cuestio-
namiento del sistema que, por cierto, constituye en algunos casos un sustrato 
discursivo y agencial. En este sentido, los conflictos que entran en esta cate-
goría se basan en la necesidad de un mejoramiento de la institucionalidad, 
entendida en sus aspectos más prácticos (como gestión administrativa, pres-
tación de servicios públicos, problemas legales-judiciales y legitimidad de las 
autoridades públicas). Por otro lado, los conflictos surgen tanto por la falta de 
institucionalidad como por la demanda de institucionalización de los actores 
sociales. 

Hay en estos conflictos un elemento crónico y otro transformativo, dinámi-
co, aunque por lo general tiende a prevalecer el primero; es decir, la gente se 
moviliza en contra de las disfunciones crónicas del sistema institucional y, en 
menor medida, lo hace enarbolando propuestas de cambio y visiones sistémi-
cas nuevas. Desde el punto de vista institucional, coexisten dos dimensiones de 
cambio. Por un lado, existe la necesidad pragmática e inmediata de fortalecer 
un sector público con capacidad de planificación estratégica y de implementar 
con eficiencia las políticas públicas de educación, salud, seguridad, empleo y 
crecimiento sostenible. En especial respecto a los temas normativos, esta con-
flictividad sigue una lógica ambigua y reactiva, que reconoce las disfunciones, 
plantea la necesidad de un cambio, pero, con algunas excepciones (como el 
caso de los movimientos ambientalistas), no propone una visión alternativa 
ni pone en duda el marco democrático y sus lógicas de poder, aunque en la 
práctica en ocasiones supere esos límites. Por otro lado, aunque en menor 
medida, se plantea un tema más holístico, que tiene que ver con las demandas 
planteadas por la ciudadanía, de una reforma en la relación entre el Estado 
y la sociedad. El hecho de que el sistema democrático no sea cuestionado y 
no haya propuestas contrahegemónicas significativas puede ser interpretado 
como una señal de relativa estabilidad, pero no implica el buen funcionamien-
to y la eficiencia del sistema. Por el contrario, parece haber muchas críticas a 
la escasa eficiencia de las democracias en la gestión pública y administrativa, 
en definitiva, al modelo de estatalidad débil instalado en numerosos países de 
la región. Esto quiere decir que los ciudadanos latinoamericanos “interioriza-
ron” la democracia como forma de gobierno, pero se quedan todavía insatis-
fechos con su desempeño. 
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Según Edson de Oliveira Nunes (cit. en Calderón y Dos Santos, 1987: 61) 
“el dominio de lo público es el espacio abstracto donde se reconcilian las con-
tradicciones entre la lógica de producción capitalista y las demandas de la 
sociedad”. Cuando este espacio está debilitado o cuando fallan los mecanis-
mos de implementación de reglas del juego compartidas que permitan una 
interacción conflictiva pero no violenta, más alto es el riesgo de degeneración 
de las controversias. Esto puede originarse a partir de un marco institucional 
estructuralmente débil y una ineficiencia en las capacidades del Estado para 
dar coherencia y aplicación concreta a dicho marco. Muchos de los conflic-
tos que caracterizan América Latina son el producto de las debilidades de 
implementación y las ineficiencias del Estado, más que de una ausencia de 
normas e instituciones. El Estado, en este sentido, es el principal productor 
de conflictividad. 

América Latina se caracteriza por la relevancia en muchos contextos de la 
dimensión parainstitucional, es decir, una gramática de relaciones entre Esta-
do y grupos sociales que se mueve entre lo formal y lo no formal. Como men-
cionan Nató y Rojas, el conflicto atraviesa una línea sinuosa, la cual roza en el 
extremo superior con la violencia y en el extremo inferior con la negociación 
pacífica. Por tanto, presenta “una manera arqueada de obrar, una manera 
anfibia de moverse entre la negociación y la violencia” (2008: 21).

Se trata de sistemas sincréticos que conservan rasgos organizativos y culturales 
precapitalistas y predemocráticos mezclados con instituciones modernas. Como 
escribe Oliveira Nunes (cit. en Calderón y Dos Santos, 1987: 67), “los efectos de 
esta combinación no deberían ser encarados como un pasaje, o una etapa de 
la modernización, sino como una combinación particular de rasgos del capita-
lismo en una formación social particular”. En este sentido, las redes personales 
y las jerarquías informales, encarnados en los fenómenos del clientelismo y del 
personalismo, funcionan como mecanismos cotidianos para regular las relacio-
nes sociales entre individuos y con las instituciones formales, que a su vez aca-
ban impregnadas de esta lógica informal. En este ámbito parainstitucional es en 
donde muchas veces se mueven los actores sociales en conflicto. 

plataforma básica de los conflictos institucionales 

Después de la época de las dictaduras, el subcontinente atravesó una fase de 
transición bastante larga hacia la democracia y se encuentra ahora en un mo-
mento de consolidación (Huntington, 1992; Linz y Stepan, 2000) o postransi-
ción (PNUD-OEA, 2010). Si bien hubo grandes avances en términos de insti-
tucionalización y fortalecimiento de las bases democráticas de los regímenes 
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políticos, persisten fuertes debilidades: crisis de representación, inconsistencias 
institucionales y desigualdad de riqueza y poder. Esta situación hace más pro-
bable, en algunos contextos y bajo ciertas condiciones, la degeneración de los 
conflictos hacia su cara de sombra. En este sentido, los ejes de las desigualdades 
–analizados en el capítulo 5– ocasionan que se introduzcan elementos de roce 
en las relaciones y los sistemas sociales, produciendo frustración e ineficiencias 
en la gestión de las demandas colectivas. Como hemos señalado en el capítulo 3, 
la superación de los patrones históricos y actuales de desigualdad en una región 
que mantiene una primacía negativa en las estadísticas mundiales es una condi-
ción necesaria para superar en democracia la dialéctica de la negación del otro 
y reducir el campo de conflictividad con un orden más justo. 

Gráfico 6.1. Apoyo a la democracia
¿Está usted “muy de acuerdo”, “de acuerdo”, “en desacuerdo” o “muy 
en desacuerdo” con las siguientes afirmaciones? Algunas personas 
y/o grupos tienen tanta influencia que los intereses de la mayoría son 
ignorados. (Aquí sólo las respuestas “muy de acuerdo” y “de acuerdo”.)
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Fuente: Latinobarómetro (2010). 

Además, los límites estructurales de los sistemas de representación y la descon-
fianza generalizada en las instituciones constituyen los principales problemas 
político-institucionales. Los datos del Latinobarómetro refuerzan estas consi-
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deraciones. Si bien los índices de apoyo a la democracia han ido creciendo a lo 
largo de la última década y ha aumentado la percepción de que los gobiernos 
favorecen a la mayoría, esta mejoría abarca todavía a una parte minoritaria de 
la población. La gran mayoría sigue desconfiando de los gobernantes y creyen-
do que no benefician al pueblo (Latinobarómetro, 2010: 33).

Gráfico 6.2. Percepción de la forma de gobierno, por países
En términos generales, ¿diría ud. que [país] está gobernado 
“por unos cuantos grupos poderosos en su propio beneficio”, 
o que está gobernado “para el bien de todo el pueblo”? (Aquí 
sólo las respuestas “para el bien de todo el pueblo”.)
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Fuente: Latinobarómetro (2010).

Por un lado, han aumentado los índices de legitimidad de ejes institucionales 
claves de los regímenes democráticos, como los partidos políticos y el Congre-
so, y es posible que esto haya permitido el procesamiento institucional o dismi-
nuido el riesgo de conflictos de “alta intensidad”. Por otro, existe todavía un 
porcentaje significativo de personas que otorgan baja o media legitimidad a la 
democracia (22% y 32%). En 16 de los 18 países considerados por el Latino- 
barómetro, para cerca de la mitad de la población de la región la democracia tie-
ne una legitimidad media. Las excepciones son Brasil y México, que son los países 
con los niveles más bajos de legitimidad democrática (Latinobarómetro, 2010: 31). 

La falta de capacidad estatal en la implementación de su mandato democrá-
tico es un dato fundamental, pues influye sobre la percepción de legitimidad 
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del Estado frente a la sociedad civil. “Si el objetivo de la democracia es mejo-
rar el bienestar, el Estado es el instrumento de acción colectiva para alcanzar 
ese objetivo” (PNUD-OEA, 2010: 152). Es por eso que se requieren políticas 
públicas y un sector público eficaz, una institucionalidad fuerte y mecanismos 
de control que sirvan de garantías a las normas. En este sentido, “si el Estado 
carece de las capacidades para cumplir las funciones que la sociedad le ha de-
legado, entonces la legitimidad de origen –la soberanía popular– como la legi-
timidad de finalidad –la ampliación de la ciudadanía– se ven frecuentemente 
debilitadas” (PNUD-OEA, 2010: 155). El peor escenario tiene que ver no sólo 
con la pérdida de legitimidad de los gobiernos, que podría manifestarse en 
intentos de destitución de presidentes, sino también con la pérdida de legiti-
midad del sistema en sí, lo cual favorecería un presidencialismo decisionista, 
el cesarismo, el autoritarismo, el caudillismo, la democracia delegativa, en fin, 
todas esas tradiciones históricas de política instrumentalista cuya completa su-
peración es todavía una tarea pendiente para América Latina. 

Gráfico 6.3. Latinoamérica: percepción de 
la forma de gobierno, 2004 a 2010
En términos generales, ¿diría usted que [país] está gobernado 
“por unos cuantos grupos poderosos en su propio beneficio” o 
que está gobernador “para el bien de todo el pueblo”? (Aquí 
sólo las respuestas “para el bien de todo el pueblo”.)
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Para diferenciar en sentido normativo los niveles de institucionalidad y estata-
lidad, es útil introducir en este contexto el concepto de “brecha”, que se aplica 
en este caso a la gestión institucional y se define como el desfase entre la política 
pública diseñada y su resultado concreto una vez que ha sido aplicada, es decir, 
la distancia entre la formulación de una política pública y el poder institucional 
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del Estado para beneficiar realmente a la sociedad e implementar las decisiones 
políticas en todo el territorio nacional, a través del sistema de estratificación 
social, alcanzando los resultados esperados (PNUD-PAPEP, 2011: 18). En otras 
palabras, se trata de una brecha de “estatalidad” estructural porque está asocia-
da con el sistema político y sus capacidades instaladas de diseño e implementa-
ción de políticas públicas, y no de factores coyunturales, y constituye una de las 
barreras más duras en el desarrollo y la democracia en América Latina. 

Gráfico 6.4. Latinoamérica (18 países): percepción de 
la capacidad del Estado para resolver problemas
Se dice que el Estado puede resolver los problemas de nuestra 
sociedad porque tiene los medios para ello. ¿Diría usted que el 
Estado puede resolver “todos los problemas”, “la mayoría de los 
problemas”, “bastantes problemas”, “sólo algunos problemas” 
o el Estado “no puede resolver ningún problema”?
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En los últimos años, luego del relativo fracaso de las políticas de reforma es-
tructural, el papel del Estado es más popular entre los ciudadanos latinoame-
ricanos y gana terreno como actor interpelado para solucionar problemas. 
En términos de percepciones, el porcentaje de personas que opinan que el 
Estado puede resolver al menos “bastantes problemas” pasó del 44% al 58% 
entre 1998 y 2009 (Latinobarómetro, 2010). 

Gráfico 6.5. Percepción de la capacidad del 
Estado para resolver problemas, por país 
Se dice que el Estado puede resolver los problemas de nuestra sociedad 
porque tiene los medios para ello. ¿Diría usted que el Estado puede resolver 
“todos los problemas”? (Aquí sólo las respuestas “todos los problemas”.)
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El Estado parece retomar también un papel central en la gestión de la con-
flictividad social, como indica la creciente interpelación de los actores socia-
les, lo que no significa que la brecha de estatalidad deje de ser significativa. 
Al contrario, parecería haber una cierta paradoja entre la interpelación al 
Estado y las fragilidades estructurales a nivel institucional, que limitan su 
papel en el manejo de los conflictos, y que las demandas tienden a eviden-
ciar. Hay aquí una dualidad de la lógica institucional: por un lado, las ins-
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tituciones encarnan los actores opositores de una pluralidad de demandas; 
por otro, las carencias institucionales son las necesidades, los vacíos sociales 
que originan una parte consistente de esas demandas. Este segundo aspecto 
marca la diferencia del campo de conflictividad institucional respecto de los 
otros, y en especial de los conflictos por la reproducción social. Si asumimos 
que “la dimensión institucional, en tanto normatividad positiva para tratar el 
conflicto social y matriz formal única de regulación de los intercambios polí-
ticos, constituye un referente obligado de toda construcción con incidencia 
societal y la remisión a ella implica de por sí una vocación constructiva tal” 
(Calderón y Dos Santos, 1995:15), por consiguiente, las acciones en favor 
de una modificación institucional suponen cierta superación de la mera de-
manda de satisfacción de necesidades materiales, típica de los conflictos por 
la reproducción social. Los conflictos institucionales son los que tienen la 
potencialidad de trascender la defensa de derechos puntuales y de orientar-
se hacia la reestructuración del sistema de reglas de distribución y ejercicio 
del poder en un sentido más amplio. Son, en este sentido, estructurales. Sin 
embargo, no todos los conflictos por temas institucionales llegan a trascen-
der la necesidad más cotidiana y práctica de la movilización. Su gramática 
habla sin duda de disfunciones del sistema, lo cual es un avance en la lógica 
del cambio necesario. No obstante, como veremos, en esta fase, estos conflic-
tos no logran articular una argumentación compleja hacia una propuesta de 
cambio, ni un nuevo orden compuesto de normas institucionales que sean 
garantías para todos los actores sociales. 

Gráfico 6.6. Latinoamérica: evolución de la capacidad 
del Estado para resolver problemas, 1998-2009
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Como ya hemos visto, lo que se busca es una igualdad en la cual los actores 
deliberantes se sientan conscientes de sí mismos como sujetos capaces de 
tomar decisiones con otros sobre el tipo de orientaciones que pueda tener 
la sociedad. Lo que todavía falta en la parte argumentativa del conflicto es 
una lógica propositiva del cambio. Hasta ahora, la mayoría de los ejes de 
conflictos institucionales y de gestión permanecen en una lógica reactiva, 
que reconoce las disfunciones, plantea la necesidad de un cambio, pero no 
una visión concreta ni estratégica. Una política que contemple una agencia 
de la igualdad, en el sentido de articular propuestas con resultados, proba-
blemente constituya uno de los principales desafíos de las sociedades y de los 
Estados latinoamericanos. 

Posee un peso relevante en esta reflexión la persistencia en la región de 
Estados débiles. Según el informe de la OEA y el PNUD (2010), la debilidad 
de Estado se ejemplifica en que en América Latina se registra la tasa de homi-
cidios más alta del mundo, los poderes fácticos tienen un papel determinan-
te en sustituir al Estado en la gestión de la seguridad y del monopolio de la 
violencia, e incluso en la definición de agendas públicas, y en que persisten 
niveles de desigualdad endémicos y crónicos y la democracia es pobre, como 
consecuencia de un Estado más pobre aún. En muchos países de la región, los 
Estados son incapaces de ejercer sus funciones tanto institucionales como de 
representación y control sobre el territorio. Estas cuestiones afectan la legiti-
midad y la eficacia de los regímenes democráticos. Para Charles Tilly, muchas 
veces en la historia hubo Estados débiles, pero por lo general no se habían 
democratizado (cit. en PNUD-OEA, 2010: 154). El binomio democracia-Es-
tado débil es una relación frágil. Además, en América Latina muchos de es-
tos coexisten con profundas brechas sociales e institucionales. En términos 
normativos, emerge entonces la necesidad de superar esta afasia y, al mismo 
tiempo, de transformar el Estado en sentido constructivista (en la relación con 
su espejo: la sociedad civil). 

Como señala un reciente informe de la CEPAL (2010a: 233), la fase de in-
flexión del desarrollo ha planteado la necesidad de fortalecer en la región tres 
valores esenciales: a) el interés general por la provisión de parte del Estado 
de bienes públicos que beneficien a toda la sociedad, en sectores como salud, 
educación, transporte, comunicaciones, energía, medio ambiente, inversión 
en ciencia y tecnología, paz social, seguridad pública, etc.; b) una gestión es-
tratégica a largo plazo, orientada al desarrollo nacional, en un escenario de 
poder compartido. Por ello, el Estado debe tener la capacidad de promover 
un diálogo que le proporcione legitimidad y mejore sus competencias regu-
latorias entre los distintos intereses en juego; y c) poner énfasis en el valor de 
la política y del ejercicio deliberativo de la ciudadanía sobre la administración 
de los bienes públicos. En otras palabras, hay que retomar la idea de lo públi-
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co como espacio de todos y no como un ámbito propio del gobierno y de sus 
instituciones. Estos tres valores, que implican una ruta normativa, son funda-
mentales a la hora de pensar en dar soluciones estructurales a la conflictividad 
que caracteriza la región. 

los conflictos institucionales  
y las demandas de estatalidad 

Con un total de 874 conflictos institucionales a nivel regional, este es el se-
gundo campo de conflictividad cuantitativamente más relevante en América 
Latina. Además, en 4 de los 17 países de la región estos conflictos son los más 
numerosos: República Dominicana, Panamá, Guatemala y Colombia. 

Mapa 6.1. Los conflictos institucionales y de gestión

Cantidad de con�ictos
por país

Baja 0% - 20%

Media 21% - 44%

Alta 45% - 65%

Sin información

Fuente: Mapa elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog.
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El área donde se concentra una cantidad mayor de conflictos es la Región 
Andina (41,2% del total), sobre todo en Bolivia y Colombia. El caso bolivia-
no es en particular relevante por la coyuntura política de intensos cambios 
que este país atraviesa. Con la elección de Evo Morales en diciembre de 2005 
la “pelea en la calle” sube al gobierno, arrastrando los problemas sociales 
crónicos directamente a la arena institucional. Empieza a la vez una pro-
funda transformación del orden institucional con aspiraciones pluralistas y 
una amplia restructuración del Estado en sentido participativo (Mayorga, 
2009). Sin embargo, en buena medida permanecen y se reproducen inefi-
ciencias endémicas y surgen debilidades, fruto de nuevas lógicas de poder 
y pugnas distributivas en la misma sociedad y entre el Estado y la sociedad. 
Las transformaciones simbólicas, que fueron la apuesta durante el primer 
mandato de Morales, se quedaron cortas para responder a las necesidades y 
aspiraciones de la gente después de la reelección, en diciembre de 2009. Se 
multiplicaron así las demandas y los conflictos sobre todo en el área urbana, 
esto es, en el sector con las mayores demandas institucionales. La Unidad 
de Análisis de Conflictos de la Fundación UNIR Bolivia ha registrado que 
el número de conflictos sociales en las ciudades bolivianas ha llegado a 783 
en el año 2010, con un promedio de 65,25 conflictos mensuales. Bolivia es-
taría viviendo el mayor número de protestas sociales de los últimos 41 años 
(El País, 12/04/2011). Por otro lado, el campo boliviano está corporativi-
zado a través de las organizaciones sindicales e indígenas y eso garantiza 
un cierto nivel de institucionalidad, aunque sea por canales informales. Los 
problemas en el área rural están sobre todo vinculados con el tema tierra y 
la definición de linderos territoriales y, de forma paralela, con luchas por la 
hegemonía corporativa entre sectores sociales (indígenas, campesinos, colo-
nizadores) (Fontana, 2010). Además, para leer el dato sobre Bolivia, no se 
debe olvidar que su cultura política se basa en la movilización social (Calde-
rón y Szmukler, 2000); entonces, aunque la legitimidad del gobierno de Evo 
Morales haya alcanzado picos muy altos, sigue existiendo mucha radicalidad 
en la acción colectiva, como consecuencia de una forma cultural de hacer 
política, más que como un dato meramente coyuntural. 

Del total de los conflictos en Centroamérica, México y República Domini-
cana, los temas institucionales ocupan el 41%. En esta subregión destacan dos 
grupos de países: por un lado, Panamá, Guatemala y República Dominicana 
donde, como hemos dicho, los conflictos institucionales constituyen el campo 
de conflictividad más relevante; por otro, Honduras, El Salvador, México y 
Costa Rica, con niveles medio bajos de conflictividad institucional. El Cono 
Sur presenta el 28,7% de los conflictos institucionales, con niveles por lo ge-
neral medio bajos (gráfico 6.7).
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Gráfico 6.7. Porcentaje de conflictividad por 
campos de conflicto, país y subregión

Porcentaje
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Fuente: Gráfico elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog.

Si nos concentramos en las dinámicas de los conflictos institucionales según 
la orientación político-ideológica, observaremos que los gobiernos reformistas 
corresponden a niveles de conflictividad institucional medio altos (45,3% so-
bre el total), le siguen los países indigenistas neodesarrollistas con el 42%, y 
los de modernización conservadora con 36,7% (gráfico 6.8). El porcentaje de 
conflictos institucionales es menos relevante en correspondencia con gobiernos 
nacionalistas reformistas, donde representa sólo el 29% del total de conflictos. 
Sin embargo, en todos los grupos se encuentran situaciones heterogéneas, con 
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Estados que alcanzan altos niveles de conflictividad institucional y otros que pre-
sentan niveles mínimos (un ejemplo es el caso de República Dominicana con el 
61%, y Costa Rica con el 19%, ambos con gobiernos de reformismo práctico). 
Estas consideraciones nos llevan a concluir que tal vez la orientación política no 
sea una variable relevante para explicar el conflicto institucional, por lo menos 
en términos tendenciales, aunque las preocupaciones políticas sobre las institu-
ciones tienen connotaciones muy distintas.

Gráfico 6.8. Porcentaje de conflictividad por campo 
de conflicto, por país y por orientación ideológica
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caracterización de los conflictos institucionales

Intentaremos caracterizar este campo de conflictividad a partir de algunas va-
riables clave como los tipos de demandas y de actores, los niveles de radicaliza-
ción y las medidas de presión empleadas. 

tipos de demandas
Las principales demandas que desencadenan estos conflictos son por gestión 
administrativa (35%) y por prestación de servicios públicos (30,2%). Las pri-
meras incluyen demandas generadas por observaciones o desacuerdos con la 
manera en que se realiza la gestión institucional, tanto en el ámbito público 
como en el privado, mientras que las segundas se refieren a todo conflicto 
generado por falta de obras públicas o sus deficiencias (caminos, escuelas, 
hospitales, etc.) en determinada zona, así como por las limitaciones del Estado 
para cumplir con el otorgamiento de servicios básicos. Aquí es donde se hace 
más evidente el papel del Estado como generador de conflictos (gráfico 6.9). 
Algunos casos a modo de ejemplo son: en noviembre de 2009, los transportis-
tas de Beni en Bolivia se movilizaron para reclamar el mejoramiento de vías 
y el mantenimiento integral de varias rutas debido al comienzo de la época 
de lluvias e inundaciones; en junio de 2010, los pobladores de la colonia La 
Cañada, en la ciudad de Tegucigalpa, Honduras, exigieron a la alcaldía la 
inmediata construcción de un puente peatonal en el sector, argumentando 
que en los últimos dos años 4 personas habían sido atropelladas por no contar 
con este medio; en relación con la gestión administrativa, en diciembre de 
2009, docentes y estudiantes de la Carrera de Educación Social del Centro de 
Formación de Estudios, perteneciente al Instituto del Niño y Adolescente del 
Uruguay (INAU), solicitaron que la Administración Nacional de Educación 
Pública (ANEP) dirija la Carrera; en agosto de 2010, el grupo Estudiantes por 
la Autonomía Universitaria (EPA) y otros estudiantes pidieron el cumplimien-
to de diversos acuerdos relacionados con la autonomía universitaria respecto 
a elecciones y mayor presupuesto a la Junta Directiva de la Universidad de San 
Carlos de Guatemala (USAC). 

En menor medida, se hallan presentes en este campo los conflictos por la 
aprobación o derogatoria de normas (18%), en los que el propio instrumento 
legal es el centro del conflicto (situación/medidas legales), y demandas por 
incumplimiento de convenios (6,5%), es decir, compromisos no cumplidos 
entre dos o más partes (gráfico 6.10). Por lo general, este tipo de conflicto 
tiene como antecedente inmediato otro anterior, cuyos acuerdos no han sido 
respetados. Por ejemplo, en noviembre de 2009, los pobladores de las provin-
cias puneñas de Melgar y Carabaya, en Perú, demandaron el cumplimiento 
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del compromiso de construcción de la carretera Santa Rosa-Nuñoa-Macusani 
por parte del presidente regional Hernán Fuentes, quien habría dejado de 
lado el seguimiento de dicho proyecto.

Gráfico 6.9. Circuito de los conflictos institucionales
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Por último, existe un tipo de demandas que apunta a la renuncia, revocación 
de mandato, ratificación o restitución de una autoridad pública o privada, así 
como a pedidos de reconocimiento/legitimación de representantes elegidos 
(cuestionamiento y/o reconocimiento de autoridad), con el 9%. Por ejemplo, 
en noviembre de 2009, los pobladores de San José del Progreso, en Oaxaca, 
México, solicitaron la destitución del Presidente Municipal, Óscar Venancio 
Martínez Rivera, acusado de no atender las necesidades de la población: exi-
gieron al Congreso dar curso a la figura de “desaparición de poderes”, me-
diante la cual dejan de existir los poderes públicos de un Estado y el Senado de 
la República interviene sobre la soberanía estatal para designar nuevas auto-
ridades que sustituyan a las desaparecidas. En Santa Cruz de la Sierra, Bolivia, 
en julio de 2010, los vecinos afines a Osman Vaca, elegido por el alcalde para 
ser el nuevo subalcalde, exigieron su permanencia ante el pedido de otro gru-
po, perteneciente a las juntas vecinales, de que sea reemplazado por Nicolás 
Gildre (quien, afirmaban, pertenecía al sector y por ende tendría mayor cono-
cimiento para atender las necesidades).
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Gráfico 6.10. Tipos de los conflictos institucionales y de gestión
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Fuente: Gráfico elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog.

tipos de actores 
Cuando se trata de demandas institucionales, el Estado central es el principal 
actor demandado. Sumando todas las instituciones del Estado que resultan 
actores demandados, constituyen el 78% del total. Además, se destaca el 6% 
de actores pertenecientes a un sector específico, el de la educación (gráfi-
co 6.11). La mayoría de los conflictos institucionales y de gestión que tienen 
como actor demandando al sector educativo involucran a estudiantes de los 
niveles escolares y universitarios que exigen mejoras en los procesos admi-
nistrativos de los diversos establecimientos; además, existe un alto nivel de 
cuestionamiento de las autoridades del área, por ineficiencia en los manejos 
administrativos y económicos. Otro tema generador de conflicto en este sector 
es el rechazo a normativas vigentes que, según los demandantes, afectan sus 
intereses sociales, económicos y educacionales. La educación en cuanto causa 
de conflicto es un dato que se destaca también en el último informe global de 
la Unesco. En particular, se identifican los mecanismos a través de los cuales 
un acceso irregular a la educación y/o un sistema equivocado de educación 
pueden volver las sociedades más conflictivas. En primer lugar, la calidad limi-
tada y pobre de la educación básica, la sensación de abandono y la ausencia 
de una visión de futuro empujan a los jóvenes hacia el conflicto. En segundo 
lugar, las desigualdades en el acceso a la educación generan resentimiento y 
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sensación de injusticia. Por último, la educación puede ser instrumentaliza-
da para fortalecer prejuicios y mecanismos de dominación política (Unesco, 
2011: 17).

Otro dato significativo se refiere al gobierno local, al cual se dirigen el 
23% de las demandas institucionales, un porcentaje 10 puntos más alto que 
otros campos de conflicto1 (gráfico 6.11). En este sentido, se evidencia una 
tendencia, más relevante cuando se trata de temas institucionales, a la des-
centralización de los conflictos en el plano territorial. Este dato marca un 
hecho relativamente nuevo, que podría estar asociado con las reformas de 
descentralización llevadas a cabo en varios países de la región en las décadas 
pasadas (Bolivia, Perú, Colombia, Brasil, Argentina, etc.). El espacio local 
parece estar adquiriendo importancia y legitimidad sobre todo para catalizar 
las demandas contra funcionamientos institucionales errados, lo cual podría 
ser un buen indicador en el sentido de que las demandas van dirigidas al 
nivel institucional de referencia, aunque este no posea siempre las capaci-
dades para atenderlas y solucionar los conflictos antes de que estos estallen. 
Esta tendencia permitiría una descongestión del nivel central del Estado, 
que en general, además de ser a veces débil e ineficiente, no tiene, como es 
comprensible, las capacidades para atender los conflictos que se presentan 
a escala local, por los que otras instituciones con más competencias podrían 
hacerse cargo. Si, por un lado, los procesos de descentralización parecen 
haber tenido efectos positivos en la construcción de una nueva legitimidad 
a nivel local, por otro, quedan preguntas abiertas acerca de las múltiples 
dimensiones de la transición –no sólo en términos de descentralización ad-
ministrativa, sino también de recursos y autonomía institucional– y de los 
pasos a seguir. Sin embargo, a nivel regional se han desarrollado varias ex-
periencias participativas exitosas de gestión local, sobre la base de la tradi-
ción comunitarita urbana o rural o de consejos obreros (prácticas típicas 
del mundo indígena, afrodescendiente y sindical latinoamericano), que han 
sido mencionadas en los capítulos anteriores. Por último, la atención eficaz 
a estos tipos de conflicto a nivel local parece ser un tema estratégico para 
las democracias latinoamericanas, así como la apertura de nuevos espacios 
deliberativos que podrían jugar un papel importante en la prevención de la 
radicalización y de la violencia.

1  Tanto en el campo de conflictos culturales como en el de reproducción 
social, este actor aparece como opositor en el 13% de los conflictos. 
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Gráfico 6.11. Actores demandados en 
conflictos institucionales y de gestión
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Fuente: Gráfico elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog. Se han considerado los actores a partir del 
2,5% de registros.

La capacidad limitada de las políticas y de las instituciones del Estado para 
actuar sobre las demandas de la gente genera una interacción débil que 
deviene en conflicto institucional. Resulta significativo que en este campo 
de conflictividad los actores que más se movilizan sean los menos institucio-
nalizados, y en particular los grupos vecinales (gráfico 6.12). Esta catego-
ría es más numerosa en términos porcentuales en este contexto que en los 
otros campos de conflictividad: representa el 32% de los actores movilizados, 
mientras que en el campo cultural representa el 29% y en el de reproduc-
ción social sólo el 6%. 

Otros sectores importantes en el marco de los conflictos institucionales son 
educación (17%), salud (6%) y transporte (9%). El dato refleja lo que regis-
tramos para los conflictos por reproducción social, en los que se movilizan 
los mismos sectores en porcentajes parecidos, y confirmaría la tendencia a 
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la superposición de tipos y demandas entre ambos campos de la que hemos 
hablado líneas arriba. 

Gráfico 6.12. Actores demandantes en 
conflictos institucionales y de gestión
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Fuente: Gráfico elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog.

Aquí también destaca cierta tendencia a la fragmentación de los actores. El 31% 
de la conflictividad institucional está dispersa entre una gran variedad de orga-
nizaciones, sectores y actores (tabla 6.1). Además, después de las juntas vecina-
les, juegan un papel importante en la movilización los actores circunstanciales y, 
sobre todo, las personas que se movilizan de manera individual, sin un paraguas 
organizativo, lo que reforzaría la observación de que en el marco de los conflic-
tos institucionales los que se movilizan son los actores menos institucionalizados. 
Esto implicaría una necesidad más o menos implícita de institucionalización y 
de mecanismos de representación con capacidad de canalizar las demandas y las 
fuerzas sociales, aunque sea para cuestiones circunstanciales. 
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Gráfico 6.13. Tipos de actores en conflictos 
institucionales y de gestión 
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Fuente: Gráfico elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog.

niveles de radicalización
En sociedades en las que los niveles de desconfianza institucional son muy 
altos, parece que la única forma de obtener resultados es mediante la radica-
lización de los conflictos, lo cual muestra un patrón cultural conflictivo en la 
relación entre Estado y sociedad. Los actores sociales se mantendrían fieles 
al dicho quechua “wawa2 que no llora no mama”. Hay que hacer ruido para 
conseguir atención y aumentar las probabilidades de obtener respuestas a las 
demandas. Esta lógica es válida tanto en países donde los niveles de legitimi-
dad de los gobiernos son altos (por ejemplo, Bolivia y Ecuador) como en paí-
ses con bajos niveles de legitimidad (por ejemplo, Argentina). Como hemos 

2  “Niño” o “niña” en aymara y quechua.
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visto, las dinámicas del conflicto responden a una lógica de mediatización que 
tiene que ver con el proyecto político en curso. Asimismo, los actores sociales 
se mueven de forma continua en las fronteras de la parainstitucionalidad, en 
otras palabras, conformándose y/o rompiendo de manera alternativa las nor-
mas del orden social vigente. Por un lado, los movimientos más instituciona-
lizados utilizan tácticas parainstitucionales y, por otro, los actores informales 
están ocupados en peleas orientadas a su reconocimiento institucional. 

Gráfico 6.14. Porcentaje de radicalización alcanzado 
en conflictos institucionales y de gestión
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Fuente: Gráfico elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog.

Los conflictos que más a menudo tienden a alcanzar un nivel de radicalización 
importante se deben a problemas de límites político-administrativos (56%), 
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cuestionamiento o reconocimiento de autoridad (49%), gestión administrati-
va (41%), incumplimiento de convenios (53%), prestación de servicios públi-
cos (40%) y situación/medidas legales (28%), como se observa en el gráfico 
6.14. Por otra parte, el promedio de radicalización es más alto en el caso de los 
conflictos por incumplimiento de convenios y relativamente más bajo en las 
luchas sobre límites administrativos y medidas legales. 

La cantidad de conflictos institucionales y por temas de gestión adminis-
trativa que llegan a niveles altos de radicalización (350 en total) ponen de 
manifiesto la presencia de causas estructurales que son la base de la debilidad 
crónica de los mecanismos de gobernabilidad e institucionales. Como hemos 
visto, las demandas sociales no sólo se expresan en función de la desigualdad y 
las brechas sociales, sino que se trasladan a la arena institucional, cuestionan-
do sus debilidades crónicas y su incapacidad de inclusión. Más allá de la orien-
tación política, con variaciones según los casos, en América Latina persiste un 
problema estructural acerca del procesamiento de los conflictos, que tienden 
a degenerar por la incapacidad política institucional y estatal para atender las 
demandas e identificar las necesidades y urgencias de la población. Ello ori-
gina una gobernabilidad estructural relativamente precaria. Las democracias 
con mayor continuidad histórica construyen órdenes institucionales sólidos 
en el largo plazo; para esto no existen atajos, tan sólo existen circunstancias 
más propicias para impulsar cambios institucionales sostenibles.

Al observar los niveles de radicalización de los conflictos institucionales en 
cada país, se advierte una cierta uniformidad de los promedios en la mayoría 
de los casos considerados. Una vez más destaca el caso de Chile como el país 
con los niveles de radicalización más altos, muy superior a los demás; por otra 
parte, Panamá y Paraguay presentan los niveles más bajos de radicalización 
(gráfico 6.15). 

Como hemos visto en los capítulos anteriores, no hay necesariamente una 
relación directa entre cantidad de conflictos y niveles de radicalización (a 
mayor cantidad de conflictos mayores índices de violencia o viceversa). El 
gráfico 6.16 muestra la ubicación de cada país en el eje de conflictividad y 
radicalización, considerando los conflictos institucionales. Las dos líneas que 
forman los ejes representan el número de conflictos promedio, en un caso, y 
el 50% de conflictos con radicalización en los niveles 3 y 4. Se visualizan cua-
tro combinaciones de las dos variables en sus cuadrantes: alta conflictividad 
y alta radicalización (aparece sólo el caso de Bolivia en el límite del cuadran-
te), alta conflictividad y baja radicalización (Ecuador, República Dominicana, 
Perú, Panamá, Guatemala y Argentina), alta radicalización y baja conflictivi-
dad (Chile y Honduras), y baja radicalización y baja conflictividad (Colombia, 
Costa Rica, El Salvador, Brasil, Uruguay, México, Paraguay y Venezuela en el 
límite del cuadrante). Como se puede apreciar comparando este gráfico con 
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Gráfico 6.15. Nivel más alto de radicalización alcanzado por 
país en conflictos institucionales y de gestión (promedio)

Nivel más alto de radicalización alcanzado 
(promedio)

4321

2,50

3,00Chile

2,61Venezuela

2,55Rep. Dominicana

Colombia

2,46Ecuador

2,46Bolivia

2,44Uruguay

2,39Honduras

2,36Brasil

2,35Guatemala

2,30Perú

2,24México

2,22El Salvador

Costa Rica

2,16Argentina

2,11Paraguay

2,00Panamá

Campo del con�icto: Institucionales y de gestión
In

té
rv

al
o 

d
e 

co
n�

an
za

: 9
5%

 

2,20

Fuente: Gráfico elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog.
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el general (gráfico 4.11), que aparece en el capítulo 4, la priorización de un 
campo de conflictividad hace que algunos de los países se muevan entre los 
cuadrantes, dibujando un panorama de conflictos de geometrías variables y de 
prioridades y problemas nacionales parcialmente distintos que marcan el flujo 
de las luchas y su radicalización. 

Gráfico 6.16. Ubicación por país según conflictividad y 
radicalización en conflictos por institucionales y de gestión
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Fuente: Gráfico elaborado posr la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog. 

conclusiones 

El conflicto institucional es resultado de la inconsistencia entre las demandas 
de la gente y la capacidad de las políticas y de las instituciones del Estado para 
satisfacerlas. Este es el segundo campo cuantitativamente más relevante (36%) 
e incluye demandas generadas por fallas en la prestación de servicios públicos, 
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temas de gestión administrativa, situaciones o medidas legales, cuestionamien-
to y/o reconocimiento de autoridades, incumplimiento de convenios y defini-
ción de límites políticos administrativos. 

Los conflictos institucionales son estructurales y tienen la potencialidad de 
reestructurar el sistema de reglas de distribución y ejercicio del poder en un 
sentido amplio. Así, algunos conflictos por temas institucionales trascienden 
la necesidad más cotidiana y pragmática de la movilización, y aportan a la 
lógica de cambios necesarios al exponer formas directas de las disfunciones 
del sistema. 

Sin embargo, en esta fase, estos conflictos no logran todavía articular una 
argumentación compleja hacia una propuesta de cambio, un nuevo orden 
compuesto de normas institucionales que sean garantías para todos los actores 
sociales. Por lo general, los que entran en esta categoría se basan en la nece-
sidad de un mejoramiento de la institucionalidad, entendida en sus aspectos 
más prácticos (como gestión administrativa, prestación de servicios públicos, 
problemas legales-judiciales y legitimidad de las autoridades públicas). Las pe-
leas surgen tanto por la falta de institucionalidad como por la demanda de 
institucionalización de los conflictos y los actores sociales. Además, el Estado 
aparece como un productor de conflictividad, a través de sus fallas institucio-
nales y su incapacidad e ineficiencia en la aplicación de las normas. 

En general, lo que estaría en juego es la capacidad del Estado y sus ins-
tituciones, por una parte, y, por otra, la de los actores de la sociedad para 
construir una gramática política en la que se procesen institucionalmente los 
conflictos sociales y exista una solidaridad de procedimientos entre actores 
e instituciones. Mientras el Estado no establezca metas de superación de la 
exclusión, la desigualdad y la pobreza como pilares estratégicos de toda la 
sociedad, y el procesamiento institucional de los conflictos no sea considerado 
imprescindible para la vida social, la democracia y el desarrollo humano no 
serán posibles ni sostenibles. Se trata, en definitiva, de expandir una nueva 
pedagogía del conflicto que fortalezca la capacidad de acción de la sociedad 
y de las instituciones.

					   



7. Los conflictos culturales

	 A lo largo de las últimas décadas, la velocidad en las transforma-
ciones de los conflictos se ha ido acelerando, y el sustrato cultural de las de-
mandas así como las identidades de los actores han sido elementos centrales 
en este proceso. En este sentido, se entiende la cultura como “un proceso de 
producción y transmisión de sentidos que construyen el mundo simbólico de 
los individuos y de la sociedad” (Bruner, 1986). Estos procesos comprenden 
la producción organizada de bienes simbólicos (“textos” en general: conoci-
mientos, informaciones, imágenes, modas, “bienes de salvación”, interpreta-
ciones, concepciones del mundo, etc.) y la continua producción de sentidos a 
nivel de relaciones cotidianas mediante las interacciones situadas, en las que 
los individuos se ven envueltos con otros y consigo mismos (Bruner y otros, 
1989). La cultura, en cuanto portadora de un sistema de valores y visiones del 
mundo, se encuentra en el fundamento de toda identidad, aunque no consti-
tuya en sí misma un fenómeno identitario (Vega, 2004). 

Desde el punto de vista de la acción colectiva y las dinámicas de reivindica-
ción y cambio impulsadas por los actores sociales, el campo de la conflictivi-
dad cultural ha sido el más reciente en desarrollarse o, por lo menos, en ser 
reconocido como tal. Como argumenta Calderón (PNUD-PAPEP, 2008b: 9), 
ha sido a lo largo del último ciclo histórico, a principios del siglo XXI, cuando 
han tomado fuerza los movimientos socioculturales. Este fenómeno formaría 
parte de una serie de transformaciones en la estructura social de los distintos 
países, cuyos principales rasgos serían: a) complejización de las asimetrías en 
los patrones de inclusión y exclusión social, tanto en el plano simbólico como 
en el material; b) cambios en las instituciones básicas de la socialización y de 
las formas y estructuras comunicativas; c) incorporación de nuevos temas en 
la agenda política y socioeconómica, sobre la base de demandas culturales, en 
particular los derechos multiculturales, asociadas con las nuevas asimetrías de 
la exclusión social; y d) desarrollo de nuevas especificidades informacionales 
de los mecanismos de exclusión debido al impacto de la globalización. 

A estos elementos que describen el proceso de mutación de la estructura 
social se añade otro dato evidente, que hemos destacado en los capítulos an-
teriores: una tendencia a la fragmentación de la acción colectiva a lo largo de 
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las últimas décadas, que reflejaría una fragmentación a nivel social propia de 
la llamada posmodernidad, lo que haría impensable nuevos sistemas de acción 
histórica hegemónicos. Una evidencia de estos cambios y de estas fragmenta-
ciones se halla en el hecho de que las percepciones de la población en general 
se encuentren marcadas por sus identidades de clase, etnia, género y ecoló-
gicas, fundadas en valores e ideologías. Es alrededor de estos ejes identitarios 
que se organizan y desarrollan los conflictos culturales. 

La pregunta aquí se plantea sobre la base de los dos escenarios opuestos y 
probables que se pueden originar a partir de estas nuevas condiciones socia-
les. Por un lado, hay potencialidades degenerativas cuando las identidades no 
logran compatibilizarse en un sistema multipolar (Sen, 2006) y se radicalizan 
enfatizando los aspectos dogmáticos y confrontativos. En este caso no estaría-
mos tan lejos de un potencial proceso de fragmentación del conflicto y caos, 
cuyas consecuencias en términos de violencia y conflicto serían devastadoras, 
como indican los casos tristemente paradigmáticos de la historia contempo-
ránea (el conflicto en la ex Yugoeslavia es el más evidente). Por otro lado, en 
la fragmentación social se podría estar incubando una nueva sociedad que 
podría impulsar la recomposición de un Estado endémicamente débil (Calde-
rón, 2010a: 42). Para que el escenario más deseable no se quede en pura teo-
ría, “una de las tareas de las instituciones es recrear los vínculos intergrupales, 
generar espacios comunes que permitan aumentar el sentido de pertenencia 
a nivel agregado, a partir del reconocimiento de la diversidad y las particu-
laridades del otro” (CEPAL, 2010d: 155). En otras palabras, se trataría de la 
implementación de la interculturalidad, entendida como la

interacción equitativa entre un conjunto de diversas prácticas so-
ciales, económicas, políticas y culturales de sujetos sociales distintos 
[…] la construcción de igualdad efectiva de derechos y obligaciones 
para sujetos distintos, en una nueva configuración del poder. Como 
tal, la interculturalidad es un proyecto a construir tanto a nivel de 
Estado como de la sociedad civil (UNIR, 2009: 317). 

Esto implicaría una transformación del sistema de poder, que establece jerar-
quías e inequidades y una interacción equitativa entre diferentes sin un centro 
dominante que ocupe el “punto de universalidad”, arrogándose la representa-
ción del conjunto de la sociedad. 

Estamos frente a un momento muy delicado en cuanto a las dinámicas de arti-
culación de elementos culturales con la pragmática del conflicto. Los movimien-
tos que encarnan las nuevas demandas tienen un potencial significativo en la 
reconfiguración del espacio público y del sistema político, así como en la defini-
ción de los patrones de desarrollo y de nuevos pactos sociales. Estos tendrían un 
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potencial estructuralmente mayor, dada la repercusión de tendencia sistémica 
de sus demandas que expresan metas de modificación institucional (Calderón 
y Dos Santos, 1987: 19), sobre todo en comparación con los actores orientados 
a satisfacer necesidades puntuales que, como hemos visto, tienen demandas de 
modificación institucional y económica, en particular en función del ejercicio y 
la ampliación de derechos particulares. Al mismo tiempo, estas manifestaciones 
incuban un potencial destructivo muy fuerte –la cara de sombra de la que habla 
Wieviorka– si no se logra canalizar estas demandas e institucionalizar mecanis-
mos que apunten hacia un pluralismo alimentado por el reconocimiento de la 
pluriculturalidad propia de las sociedades latinoamericanas (PNUD, 2009: 11). 
Esta tarea resulta muy compleja por la relativa novedad de estos procesos, así 
como por la sensibilidad de los temas involucrados –sobre todo, la cuestión de 
la identidad– y por la falta de espacios institucionalizados que puedan acoger 
las nuevas demandas y, al mismo tiempo, orientar a los actores hacia salidas más 
constructivas del conflicto. Asimismo, hay una dimensión de complejidad que 
vincula las demandas culturales con los otros campos de conflictividad y, más en 
general, con el problema de la desigualdad. Como afirma Juan Enrique Vega, 
“la demanda de reconocimiento se sostiene sobre una praxis de redistribución 
política y económica. No se puede desvincular la política cultural del reconoci-
miento de la política social de la igualdad” (2004: 90). 

Este capítulo está dedicado a explorar la gramática del campo de la con-
flictividad cultural. A partir de una idea de desigualdad compleja que deja 
espacios para la consideración de variables culturales, y de la cuestión clave 
del reconocimiento del otro y la aceptación del distinto, se dará cuenta de los 
principales ejes que articulan las nuevas necesidades y demandas en la agenda 
de movilización cultural de América Latina, y en especial, de los problemas 
medioambientales, los clivajes étnicos, de género, las cuestiones vinculadas 
con los derechos humanos y la seguridad ciudadana, los valores, creencias e 
ideologías. El punto central del capítulo se enfoca en el análisis cualitativo de 
los datos registrados en la prensa referidos al campo de conflictividad cultural, 
tomando en cuenta la distribución subregional y por orientación política, las 
principales demandas, el mapa de los actores demandantes y demandados, así 
como los niveles de radicalización de estos conflictos. 

plataforma básica del conflicto cultural 

La desigualdad no es sólo un fenómeno económico: permea todos los ámbitos 
de la vida social. Las interacciones típicas entre individuos y grupos sociales 
se basan en relaciones y equilibrios de poder y mecanismos de subordinación 
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que se fundamentan en distinciones fisionómicas, clasistas, étnicas y lingüísti-
cas, con una base cultural por lo general muy fuerte. Las identidades se cons-
truyen en relación al otro, al distinto, en un juego de espejos que muchas 
veces distorsiona las imágenes, adaptándolas a las telarañas de prejuicios, ima-
ginarios, historias y memorias colectivas cuyo referente “real” resulta cada vez 
más imperceptible. Estos mecanismos conducen a la definición de una red de 
interrelaciones en la cual la desigualdad compleja y multifacética es una carac-
terística que podríamos considerar estructural y estructurante.

Sin embargo, por lo menos en parte, el posicionamiento de actores y grupos 
sociales en términos de desigualdad y poder depende también de una serie de 
tensiones en el sistema social fundadas a lo largo de la historia, y en particular 
de su aparato institucional y político, que resulta débil e incapaz de trabajar 
para el mantenimiento de un cierto nivel de equilibrio y para que las desigual-
dades estructurales no se conviertan en injusticias o dinámicas de marginación 
social, tanto objetivas como subjetivas. El continente latinoamericano tiene 
debilidades institucionales crónicas así como niveles de desigualdad económi-
ca sobresalientes, y en este sentido es un terreno fértil para la reproducción de 
mecanismos de desigualdad cultural igualmente fuertes. Esta dinámica estaría 
asociada, como ya hemos visto, con la dialéctica de la negación del otro. 

Como parte de la cultura política, las percepciones sobre la desigualdad en 
la región se asocian con las ideas, sentimientos, valores y actitudes en torno a 
cuestiones políticas, cuya interpretación proviene del tipo de comprensión de 
la historia y de los procesos políticos, sociales y económicos que tengan los ha-
bitantes de un país. Esa cultura se expresa a través del comportamiento ciuda-
dano (Almond y Powell, 1978). Así, las ideas de igualdad y de desigualdad en 
América Latina están vinculadas, por un lado, con la supervivencia de un pa-
trón histórico que segmenta a la sociedad en fuertes jerarquías y niega al que 
es considerado distinto y, por otro, con las aspiraciones de movilidad social 
que pudieron concretarse durante los gobiernos desarrollistas de este siglo. 
Existen entonces distintas percepciones sobre la desigualdad y, en particular, 
se nota la coexistencia de al menos tres tipos de desigualdad que, aunque se 
manifiestan de manera superpuesta, tienen características propias: a) la rela-
cionada con el origen; b) la ligada con un patrón clientelar y patrimonialista; 
y c) la relacionada con una concepción neoliberal. 

Sobre este tejido de desigualdad compleja se articulan las nuevas necesida-
des y demandas en la agenda de movilización cultural de América Latina. Un 
primer tema concierne a las cuestiones medioambientales, con demandas que 
tienden más hacia referentes ecologistas o hacia una perspectiva instrumental 
de control sobre los recursos naturales. En algunos casos, estas dos tendencias 
se entremezclan y refuerzan entre sí con variaciones más o menos coherentes 
del discurso y estrategias de acción medianamente violentas y antisistémicas. 
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Muchas veces estos movimientos, sobre todo los de derivación ecologista, con-
figuran sus identidades a partir de una dimensión biológica, cuyo principal 
elemento de integración es la naturaleza, lo cual no implica el rechazo de 
identidades culturales específicas. Por eso, el éxito de estos movimientos po-
dría explicarse en parte por su capacidad para involucrar lo particular en lo 
universal enfatizando el patrón actual de desarrollo y algunos valores globa-
lizados muy difíciles de cuestionar, como la valoración del ecosistema global.

Otro campo relevante está constituido por los conflictos que, en general, 
podríamos llamar étnicos, dado que radican en incompatibilidades y proble-
mas entre grupos sociales cuyas identidades se definen sobre todo por su reco-
nocimiento en una presunta genealogía común, cosmovisiones, lazos históri-
cos compartidos, elementos lingüísticos, comportamentales y religiosos. Estos 
conflictos se basan en problemas de exclusión crónicos de la región desde la 
época colonial. Cabe precisar que, si bien se ha demostrado ampliamente que 
la visión primordialista sobre las identidades y pertenencias étnicas no tiene 
fundamento científico válido y las identidades son productos del complejo 
proceso de construcción social y cultural,1 existe la necesidad de identificar 
desde el punto de vista del análisis indicadores tanto objetivos como subjetivos 
de distinción étnica. Para dar una idea de la situación a nivel regional, citamos 
aquí unos datos de la CEPAL que muestran la relación entre minorías étnicas y 
nivel de discriminación (gráfico 7.1). Este es también un elemento fundamen-
tal a considerar cuando se habla de conflictos culturales con base étnica, que 
muchas veces radican en condiciones seculares de desigualdad y discrimina-
ción en todas las esferas de la vida social. Como hemos visto en el capítulo 1, la 
cultura de la negación de la diferencia ha sido el principal límite a la paz, a la 
democracia y a la plena vigencia de los derechos humanos en América Latina. 
Ha obstaculizado un proyecto integrador de la modernidad, en tanto esta se 
introyecta en su versión más restringida: como descalificación de las culturas 
no secularizadas, no católicas, no modernizadas y no blancas. En gran medida, 
esta mecánica excluyente de la modernización se explica por este precedente: 
la negación del otro fue construida de manera sistemática durante la época de 
la conquista, la evangelización y la colonia, y no se resolvió en su totalidad con 
las revoluciones republicanas. Por otro lado, las identidades étnicas fueron la 
contracara de esa cultura discriminatoria de la negación de la diferencia, y fue-
ron acumulando una fuerza histórica vinculada con la condición de represión 

1  La identidad es un “conjunto de repertorios culturales interiorizados (repre-
sentaciones, valores, símbolos) a través de los cuales los actores (individuales 
y colectivos) demarcan sus fronteras y se distinguen de los demás actores en 
una situación determinada, todo ello dentro de un espacio histórico específi-
co y socialmente estructurado” (Quiroga, cit. en UNIR, 2009: 16).
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y subordinación que muchas veces explotó en manifestaciones violentas y re-
beldes y, en épocas más recientes, experimentó salidas políticas inexploradas 
hasta el momento. 

Gráfico 7.1. Percepción de los grupos sociales más 
discriminados y fraccionalización etnolingüística por país
En su opinión, ¿cuáles son las personas o grupos sociales más 
discriminados en el país, o usted cree que no hay grupos discriminados?
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Fuente: América Latina Frente al Espejo (CEPAL, 2010d).
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En años recientes, América Latina ha vivido un doble proceso. Por un lado, 
la globalización de la cultura, mediante la industrialización y la redefinición 
del mercado cultural, contribuyó a redibujar las construcciones identitarias 
nacionales o locales. El fenómeno de la desterritorialización de identidades 
culturales constituye un problema de primera importancia, pues evidencia 
en muchos casos la redefinición de la soberanía nacional y su vinculación 
con la ciudadanía. Por otra parte, existe una tendencia a la territorializa-
ción de las luchas que muchas veces apunta a la ocupación tanto física como 
simbólica del espacio público. Las peleas por la tierra y el control de los 
recursos naturales sobre la base de reivindicaciones que se legitiman en 
la pertenencia étnica son ejemplos típicos y presentes a lo largo del sub-
continente. Al mismo tiempo, algunos de estos movimientos incorporan 
elementos propios de la globalización, explotando su potencial simbólico 
trasnacional para fortalecer el impacto de sus demandas y la eficacia de su 
acción colectiva.

 Las desigualdades en las relaciones entre hombres y mujeres son otra cues-
tión que conforma la base de muchos conflictos explícitos y encubiertos en la 
región. Gracias a la inclusión de este problema en las agendas regionales se 
han logrado algunos avances en la promoción de los derechos de la mujer, 
entre otros: a) la progresiva mutación de las estructuras familiares con el incre-
mento de las familias monoparentales encabezadas por mujeres y de uniones 
libres; b) la difusión de los métodos anticonceptivos y la baja en la tasa de fe-
cundidad; y c) la transición en los papeles de género, con el empoderamiento 
de las mujeres en la economía familiar (CEPAL, 2010d: 115). Sin embargo, 
en la región persisten profundas inequidades que son la fuente de numerosos 
conflictos de género. El género es un factor vinculado en particular con la 
dimensión cultural, pues se ha comprobado, por ejemplo, que donde se veri-
fican las menores inequidades de género la población está más consciente de 
estas desigualdades, lo cual implica una necesidad de modificar los patrones 
culturales para que el cambio sea efectivo. Todo esto sin mencionar el carácter 
central de las culturas patriarcales en el conjunto de las diversidades culturales 
de la región.

Por último, una parte importante de los conflictos culturales tiene que 
ver con temas de derechos humanos y seguridad ciudadana. Como se vio en 
anteriores capítulos, la relación entre derechos y ciudadanía es crucial en la 
historia y el futuro de la región. Si bien con la finalización de la época de las 
dictaduras se cerró en América Latina la fase más dura en relación a la viola-
ción de los derechos humanos, estos problemas no han desaparecido del todo; 
han resurgido, aunque no se han vuelto a manifestar con la misma violencia y 
magnitud. En toda la región, hay protestas en contra de la violación de los de-
rechos básicos del ser humano tanto como de los derechos civiles y políticos. 
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Relacionado de modo directo con este problema encontramos el tema de 
la seguridad ciudadana, que por su magnitud en el imaginario colectivo está 
colocándose en el centro de las agendas de la mayoría los países latinoameri-
canos. Como efecto de la reciente crisis económica, de la economía del nar-
cotráfico, de las debilidades institucionales crónicas que vive América Latina 
y del mapa de desigualdades con alto potencial explosivo en términos de frus-
tración y malestar social, se generan escenarios anómicos en muchas áreas 
de la región, en especial en el espacio urbano. Este contexto está cada vez 
más expuesto a luchas de competencia para su ocupación y a prácticas de 
segregación residencial cuya lógica es resolver el problema de la criminalidad 
con la “guetización” de elites y clases medias impulsando en realidad, por un 
lado, una sensación de inseguridad y, por otro, aumentando la frustración 
de quienes no pueden permitirse esos lujos. En ese sentido, las murallas alre-
dedor de las urbanizaciones o de los malls en perfecto estilo norteamericano 
–que, siguiendo la moda colombiana, chilena y mexicana, se vuelven cada vez 
más comunes en los países de América Latina– acaban aumentando la per-
cepción tanto de la inseguridad como de la desigualdad, y no logran dar una 
respuesta radical a los problemas de violencia y criminalidad que, sin duda, 
constituyen una evidencia alarmante, tanto en lo real como en lo percibido. 
Según la Organización de las Naciones Unidas para el Desarrollo Industrial 
(ONUDI), América Latina es una de las regiones con las más altas tasas de 
homicidios y los países de Centroamérica y el Caribe son los que presentan 
peores indicadores. 

En las encuestas del Latinobarómetro (2010) se percibe que, entre las res-
puestas espontáneas sobre el principal problema de América Latina, la delin-
cuencia ha ido aumentando sin interrupción desde el año 2004 y ha pasado 
del 9% al 27%, el punto más alto desde que se empezó la medición (gráfico 
7.2). Por otro lado, la tasa de victimización, que durante los años anteriores 
había estado por encima de la percepción de delincuencia, es por primera vez 
congruente con ese dato. En 2010, crece la importancia de la delincuencia 
como problema regional a medida que aumenta el número de países en los 
cuales se convierte en el más importante (de 7 países en 2009 a 10 en 2010). 
Según algunos autores, habrían contribuido a marcar esta tendencia tanto el 
desarrollo de nuevas estadísticas sociales como una mayor libertad de prensa, 
que empezó a brindar más información sobre temas que habían sido oculta-
dos y censurados durante las épocas autoritarias (CEPAL, 2010d: 134). Si bien 
este hecho ha contribuido a denunciar situaciones de violencia encubierta, 
como hemos visto, el manejo mediático del temor y del conflicto distorsiona 
la realidad a partir de lógicas ajenas y refuerza la sensación de inseguridad y 
de amenaza del orden público.
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Gráfico 7.2. Percepción del problema más importante del país
En su opinión, ¿cuál considera usted que es el problema más 
importante en el país? (Aquí, sólo la respuesta “delincuencia”.)
¿Ha sido usted o algún pariente asaltado, agredido, o víctima de un 
delito en los últimos doce meses? (Aquí, sólo la respuesta “sí”.)
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Fuente: Latinobarómetro (1995-2010). 

Si se analizan las tasas de homicidios con el grado de violencia percibida, las 
variables muestran una correlación positiva (gráfico 7.2). Además, las percep-
ciones de violencia se incrementan en relación con las brechas sociales y son 
acentuadas por la percepción de conflictos intergrupales. Esto indica que en 
los países con brechas grandes y percepción de conflicto será más probable 
encontrar niveles altos de percepción de violencia, y viceversa (CEPAL, 2010d: 
133). Asimismo, la victimización aumenta entre los entrevistados de hogares 
con mayor acceso a servicios básicos y que residen en países de brechas altas y 
medias (CEPAL, 2010d: 136). 

En general, se nota una relación muy clara entre seguridad ciudadana y 
desigualdad, o mejor dicho, cierta intersección de estos conceptos que apunta 
hacia un contexto donde la seguridad se vuelve un bien elitista aumentando, 
en vez de disminuir, las potencialidades violentas de la sociedad. El imagina-
rio de violencia producido por los medios, la falta de estatalidad en la gestión 
de la violencia ciudadana y las altas percepciones de inseguridad, sobre todo 
por parte de los jóvenes,2 cierran el círculo de sociedades con problemas para 
reproducir condiciones básicas de vida. 

2  En el Informe de Desarrollo Humano del Mercosur (2009-2010) se evidencia que la 
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A la vez, las demandas por seguridad están estrechamente vinculadas con la 
percepción de la calidad de vida cotidiana y la posibilidad de ejercer la sociabi-
lidad. Desde esta perspectiva, los temas de seguridad parecen tener dos caras. 
Una, que apunta a su dimensión cultural en la medida en que las demandas 
por seguridad ciudadana parten de la necesidad de garantizar espacios de ex-
presión y vida decentes. Existe además una verdadera “cultura de la violencia” 
en muchos espacios públicos de la región, desde la arena política hasta las 
escuelas y las dinámicas de los grupos juveniles; la violencia en este caso pue-
de ser física pero también simbólica, y se manifiesta en unas relaciones con 
el otro, el diverso, que apuntan a la exclusión, la radicalización e incluso la 
aniquilación. La otra dimensión enfatiza la transversalidad de las demandas 
por seguridad, volviéndola una cuestión instrumental indispensable para el 
ejercicio de los demás derechos y, por ende, para abordar los distintos campos 
de conflictividad.

Por último, existen conflictos en los que la dimensión ideológica, identita-
ria, las creencias y los valores, no son sólo elementos del discurso sino su razón 
de ser. Se trata, por un lado, de conflictos referidos a la defensa, reivindicación 
o impugnación de ciertos rasgos culturales o de género de ciertos sectores de 
la población y, por otro, de pugnas entre facciones –en general entre partidos 
políticos, grupos internos que los conforman o sectores afines– alrededor de 
visiones políticas contrapuestas que son llevadas al plano del enfrentamiento. 
La prensa suele focalizar más en los intereses y juegos de poderes, descuidan-
do la presentación de los conflictos culturales. 

En el campo de la conflictividad cultural, los jóvenes parecen tener un pa-
pel fundamental como sujetos de la movilización y productores de nuevas de-
mandas sociales. Como señala el Informe sobre desarrollo humano para el Mercosur 
2009-2010, “esta generación enfrenta una serie de problemas, entre los cuales 
la desigualdad, la exclusión, la pobreza y la seguridad humana constituyen 
referencias insoslayables en la vida cotidiana de la región y sobre todo entre 
los jóvenes, ya que tienden a ser los más afectados” (PNUD, 2010: 45). Los 
movimientos juveniles latinoamericanos se han ido rearticulando en años re-
cientes, con el debilitamiento del movimiento estudiantil, la fragmentación 
de los actores y experiencias de diversos tipos, muchas veces con acento en 
los temas culturales. La tendencia a la movilización ha sido enfatizada tam-
bién por una importante frustración de expectativas causada por el saldo so-

inseguridad es una de las principales preocupaciones de los jóvenes. Se trata 
de la primera generación que ha tenido que lidiar con la inseguridad en su 
vida cotidiana y ha elaborado estrategias de gestión del problema, sobre todo 
en el espacio urbano (PNUD, 2009: 143).
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cioeconómico negativo del período anterior, la desconfianza institucional y la 
rápida incorporación en la cultura informacional. Esa frustración es uno de 
los motores de los conflictos entre los jóvenes, junto con la percepción de in-
seguridad y exclusión como factores inherentes a la vida cotidiana, un proceso 
de ruptura de los imaginarios y las tensiones entre lo colectivo y lo individual. 
Los jóvenes son en definitiva un sector crucial de la sociedad, portadores de 
grandes potencialidades de cambio y nuevas propuestas y, al mismo tiempo, 
una caja de Pandora que puede llegar a generar caos si no se logra canalizar 
sus demandas y expectativas. Algunos estudios empíricos han evidenciado la 
existencia de una correlación entre distribución poblacional y niveles de vio-
lencia: se ha visto que en las sociedades más jóvenes aumenta la oportunidad 
y las motivaciones para el surgimiento de la violencia política (Urdal, 2006). 
Este dato muestra el potencial destructivo que las bandas poblacionales más 
jóvenes encarnan. En este sentido, los jóvenes son como los conflictos, en po-
tencia peligrosos y al mismo tiempo renovadores del orden social. Lo cultural 
en este contexto “conformaría una plataforma en la que se pondrían en juego 
las posibilidades de acción para articular demandas de ciudadanía integrada 
con demandas de articulación entre tradición e innovación, entre lo colectivo 
y lo individual” (PNUD, 2010: 49).

Uno de los rasgos principales de la sociedad actual parece ser la bifurcación 
creciente entre una racionalidad instrumental y otra simbólica. Visto desde 
otro ángulo, se trata de una separación entre la economía y la cultura. Asimis-
mo, las nuevas estructuras de poder, asociadas con la globalización, están cada 
vez más concentradas y al mismo tiempo más difusas, en medio de procesos de 
complejización y vacío social (Castells, 1997b; Touraine, 1997; Giddens, 1994). 
La cuestión es saber a partir de qué fenómenos en curso es posible reintegrar 
una lógica sustantiva con otra instrumental. Habría que preguntarse sobre la 
articulación de la dinámica de la modernización y la dinámica sociocultural, a 
fin de dar historicidad a la nueva lógica del poder. Por “historicidad” entende-
mos la capacidad de una sociedad de producirse y autotransformarse, para lo 
cual debe ampliar sus mecanismos de participación.

Las respuestas intelectuales a este reto son variadas. Aquí interesa explorar 
una posibilidad: la del desarrollo de una subjetivación intercultural como eje 
de la historicidad. Sin embargo, esto implica considerar que la globalización 
no elimina la capacidad de acción colectiva, sino que abre nuevas oportuni-
dades. También implica que las acciones sociales no sólo se opongan al nuevo 
poder, sino que participen reivindicando sus derechos ciudadanos y deman-
das culturales en busca de una innovación dentro de la propia sociedad. Así, la 
subjetividad está en la constitución misma de las comunidades y de las perso-
nas. En ella se expresa la necesidad de ser considerado como sujeto portador 
de una dignidad ciudadana, con identidad cultural e individual dentro de una 
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red de relaciones socioculturales plenas de aspiraciones, percepciones, expe-
riencias y conocimientos colectivos. Ese es el potencial transformativo implíci-
to en los conflictos culturales.

En el caso latinoamericano, el potenciamiento de los sujetos cobra especial 
significado a través de la idea de acuerdos y procesos deliberativos, que pro-
mueven el reconocimiento mutuo de los actores. Asimismo, los procedimien-
tos de relación entre los actores se expresan como formas de comunicación 
que incluyen normas de reciprocidad e igualdad compleja. Así, los acuerdos 
son portadores potenciales de una nueva historicidad y de una idea de futuro 
deseable, y nos invitan a reflexionar sobre nosotros mismos.

La argumentación que guiará la interpretación de los datos en este capítulo 
es que, a pesar de que los conflictos culturales en todas sus variantes son relati-
vamente menos numerosos respecto a otros campos de conflicto, poseen una 
repercusión sistémica muy alta, sobre todo gracias al papel que la cultura está 
teniendo en el nuevo contexto globalizado latinoamericano. Por eso se trata-
ría de conflictos estratégicos clave a la hora de entender su impacto sobre la 
globalización, la gobernabilidad y la democracia. En este sentido, la pregunta 
central es: ¿Qué potencialidades tienen los conflictos culturales de transfor-
marse en interculturalidad? Entendemos por “interculturalidad” la conviven-
cia de sujetos distintos en un espacio público compartido, que se plantean 
temas de mejoramiento de la calidad de vida respetando la diversidad cul-
tural. La dimensión cultural es desde esta perspectiva indivisible de la vida 
cotidiana, y lo subjetivo es el valor central. En democracia se debería buscar la 
convivencia de las distintas demandas de reconocimiento cultural en un espa-
cio público compartido. Está claro que aquí entran en juego las posibilidades 
de estructuración e institucionalización de los sistemas democráticos, que sin 
embargo parecen vacilar, dejando el flanco expuesto para que nuevos frentes 
conflictivos peligrosos en potencia incursionen de modo descontrolado en el 
espacio social y político.

los conflictos culturales:  
una aproximación cuantitativa

El campo de conflictos culturales incluye aquellos cuyo fundamento radica en 
una definición de cultura en sentido amplio, con un fuerte acento en la vida 
cotidiana, las subjetividades y las identidades múltiples, la industria y el merca-
do cultural. Estos conflictos son relativamente pocos comparados con los de-
más campos (15% del total), pero representan una categoría cardinal para en-
tender las dinámicas sociales actuales y la gramática de la nueva conflictividad. 
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La base de datos registra un total de 347 conflictos culturales. A nivel de 
subregiones, la Región Andina tiene el 39,6% de conflictos culturales sobre el 
total de conflictos, Centroamérica, México y República Dominicana el 35,7%, 
y el Cono Sur el 24,7%. 

Mapa 7.1. Los conflictos culturales

Cantidad de con�ictos
por país

Baja 0% - 9,5%

Media 10% - 18%

Alta 18,5% - 29%

Sin información

Fuente: Mapa elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog. 

En los Andes septentrionales es donde se concentran algunos de los países 
más conflictivos: Colombia y Venezuela (gráfico 7.3). En el primer caso, la 
magnitud de los conflictos culturales se debería sobre todo a los problemas 
de seguridad ciudadana (que constituyen cerca del 31% del total de conflictos 
culturales). Hace más de medio siglo que Colombia es castigada por el crudo 
fenómeno de la “narcoguerrilla” y la delincuencia organizada. En la actuali-
dad, está catalogado como uno de los 30 países más violentos del mundo y el 
que posee la peor situación en América Latina (Colombia ocupa el puesto 139 
sobre 153 en el Global Peace Index 2011), junto con algunos países africanos 
que atraviesan dilatadas guerras civiles. Asimismo, según datos del Instituto de 
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Medicina Legal y Ciencias Forenses de Colombia, ocurren 37 homicidios por 
cada 100 000 habitantes, lo que cuadriplica el índice mundial, que plantea 
que en promedio ocurren 8 homicidios por cada 100 000. En otras palabras, 
la población colombiana vive una situación de conflicto endémico y de vio-
lencia cotidiana que coloca la seguridad como punto central en la agenda 
de movilización. Por otro lado, Venezuela también muestra altos índices de 
violencia y un problema de seguridad ciudadana importante, que está en el 
origen de más del 68% de sus conflictos culturales. Al presente, este país vive 
un recrudecimiento de la violencia y la delincuencia que atinge a gran parte 
de la población, por lo que cada vez es más común encontrar en los diarios 
noticias relacionadas con asesinatos y hechos delincuenciales. El 65% de la 
población considera que este es el mayor problema que aflige a la sociedad 
(Latinobarómetro, 2010), mientras que el 27% afirma haber sido víctima de 
algún tipo de delito. Se calcula que durante 2010 hubo 16 049 homicidios se-
gún el Observatorio Venezolano de la Violencia. Confirmando esta tendencia, 
el Global Peace Index 2011 sitúa a Venezuela como uno de los 30 países más 
violentos del globo (puesto 124); a nivel latinoamericano, sólo por debajo de 
Guatemala y de Colombia. 

En el Cono Sur tenemos un patrón de conflictividad cultural medio baja 
con dos tendencias: por un lado, Argentina, con el mayor número de conflic-
tos culturales en términos absolutos a nivel regional y, por otro, Brasil, Uru-
guay, Paraguay y Chile –este último se coloca en el segundo nivel más bajo 
después de Costa Rica, con 5 conflictos culturales registrados en el transcurso 
del período de estudio–. En el primer caso, parte de la explicación radicaría 
en el proceso de apertura política al conflicto popular acaecido bajo el gobier-
no de Néstor Kirchner. En estos últimos años, el centro de Buenos Aires, y en 
especial la Plaza de Mayo, frente a la Casa Rosada, ha estado cotidianamente 
ocupado por manifestaciones y protestas sociales fuertes y bien organizadas. 
Este hecho tiene un valor simbólico primordial en la historia Argentina si se 
piensa que ese mismo lugar fue donde, en los días de la caída de Perón, se 
tiraron bombas contra el movimiento obrero y, durante la dictadura militar, 
se reprimió duramente el famoso movimiento de las Madres de Plaza de Mayo, 
cuyo mismo nombre evoca la relación con el lugar de la protesta. Parece que 
el gobierno argentino sostiene ahora una actitud permisiva frente a la conflic-
tividad social en las calles, cosa que no pasa, por ejemplo, en Chile, donde las 
dinámicas frente al conflicto son menos tolerantes y la represión más contun-
dente. Como hemos visto en el capítulo 4, Chile tiene los más altos niveles de 
radicalización frente a una cantidad de conflictos modesta, lo cual se explica-
ría considerando una cultura de la represión instalada en las fuerzas de segu-
ridad, que aumenta de manera exponencial las posibilidades de escalamiento 
y picos de violencia. 
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Gráfico 7.3. Porcentaje de conflictividad por 
campos de conflicto, país y subregión 
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Fuente: Gráfico elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog.

Por último, en Centroamérica se destacan México y El Salvador con niveles 
intensos de conflictividad, lo cual puede explicarse en parte por la diversidad 
étnica y sobre todo por los altos niveles de inseguridad y violación de derechos 
humanos que están sufriendo estos países (los conflictos por los derechos hu-
manos representan el 30,5% de los conflictos culturales en México, mientras 
que los temas de seguridad ciudadana están en el origen de casi el 67% de los 
conflictos culturales en El Salvador) (gráfico 7.3). La llamada “guerra contra el 
narcotráfico”, que empezó en 2006 después de la elección de Felipe Calderón 
como presidente de México, deterioró de modo dramático las condiciones de 
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seguridad de los mexicanos. Los arrestos de algunos líderes importantes de los 
cárteles, en particular de los de Tijuana y el Golfo, y la extensa militarización 
del territorio mexicano han provocado una respuesta violenta por parte de 
las organizaciones criminales, y la población civil quedó atrapada en medio. 
Según cifras del gobierno mexicano, entre enero de 2006 y agosto de 2010 
han muerto 28 000 personas en el país por la violencia del narcotráfico (Nájar, 
2010). Por otro lado, todo el continente centroamericano sufre una peligrosa 
ola de violencia como resultado de sus profundos problemas de delincuencia 

Gráfico 7.4. Porcentaje de conflictividad por campo 
de conflicto, país y orientación ideológica
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sistémica. Uno de los países más azotados por este fenómeno es El Salvador, 
donde la delincuencia organizada y el narcotráfico han logrado insertarse en 
el corazón mismo de la sociedad. Según datos del Latinobarómetro (2010), 
el 71% de la población salvadoreña ha sido víctima de algún tipo de delito y 
el 43% percibe a este como el principal y más endémico problema del país. 
Durante 2010 se registraron un total de 3.972 homicidios según datos de la 
Policía Nacional Civil de El Salvador (<www.pnc.gob.sv>). Asimismo, el Global 
Peace Index 2011 sitúa a El Salvador en el puesto número 102 de un ranking 
donde el país más violento ocupa el puesto 153, lo cual lo posiciona como uno 
de los países más violentos de toda Latinoamérica.

Considerando una agregación de los países por orientación política (gráfi-
co 7.4), el dato que sobresale es que los conflictos culturales están presentes, 
aunque en porcentajes relativamente bajos, entre el 9 y el 18%, sin importar 
el tipo de gobierno. La modernización conservadora es el sistema que convive 
con niveles más altos de conflictos culturales (que representan el 18% del total 
de conflictos), mientras que en los países con reformismo práctico, asociado 
con tendencias nacionalistas, estos conflictos tienen menor peso relativo (al-
rededor del 14% del total). Se destaca el caso de Colombia, que en términos 
absolutos tiene la mayor cantidad de conflictos culturales en la región. En par-
ticular, la tipología más frecuente es la de los ideológico-políticos (44%), se-
guida por los relacionados con la seguridad ciudadana (31,5%), los conflictos 
por los derechos humanos (13%) y por recursos naturales y medioambiente 
(10,5%). La seguridad ciudadana en particular se ha convertido en los últimos 
años en una preocupación importante para la población argentina, siendo el 
segundo país a nivel regional con mayor percepción de inseguridad (Latino-
barómetro, 2010). En los países indigenistas neodesarrollistas el porcentaje de 
conflictos culturales representa el 15,1% del total. 

caracterización de los conflictos culturales

A continuación caracterizaremos este campo de conflicto a partir de algunas 
variables clave como los tipos de demandas, los actores, los niveles de radicali-
zación y las medidas de presión utilizadas. 

tipos de demandas 
Las demandas por seguridad ciudadana generan el 28% de los conflictos cul-
turales (gráfico 7.5). Se refieren por lo general a reclamos vinculados con la 
falta de protección de la población frente a hechos delincuenciales. La de-
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manda de garantía de seguridad de los ciudadanos vía presencia física policial 
en las calles es una de sus frecuentes manifestaciones. Este tema preocupa en 
especial a la población latinoamericana y en consecuencia la gente se moviliza 
en este sentido. Se trata de una categoría de conflictos típicamente urbanos y 
de algunas grandes capitales latinoamericanas, con notables niveles de violen-
cia y criminalidad; en particular se destacan Bogotá, Guatemala (5 conflictos) 
y Buenos Aires (4 conflictos), siguen San Salvador, Ciudad de Panamá, Mon-
tevideo y Caracas (3 conflictos). 

El segundo tipo de demandas en importancia son aquellas relacionadas con 
luchas ideológico-políticas (cerca del 25,6% con un total de 89 conflictos). Se 
trata de aquellas pugnas entre facciones –en general entre partidos políticos, 
grupos internos que los conforman o sectores afines– alrededor de visiones 
políticas contrapuestas que son llevadas al plano del enfrentamiento. Citamos 
aquí algunos ejemplos paradigmáticos. El primero es un conflicto de febrero 
de 2010 entre los pobladores de la localidad de Patacamaya, en el Altiplano 
boliviano, quienes pedían a la dirigencia del MAS el respeto a la candidatura 
de Félix Patzi a la gobernación del departamento de La Paz; este había sido 
excluido después de verse involucrado en un accidente de tránsito en estado 
de ebriedad, según ellos, de manera injusta. Un segundo ejemplo es el con-
flicto entre los miembros de diversas organizaciones sociales de Chiapas que, 
entre marzo y abril de 2010, se movilizaron para exigir al Gobierno mexicano 
la inmediata liberación de presos, según ellos, retenidos por motivos políti-
cos y acusados de crímenes “prefabricados”. Por último, en octubre de 2009, 
la Asociación Interétnica de Desarrollo de la Selva Peruana (AIDESEP) ame-
nazó con reactivar la lucha amazónica, que había degenerado en episodios 
violentos entre febrero y mayo de 2009, y retomar las medidas de presión si el 
Gobierno no cesaba la persecución judicial a sus dirigentes y no retrocedía en 
sus pretensiones de disolver dicha organización. 

Cerca del 24% de los conflictos culturales son suscitados por problemas 
en el uso de los recursos naturales y por el deterioro de la calidad ambiental 
debido a acciones específicas llevadas a cabo por instancias públicas y/o pri-
vadas. Como hemos enfatizado anteriormente, los movimientos ambientalis-
tas son los que más potencialidad de cambio sistémico aportan, a través de 
su propuesta coherente, su capacidad de diálogo multisectorial y una exitosa 
tarea de demarcar adversarios. Sin embargo, no siempre esta propuesta fue 
exitosa y en algunos casos acabó perdiendo su fuerza sistémica y su promesa 
de universalidad. En el caso de Brasil, por ejemplo, en los últimos años ganó 
importancia un nuevo formato de acción ambientalista: las organizaciones 
no gubernamentales (ONG). El ambientalismo político de las décadas an-
teriores resurgió en la década de los noventa, centrándose en la resolución 
directa de problemas considerados urgentes y cubierto con un diseño especí-
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fico para una actuación que se podría llamar “parainstitucional”, cuando las 
ONG nacionales o transnacionales buscaron compartir la responsabilidad 
con los gobiernos, las universidades y los centros de investigación. Mediante 
estas acciones, las ONG mueven recursos financieros, conocimientos y sobre 
todo códigos culturales. A medida que encuentran soluciones, a menudo 
simples y de bajo costo, a los problemas que parecían insolubles, su poder y 
legitimidad aumentan en intensidad. El discurso político anterior de contes-
tación y crítica social está perdiendo importancia en nombre de un esfuerzo 
convenido para dar un destino social al conocimiento científico y técnico, 
con miras a la sostenibilidad de los sistemas naturales y a mejorar la vida de 
las comunidades pobres que dependen directamente de ellos. Este esfuerzo 
lo realizan en conjunto las ONG, los gobiernos, los organismos multilatera-
les, los donantes y las instituciones de educación e investigación (Ferreira, 
1999).

La creciente importancia mundial de los recursos naturales como elemen-
tos estratégicos hace que estos se conviertan, cada vez más, en temas de con-
flicto sociopolítico y étnico-identitario. Un caso emblemático es el conflicto de 
Bagua: los indígenas de una región del norte de Perú se enfrentaron con el 
gobierno central en contra de unos decretos que establecían un cambio en el 
manejo de las tierras y de los recursos naturales a gran escala y con la partici-
pación de empresas extranjeras multinacionales.

 
Los conflictos generados por la violación de derechos de las personas o de-
mandando su reconocimiento y respeto son 55 en total, y representan el 16% 
de los conflictos culturales, mientras que hay un porcentaje muy bajo (5%) 
de conflictos referidos a la defensa, reivindicación o impugnación de ciertos 
valores, creencias e identidades de ciertos sectores de la población. 

  Precisamente como resultado de la acción de los propios movimientos so-
ciales, las demandas culturales buscan el reconocimiento identitario, obser-
van las alternativas de calidad de vida e intentan consolidar el concepto de 
ciudadanía cultural. De varias maneras apuntan también hacia los derechos 
de solidaridad (derechos de tercera generación que entre otros pueden llegar 
a contemplar temas supranacionales como el derecho a la paz o simplemen-
te a un medioambiente sano). En las demandas culturales se manifiesta la 
necesidad de afirmar la sociabilización que pretende redibujar las relaciones 
sociales y mejorar las condiciones de seguridad. Todavía es necesario revisar si 
la estructura fragmentada de estas demandas dificulta la articulación entre las 
partes y la comunicación entre los distintos actores, para ver si obstaculiza los 
proyectos de cambio social más incluyentes y de mayor alcance.
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Gráfico 7.5. Tipología de los conflictos culturales
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Fuente: Gráfico elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog.

la tipología de los actores
Confirmando la tendencia en general válida para los conflictos en América 
Latina, el actor opositor más importante es el gobierno central, al cual se di-
rigen la mitad de las demandas culturales (gráfico 7.6). Si sumamos las otras 
instancias del Estado (los gobiernos regionales, el poder judicial y el legisla-
tivo central), su presencia institucional llega al 72%. Estaríamos asistiendo al 
“retorno del Estado como coordinador sociocultural y bisagra entre los proce-
sos de integración social y de posicionamiento de las economías globalizadas” 
(PNUD-PAPEP, 2008b: 10). 

En este campo de conflicto se destaca el dato relativo al poder judicial, y 
en especial a la policía. Una explicación podría estar relacionada con las de-
mandas en el tema de los derechos humanos que, por lógica, tendrían como 
referente al sector de poder estatal más vinculado con los temas judiciales. 
Asimismo, la interpelación a la policía depende en gran medida de la seguri-
dad ciudadana como punto ascendiente en la agenda de la protesta regional 
(25 de los 51 conflictos que se dirigen a la policía tienen como demanda la 
seguridad ciudadana). El órgano policial sería visto como la institución que 
detenta responsabilidades directas en esta materia y que podría mejorar las 
condiciones de seguridad de forma concreta. Si bien la presencia de la policía 
tiene un valor relativamente bajo (9%), este dato es interesante si se compara 
con los campos de conflictividad por reproducción social e institucional, don-
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de este actor tiene un papel marginal. Podría abrirse aquí un espacio para la 
reflexión sobre el lugar de la policía en el espacio público: si, por un lado, el 
imaginario social de la fuerza represiva policial originado durante los regíme-
nes autoritarios es difícil de erradicar en muchos países del continente, por 
otro, parece ocurrir un proceso de conversión de esta dimensión simbólica 
hacia un escenario en el cual la policía es una fuerza opositora pero legitimada 
como interlocutora. En otras palabras, en los conflictos culturales se toma en 
cuenta a la policía no sólo por su presencia física en la arena de la lucha (en 
tanto fuerza de choque y, por ende, percibida como represiva), sino también 
por su papel social propositivo (y, por eso, legitimado en términos de negocia-
ción y agenda social con potencialidades de cambio). 

Gráfico 7.6. Actores demandados en conflictos culturales
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Fuente: Gráfico elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog. Se han considerado los actores a partir del 
2,5% de registros.

El Informe de Desarrollo Humano del Mercosur (PNUD, 2009) evidencia una dife-
rencia en la percepción que los jóvenes tienen de la policía, dependiendo de 
los sectores sociales a los que pertenecen. Mientras que en los sectores altos y 
medios casi no se hace referencia a la policía (salvo a su ineficiencia o escasa 
confianza), en los grupos en situación de inclusión desfavorable o exclusión 
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aparece como una de las principales fuentes de peligro e inseguridad. Resulta-
ría entonces importante para los sectores excluidos disminuir el hostigamien-
to por parte de las fuerzas policiales y, en términos de políticas públicas, evitar 
la criminalización de los jóvenes. 

En el análisis del actor demandante, el dato que destaca es la mencionada 
tendencia a la fragmentación. Aparte de algunos sectores clave que se movi-
lizan por cuestiones culturales, existe una variedad de otras organizaciones, 
representadas con porcentajes mínimos en el panorama de la protesta cultu-
ral, que se movilizan con todo tipo de demandas (seguridad ciudadana, dere-
chos humanos, recursos naturales, etc.). En este variado grupo se encuentran, 
por ejemplo, movimientos que luchan por la no violencia y por la paz, redes 
para los derechos humanos y de género (Red Interuniversitaria para la Diver-
sidad de Identidades Sexuales y la Comunidad de Lesbianas, Gays, Bisexuales 
y Transexuales de Colombia; Organizaciones en Defensa de la Mujer; Asocia-
ción de Familiares de Desaparecidos y Mártires por la Democracia de Bolivia; 
Dirigentes de derechos humanos y comunitarios; Organizaciones de mujeres 
de Santa Cruz y Chuquisaca, entre otros), juntas cívicas, frentes conformados 
por pueblos indígenas (Frente de Pueblos en Defensa de la Tierra, Frente Úni-
co Nacional de los Pueblos de Perú), movimientos sociales de minorías, coor-
dinadoras (Coordinadora nacional por la vida de Uruguay, Coordinadora de 
Comunidades Afectadas por la Minería y el Petróleo de Perú), organizaciones 
sociales rurales, organizaciones civiles, grupos ecologistas (Asamblea ambien-
tal de Gualeguaychú, miembros de Greenpeace, Organizaciones ecologistas 
de Petén), organizaciones feministas, políticas y estudiantiles, de periodistas y 
defensoras de animales. 

A este dato se debe sumar el 6% de actores que hemos denominado cir-
cunstanciales, es decir, personas que se movilizan de manera individual, y no 
por su pertenencia a un movimiento o grupo social organizado, a partir de 
demandas que aspiran a la resolución de problemas o necesidades por lo ge-
neral bastante concretos y dependientes de un contexto específico (gráfico 
7.7). Por ejemplo, los jóvenes religiosos de San Salvador que se movilizaron en 
noviembre de 2009 para denunciar la extrema violencia que azota al país, don-
de se registraron al menos 318 homicidios en el transcurso del año, y para de-
mandar mayor seguridad ciudadana. Un segundo ejemplo tiene que ver con 
una movilización muy puntual de Juan Pío Paiva, su hijo Víctor Daniel Paiva y 
el ex guardia Daniel Areco, exigiendo una justicia imparcial e independiente 
en el caso del incendio de un supermercado en Asunción, Paraguay. Por últi-
mo, en septiembre de 2010, unos 500 presos de la Cárcel de La Chorrera, en 
Panamá, exigieron a los corregidores de la cárcel el derecho de visita familiar, 
que según ellos habían perdido meses atrás. Esta tipología de actores también 
refuerza la tesis de la fragmentación de las demandas mencionada arriba. El 
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ámbito cultural es probablemente el campo de conflictividad donde se hace 
más evidente esta tendencia. 

Gráfico 7.7. Actores demandantes en conflictos culturales
A

ct
or

 d
em

an
d

an
te

Vecinal/comunal

Otros soc. civil

Otros

Transporte

Educación

Grupo étnico

Personas individuales

Organizaciones
políticas

Porcentaje

3020100

28

21

12

10

9

9

6

5

Campo del con�icto: Culturales

Fuente: Gráfico elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog. Se han considerado los actores a partir del 
2,5% de registros. 

Si se considera la tipología de actores que se movilizan (gráfico 7.8), se observa 
que los movimientos clásicos –en particular, el sindicato– son menos sensibles 
a los temas culturales, mientras que los sectores que encabezan estas luchas 
son principalmente el sector vecinal urbano, las ONG, los movimientos polí-
ticos y las iglesias. 

Entre los actores más estructurados, sobresalen los grupos vecinales/comu-
nales que encabezan el 28% de los conflictos culturales (gráfico 7.7). Se trata 
sobre todo de pobladores de cierta área, de juntas vecinales en las ciudades y 
de sindicatos campesinos y comunidades en las zonas rurales. En este sentido, 
el actor cultural por antonomasia es el actor vecinal que se moviliza para pedir 
una mayor calidad de la vida cotidiana (ya no de la reproducción social) y 
mayores garantías de seguridad ciudadana. Se trata de demandas de nueva so-
ciabilidad que refuerzan lazos de convivencia en el espacio público (Calderón 
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y Jelin, 1987). Se transforma la sociedad más que la política misma, y lo social 
tendería a ser asimilado a lo cultural. 

Gráfico 7.8. Tipos de actores en conflictos culturales
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En términos de sectores movilizados, el 10% de los conflictos culturales de-
riva de las movilizaciones de los transportistas, por lo general con mecanis-
mos de participación individual en la protesta y no a través de organizacio-
nes matrices. Si bien el porcentaje es relativamente bajo, llama la atención 
por al menos dos razones. La primera es la constatación de la presencia de 
este grupo social en el campo de conflictividad cultural. Esto se debería en 
particular a las demandas por mayor seguridad en el espacio público, que 
afecta de manera directa y cotidiana a estos profesionales, pues el transporte 
público es uno de los sectores contra el cual se descarga con mayor fuerza 
la violencia de la criminalidad urbana que, en ciudades como Guatemala y 
México, es un problema social de especial relevancia y gravedad. La segunda 
razón es que el sector de los transportistas se revela como una presencia sig-
nificativa y constante en los tres campos de conflicto. Aunque a lo largo del 
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tiempo siempre se trató de un ámbito social enmarcado en la estructura más 
clásica de las organizaciones sindicales, se nota aquí una tendencia a la in-
dividualización de las decisiones y de las acciones. La fuerza de este mundo 
sobre ruedas parece reflejarse en nuevas formas coyunturales y espontáneas 
de movilización, con gran capacidad de impacto sobre la vida cotidiana y de 
ocupación y alteración del espacio público. 

El otro sector que tiene demandas culturales es el de educación. En este 
campo hay tres grandes grupos de actores que se movilizan: los estudiantes de 
los colegios y de las universidades y el personal empleado (docentes y admi-
nistrativos). En general, las movilizaciones se pueden dividir en dos grupos: 
uno, relacionado de modo directo con temas del ámbito escolar (por ejem-
plo, en épocas de elecciones universitarias o reclamando mayor seguridad); 
el otro, relacionado con temas que trascienden los problemas vinculados sólo 
con la educación, y enfocado hacia cuestiones por las cuales los estudiantes 
igualmente consideran relevante movilizarse, en sentido solidario respecto 
a esas causas (por ejemplo, acciones contra la contaminación ambiental, las 
demandas de seguridad ciudadana y paz, el rechazo a la instalación de bases 
aeronavales, la liberación de luchadores sociales, etc.). 

Los grupos étnicos encabezan el 9% de los conflictos culturales y son actores 
cardinales en América Latina en cuanto a capacidad de transformación de las 
sociedades y de los Estados. Lo que está en juego en estos conflictos es “una 
nueva forma de hacer política y una nueva forma de sociabilidad […] una 
nueva manera de relacionar lo político y lo social, el mundo político y la vida 
privada, en la cual las prácticas sociales cotidianas se incluyen, junto a, y en 
directa interrelación con lo ideológico y lo institucional político” (Calderón y 
Jelin, 1987: 19). El caso más relevante en este sentido es el de Bolivia, donde 
los movimientos sociales de inspiración indígena campesina lograron despla-
zar un sistema democrático apoyado en viejos patrones oligarcas y neolibera-
les, y formular una propuesta política hegemónica que está en el poder desde 
2006 con el gobierno de Evo Morales. Si, por un lado, estos cambios aumentan 
la percepción de inclusión social de los grupos indígenas y campesinos, por 
otro, parece ahora sobrevenir una fase más conflictiva en la cual los logros 
simbólicos ya no son suficientes para satisfacer las demandas de participación 
sociopolítica de estos sectores. 

Otro elemento interesante de los conflictos indígenas, o por lo menos de 
algunos de ellos, es la capacidad de encarnar y hacer convivir tendencias con-
tradictorias como el localismo y la globalización. Por un lado, hay un proceso 
de territorialización de las protestas, para la ocupación del espacio de vida; 
aparece la recuperación de valores, cosmovisiones y mitologías tradicionales 
en las que se basa la poderosa dimisión simbólica de estas luchas. Por otro, los 
movimientos indígenas tienen una dimensión “líquida” cada vez más fuerte: 
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una capacidad para construir alianzas internacionales y una estrategia discur-
siva que explota todas las potencialidades del mundo globalizado, tanto tec-
nológicas como narrativas. El precursor y modelo en este sentido ha sido el 
Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN), que se presentó como pri-
mera guerrilla de la posmodernidad abandonando las armas y empuñando el 
bolígrafo para armar documentos reivindicativos, declaraciones y contar his-
torias capaces de sensibilizar y conmover a esa izquierda transnacional huér-
fana de referentes e ideologías. En su propuesta revolucionaria, el Zapatismo 
trató también de sobrepasar los límites teóricos e institucionales típicos de la 
modernidad, evitando apuntar a la conquista del poder estatal, criticando el 
Estado-nación como una partidocracia ineficiente y represiva, y colocándose 
en una perspectiva política alternativa muy atractiva en el discurso, pero según 
algunos poco viable en la práctica. Lo cierto es que el caso zapatista ha sabido 
construir un nuevo modelo de lucha desde abajo, que ha tenido impacto a lo 
largo de la última década en otros movimientos sociales, en América Latina y 
otras partes del mundo (Fontana, 2008). En el subcontinente, se acentuó la 
capacidad organizativa de los grupos indígenas, en particular a través de la 
construcción de alianzas trasnacionales y de un discurso muy eficaz y atrac-
tivo, que no pudo dejar indiferentes a los gobiernos latinoamericanos y a los 
organismos de cooperación internacional. En algunos casos, movimientos de 
inspiración indígena han llegado al poder por la vía electoral planteando nue-
vas agendas alrededor de los temas de la plurinacionalidad y nuevos modelos 
de desarrollo. El caso más emblemático es la experiencia del MAS en Bolivia 
(PNUD-PAPEP, 2009b).

niveles de radicalización 
Si observamos los niveles de radicalización alcanzados por los conflictos cultu-
rales, advertiremos que la mayoría de los conflictos de nivel 3 (confrontación) 
en este campo dependen de demandas por temas de seguridad ciudadana 
(33%), en segundo lugar están los conflictos ideológicos-políticos (24%) y en 
tercer lugar los causados por la defensa de los recursos naturales y derechos 
humanos (20%). Entre los conflictos que desembocan en enfrentamiento vio-
lento, la mayoría son de tipo ideológico-político (34%) y por recursos natura-
les y medio ambiente (31%). En porcentajes menores están representados los 
conflictos por derechos humanos (13%), seguridad ciudadana (9%) y  valores, 
creencias e identidades (7%). 

En general, como se aprecia en el gráfico 7.9, los conflictos que se radi-
calizan más en términos porcentuales son los ideológico-políticos (34%), les 
siguen los conflictos por seguridad ciudadana (32%), las luchas por temas 
medioambientales (26%), los conflictos por derechos humanos (20%) y por 
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último los conflictos por valores, creencias e identidades (13%). En cuanto a 
los promedios de radicalización de los conflictos culturales, las luchas ideo-
lógico-políticas o por temas de seguridad ciudadana son las que muestran la 
tendencia a ser más violentas.

Gráfico 7.9. Porcentaje de radicalización 
alcanzado en conflictos culturales
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cionados por la empresa Notilog.

Estos datos muestran algunas tendencias interesantes sobre la conflictividad 
cultural y sus principales riesgos. En general, el radicalismo político-ideológi-
co parece ser un factor que afecta seriamente la gobernabilidad y la conviven-
cia democrática, por sus riesgos de degenerar en niveles de confrontación y 
enfrentamiento violento. En este sentido, parece fundamental la definición de 
acuerdos para la convivencia política en espacios democráticos compartidos. 
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Gráfico 7.10. Nivel más alto de radicalización alcanzado 
por país en conflictos culturales (promedio)
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Esto debería basarse en la superación de la lógica amigo/enemigo, instrumen-
tal y antipolítica, tan común en la historia regional. 

Otras demandas que tienden a llegar a un enfrentamiento violento son las 
relacionadas con la seguridad ciudadana y los derechos humanos. En el pri-
mer caso, un factor determinante es la falta de espacios institucionalizados 
donde debatir y negociar un tema cada vez más importante en la agenda de 
los actores regionales. Un grupo de demandas que tiene un nivel de radicaliza-
ción medio, pero adquiere un potencial estratégico muy fuerte, sobre todo en 
algunos países de la región, es el de los recursos naturales y el medioambiente. 
La centralidad de estas luchas puede estar vinculada con la influencia que el 
debate internacional sobre el cambio climático ejerció en lo local, donde se 
van experimentando de cerca las transformaciones implicadas y los efectos 
sobre el medio ambiente y la vida de los grupos humanos. Al mismo tiempo, la 
ola posneoliberal apuntó hacia una crítica a los sistemas industrialistas y priva-
tizados de explotación de los recursos, y dio las pautas para una nueva lógica 
de explotación que aboga por la redistribución de las ganancias a nivel local. 
Sobre estas bases teóricas, a partir de nuevas propuestas normativas y bajo el 
impulso de la insostenibilidad de los cambios, los actores han empezado a 
movilizarse haciendo evidente así una falta de adecuación institucional para 
generar plataformas de discusión acerca de estos temas. De esta manera, los 
conflictos muchas veces degeneran en niveles de violencia más intensos, por 
la necesidad de las personas y de las comunidades de encontrar respuestas a 
demandas cada vez más urgentes, incluso en los contextos más pacíficos y con 
niveles relativamente altos de institucionalidad (por ejemplo, en Costa Rica). 

Si se observan los niveles de radicalización de los conflictos en cada país, 
se advierte cierta uniformidad de los promedios en la mayoría de los casos 
considerados. Los países con niveles de radicalización más altos son Chile, 
Honduras y Venezuela, mientras que los países con promedios relativamente 
más bajos son Perú y Colombia (gráfico 7.10). 

Como hemos visto en el capítulo anterior, no existe necesariamente una re-
lación directa entre cantidad de conflictos y niveles de radicalización (a mayor 
cantidad de conflictos mayores índices de violencia y viceversa). El gráfico 7.11 
muestra la ubicación de cada país en el eje de conflictividad y radicalización 
considerando los conflictos culturales. Las dos líneas que forman los ejes repre-
sentan el número de conflictos promedio, en un caso, y el 50% de conflictos 
con radicalización en los niveles 3 y 4. Se visualizan cuatro combinaciones de las 
dos variables en sus cuadrantes: alta conflictividad y alta radicalización (donde 
no aparecen casos), alta conflictividad y baja radicalización (Venezuela, Chile 
y Costa Rica al límite del cuadrante), alta radicalización y baja conflictividad 
(Bolivia, Argentina, Perú, Ecuador, México, Panamá, Colombia y Guatemala), y 
baja radicalización y baja conflictividad (Uruguay, Honduras, Brasil, El Salvador, 
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República Dominicana y Paraguay). Como se puede apreciar comparando este 
gráfico con el general (gráfico 4.11) que aparece en el capítulo 4, la priorización 
de un campo de conflictividad hace que algunos de los países se muevan entre 
los cuadrantes, dibujando un panorama de conflictos con geometrías variables 
y de prioridades y problemas nacionales parcialmente distintos, que marcan el 
flujo de las luchas y su radicalización (gráfico 7.11).

Gráfico 7.11. Ubicación por país según conflictividad 
y radicalización en conflictos culturales

Número de con�ictos

40302010

P
or

ce
nt

aj
e 

d
e 

co
n�

ic
to

s 
co

n 
al

ta
 r

ad
ic

al
iz

ac
ió

n

60

50

40

30

20

10

0

Rep. Dominicana Panamá

México

Honduras

Guatemala

El Salvador

Costa Rica

Venezuela

Perú
Ecuador

Colombia

Bolivia

Uruguay

Paraguay

Chile

Brasil

Argentina

Campo de con�icto: Cultural

Fuente: Gráfico elaborado por la Fundación UNIR Bolivia con datos propor-
cionados por la empresa Notilog. 

Resulta importante notar también que se dibuja una relación negativa entre el 
número de conflictos y su radicalización en el campo cultural que no aparece 
en los otros campos. Como se aprecia en el gráfico 7.11, mientras más conflictos 
culturales haya, menor tiende a ser su radicalización promedio. De tal manera 
que se podría afirmar que los conflictos culturales tienden a ser más radicales 
precisamente en países en los que se presentan pocos.

Podemos concluir que cuando hay incapacidad institucional para resolver 
conflictos, la gente –sobre todo como sujetos individuales, pero en algunos 
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casos también bajo paraguas corporativos– no se rinde, sino que trata de en-
contrar respuesta a sus demandas ocupando la calle y generando confron-
taciones potencialmente violentas. Las causas últimas serían las debilidades 
jurídico-institucionales y, por otra parte, la baja calidad de la vida cotidiana y 
los patrones estructurales de desigualdad con raíces culturales. Estos factores 
muchas veces no son estimados por los medios de comunicación, que tienden 
a culpabilizar a los actores involucrados de manera directa en el conflicto (los 
grupos y los individuos), sin analizar las necesidades en las que se fundan las 
movilizaciones, las fallas institucionales en los procesos de negociación entre 
Estado y sociedad civil para un cambio social efectivo ni el patrón de creci-
miento que afecta la calidad de vida de las personas. 

En la medida en que estos conflictos se expresen en un espacio público, se 
den niveles de deliberación de los actores en su conjunto, se construya de mane-
ra progresiva una interculturalidad que fortalezca el pluralismo democrático y 
se asiente la idea de que la democracia es un orden conflictivo, la potencialidad 
de avanzar en términos de calidad de vida y de transformación cultural también 
aumenta. En otras palabras, estos conflictos representan riesgos, pero constitu-
yen también un barómetro del nivel de democracia y pluralismo de la sociedad.  

conclusiones 

El continente latinoamericano tiene debilidades institucionales crónicas así 
como niveles de desigualdad económica sobresalientes y, en este sentido, un te-
rreno fértil para la reproducción de mecanismos de desigualdad cultural igual-
mente fuertes. El campo de la conflictividad cultural es a la vez el más reciente, 
el menos numeroso y el más fragmentado. Incluye conflictos ideológico-políti-
cos, demandas por seguridad ciudadana, recursos naturales y medioambiente, 
derechos humanos, valores, creencias e identidades, y género.

Los jóvenes parecen tener un papel clave como sujetos de la movilización y 
productores de nuevas demandas culturales, las cuales se potencian con el uso 
de las tecnologías de información y comunicación (TIC) y son generadas por 
una importante frustración de expectativas causada por el saldo socioeconómico

negativo del período anterior y la desconfianza institucional. Las mujeres 
también son actores clave en los conflictos culturales. La violencia contra la 
mujer constituye un rasgo estructural en la práctica cotidiana de las mentali-
dades machistas en la región, y los conflictos intrafamiliares han sido amplia-
mente difundidos y conocidos. Si bien estas tensiones se expresan y recono-
cen poco en el espacio público y mediático, poseen un potencial de cambio 
cultural y estratégico para las sociedades modernas, en especial por el papel 
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propositivo que las mujeres y los jóvenes pueden jugar en la política y en la 
sociedad como promotores de cambio y justicia.

En general, las demandas culturales abogan por el reconocimiento o forta-
lecimiento de las identidades de los actores y ciertos niveles de calidad de vida, 
apuntando en lo abstracto hacia los derechos de tercera generación y el concep-
to de ciudadanía cultural. Se expresa en estos conflictos la necesidad de afirmar 
una sociabilización que redefina las relaciones sociales y posea condiciones de 
seguridad aceptables. La pregunta que queda abierta es si la fragmentación es-
tructural de estas demandas puede permitir alguna forma de articulación entre 
ellas y comunicación entre los distintos actores, o si es un obstáculo para la cons-
titución de proyectos de cambio social más incluyentes y generalizados. En este 
sentido, la radicalización hacia el tribalismo identitario y el dogmatismo religio-
so podría constituir uno de los principales riesgos y arrastrar los movimientos 
sociales hacia su lado “de sombra”, antisistémico y antidemocrático.

A pesar de que los conflictos culturales en todas sus variantes son menos nu-
merosos respecto de otros campos de conflicto, poseen una repercusión sisté-
mica muy alta, sobre todo gracias al papel que la cultura está adquiriendo en el 
nuevo contexto globalizado latinoamericano. Por eso se trataría de conflictos 
estratégicos clave a la hora de entender el impacto sobre la globalización, la 
gobernabilidad y la democracia.

Un elemento a destacar es el potencial estratégico de las demandas relaciona-
das con el medio ambiente, vinculado con la influencia del debate internacional 
sobre el cambio climático en la lucha local. La carencia de espacios instituciona-
lizados donde debatir y negociar temas como seguridad ciudadana y derechos 
humanos es un factor determinante en la tendencia hacia un alta radicalización. 
Parece fundamental la definición de acuerdos para la convivencia en ámbitos 
democráticos compartidos, superando la lógica amigo-enemigo, el cálculo ins-
trumental y la actitud antipolítica, porque el radicalismo político ideológico po-
dría derivar en niveles de confrontación y enfrentamiento violento.

Por último, los conflictos culturales son incubadoras de riesgos, pero cons-
tituyen a la vez un barómetro del nivel de democracia y pluralismo de una 
sociedad. Se plantea aquí la necesidad de repensar elconcepto mismo de de-
mocracia hacia una dimensión más deliberativa, plural y participativa. Tanto 
la democracia liberal como los nacionalismos, que son tradiciones institucio-
nales típicas de América Latina, han fracasado en el reconocimiento de la 
legitimidad de los actores sociales y de sus demandas,tendiendo a imponer 
agendas públicas sin escuchar ni tomar en cuenta los problemas reales de las 
sociedades. Tal vez por eso los patrones de desigualdad cultural se han man-
tenido fuertes hasta la fecha. No hay mejor formade avanzar en la superación 
de la desigualdad que reconocer la interculturalidad de nuestras sociedades.

 



8. Los conflictos en la red

	 plataforma comunicacional y brecha digital

	 América Latina se enfrenta a un nuevo sistema global constituido 
por redes de intercambio y flujos de comunicación en tiempo real. Estas redes 
articulan a individuos, barrios, grupos, países y regiones, y constituyen el nú-
cleo dinámico de la globalización. Una parte fundamental de este fenómeno, 
más allá de la dimensión puramente económica, se manifiesta en los ámbitos 
de la ciencia, la tecnología, la información y la comunicación basada en redes 
y flujos globales (Calderón, 2003). 

En los últimos años, tanto los medios de comunicación multimedia como 
Internet y la telefonía móvil han cambiado rotundamente las formas en las 
que las sociedades se comunican. Sin duda alguna, la esfera de las relaciones 
sociales se ha transformado ya que ahora es posible contactarse con cual-
quier parte del mundo en tiempo real mediante correos electrónicos, telefo-
nía móvil, redes sociales, etc. Así es como se relacionan a diario millones de 
personas en cualquier lugar del mundo (De Ugarte, 2007). Además de los 
flujos de comunicación y las relaciones sociales, las tecnologías de informa-
ción y comunicación (TIC) han modificado aspectos de la vida tales como el 
trabajo, la educación, la política y el ocio. Estas nuevas formas incorporadas 
por la sociedad dan lugar a lo que Castells denomina la sociedad red: “aquella 
cuya estructura social está compuesta de redes activadas por tecnologías di-
gitales de la comunicación y la información basada en la microelectrónica” 
(2009: 51-55).

Si bien la sociedad red es una sociedad global, donde todo el mundo se 
ve afectado por los procesos transnacionales, esto no significa que todas las 
personas participen en ella (Castells, 2009). Existe una nueva forma de ex-
clusión y desigualdad en el mundo: la “brecha digital”, es decir, “la distancia 
existente entre áreas individuales, residenciales, de negocios y geográficas 
en los diferentes niveles socioeconómicos en relación con sus oportunida-
des para acceder a las nuevas tecnologías de la información y la comunica-
ción así como al uso de Internet” (OECD, 2001 en Espinoza, 2010: 1). En 
paralelo, se encuentra la exclusión proveniente del modelo de crecimiento 
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instalado en la región pues, si los países latinoamericanos continúan con la 
lógica del informacionalismo sin dar un salto hacia el modelo que caracte-
riza a la sociedad de la información, no se logrará la capacidad económica 
para integrar a la población en un proceso de desarrollo incluyente (Cal-
derón, 2003). 

Por tanto, América Latina se enfrenta a un importante desafío: reducir la 
brecha digital y lograr insertarse en el modelo de crecimiento que gira en 
torno a las nuevas tecnologías. Para ello, es importante facilitar el acceso a las 
nuevas tecnologías a toda la sociedad y en especial a los jóvenes y reformar 
estructuralmente el sistema educativo (Calderón, 2003). 

internet

La encuesta del Latinobarómetro (2010) sobre las percepciones respecto del 
uso de Internet en Latinoamérica muestra que sólo el 39% de los latinoame-
ricanos ha usado correo electrónico o se ha conectado a la Web alguna vez en 
su vida. Si bien Internet no está del todo difundida en la región, las cifras han 
aumentado de manera significativa en la última década. Entre 2002 y 2010, 
Chile, Uruguay y Venezuela han triplicado el nivel de uso de Internet, mien-
tras que gran parte de los otros países lo ha duplicado. La crisis económica 
de 2008 parece no haber sido un obstáculo en esta tendencia. De las 1.600 
variables medidas por el Latinobarómetro (2010), Internet es la que avanza 
con mayor velocidad. Los países con mayor uso de la Web durante el año 2010 
son Chile (58%), Uruguay (54%) y Argentina (51%). Los países que menos la 
usan son El Salvador y Honduras (24%).

De todos modos, los datos revelan que sigue siendo bajo el porcentaje de 
latinoamericanos que utilizan Internet a diario (13%). En cuanto al tipo de 
uso de la Web, el 25% de los latinoamericanos se conecta para buscar infor-
mación, el 23% usa el correo y Messenger y el 19% es usuario de Facebook.
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Tabla 8.1. Uso de Internet por país, 2002-2010 
(porcentaje)

2002 2003 2005 2006 2007 2008 2009 2010

Chile 20 23 32 40 42 48 47 58

Argentina 25 29 29 44 48 47 46 54

Uruguay 18 24 30 40 58 53 49 51

Venezuela 15 21 33 35 41 37 42 47

Costa Rica 20 22 31 33 39 36 42 47

Perú 19 21 34 40 45 44 47 46

Colombia 17 24 33 28 34 46 38 45

Brasil 13 19 28 35 39 44 43 42

México 54 45 44 26 31 39 32 38

Panamá 21 22 29 32 35 29 28 36

República  
Dominicana

– – 24 26 33 36 34 34

Ecuador 15 18 24 22 24 29 26 32

Bolivia 14 15 23 32 33 34 32 31

Guatemala 17   9 25 30 14 16 21 26

Paraguay 11 10 12 13 18 22 19 25

El Salvador 11 13 17 17 26 24 25 24

Honduras 10 11 22 25 24 21 18 24

Latinoamérica 19 20 27 30 34 35 34 39

Fuente: Latinobarómetro (2002-2010). 
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Tabla 8.2. Resumen uso de Internet por país 2010 (porcentaje)
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Chile 47 22 36 39 30 38

Argentina 46 23 43 39 34 30

Uruguay 52 21 33 34 28 25

Venezuela 49 18 31 35 24 37

Colombia 56 20 31 27 21 29

Costa Rica 51 16 30 30 19 21

Brasil 56 15 28 25 23 4

México 62 12 20 18 15 14

Perú 53 12 35 30 14 18

Panamá 64 12 18 15 12 20

República
Dominicana

64 12 23 15 13 19

Paraguay 74 8 17 16 10 9

Ecuador 65 7 17 14 10 13

El Salvador 64 7 13 14 9 11

Honduras 70 5 12 8 6 12

Bolivia 68 5 20 15 4 15

Guatemala 68 5 14 12 6 10

Latinoamérica 60 13 25 23 16 19

Fuente: Latinobarómetro (2010).
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Gráfico 8.1. Índice de desarrollo humano y uso de Internet
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Fuente: Elaboración propia, a partir del Informe Mundial sobre Desarrollo Huma-
no (PNUD, 2010) y Latinobarómetro (2010).

Como se observa en el gráfico 8.1, existe una relación entre el índice de desa-
rrollo humano y el porcentaje de uso de Internet. Países como Chile y Argenti-
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na lideran ambos indicadores, mientras que Honduras, Guatemala y Paraguay 
se encuentran en el otro extremo. 

Se puede interpretar este dato como la existencia de un mecanismo de 
feedback loop entre las dos variables. Es decir, el acceso a las TIC y sobre todo 
a Internet sería un factor que mejoraría de manera directa o indirecta los 
índices de desarrollo, pues se trata de herramientas que pueden elevar el 
grado de información y participación social y política de las personas, y por 
ende, sus condiciones básicas de vida en términos de alimentación, salud 
y educación; pero también pueden ser recursos de dominación. En este 
sentido, “la tecnología es un instrumento del crecimiento y el desarrollo” 
(PNUD, 2001: 29-30).

Gráfico 8.2. Relación circular entre desarrollo 
humano y acceso a las TIC
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Fuente: Elaboración propia.

Los países con mayor desarrollo humano tenderían a crear oportunidades de 
difusión del uso de las TIC –y de Internet en particular– y esto generaría un 
impacto en la calidad de vida de las personas y eventualmente en el desarrollo 
humano.

telefonía celular

Si bien queda mucho camino por recorrer para disminuir la brecha de uso 
de Internet en la región, la telefonía móvil en América Latina se encuentra 
por encima de la media mundial ya que, según cifras del año 2009, alrededor 
del 80% de los latinoamericanos posee y utiliza esta tecnología (Bibolini y 
Baker, 2009). 
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Tabla 8.3. Cantidad de celulares por cada 100 habitantes, 2009

País Por cada 100 habitantes 

Argentina 130,31

Bolivia 72,48

Brasil 89,79

Chile 96,94

Colombia 92,33

Costa Rica 42,59

República Dominicana 85,53

Ecuador 100,07

El Salvador 122,77

Guatemala 123,39

Honduras 112,39

México 76,20

Panamá 76,20

Paraguay 88,50

Perú 84,69

Uruguay 122,34

Venezuela 98,39

Promedio 94,90

Fuente: ITU (2009).

Según los datos de la Unión de Telecomunicaciones Internacional (ITU, por 
su sigla en inglés), en el año 2009 existía en Latinoamérica un promedio de 
94,9 celulares por cada 100 habitantes. Países como Argentina, Ecuador, El 
Salvador, Guatemala, Honduras y Uruguay tienen más celulares que personas. 

En síntesis, la telefonía celular se encuentra ampliamente difundida en la 
región, en contraposición al uso de Internet que, a pesar de los avances en los 
últimos años, sigue manteniendo una brecha significativa. Desde el punto de 
vista normativo, es importante impulsar políticas para profundizar el acceso 
y el uso más equitativo de Internet en la región para evitar que se amplíen 
las brechas digitales, y más bien tratar de reducirlas. Como hemos visto, en la 
relación entre brecha digital y socioeconómica, una ampliación de la primera 
implicaría un deterioro en las brechas de equidad y crecimiento de las socie-
dades, además de un retroceso en términos de desarrollo humano. 
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las tic y los jóvenes

Las TIC han generado un impacto profundo en la vida cotidiana de las socie-
dades de todo el mundo, en especial entre los jóvenes. La juventud tiene un 
mayor contacto con las TIC y, en general, las maneja con mayor facilidad y 
frecuencia que la población adulta. 

Gráfico 8.3. Rango de edad de usuarios 
de Facebook en Latinoamérica
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Fuente: Elaboración propia sobre la base de <www.checkfacebook.com>.

Un ejemplo de ello es que el 50% de los usuarios de Facebook en América 
Latina son jóvenes con un rango de edad entre los 14 y 24 años, y el 27% son 
usuarios de entre 25 y 34 años, mientras que sólo el 9% de los usuarios tiene 
más de 45 años de edad.

Por este motivo, los jóvenes de hoy han sido definidos como la “generación 
de la tecnosociabilidad” (PNUD, 2009). La cultura de la tecnosociabilidad 
hace referencia a la modificación de los patrones de conocimiento, el aprendi-
zaje y las diversas condiciones de la vida cotidiana. Para esta nueva generación, 
poseer conocimiento de las TIC es un requisito indispensable para no estar 
excluidos, incluso de los puestos laborales menos calificados (PNUD, 2009), y 
para generar un empoderamiento, inclusive de las franjas más marginalizadas. 
Como afirman Holmes y Russel en el Informe sobre Desarrollo Humano para el 
Mercosur 2009-2010 (PNUD, 2009: 45), la tecnosociabilidad “pone énfasis en 
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las tecnologías de la comunicación, no como herramientas, sino como contex-
tos, condiciones ambientales que hacen posibles nuevas formas de ser, nuevas 
cadenas de valores y nuevas sensibilidades sobre el tiempo, el espacio y los 
acontecimientos culturales”.

Gráfico 8.4. Porcentaje de desempleo y 
trabajo en jóvenes latinoamericanos
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Fuente: OIT (2010).

El desempleo de los jóvenes latinoamericanos es un tema que preocupa pues-
to que, según la Organización Internacional del Trabajo (OIT, 2010), de los 
104 millones de jóvenes que hay en América Latina, 7 millones no estudian ni 
trabajan. Además, este es un factor que influye en la ampliación de la brecha 
digital, debido a que es más probable que los jóvenes que estudian o trabajan 
tengan acceso a las nuevas tecnologías y viceversa (ITU, 2009). 

Las TIC se han convertido en un instrumento necesario para la reducción 
de las desigualdades sociales entre los jóvenes. Las nuevas tecnologías poten-
cian las habilidades de la juventud generando empoderamiento e incremen-
tando sus capacidades (PNUD, 2009). Por tanto, resulta fundamental impul-
sar políticas para que los jóvenes accedan a las nuevas tecnologías, para que 
puedan competir en el mercado laboral actual y, de esta forma, mejorar su 
desarrollo humano.
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la brecha digital de género

Las mujeres son un segmento de la sociedad que es proclive a estar excluido 
de las nuevas tecnologías. Sin embargo, según datos del ITU para economías 
no europeas del año 2009, en donde figuran nueve países latinoamericanos, las 
brechas digitales de género no son amplias. Países como Honduras, Nicaragua, 
Paraguay y El Salvador tienen casi la misma cantidad de usuarios varones que 
mujeres, mientras que en Chile, Brasil, y México, si bien existen más usuarios 
varones, la cantidad de mujeres que accede a la Web es relativamente alta.

Además, según los datos de Checkfacebook, en septiembre de 2010 era ma-
yor el porcentaje de usuarias mujeres (51%) que de hombres (49%) de la red 
social Facebook.

Las TIC, en especial Internet, son una herramienta potencialmente impor-
tante para el empoderamiento de las mujeres. El manejo de Internet y/o de 
telefonía celular les permite tanto acceder a mayor información y conocimien-
tos como mejorar su calidad de vida y tener más capacidades a la hora de com-
petir por un mejor puesto de trabajo, contribuyendo así a cerrar las brechas 
de género en otros ámbitos que todavía persisten en la región.	

las tic y la política 

La red se ha convertido en el lugar donde se expresan y desarrollan las nuevas 
formas de poder. La cultura de la tecnosociabilidad no sólo cambia la vida 
cotidiana de las personas y las comunidades, sino también las formas de la po-
lítica. Los medios de comunicación de masas tradicionales, tales como la radio 
y la televisión, han contribuido a colocar el personalismo como un aspecto 
clave de la política. Se trata de la llamada “política del escándalo”, donde los 
medios de comunicación juegan un papel fundamental (Castells, 2009). Al 
mismo tiempo, los partidos políticos han ido perdiendo fuerza, ya que los 
votantes tienden a identificarse con la figura de un candidato, su forma de ser 
y, en especial, de aparecer en los medios (Manin, 1992). 

En los últimos años, las redes sociales han dado un giro al modo de hacer 
política y sobre todo a la forma de hacer campaña electoral. Un caso em-
blemático es la exitosa experiencia del presidente Barak Obama, quien logró 
comunicarse con muchos de sus votantes mediante la red 2.0 y de esa manera 
entablar una relación más estrecha y cordial, factor que acaba, empero, acen-
tuando aún más el personalismo en la política. Obama pudo dar a conocer su 
programa político y debatir con los votantes mediante la Web, revolucionando 
así, por primera vez a gran escala, la forma de manejar una campaña electoral. 
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Gráfico 8.5. Porcentaje de usuarios de Internet 
por género en economías no europeas, 2008
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Fuente: ITU (2009).

Ejemplos latinoamericanos del uso de Internet en la política son las recientes 
campañas presidenciales en Colombia y Chile. En Colombia, Antanas Mockus, 
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candidato del Partido Verde y ex alcalde de Bogotá, realizó una intensa propa-
ganda electoral 2.0 que, según algunos analistas, se volvió fundamental en un 
momento de pico de consensos, cuando Mockus casi alcanzaba al candidato 
oficialista Juan Manuel Santos (Erbin, s/f). La “ola verde”, a la que se suma-
ron 700 mil personas en Facebook, marcó un número de adherentes nunca 
antes visto en una campaña política en Latinoamérica, y posicionó favorable-
mente al candidato presidencial, aunque no le permitió ganar las elecciones. 
En Chile, Marcos Enríquez Ominami, candidato independiente sin estructura 
partidaria que le sumara votos, logró generar interés en los votantes, sobre 
todo jóvenes, y posicionarse como un nuevo actor en la política chilena apro-
vechando la Web 2.0. Si bien no obtuvo una cantidad de votos suficiente para 
entrar al balotaje, obtuvo un tercer lugar, antes inalcanzable para un candida-
to de estas características.

También las formas más clásicas de información han sido afectadas por las 
nuevas dinámicas interactivas generadas por la Web. Los noticieros y progra-
mas políticos en televisión, por ejemplo, son más interactivos y transversales 
al conjunto de los medios de comunicación. Es cada vez más frecuente que 
un programa de televisión conjugue la opinión de los televidentes por medio 
de mensajes de texto o de mensajes en las redes sociales y que pueda tener la 
presencia de invitados en diferentes lugares del mundo. Tal es el caso de los 
noticieros de CNN en español o del programa “No Mentirás”, transmitido en 
la red PAT de la televisión boliviana. Asimismo, todos los periódicos tienen ya 
un espacio en la red, desde donde desarrollan nuevas formas de interacción 
con los lectores gracias a los blogs y las redes sociales. En este sentido, este 
libro es un ejemplo de los cambios que están ocurriendo en el mundo de la 
información periodística, sin los cuales hubiera sido mucho más difícil escribir 
sobre conflictos en América Latina.

el nuevo espacio público

Las nuevas formas de comunicarse han determinado la utilización intensiva de 
las TIC en el espacio público. Este se entiende como el lugar de “encuentro” 
(PNUD-PAPEP, 2008b) donde las ideas y los valores se forman, transmiten, 
respaldan y combaten (Castells, 2009). 

Los datos del Barómetro de las Américas de LAPOP de 2010 para los 17 
países considerados en el estudio muestran que la frecuencia en el uso de 
Internet tiene un efecto positivo sobre la participación de los ciudadanos en 
protestas y manifestaciones callejeras. El porcentaje de personas que partici-
pan en protestas entre quienes usan Internet de manera diaria o casi diaria es 
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más alto que entre quienes se conectan a la red rara vez o nunca. Este dato 
demuestra que las nuevas tecnologías de información y comunicación, y en 
particular Internet, inciden de manera positiva en la participación ciudadana 
en protestas.

Gráfico 8.6. Porcentaje de participación en 
protestas, según uso de Internet
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Fuente: Barómetro de las Américas (LAPOP).

Las TIC permiten una manera de interactuar más ágil, flexible y espontánea 
entre los actores, sobre todo si se comparan con las viejas tecnologías de la 
comunicación, que tendían a generar flujos de información unidireccionales. 
Gracias a las TIC, los ciudadanos tienen una participación más activa en la po-
lítica y se amplían las posibilidades de acción colectiva debido al fácil acceso y 
a los bajos costos de utilizar tanto Internet como telefonía móvil.1 Participar en 

1  Según datos de la conferencia realizada por Manuel Castells bajo el título 
“Ni Dieux, Ni Maître: Les réseaux”, el 28 de junio de 2011 en la Maison des 
Sciences de l’Homme en París, el número de internautas en el mundo ha au-
mentado de 40 millones en el año 1996 a 2 mil millones en 2011. Otro dato 
relevante se encuentra en el uso de teléfonos celulares, que creció de 11 mi-
llones de portadores de teléfonos móviles en 1991 a 5,3 miles de millones en 
2011; en otras palabras, el 90% de la humanidad posee un teléfono celular.
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un foro, un blog o un grupo dentro de una red social está más al alcance que 
otras formas de participación política.

Al mismo tiempo, las TIC permiten crear canales informales de diálogo que 
generan una comunicación más fluida, también gracias a la opción de anoni-
mato de los participantes. Esta posibilidad hace que, por un lado, no se visibi-
licen las diferencias de edad, raza, género, etnia y nacionalidad y, por otro, no 
haya una exposición, que en algunos casos podría ser riesgosa, al momento de 
difundir mensajes contestatarios o apoyar causas políticas. Además, todas las 
personas que acceden a Internet tienen las mismas oportunidades de partici-
par (Neumayer y Raffl, 2008), y en este sentido la red tiene una potencialidad 
democratizadora e igualitaria única y funciona como ecualizador del poder de 
creación de sentido y difusión de información. A nivel tecnológico, todas las 
personas tienen las mismas oportunidades de participar pero precisan de cier-
tas habilidades previas para hacerlo. Eso implica una parcial redistribución 
del poder y un cambio en el costo oportunidad de los individuos para generar 
nuevos discursos y narrativas, gracias a la significativa reducción de los costos 
de difusión de estos mensajes. Los blogs son ejemplos de medios fáciles de 
usar, y su revolución en términos de comunicación está vinculada de manera 
directa con el aumento de la creación y difusión de nuevos espacios individua-
les de producción de sentido con potencialidades reales de volverse sociales y 
colectivos (Fontana, 2011). 

De este modo, la red se convierte en un mecanismo más democrático, don-
de se gesta una “nueva politicidad” caracterizada por desarrollar acciones que 
se despliegan en la vida cotidiana, lejos de los lugares tradicionales de la polí-
tica (PNUD, 2009). Por ejemplo, se crean movilizaciones políticas a través de 
celulares e Internet, que son coordinadas en breves períodos de tiempo y en 
ocasiones aglutinan a millones de personas no sólo a nivel local, sino también 
alrededor del mundo.

Además, por medio de la red, las ideas pueden ser expresadas libremente y 
sin censura en la mayoría de los países.2 Esto implica que los gobiernos deben 
lidiar de forma cada vez más contundente con un creciente potencial desesta-
bilizador proveniente de la red y de las nuevas tecnologías, dado que pueden 
generar voces contestatarias y discrepantes difíciles de callar. Bajo tales cir-
cunstancias, surgen nuevas formas de poder centradas en la información y en 
las redes de comunicación que desafían el poder del Estado, ya debilitado por 
los retos a su soberanía impuestos por la globalización y por frecuentes crisis 
de legitimidad política (Castells, 2001). 

2  Países como China, Corea del Norte, Cuba, Arabia Saudita y Túnez censuran 
el uso de Internet.
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los actores y los conflictos en la red

Internet no es sólo un gran mercado, un generador de poder y un espacio 
con connotaciones políticas, sino también una fuente de interacción social 
entre actores muy diversos: individuos, grupos, organizaciones, movimientos 
sociales, etc. (Fuchs, 2006). A continuación, analizaremos las maneras en las 
que los siguientes actores se desenvuelven en la red: 

a) 	los movimientos sociales clásicos; 
b) los movimientos o actores espontáneos; 
c) 	el Foro Social Mundial como espacio de encuentro entre actores.

movimientos sociales clásicos en la red
En la actualidad, gran parte de los movimientos sociales tradicionales la-
tinoamericanos utilizan las páginas web para posicionarse a nivel local y 
mundial. Mediante esta vía difunden sus valores e ideas, aumentando las 
posibilidades de promover un cambio político o cultural (Castells, 2009) y 
de influir en la opinión pública. Además, el uso de las TIC, en particular 
de Internet, permite a los movimientos interactuar y coordinar actividades 
y socializar experiencias tanto internamente como con otras redes y orga-
nizaciones. 

Un ejemplo de ello es la página de la Comunidad Web de Movimientos 
Sociales (<www.movimientos.org>), que aglutina a diversas redes y coordina-
doras sociales de América Latina y el Caribe. En ella se realiza un seguimiento 
de las actividades que realizan los principales movimientos sociales del conti-
nente y su calendario de actividades. El sitio web es un espacio de reflexión e 
intercambio de información e ideas en relación a los desafíos y experiencias 
de los diferentes movimientos sociales. 

La red crea un canal de comunicación de los movimientos con la sociedad 
que repercute en un aumento del nivel de transparencia pues en las páginas 
web divulgan información sobre las organizaciones, sus objetivos, las activida-
des que realizan, y esto se traduce en un mayor control ciudadano (Luchmann 
y otros, 2008). Además, por medio de la web los movimientos sociales pueden 
sumar miembros y alcanzar a una mayor cantidad de personas. 

Las TIC permiten difundir mensajes y discursos de los movimientos por 
medio de videos –tal como lo hacen los zapatistas–, mantenerse en contacto 
con sus miembros a través de correos electrónicos, transmitir sus actividades 
e incluso recaudar fondos, creando una “autocomunicación masiva”: masiva 
por la audiencia global, autogenerada en contenido y autoelegida en relación 
al receptor de los mensajes (Castells, 2001).
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Entre los principales actores3 que se han movilizado en los 17 países en el 
curso del año, el 59% tiene presencia en la red, sea a través de una página web, 
un blog o un grupo en determinada red social, donde ponen de manifiesto sus 
ideas, orientaciones y demandas. Si bien más de la mitad de los actores consi-
derados cuenta con presencia en la red, aún se perciben grandes brechas de 
visibilidad entre los movimientos sociales, puesto que el 41% todavía no utiliza 
este tipo de mecanismos para difundir y transmitir sus mensajes y demandas.

Gráfico 8.7. Porcentaje de actores con presencia en la red
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Fuente: Elaboración propia. 

3  Es decir, sólo aquellos actores que protagonizaron más de 5 episodios con-
flictivos en un determinado conflicto en el período de estudio. Argentina 
tiene 20 actores; Bolivia, 19; Brasil, 8; Chile, 9; Colombia, 1; Costa Rica, 1; 
Ecuador, 7; El Salvador, 1; Guatemala, 3; Honduras, 5; México, 6; Panamá, 4; 
Paraguay, 9; Perú, 11; Uruguay, 15, y Venezuela, 1. La cantidad de actores 
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Las relaciones entre los actores que tienen presencia en la red adquieren un 
mayor sentido al analizar los datos por país. Es claro que tanto el nivel de 
desarrollo como el porcentaje de uso de Internet inciden en la cantidad de ac-
tores con presencia en la red. Por un lado, países como Costa Rica, Argentina, 
Uruguay y Chile presentan alto índice de desarrollo humano (IDH) y mayor 
uso de Internet, y cuentan con un amplio porcentaje de actores representados 
en la red. En el otro extremo se encuentran Paraguay, Guatemala y Bolivia, los 
países con menor desarrollo en la región y menor uso de Internet, y en donde 
existe un porcentaje muy bajo de actores sociales que cuentan con páginas 
web, blogs o redes sociales para difundir sus demandas.

Gráfico 8.8. Porcentaje de actores jóvenes e 
indígenas con presencia en la red
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A la vez, cabe destacar un fenómeno significativo de marginación de los acto-
res indígenas también en el mundo virtual. Sólo el 33,4% de los actores indí-
genas y campesinos cuenta con una página web, blog o participa de una red 
social. De ese porcentaje, la mayoría son movimientos sociales relativamente 
grandes y con alcance nacional, como la Confederación de Nacionalidades 
Indígenas del Ecuador (CONAIE) y la Confederación de Pueblos Indígenas 
de Bolivia (CIDOB), mientras que actores como los campesinos sin tierra en 
Paraguay y/o pobladores indígenas en general carecen de instrumentos y mu-

	 con presencia en la red está relacionada con la diversidad de actores relevan-
tes para los conflictos, y no sólo con el desarrollo de Internet por país.  
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chas veces de los conocimientos para utilizar adecuadamente los sitios web 
y hacer conocer sus demandas. Es importante resaltar que si los pobladores 
campesinos se encuentran excluidos de las páginas web, blog y redes sociales, 
no lo están de la telefonía móvil.

Por último, los movimientos que involucran a jóvenes cuentan con un am-
plio porcentaje de presencia en la red (66,60%). Este tipo de actores son en 
gran parte estudiantes de colegio. Los jóvenes prefieren utilizar, en la mayo-
ría de los casos, redes sociales como Facebook y blogs. Estas tienen algunas 
ventajas comparativas relevantes y, en especial, un costo casi nulo frente a la 
potencialidad de llegar a un número de personas muy alto. 

movimientos espontáneos en la red
La sociedad red cuestiona las formas tradicionales de movilización y organiza-
ción social y, en cuanto a los actores, requiere un esfuerzo de recategorización 
y de repensar conceptos clásicos, como el de “actor estratégico” y “actor estruc-
tural”. Estas categorías analíticas parecen perder su relevancia frente a una 
redefinición de los mapas de actores con potencial impacto en los equilibrios 
macro y en la gestión de la gobernabilidad de los países. Las nuevas dinámicas 
sociales impulsadas por las TIC invitan a poner en discusión la corresponden-
cia, muchas veces presumida, entre actores estratégicos y actores estructurales. 
Si definimos el actor estratégico como “todo aquel individuo, organización o 
grupo con recursos de poder suficientes para impedir o perturbar el funciona-
miento de las reglas o procedimientos de toma de decisiones y de solución de 
conflictos colectivos” (Prats I Catalá, 2001: 18), en el nuevo panorama comuni-
cacional habría que considerar el hecho de que, cada vez con más frecuencia, 
existen actores coyunturales que adquieren gran fuerza estratégica, o actores 
no estructurales que se vuelven estratégicos gracias a un hecho desencadenan-
te. Al mismo tiempo, estas dinámicas debilitan el potencial estratégico de los 
actores estructurales clásicos, como los sindicatos, las uniones, etc.

En este nuevo contexto, resulta fundamental preguntarse cuáles son los 
factores que determinan el grado de importancia estratégica de un actor. La 
respuesta no es unívoca, sino más bien multifacética. Por un lado, hay que con-
siderar la capacidad de movilización histórica de los actores, pero a esto hay 
que añadir su potencial interacción comunicativa y su capacidad de reproduc-
ción y difusión virtual. Dados estos cambios, es esencial tomar en cuenta las 
consecuencias respecto del análisis de riesgo en términos de gobernabilidad. 
Y en este sentido, el elemento más importante quizás sea el evidente aumento 
del grado de imprevisibilidad de los conflictos y de las crisis. 

Los actores espontáneos que se constituyen gracias a las TIC son los nuevos 
actores estratégicos de las sociedades mediatizadas. Se caracterizan por nacer 
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a partir de la web o de la telefonía celular: el malestar o las demandas genera-
lizadas son transmitidas de modo espontáneo por miles de personas, en un pe-
ríodo de tiempo relativamente corto, vía redes sociales, blogs, foros, cadenas 
de mails o mensajes de texto. 

Mediante estos instrumentos, los ciudadanos pueden organizarse frente al 
conflicto y propagar información (Castells, 2001). Es lo que De Ugarte deno-
mina “ciberactivismo”, esto es, “una estrategia que persigue el cambio en la 
agenda pública mediante la difusión de un determinado mensaje y su pro-
pagación a través del ‘boca en boca’ multiplicado por los medios de comuni-
cación y publicación electrónica personal” (2008: 1). Según el mismo autor 
(2010), el ciberactivismo tiene dos fases: una deliberativa, “en la que a través 
de los blogs y los foros se abre el debate”, y otra de movilización, “en la cual a 
partir de e-mails y mensajes de celular la gente sale a la calle”. 

En los últimos años se han presentado experiencias en las que el cambio 
en la agenda pública a través de actores y movilizaciones que nacen en las 
redes virtuales se llega a concretar con éxito (un ejemplo es el caso de #In-
ternetnecesario en México). Tanto Internet como la telefonía móvil juegan 
un papel preponderante para la expansión de los movimientos espontáneos, 
que además tienden a ser puntualmente coyunturales: una vez logrados los 
objetivos perseguidos, estos actores tienden a desaparecer de la escena pú-
blica. Los movimientos se vuelven “líquidos” (Bauman, 1999) y posmodernos 
(en el sentido de que van más allá de las instituciones de la modernidad, en 
particular el Estado-nación), y se moldean a partir de los nuevos pliegues de la 
globalización, por un lado, y de renovadas raíces locales, por otro, sin que esto 
necesariamente los vuelva contradictorios. 

La globalización ha traído como consecuencia el fortalecimiento de las capa-
cidades individuales, donde prima la espontaneidad, el carácter voluntario del 
activismo político y la autoorganización (Beck y Beck-Gernsheim, 2002). Como 
resultado, se hace indispensable redefinir los proyectos colectivos: “La cuestión 
es cómo lo individual es resultado de un compromiso colectivo, y cómo lo colec-
tivo puede ser pensado desde la agencia individual” (PNUD, 2009: 49).

Parece ser que la red aísla a las personas del mundo real, exacerbando el 
individualismo; sin embargo, existe una amplia discusión al respecto. La red 
no sería un aislante de la vida real, sino otra forma de expresión de lo real. 
Si bien es cierto que estas nuevas formas de socialización pueden distanciar 
a las personas entre sí y de la realidad social, también pueden generar espa-
cios de aproximación, negociación y diálogo entre miembros de diferentes 
sectores sociales. “Internet no es sólo una herramienta indispensable en el 
mundo laboral y una buena fuente de información, sino también un po-
deroso medio de comunicación” (PNUD, 2009: 245) y de movilización. En 
la sociedad red, las personas pueden movilizarse por medio de las compu-
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tadoras, desarrollando una acción individual que tiene un efecto colectivo 
(PNUD, 2009). 

Como consecuencia de esta forma de movilización, se reconfiguran los ac-
tores estratégicos. Actores no estratégicos hasta ese momento pueden gestar-
se repentinamente a través de la web y convertirse en determinantes de un 
conflicto. Por tanto, los gobiernos deben tomar en cuenta a las TIC para dar 
seguimiento a actores potencialmente estratégicos que pueden gestarse en la 
red y, de esta manera, gestionar oportunamente sus malestares y protestas.

el foro social mundial como un espacio de encuentro  
entre actores sociales
Aunque se registra una tendencia al desplazamiento tanto de los movimientos 
sociales clásicos como de los espontáneos hacia la red, su dimensión pública no 
es sólo virtual, sino que también está compuesta por lugares físicos de encuentro 
e intercambio. El más importante a nivel global es el Foro Social Mundial (FSM).

El FSM nace en el año 2001 en Porto Alegre, vinculado con las exitosas 
movilizaciones realizadas en Europa contra el Acuerdo Multilateral de Inver-
siones (AMI) en 1998, y en Seattle contra la Organización Mundial de Co-
mercio (OMC) en noviembre de 1999. Desde entonces, se ha convertido en 
un espacio en el que comparten experiencias y debates movimientos sociales, 
ONG y otras organizaciones de la sociedad civil que tienen como común de-
nominador un firme rechazo de las políticas neoliberales. Como escribe Cán-
dido Grzybowski, “la gran fuerza del Foro Social Mundial radica en su carácter 
novedoso. Se trata de una iniciativa de la emergente sociedad civil planetaria 
que apunta a valorar las prácticas de lucha y de participación ciudadana en 
las diferentes sociedades, y busca dar una dimensión mundial a las propuestas 
que surgen de ellas” (2001: 1). 

El FSM es un lugar de encuentro y convergencia, donde se dan a conocer 
nuevos actores y se proponen agendas y alternativas a los problemas mundia-
les. Bajo el lema “Otro mundo es posible”, miles de personas se reúnen todos 
los años para enfrentar los siguientes retos: a) generar una agenda común; b) 
dar una mayor importancia y peso a los movimientos sociales y a otros actores 
sociales; c) elaborar un “proyecto histórico colectivo”; d) ampliar los espacios 
del FSM; e) compartir las lecciones aprendidas para fortalecer las luchas co-
munes (Álvarez, 2006). Es un espacio donde los movimientos se dan cita y 
están “unidos bajo un mismo objetivo e involucrando a viejos y nuevos oposi-
tores del neoliberalismo y la globalización” (Padilla Vargas, 2003: 17). 

A 10 años de creación del FSM, presentamos un balance y análisis tanto de 
la variedad de temáticas como los lugares en donde el Foro se llevó a cabo año 
tras año. 
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Respecto de las temáticas tratadas en el FSM, desde el año 2001 hasta el 
2010 se puede observar que prevalecen los temas culturales con el 56%, le 
siguen las temáticas relacionadas con lo institucional y de gestión con el 28% 
y, en tercer lugar, las correspondientes a la reproducción social con el 16%. 
El amplio tratamiento de los conflictos culturales en el FSM se debe a que este 
tipo de conflictos busca cambiar los modos de vida y, por eso, son estratégicos. 

Gráfico 8.9. Análisis del temario del Foro 
Social Mundial (2001-2010)
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Fuente: Elaboración propia a partir de la página <www.forosocialmundial.
com.br>.

Dentro de las temáticas culturales más recurrentes, se encuentran las relacio-
nadas con el medio ambiente, la reivindicación de identidades, los derechos 
humanos y la paz, confirmando el importante papel de la cultura en el nuevo 
contexto globalizado latinoamericano.

El año 2005 se destaca como el principal punto de inflexión en la historia 
del Foro. A partir de entonces, las temáticas se expanden y se tocan cuestiones 
más específicas, de mucho interés para los movimientos antiglobalización con-
gregados en el Foro. Además, participan 150 000 personas, una cifra récord en 
los 10 años del FSM.

El papel de Internet fue esencial puesto que se convirtió, a la vez, en su 
forma de organización y en su modo de actuación (Castells, 2009). Los movi-
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mientos interesados en participar de los foros sociales accedieron a la página 
web para inscribirse e informarse sobre las temáticas a tratar. A la vez, los inte-
resados que no pudieron asistir tuvieron acceso a los documentos con las con-
clusiones generales y a toda la información relevante a través de la plataforma 
on line. El FSM adquiere una especial relevancia al convertirse en el lugar de 
encuentro cara a cara por excelencia de todos los movimientos alterglobaliza-
dores que comparten la creencia de que se puede crear un mundo diferente, 
en contra del imperialismo (Wieviorka, 2006), generando una globalización 
distinta, solidaria y humana.

estudios de caso 

A continuación, se describen unos casos en los que las nuevas plataformas de 
las TIC han jugado un papel central en la difusión de información y la orga-
nización de las movilizaciones, así como han sido fundamentales a la hora de 
medir los resultados concretos obtenidos. 

el movimiento estudiantil de los “pingüinos” en chile
El movimiento estudiantil pingüino4 surge en 2006 ante las demandas de los 
estudiantes chilenos por una mejora en la calidad de la educación. La juven-
tud en Chile era percibida hasta ese entonces como un sector poco visible ante 
la opinión pública y poco considerado por los gobiernos a la hora de tomar 
decisiones sobre las políticas públicas educativas.

El movimiento estuvo orientado a exigir la mejora de la prestación de ser-
vicios educativos y a modificar la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza 
promulgada en la época de la dictadura de Pinochet. Las demandas consistían 
en un primer momento en el reclamo de la gratuidad del transporte escolar 
y de la Prueba de Selección Universitaria (PSU), y luego se transformaron 
en demandas más estructurales, como la modificación de la Jornada Escolar 
Completa (JEC) y la derogación de la Ley Orgánica Constitucional de Ense-
ñanza (Gerter y Ramos, 2008).

El éxito del movimiento pingüino fue posible sobre todo gracias a la organi-
zación de los estudiantes, que se mantuvieron coordinados mediante el uso de 
las TIC a lo largo del conflicto. Las movilizaciones y los dos paros nacionales 
se gestaron a través de Internet, en especial de blogs, y del correo electróni-

4  Se los llama “pingüino” por el uniforme que utilizan los estudiantes de ese país.
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co, que además sirvieron para difundir sus reivindicaciones (Coscione, 2009). 
Los mensajes de texto por celular fueron uno de los medios más utilizados, 
debido a su bajo costo y a su alta difusión, junto con los fotologs, es decir, bitá-
coras fotográficas creadas por jóvenes estudiantes para difundir imágenes de 
las manifestaciones.

Este movimiento es un claro ejemplo en la región de un conflicto en el cual el 
uso de las TIC se vuelve fundamental para generar movilización y protestas; una 
herramienta utilizada por jóvenes que expresaron sus demandas de manera sa-
tisfactoria, aprovechando las potencialidades que las nuevas tecnologías ofrecen.

#internetnecesario y la ciberprotesta
El grupo #Internetnecesario nace en octubre de 2009 en México a través de la 
red social Twitter, a raíz del malestar de miles de usuarios ante la aprobación 
en la Cámara de Diputados del aumento del 3% del costo de las telecomuni-
caciones a partir del año 2010. 

Sobre la base de la nueva norma, el costo de Internet aumentaría el 3%, al 
ser considerado un bien suntuario. La reacción de los usuarios fue inmediata: 
“Internet no es un lujo” reclamaban por Twitter, provocando una ciberpro-
testa entre las 22:00 horas del 19 octubre y las 5:00 del día siguiente. Dicha 
protesta logró una movilización en la red de alrededor de 10 240 personas 
y 51 700 mensajes (Torres, 2009). Los mensajes trascendieron en muy pocas 
horas a miles de usuarios, generando repercusión incluso en los medios de 
comunicación tradicionales (radio, prensa y televisión).

En los días posteriores a la protesta, el presidente del Senado mexicano, 
Carlos Navarrete, convocó una reunión con algunos representantes de los ac-
tivistas de #Internetnecesario para establecer un diálogo (Riva Palacio, 2009), 
legitimando así la protesta y poniendo el tema en la agenda pública.

El impacto que tuvo la cibeprotesta de #Internetnecesario fue muy grande, 
sobre todo por sus resultados concretos. La Cámara de Senadores aprobó no 
grabar con el 3% el servicio de Internet, por lo que la protesta resultó exitosa 
y demostró el poder de movilización e influencia que posee la red.

un millón de voces contra las farc
Esta iniciativa nace en la red social Facebook en enero de 2008 en Colombia, 
con el objetivo de organizar una marcha masiva a nivel nacional en contra de 
las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC). Oscar Morales, un 
joven ingeniero, fue el creador del grupo. Él mismo se sorprendió al ver cómo 
el primer día 3.000 personas se unían a la red, que más tarde llegó a contar 
con 300 000 adherentes (Neumayer y Raffl, 2008).
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Bajo el lema “No más secuestros, no más mentiras, no más muertes, no más 
FARC”, el grupo creado en Facebook generó repercusión no sólo en la red so-
cial, sino también en los medios de comunicación y en el espacio público real. 
La marcha convocó a alrededor de cuatro millones de colombianos, quienes 
salieron a la calle el mismo día y con el mismo fin (Riva, 2008), y se replicó en 
165 ciudades alrededor del mundo (Neumayer y Raffl, 2008). Un millón de 
voces contra las FARC demuestra la fuerza de un colectivo reunido en torno 
a un objetivo de protesta común, organizado y movilizado mediante la red. 

conclusiones 

Las TIC contribuyen a modificar la capacidad de agencia de los actores colec-
tivos, facilitando la organización de las movilizaciones, la circulación de infor-
mación y la creación de redes transnacionales, gracias al fácil acceso, el bajo 
costo y la cantidad de receptores. La red posiciona determinadas demandas en 
la agenda pública y en la agenda de los medios de comunicación tradicionales, 
y muchas veces genera impactos concretos en las demandas y en las dinámicas 
de la acción colectiva. 

El FSM es el espacio por excelencia donde los movimientos sociales que 
comparten una visión alterglobalizadora se reúnen, discuten sus agendas y 
demandas, y comparten experiencias y contactos. Internet juega un papel 
importante en el FSM, como una herramienta de interacción e información 
entre actores, y de difusión de ideas y resultados del debate a nivel mundial.



9. Escenarios de conflictividad social 
en América Latina, 2012-2015

	 A partir de los lineamientos generales ya esbozados en este libro, 
determinaremos en el presente capítulo dos dimensiones o variables que sin-
tetizan la dinámica del conflicto (el clima social y la capacidad política para 
el procesamiento de conflictos), y plantearemos cuatro relatos de escenarios 
nacionales de mediano plazo a partir de la situación y la evolución de los con-
flictos en la región. 

El paradigma normativo que alimenta estos relatos está asociado con la bús-
queda de una relación fecunda entre capacidad de acción constructivista de la política y 
un clima social de progreso y bienestar ciudadano. Desde luego, en la actualidad no 
hay ni un país con semejante configuración, pero varios de la región –como 
Uruguay, Costa Rica, Brasil y Argentina– presentan tendencias significativas 
que, con múltiples conflictos y problemas, se orientan hacia una pragmática 
constructivista del conflicto, y gozan de climas sociales relativamente optimis-
tas. En definitiva, la construcción de escenarios con un orden conflictivo se 
perfila, según el paradigma aquí contemplado, como la mejor garantía de una 
democracia sostenible. 

tendencias generales

En el período estudiado, entre octubre de 2009 y septiembre de 2010, Latinoa-
mérica debió procesar alrededor de 2.318 conflictos nuevos. En cuanto al cam-
po de conflictividad, predominan los conflictos por reproducción social (47%), 
seguidos por los conflictos institucionales (38%) y por los culturales (16%). 

El Estado, sin ser el único referente de los conflictos, es el actor más deman-
dado: 8 de cada 10 conflictos lo tienen como principal referente de las deman-
das sociales al Estado, confirmándolo como el centralizador del malestar co-
lectivo. En oposición a esta centralización, los actores colectivos de la sociedad 
tienden a una progresiva fragmentación, siendo los vecinales-comunales los 
principales actores demandantes en 1 de cada 5 conflictos. Otro rasgo impor-
tante es que el espacio urbano es catalizador de la conflictividad, y las ciudades 
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capitales se erigen como el perímetro privilegiado para la concentración de las 
manifestaciones de las demandas sociales. 

Esta relación estaría evidenciando una situación en la que predominan Es-
tados con débil estatalidad y sociedades policéntricas, pero también países en 
los cuales existe un desfase crónico entre instituciones débiles y demandas 
sociales contundentes, o bien sociedades con instituciones fuertes pero con 
escasa cantidad de conflictos donde, sin embargo, los niveles de radicalidad 
son relativamente altos.

Como ya hemos analizado, la conflictividad en América Latina comparte 
rasgos comunes: plataformas de exclusión y desigualdad crónicas en su ma-
yoría cuestionadas por la ciudadanía, conflictos complejos que asocian tales 
desigualdades con el número de conflictos y su intensidad, combinación de 
protestas sociales que se expresan tanto en el plano social-nacional como en el 
plano cultural-global, racionalidades prácticas en los conflictos por reproduc-
ción social que conviven con demandas de mayor eficacia institucional y con 
conflictos culturales de carácter sistémico. Asimismo, aparecen Estados omni-
presentes en todas las esferas de los conflictos con serias limitaciones para pro-
cesarlos y sociedades con conflictos cada vez más fragmentados, nuevos espa-
cios públicos vinculados con sistemas de comunicación donde se representan 
de manera contradictoria los conflictos, y conflictos que tienden a desplazarse 
crecientemente hacia las redes de información y comunicación con efectos 
multiplicadores en los nuevos escenarios de poder. En suma, existe una mayor 
complejidad social vinculada con sistemas políticos y Estados con relativas y 
limitadas capacidades de gestionarla.

Sin embargo, los países de la región, en sus diferentes situaciones, viven 
un momento único de oportunidades políticas y económicas que permiten 
pronosticar escenarios de avances sustantivos tanto en términos de desarrollo 
como de democracia. No obstante, ello supone un incremento generalizado 
en la capacidad política de procesamiento de los conflictos de las sociedades 
y de sus Estados. 

Las tendencias generales y los rasgos de conflictividad descritos se consti-
tuyen en los datos de fondo a partir de los cuales se reflexiona la lógica de 
los escenarios de conflictividad social a mediano plazo en América Latina. 
Estas tendencias constituyen hilos comunes a toda la región. Sin embargo, el 
esquema analítico propuesto en los siguientes párrafos a partir de estos datos 
generales se propone plantear una síntesis y una reflexión que consideren 
los matices y las condiciones excepcionales que caracterizan a los diferentes 
países. Se trata de introducir de esta manera algunas particularidades al plan-
teamiento general del presente libro, considerando que si bien un patrón ge-
neral común de la conflictividad destaca como tendencia empírica, y resulta 
por lo tanto un dato cardinal en términos analíticos y comparativos (a nivel de 
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país, subregional, regional y global), asimismo, desde una mirada prospectiva, 
es relevante considerar las peculiaridades de cada contexto nacional. A pesar 
de que la dimensión nacional está en parte en crisis, bajo el impacto a nivel 
latinoamericano de tendencias más bien globales, sigue siendo un ámbito es-
tratégico fundamental, tanto en términos propiamente geopolíticos como en 
el momento más estrictamente normativo de la reflexión, pues sin duda los 
Estados nacionales continúan siendo los principales responsables de la imple-
mentación de ciertos tipos de políticas públicas y, en consecuencia, los promo-
tores de ciertos modelos de desarrollo e ideas de democracia. 

las variables de los escenarios

La construcción de los escenarios de mediano plazo de la conflictividad social 
en América Latina surge a partir de la siguiente pregunta: ¿Qué condiciones de-
terminan la cantidad de conflictos y su intensidad en los distintos contextos nacionales? 
En función de esta cuestión inicial, se definieron una serie de variables cen-
trales. La primera de ellas es el clima social, que depende del tipo de factores 
que impactan en la mejora o deterioro de la calidad de vida, así como de sus 
tiempos y mecanismos. En este sentido, existen factores que pueden detonar, 
en el corto plazo, el malestar de las personas, pero también existen acumula-
dores que, en el mediano plazo, tienen potencial para derivar en un malestar 
generalizado. 

Sin duda, los acumuladores de tensión de largo plazo se relacionan con la per-
sistencia de un modelo de desarrollo excluyente, la presencia de distintos ti-
pos de brechas sociales y una sociedad caracterizada por una desigualdad com-
pleja y multifacética. Estos factores, como se ha visto, constituyen la plataforma 
básica de la conflictividad en la región, y, considerando sus diferentes matices 
y manifestaciones en los distintos ámbitos sociales, alimentan los diversos cam-
pos de conflictividad generando panoramas variados y asincrónicos.

El modelo económico socialmente excluyente que ha dominado durante 
siglos en la mayoría de los países latinoamericanos ha generado problemas 
endémicos de pobreza y desigualdad. Estas son las variables calóricas de la 
conflictividad, sobre todo por la reproducción social: el centro y la energía 
del sistema. Cuando aumentan la pobreza y la desigualdad, se acrecienta y se 
extiende la inestabilidad. Si, por un lado, los índices de pobreza e indigencia 
han mejorado a lo largo de los últimos años y las proyecciones apuntan a la 
estabilidad de esta tendencia, por otro lado, América Latina continúa siendo 
el continente más desigual del mundo (CEPAL, 2010d: 185; PNUD, 2010). La 
percepción de desigualdades en una sociedad aumenta la frustración y el sen-
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tido de marginación de los individuos, así como su sentimiento de injusticia; 
lo cual implica cierto nivel de insatisfacción y malestar que puede conducir a 
manifestaciones relativamente violentas. Los conflictos están también vincula-
dos con las dinámicas de inclusión/exclusión. Como hemos visto, la inclusión 
social padece una crisis endémica en América Latina, a través de niveles de 
exclusión que han mantenido o aumentado las brechas entre sus habitantes, 
generando sociedades con una distancia demasiado grande entre ricos y po-
bres (Vega, 2004: 45). 

A las brechas clásicas de tipo económico se añaden otros tipos de diferen-
ciaciones normativas e institucionales, que han sido definidas como “brechas 
de estatalidad”. Este concepto se refiere a la distancia entre la formulación de 
una política pública y el poder institucional del Estado para beneficiar real-
mente a la sociedad e implementar las decisiones políticas en todo el territorio 
nacional alcanzando los resultados esperados (PAPEP-SAPEM, 2011). Se trata 
de otro acumulador estructural de tensión, porque está asociado con el siste-
ma político y sus capacidades instaladas de diseño e implementación de polí-
ticas públicas (no con factores coyunturales), y constituye una de las barreras 
más duras en el desarrollo y la democracia en América Latina. 

La desigualdad no es sólo un fenómeno económico, sino que permea todos 
los ámbitos de la vida social. Los vínculos entre individuos y grupos sociales 
se basan en relaciones y equilibrios de poder y mecanismos de subordinación 
que se fundamentan en distinciones fisionómicas, clasistas, étnicas y lingüís-
ticas, con una base multicultural por lo general muy fuerte. Se dibujan así a 
lo largo del continente sólidas brechas socioculturales e identitarias, mecanis-
mos de discriminación y desigualdad que de ellas se alimentan y que consti-
tuyen los pilares de una tipología relativamente más reciente y estratégica de 
conflictividad social.

En cuanto a los detonadores de tensión de corto plazo, son aquellos que, más allá 
de las condiciones generales y únicas en cada Estado, de activarse provocarían 
un inmediato malestar en la ciudadanía y, de esta manera, un alza en el nú-
mero de conflictos y tal vez en su radicalidad. Es posible identificar distintos 
detonadores en correspondencia con los tres campos de conflictividad. 

En lo referido a la reproducción social, los detonadores de tensión podrían 
estar vinculados al desempleo masivo, la hiperinflación, un recorte súbito de 
subsidios a bienes primarios y la pérdida imprevista de ahorros. En el campo 
de la institucionalidad o la calidad de gestión, los detonadores estarían más 
bien relacionados con el deterioro acelerado de servicios, la interrupción en 
la provisión de bienes públicos o con el colapso del sistema bancario y finan-
ciero. Asimismo, la polarización ideológica aguda en el nivel de las elites, la 
“parálisis” legislativa o la sensación generalizada de ilegitimidad pública del 
gobierno y la desconfianza profunda en la capacidad de gestión de los actores 



escenarios de conflictividad social en américa latina, 2012-2015  275

políticos también pueden hacer detonar el malestar social y derivar en un 
aumento en el número y la radicalidad de los conflictos. En el campo cultural, 
por otra parte, los detonadores estarían dados por la suspensión arbitraria y 
masiva de libertades públicas y civiles y la vulneración repentina de derechos 
políticos.

Así, la variable clima social sintetiza estas dimensiones y muestra el grado 
de malestar o felicidad que la sociedad respira en los distintos contextos na-
cionales. Cuando el clima social es relajado, prima en general cierta disten-
sión y optimismo, los espacios o nichos de malestar estructural son más aco-
tados y la detonación de factores de desequilibrio de corto plazo es menos 
probable. Por el contrario, en un clima social negativo y tenso predomina un 
malestar generalizado en el que, o bien los acumuladores no están en laten-
cia sino que se vuelven un dato de contexto determinante, o bien eventos co-
yunturales –detonadores– han tenido lugar, llevando a un malestar general.

Si consideramos que todas las sociedades latinoamericanas conviven con 
brechas económicas, sociales y de estatalidad de variada magnitud, y que tam-
bién los contextos más estables podrían sufrir desequilibrios debidos a facto-
res coyunturales repentinos e imprevisibles, podremos entender la existencia 
de los conflictos, su cantidad y su intensidad. Sin embargo, muchas de estas 
tensiones, en la medida en que se procesan en un plano constructivo, permi-
ten crear condiciones innovadoras y sostenibles de desarrollo.

Otra variable a tener en cuenta es la capacidad de procesamiento del conflic-
to, enfocada en una relación entre Estado-sociedad-conflictos y construida a 
partir de una pregunta cardinal: ¿Qué capacidad tienen tanto el Estado como la 
sociedad para procesar el conflicto en términos políticos? Se trata de la capacidad 
de trascender hacia un equilibrio caracterizado por un Estado legítimo con 
instrumentos y espacios institucionales amplios y eficaces para procesar de ma-
nera positiva los conflictos y, al mismo tiempo, una sociedad activa y dinámica 
caracterizada por una fuerte participación ciudadana en la vida pública y una 
dinámica de acción colectiva presente, pero no radicalizada. En otras palabras, 
se necesitaría no sólo de sociedades que protesten, sino que interactúen con 
otros actores y con el Estado, proyectándose como actores autónomos y deli-
berantes del desarrollo y de la democracia. 

Los Estados latinoamericanos gestionan un promedio de 11 conflictos nue-
vos por mes, en términos generales; los países que registran el número más 
alto de conflictos son Bolivia, Perú y Argentina, con un total de conflictos 
superior a los 200. Por otro lado, los países menos conflictivos de la región son 
Costa Rica, Chile y El Salvador, con un promedio de 59 conflictos. Los datos 
demuestran la existencia de una sociedad latinoamericana con una significa-
tiva capacidad de acción social, pero también con importantes asimetrías en 
las capacidades de movilización: mientras en un extremo está Bolivia con un 
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promedio de 21,8 conflictos nuevos por mes, en el otro está Costa Rica, con un 
promedio de 2,3 (la relación entre ambos promedios es de 9 a 1). 

Ahora bien, para entender y diferenciar las tipologías de conflictividad que 
predominan en los diversos países de la región, no se trata sólo de analizar la 
capacidad que tiene una sociedad de movilizarse o actuar de manera colectiva, 
sino que se debe considerar también la capacidad política y social de procesar 
los conflictos existentes, sean estos pocos o muchos, y el conjunto de imagina-
rios colectivos instalados en la sociedad, es decir, un aspecto más propiamente 
cultural vinculado con la conflictividad. Así, un contexto caracterizado por 
una sociedad y un ambiente político capaces de asumir el conflicto como una 
oportunidad para la modificación de ciertas condiciones, más que un perjui-
cio o un freno para el desarrollo, tiene mayores capacidades para procesarlo y 
avanzar en democracia. En este mismo sentido, una sociedad que se moviliza, 
pero asume su movilización y la protesta como una oportunidad para buscar 
y generar acuerdos (o condiciones para acuerdos) antes que como una forma 
de imponer una visión o una agenda, es una sociedad con capacidad de pro-
cesamiento del conflicto.

Entonces, en lo que hace a la sociedad, por una parte, la capacidad de proce-
samiento del conflicto sería la capacidad que esta tiene de actuar en colectivo, 
de movilizarse y de protestar; por otra, la capacidad de dotar de legitimidad 
a estos procesos a partir tanto de la socialización pública de la información 
como de la participación de los propios actores bajo una lógica constructivista. 

Desde el Estado, la capacidad de procesamiento de conflictos estaría dada 
tanto por las capacidades institucionales y partidarias para gestionarlos como 
por la forma en la que el Estado tiende a abordarlos. Así, existen Estados con 
capacidades de gestión de los conflictos, mediante una institucionalidad fuer-
te, y otros que los gestionan a través de medios no formales. En Latinoamérica 
predomina una débil estatalidad, en la cual los conflictos tienden a escalar 
por falta de marcos institucionales capaces de ofrecer soluciones y platafor-
mas de negociación. El Estado es un actor central en los juegos de poder y de 
conflicto, pero tiene limitada capacidad para gestionarlos y resolverlos con un 
sentido de cohesión social y de expansión democrática. Ello también explica, 
en parte, que en muchos países predomine una dimensión parainstitucional 
de la acción colectiva, en otras palabras, una gramática de relaciones entre 
Estado y grupos sociales que se mueve entre lo formal y lo informal.

Pero la capacidad de procesamiento del conflicto no sólo está establecida 
por la capacidad del Estado y de su institucionalidad de gestionarlo y/o me-
diarlo, sino también por la forma que tiene de interpretarlo y de abordarlo. 
Un abordaje positivo del conflicto no necesariamente implica capacidades ins-
titucionales fuertes, así como una institucionalidad débil no implica necesa-
riamente capacidades débiles de procesamiento. En este sentido, la capacidad 
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de procesamiento del conflicto estaría dada por la forma que tiene la institu-
cionalidad estatal de asumirlo(como una interpelación positiva de la sociedad 
o bien como una agresión de la sociedad a un orden dado). Por tanto, esta 
variable supone que, además de las capacidades institucionales de gestión del 
conflicto, importa el grado de tolerancia hacia la acción colectiva (entendida 
como una manifestación democrática), el cual estaría vinculado con un imagi-
nario político y social positivo del conflicto. 

narrativa de los escenarios

A partir de las dos variables explicitadas, es posible identificar cuatro escena-
rios probables de conflictividad en América Latina para el período 2012-2015:

•	 El de países en los que prima la distensión social y se tiende a un 
orden conflictivo constructivo y plural (escenario 1).

•	 Un escenario en el cual los países guardan un orden institucional 
rígido o desproporcionado, cuyo abordaje del conflicto tiende a 
ser represivo o a negar el conflicto (escenario 2). 

•	 El de países con alta vulnerabilidad frente a rupturas e importan-
tes limitaciones en la predisposición constructiva hacia el conflicto 
(escenario 3).

•	 Un escenario en el cual los países mantienen un orden inestable 
originado por capacidades de procesamiento del conflicto, pero 
tienen dificultades para gestionar un malestar social generalizado 
(escenario 4). 

escenario 1. el orden conflictivo, constructivo y plural
Se trata del mejor escenario, en el cual el conflicto se asume como una expre-
sión de la democracia tendiente a reducir o cerrar brechas sociales estructu-
rales, tales como la pobreza y las desigualdades. Por tanto, persiste un clima 
social positivo que, sin embargo, coexiste con una conflictividad media, sobre 
todo en conflictos por reproducción social (por umbrales ampliados) e ins-
titucionales (por mejoras en la gestión pública). Aquí, el conflicto es una vía 
para el establecimiento de espacios de negociación institucionalizados.

La sociedad tiene una gran predisposición a la acción colectiva y genera 
importantes grados de conflictividad de nivel medio. Los actores movilizados 
asumen el conflicto como una vía para modificar y visibilizar situaciones per-
cibidas como injustas, o para mejorar sus condiciones de vida. Es decir, es una 
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sociedad que actúa y legitima su accionar a partir de un abordaje positivo del 
conflicto.

Por otra parte, hay un sistema institucional con capacidad para gestionar 
los conflictos, ya sea a través de canales formales o parainstitucionales que, de 
una u otra forma, logran trascender hacia plataformas de negociación y solu-
cionarlos antes de que se produzcan brotes violentos. La parainstitucionalidad 
asume el conflicto como una alerta social de ciertas condiciones que pueden 
degenerar en malestar generalizado y, por tanto, busca responder con decisio-
nes concretas a la interpelación.

escenario 2. el orden desproporcionado, rígido e inercial
Se trata de un escenario en el que la conflictividad es media o baja, pero con 
una importante tendencia a la radicalización. Se da sobre todo en correspon-
dencia con Estados de mediana legitimidad, débil participación ciudadana 
y en los que existen dificultades para asumir los desafíos que plantean los 
conflictos sociales. 

En este escenario, se deben considerar dos elementos para entender la di-
námica de radicalización: por un lado, existe una cultura de la represión insta-
lada en las fuerzas de seguridad y en la institucionalidad estatal; por otro, una 
tendencia a negar la conflictividad como una vía con potencial transformador. 
En el primer caso, prima una hiperinstitucionalización que se inclina a repri-
mir el conflicto por asumirlo como una agresión al orden democrático. Este 
abordaje tiende a ser la respuesta de una sociedad cuya cultura política ha 
sido moldeada, en gran medida, por períodos muy autoritarios y represivos. 
En el segundo caso, se trata de sociedades que perciben el conflicto como una 
obstaculización para el desarrollo y, por tanto, lo asumen como una expresión 
que deteriora el progreso.

Si bien en este escenario prima la distensión social, los nichos de malestar 
tienen dificultades para encontrar canales de expresión. Es un escenario en 
el cual los Estados tienen capacidades limitadas para gestionar el conflicto, ya 
sea por cómo lo abordan, en sentido cultural, o por la forma aplicada técnica-
mente para gestionarlo. 

escenario 3. el orden vulnerable a rupturas regresivas
Se trata de un escenario en el que el Estado no tiene capacidad para gestionar 
la creciente inestabilidad. Son Estados en los que existe una progresiva percep-
ción de frustración y en los que el sentido de marginación de los individuos y su 
sentimiento de injusticia tienen potencial para transformarse en insatisfacción y 
malestar, que pueden conducir a manifestaciones relativamente violentas. 
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Las demandas sociales no son sólo una expresión de la desigualdad y las bre-
chas sociales, sino que se trasladan a la arena institucional, cuestionando sus 
debilidades crónicas y su incapacidad de inclusión. En estos países existe un 
problema casi estructural de gestión de los conflictos que tiende a degenerar 
por la incapacidad política institucional y estatal de atender las demandas e 
identificar las necesidades y urgencias de la población. 

Son Estados que deben gestionar un importante número de conflictos en 
los que existe un malestar acumulado derivado de una percepción social con-
siderada injusta; los conflictos escalan por falta de marcos institucionales ca-
paces de ofrecer soluciones y a esto se le suman, además, tendencias y percep-
ciones de inseguridad y de violencia. 

escenario 4. el orden inestable, saturado e insuficiente
Este escenario se caracteriza por una alta conflictividad, que tiende a superar 
las capacidades institucionales de gestión de los conflictos y deriva de una im-
portante capacidad de movilización colectiva de la sociedad que, sin embargo, 
no siempre se traduce en acuerdos y resultados. 

En esta tipología de países, el Estado es el actor más fuerte y el que centra-
liza el malestar colectivo, pero es incapaz de gestionar la progresiva fragmen-
tación de los actores y la multiplicación de las demandas. Se trata de sistemas 
con bajo desempeño institucional y administrativo en los que las limitaciones 
se traducen en un deterioro de la legitimidad de sus gobiernos.

Desde el lado estatal, prevalece una actitud de relativa tolerancia al conflicto 
(dado que se genera un imaginario que lo percibe como una manifestación 
democrática), mientras que la sociedad lo asume más como una vía de impo-
sición que de generación de condiciones para la negociación. Por tanto, la 
relación entre la institucionalidad estatal y la sociedad posee un potencial para 
dar un salto constructivo, pero está limitado por debilidades institucionales y 
por la sobrecarga de demandas. 

Aquí se desarrolló un ejercicio de simulación con un grupo de expertos lati-
noamericanos para detectar tanto la situación como las tendencias de media-
no plazo en los diferentes países de la región. El gráfico 9.1 ilustra la situación 
y las tendencias regionales encontradas.1 

1  El 1 y 2 de junio de 2011 se realizó un taller de validación del Informe con 
expertos internacionales de distintos países de América Latina y académicos 
bolivianos. En dicho taller, además de discutir el Informe, se construyeron 
los escenarios de simulación de conflictos que se presentan en este capítu-
lo e ilustran la complejidad de las tendencias históricas de la región en el 
momento actual.
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Gráfico 9.1. Escenarios y evoluciones de la conflictividad

Clima social

Chi Col

Par

Sal

Arg

Ven

Hnd

Gua

Mex Bol Ecu

Rep. Dom

Per

C. Rica
Bra

Uru

Capacidad de
procesamiento
de con�ictos

Fuente: Elaboración propia.

El escenario 1 se caracteriza por presentar climas sociales relativamente posi-
tivos y una importante capacidad de procesamiento de conflictos. En este cua-
drante se encuentran –aunque con importantes diferencias entre sí– Uruguay, 
Brasil, Costa Rica y Argentina. Según los resultados del taller de expertos, en el 
mediano plazo estos países tenderían a no moverse de los marcos de su escena-
rio, y muestran tendencias hacia un mejoramiento del clima social y un mejor 
constructivismo político. No se vislumbran grandes cambios en este escenario.

Por el contrario, en el escenario 3 se encuentran los países que en la co-
yuntura actual tienen problemas generados por un clima social deteriorado 
y limitaciones para procesar los conflictos: Venezuela, Guatemala, México y 
Honduras. Este escenario tiene probabilidades similares a las del anterior de 
evolucionar hacia el mejoramiento del clima social, como también hacia el 
incremento de su capacidad de procesamiento de conflictos. Es probable que 
este cambie en términos positivos sin que quede por completo descartada la 
posibilidad de llegar a situaciones de caos.

El escenario 2, caracterizado por un clima social relativamente positivo, 
pero con baja capacidad de procesamiento de conflictos, está compuesto por 
Chile, Colombia y Paraguay; aquí existen dos proyecciones probables para el 
mediano plazo. Por un parte, estos países –o algunos de ellos– podrían evolu-
cionar hacia el escenario 1, mientras que otros, o el conjunto de ellos, podrían 
tender hacia el escenario 3.
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Por último, en el escenario 4 se encuentran países con importantes capa-
cidades de procesamiento de conflictos, pero con climas sociales complejos; 
entre ellos están El Salvador, Bolivia, Ecuador, Republica Dominicana y Perú. 
Aquí también los escenarios podrían evolucionar hacia situaciones más favo-
rables como los escenarios 1 o 2 o, por el contrario, entrar en fases de crisis y 
de mayor conflictividad que los conduzca al escenario 3.

La multiplicidad de situaciones visualizadas en la región así como la diversi-
dad de los escenarios de conflictividad en el mediano plazo ilustran las poten-
cialidades y los límites de la capacidad que tienen los actores en los distintos 
países en la región para evolucionar hacia órdenes conflictivos más democrá-
ticos, pero también más sólidos para procesar los desafíos de una economía 
constantemente en cambio y en riesgo.

Es por esto que el constructivismo social y político representa la mejor 
opción que estas sociedades pueden adoptar para imaginar mejores futuros 
posibles.





Guía metodológica

definiciones

Conflicto social
En el marco de este trabajo se adopta una definición clásica de conflicto social, 
entendido como un proceso de interacción contenciosa entre actores sociales 
e instituciones, movilizados con diversos grados de organización y que actúan 
de manera colectiva de acuerdo con expectativas de mejora, de defensa de la 
situación preexistente o proponiendo un contraproyecto social.1 Un conflicto 
social surge cuando un grupo social, actor o movimiento social (obreros, em-
presarios, campesinos, indígenas, maestros, movimiento cívico, estudiantes, 
gremios, universitarios, etc.) expresa una situación de malestar colectivo de 
forma hostil a través de demandas y medidas de presión violentas (huelgas, 
marchas, motines, movilizaciones, tomas de instalaciones, paros, revueltas, 
etc.) contra alguna instancia pública (presidente, gobierno central, gobier-
nos locales) o privada (empresarios, asociación o empresa particular) a la(s) 
que considera responsable(s) de dicha situación. Esta definición de conflicto 
restringe el campo de indagación y se focaliza en los agentes, las tipologías y 
las formas del conflicto que encarnan de modo más directo la relación entre 
Estado y sociedad civil (en particular, entre institucionalidad y movimientos 
sociales, como expresión organizada, activa y movilizada de la sociedad civil). 

Conflictividad 
La categoría de conflicto social es útil para observar y analizar un conflicto 
social coyuntural, pero no da cuenta de una visión de conjunto y de las si-
tuaciones que se producen cuando los conflictos se propagan, extienden y 
perpetúan. Entonces, es importante introducir la noción de conflictividad, 
porque da cuenta de una situación de conjunto, no de un hecho particular. 
Para Carlos Sarti:

1  Adaptación de la definición de Cadarso y Pedro (2001). 
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la conflictividad es una resultante histórica que deviene a partir de si-
tuaciones complejas, de conflictos multidimensionales y multicausales 
que con el correr de los años no lograron resolverse en sus raíces más 
profundas, y por consiguiente, estas se arraigaron; atraviesan o tienen 
ingredientes (como causa, y a la vez, como efecto) que con el tiempo 
se dinamizan, intersecan y realimentan mutuamente (2007: 196). 

La conflictividad entonces no es sólo la suma de los conflictos puntales, sino 
estos más las relaciones que se establecen a partir de ellos. De ahí se podrían 
mirar las tendencias de este conjunto considerando agregados sociales y no 
actores singulares. 	

análisis de contenido

consideraciones sobre la información obtenida
Quisiéramos señalar aquí algunas limitaciones implícitas en nuestro enfoque 
metodológico. En primer lugar, la definición operativa de conflicto social que 
se utiliza para el monitoreo de la prensa está enfocada en la protesta y los 
mecanismos de acción colectiva llevados a cabo por movimientos o grupos 
social legales y que no tienen objetivos terroristas o violentos. Esto excluye a 
movimientos y grupos guerrilleros (como las FARC colombianas o el EZLN en 
México), organizaciones criminales vinculadas con las redes del narcotráfico, 
así como las formas de violencia doméstica y urbana. En particular, en algunos 
países de la región este límite no permite captar formas de conflicto esenciales 
para entender algunas dinámicas centrales tanto de la conflictividad como de 
sus consecuencias para la gobernabilidad. 

En segundo lugar, existen limitaciones también en la muestra de periódicos 
y en las metodologías adoptadas en el monitoreo de la prensa. Se consideran 
3 o 4 periódicos por cada país, dependiendo del tamaño poblacional, lo cual 
es suficiente para tener una visión nacional de la lectura que la prensa hace de 
los conflictos desde distintas orientaciones políticas. Sin embargo, la muestra 
resulta escasa para captar el total de los conflictos, sobre todo a nivel local. 

En tercer lugar, hay que tener en cuenta las limitaciones de cualquier estu-
dio cuantitativo que se base en los medios de comunicación. La recolección 
de la información a partir del seguimiento cotidiano de fuentes periodísticas 
nacionales de los países considerados plantea sin duda una primera limitación, 
difícil de superar por estar relacionada con el tratamiento de los conflictos 
por parte de los medios de comunicación. Se debe considerar el fenómeno de 
“invisibilidad social” del conflicto como proceso y de su historicidad por parte 
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de los medios. Como señala el Observatorio Social de América Latina (OSAL): 
“ya sea a través de la censura lisa y llana de ciertos conflictos o por un abordaje 
segmentado y fragmentante, que podríamos denominar como ‘ocultar mos-
trando’”, se disuelve la historicidad de los procesos sociales. Así, en el trata-
miento mediático estos conflictos aparecen, en la mayoría de los casos, como 
hechos aislados, sin antecedentes históricos y sin inscripción temporal y social, 
dificultando la comprensión de las continuidades y rupturas en las que se ins-
criben. Es por esto que el presente informe contempla un análisis histórico de 
la evolución de los conflictos en la región. Se trata de amortiguar estos proble-
mas incluyendo en la base de datos el desarrollo cronológico de los conflictos 
y tratando así de trascender la fragmentación que no considera el contexto 
histórico y alimentar una perspectiva de proceso de la conflictividad social. 

conflictograma 
El conflictograma2 se define como un gráfico que permite realizar un segui-
miento –sobre una escala predeterminada– de cómo la dinámica del conflic-
to sufre procesos de radicalización y desescalamiento a lo largo de una línea 
temporal, donde la radicalización significa un movimiento ascendente hacia 
magnitudes mayores de conducta conflictiva y el desescalamiento, un despla-
zamiento hacia magnitudes menores (Kriesberg, 1999: 190 y 191). Se elabora 
a partir de una matriz categorial que permite recoger, de modo sistemático, 
información sobre diversos conflictos. El gráfico la sintetiza presentando un 
cuadro casi exacto de su desarrollo, parecido a un electrocardiograma, pues 
muestra subidas y bajadas de intensidad y puntos de inflexión, y marca proce-
sos siempre irregulares. 

formas de detección de noticias relacionadas con conflictos

La metodología con la cual se trabaja consiste en hacer un seguimiento diario 
de las noticias sobre conflictos sociales que aparecen publicadas en los perió-
dicos más importantes de los países seleccionados de la región, para luego pro-
cesarlas en un sistema de monitoreo, registro y análisis diseñado para ese fin. 
Para llevar a cabo este proceso, se contrató en una primera fase a la empresa 

2  Este término fue acuñado originalmente por los investigadores Roberto 
Lazerna y Fernando Calderón del Centro de Estudios de la Realidad Econó-
mica y Social (CERES).
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de monitoreo de medios Notilog PR Newswire (de alcance regional),3 a fin de 
que provea las noticias sobre conflictos sociales en 16 países latinoamericanos. 
Por su parte, la Fundación UNIR Bolivia aportó la información sobre conflic-
tos acontecidos en Bolivia (Notilog no contaba con un corresponsal en el país 
y por tanto no se encontraba en condiciones de brindar esta información).

criterios de selección de fuentes periodísticas

Luego de un proceso de consultas y análisis de los países seleccionados, se 
construyó un listado de 54 periódicos que constituyeron la materia prima para 
el armado del conflictograma latinoamericano. Estos fueron seleccionados 
no sólo de acuerdo al volumen de su tiraje y su alcance geográfico de distri-
bución, sino también por sus tendencias ideológico-políticas y sus niveles de 
credibilidad y seriedad periodística. 

Lista de medios seleccionados para el monitoreo 

País Medios

Argentina

Clarín
La Nación
La Prensa
Página/12

Brasil 

Jornal do Brasil
O Estado de São Paulo
Jornal de Brasilia
O Globo

Chile
El Mercurio
La Nación
La Tercera

Paraguay
ABC Color
La Nación
Crónica

Uruguay
El País
El Observador
La República

3  <www.notilog.com>.
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País Medios

Bolivia

La Razón

Los Tiempos

El Deber

Colombia

El Tiempo

El Colombiano

El Espectador

Ecuador

El Universo

El Mercurio

Expreso

Perú

El Comercio

Expreso

Correo

Venezuela

El Universal

Últimas Noticias

El Diario de Caracas

Costa Rica

Al Día

La Nación

La República

El Salvador

El Diario de Hoy

La Prensa Gráfica

El Mundo

Guatemala

El Periódico

Prensa Libre

La Hora

Honduras

La Tribuna

El Heraldo

La Prensa

México

El Universal

Excelsior

La Jornada

Reforma

Panamá

El Panamá América

La Estrella de Panamá

La Prensa

República 
Dominicana

El Nacional

Diario Libre

El Día
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sistematización del conflicto

Para el proceso de elaboración y tipificación de la información que de-
bía ser volcada en la base de datos de seguimiento de la conflictividad en 
América Latina se utilizó un conjunto de variables que serán detalladas a 
continuación. 

Ubicación geográfica
Se divide en dos niveles. El primero se refiere a la primera subdivisión políti-
co-administrativa (municipio, departamento, Estado) que es el epicentro del 
conflicto. El segundo nivel es el nombre específico del lugar del conflicto. 

Tiempo 
Existen dos indicadores temporales. El primero corresponde a la fecha en la 
que el conflicto acontece. El segundo, a los episodios del conflicto y su dura-
ción, dependiendo del seguimiento que los periódicos le den a cada uno. 

Demanda
La demanda es la petición declarativa que el actor demandante presenta a su 
par demandado circunstancial, y que sostiene y fundamenta, desde su propia 
lógica oposicional, el asunto conflictivo. Desde este punto de vista, además de 
ser la solicitud/exigencia de una acción claramente reconocible en su formu-
lación –en parte por una obvia necesidad de legitimación pública–, la deman-
da es el correlato natural del asunto del conflicto desde la perspectiva de los 
intereses y/o posición del actor demandante. Así, la demanda presupone el 
punto de desacuerdo que, una vez satisfecho su origen y/o estímulo, redunda 
en el repliegue del actor demandante y en la “superación” del conflicto. Un 
pedido de aumento salarial es un buen ejemplo de demanda.

Demandas por reproducción social simple y ampliada
•	 Demanda ampliada: sucede cuando la productividad del trabajo es 

alta; entonces, la reproducción de la sociedad y de la fuerza de 
trabajo tiende a ser ampliada, es decir, se busca ir hacia estándares 
medios de vida de la población.

•	 Demanda simple: se da cuando la productividad del trabajo es baja; 
entonces, la reproducción de la sociedad que prima es la simple, 
es decir, se buscan las condiciones mínimas de subsistencia, el 
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consumo colectivo básico que incluye la provisión de agua pota-
ble, salud, educación y vivienda. 

Actores y sectores
Los actores son los protagonistas del conflicto, o las partes involucradas en 
él. Entelman (2002) los califica como adversarios u oponentes y distingue 
entre actores individuales (personas físicas) y colectivos (organizados o no 
organizados). 

Actor demandante
Es la persona, grupo de personas, representante(s) o miembro(s) de una orga-
nización o institución, que ejerce(n) presión para lograr un determinado objeti-
vo que es incompatible con el objetivo del actor demandado (Entelman, 2002). 

Actor demandado
Es la persona, grupo de personas, representante(s) o miembro(s) de una orga-
nización o institución hacia quien(es) se dirige o expresa la medida de presión 
que busca la satisfacción de una demanda o la consecución de un objetivo.

Actores en la Red
Internet no es sólo un gran mercado, sino también una fuente de interac-
ción política y social entre actores (Fuchs, 2006). Los que participan en la red 
pueden ser muy diversos: ciudadanos, grupos, organizaciones, movimientos 
sociales, etcétera.

el nuevo espacio público
Las nuevas formas de comunicarse han determinado la utilización intensiva de las 
tecnologías de información y comunicación (TIC) en el espacio público. Este se 
entiende como el lugar de “encuentro” (PNUD-PAPEP, 2008b), donde las ideas 
y los valores se forman, se transmiten se respaldan y combaten (Castells, 2009). 

campos de conflicto
Pueden definirse como el conjunto de acciones y demandas construidas por 
los diferentes movimientos sociales que expresan sus identidades, intereses, 
producciones y orientaciones, y que corresponden a las relaciones sociales 
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involucradas y a los intereses de poder en juego (adaptación de la definición 
de Calderón, 1986: 341).

sectores 	
Después de identificar los principales actores intervinientes en un conflicto, se 
los clasifica según el sector al que pertenecen:

•	 Gobierno central: instituciones o personas pertenecientes al poder 
ejecutivo central (gobierno central, gobierno nacional, gobierno 
federal, etc.).

•	 Gobierno local: instituciones o personas pertenecientes a los gobier-
nos locales, cuya denominación puede variar de acuerdo al país 
(alcaldía, ayuntamiento, municipalidad, etc.).

•	 Gobierno regional: instituciones o personas pertenecientes a los go-
biernos regionales, cuya denominación puede variar de acuerdo 
a la división político-administrativa o forma de gobierno de cada 
país (provincia, departamento, estado, etc.).

•	 Legislativo central: instituciones o personas pertenecientes a los 
poderes legislativos nacionales, cuya denominación puede variar 
de acuerdo al país (Congreso de la Nación, Asamblea Legislativa 
Plurinacional, etc.).

•	 Legislativo local: instituciones o personas pertenecientes a los 
poderes legislativos locales, cuya denominación puede variar de 
acuerdo al país (concejo deliberante, concejo municipal, etc.).

•	 Legislativo regional: instituciones o personas pertenecientes a los 
poderes legislativos regionales, cuya denominación puede variar 
de acuerdo al país (asambleas legislativas departamentales, legisla-
turas provinciales, congresos estatales, etc.).

•	 Poder Judicial: instituciones o personas pertenecientes al poder 
judicial (por ejemplo, cortes supremas de justicia, tribunales supe-
riores de justicia, juzgados/jueces, etc.).

•	 Agricultura: instituciones, organizaciones, grupos o personas cuya 
actividad es la agricultura (por ejemplo, productores agrícolas).

•	 Caza: instituciones, organizaciones, grupos o personas cuya activi-
dad es la caza.

•	 Comercio: organizaciones, grupos o personas cuya actividad es el 
comercio (por ejemplo, comerciantes informales).

•	 Comunicaciones: instituciones, organizaciones, grupos o personas 
que operan en el ámbito de las comunicaciones (por ejemplo, 
medios de comunicación).



guía metodológica  291

•	 Construcción: instituciones, organizaciones, grupos o personas que 
operan en ese rubro (por ejemplo, organizaciones profesionales, 
sindicales, etc.).

•	 Cooperación internacional: miembros o representantes de institucio-
nes de cooperación internacional.

•	 Cultura: instituciones, organizaciones, grupos o personas que se 
desempeñan en el ámbito de la cultura (por ejemplo, museos, 
organizaciones profesionales, sindicales, etc.).

•	 Educación: instituciones públicas o privadas, organizaciones o perso-
nas pertenecientes al ámbito de la educación (por ejemplo, escuelas, 
universidades, organizaciones sindicales, profesionales, etc.).

•	 Empresarial: empresas privadas de diferentes rubros no contempla-
dos en las demás categorías.

•	 Energía: instituciones, organizaciones, grupos o personas cuya 
actividad está ligada al ámbito de la energía.

•	 Financiero: instituciones, organizaciones, grupos o personas cuya 
actividad está ligada al sistema financiero. 

•	 Forestal: instituciones, organizaciones, grupos o personas ligadas a 
la actividad forestal.

•	 Fuerzas Armadas: miembros de las Fuerzas Armadas.
•	 Ganadería: instituciones, organizaciones, grupos o personas cuya 

actividad es la ganadería.
•	 Grupos étnicos: organizaciones o personas que pertenecen a 

un grupo étnico o se identifican con él (por ejemplo, pueblos 
indígenas). 

•	 Grupos irregulares: organizaciones o personas pertenecientes a 
grupos caracterizados por su actividad asistémica (por ejemplo, 
grupos armados).

•	 Hidrocarburos: instituciones, organizaciones, grupos o personas 
cuya actividad está ligada al sector hidrocarburos (por ejemplo, 
empresas hidrocarburíferas).

•	 Iglesia: miembros de iglesias de diferentes religiones.
•	 Industrial: instituciones, organizaciones, grupos o personas 

cuya actividad está ligada a la industria (por ejemplo, empresas 
metalúrgicas).

•	 Minería: instituciones, organizaciones o personas cuya actividad es 
la minería.

•	 ONG: Organizaciones no gubernamentales.
•	 Organizaciones políticas: partidos políticos u otras organizaciones 

que participan de la competencia electoral.
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•	 Otras organizaciones de la sociedad civil: organizaciones sociales 
que no pueden ser clasificadas en el resto de las categorías (por 
ejemplo, organizaciones sindicales, cívicas, de derechos huma-
nos, etc.).

•	 Otros: otros actores que no pueden ser clasificados en ninguna de 
las categorías disponibles (por ejemplo, los “ronderos” en Perú).

•	 Otros actores estatales: entidades u organizaciones que no pueden 
ser clasificadas en las demás categorías (por ejemplo, sindicatos de 
empleados públicos).

•	 Otros servicios: instituciones públicas o privadas, organizaciones, 
agrupaciones o personas que prestan servicios, que no pueden ser 
clasificadas en las demás categorías (por ejemplo, servicios portua-
rios, servicios de correos, etc.).

•	 Actores circunstanciales: personas que no pertenecen a grupos, 
organizaciones o instituciones. Se utiliza esta categoría cuando el 
cuestionamiento proviene o se dirige a la persona en sí, más allá 
del cargo que ocupa. 

•	 Pesca: instituciones, organizaciones o personas cuya actividad es la 
pesca.

•	 Policía: miembros de la Policía de los diferentes países.
•	 Salud: instituciones públicas o privadas, organizaciones o personas 

pertenecientes al ámbito de la salud (por ejemplo, hospitales, 
clínicas, sindicatos profesionales, etc.).

•	 Transporte: instituciones públicas o privadas, organizaciones o 
personas pertenecientes al rubro del transporte (por ejemplo, 
empresas/sindicatos de taxis, mototaxis, trenes, metros, etc.).

•	 Turismo y hotelería: instituciones, organizaciones o personas per-
tenecientes al rubro del turismo (por ejemplo, hoteles, servicios 
turísticos, organizaciones profesionales o sindicales, etc.).

•	 Vecinal/comunal: personas, organizadas o no organizadas, cuyo 
referente de identificación es geográfico (por ejemplo, Juntas Ve-
cinales, pobladores de un determinado barrio, habitantes de una 
determinada zona, etc.).

tipología de los conflictos

La actividad conflictiva en cualquier sociedad se genera en torno a tramas in-
ternas irresueltas, esto es, tensiones y problemáticas que afectan la vida diaria 
de sus miembros. Dependiendo de las características del tipo de sociedad que 
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se pretenda abordar, existirán temáticas más sensibles que otras, algunas de 
ellas con niveles de potencialidad convulsiva tan fuertes que pueden causar en 
poco tiempo crisis y/o inestabilidad en la gobernabilidad. 

El análisis de conflictos a través de su agrupación en diferentes categorías 
o, en otras palabras, la creación de tipologías de conflictos, permite un mayor 
conocimiento de los ejes sensibles, puesto que logra evidenciar esa diversi-
dad de carencias, tensiones y/o demandas que deberán ser atendidas por los 
diferentes actores implicados (en la mayoría de las ocasiones, por entidades 
gubernamentales y administrativas del país). En esta línea, varios autores han 
ensayado clasificaciones en función a ciertos criterios, como nivel de visibili-
dad, relaciones de poder, funcionalidad conflictiva, agresividad o violencia 
(Redorta, 2007: 89-91). Por supuesto, la precisión de una u otra clasificación 
dependerá del énfasis que se quiera hacer en determinadas características. 

En el marco de este libro, y siguiendo la experiencia exitosa del trabajo de 
análisis de conflictos de la Fundación UNIR en Bolivia, se propone una clasi-
ficación de los conflictos a partir de las demandas. La especificación de dicha 
tipología es la siguiente: 

•	 Laboral/salarial: se refiere a todo conflicto relacionado con la me-
jora de condiciones laborales, requerimientos salariales, reincor-
poración/despido de personal, etc.; es decir, a puntos de diver-
gencia respecto de los pactos contractuales entre el empleado y el 
empleador.

•	 Prestación de servicios públicos: se refiere a todo conflicto generado 
por falta o deficiencia de obras públicas (caminos, escuelas, hos-
pitales, etc.) en determinada zona, así como por la (in)capacidad 
de una instancia de gobierno de cumplir con el otorgamiento de 
servicios básicos. 

•	 Otros conflictos socioeconómicos: se refiere a conflictos que afectan 
la economía de sus protagonistas o con el mantenimiento del 
statu quo, ya sea mediante la promulgación de medidas especí-
ficas o por una situación general de malas condiciones de vida. 
Atraviesa diferentes posibilidades, como políticas económicas, 
aumento o disminución de precios o tarifas de bienes y servicios, 
demandas de nacionalización o privatización de empresas, pér-
dida del poder adquisitivo, aumento presupuestario, entre varias 
otras. 

•	 Administración de recursos económicos: esta categoría hace referencia 
a los conflictos suscitados por la manera en que son distribuidos 
los recursos económicos, ya sea en niveles estatales o privados, y a 
su aumento o disminución.
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•	 Cuestionamiento y/o reconocimiento de autoridad: se refiere a la 
demanda de renuncia, revocación de mandato, ratificación 
o restitución de una autoridad pública o privada, así como a 
pedidos de reconocimiento/legitimación de representantes 
elegidos. 

•	 Ideológico-político: corresponde a las pugnas entre facciones, en ge-
neral entre partidos políticos, grupos internos que los conforman 
o sectores afines, alrededor de visiones políticas contrapuestas que 
son llevadas al plano del enfrentamiento.

•	 Recursos naturales y medio ambiente: son los conflictos generados por 
problemas en el uso de los recursos naturales y por el deterioro de 
la calidad ambiental debido a acciones específicas, llevadas a cabo 
por instancias públicas o privadas. 

•	 Tierra: son conflictos por disputas de tierra y territorios entre dos 
o más actores, pedidos de otorgamiento u ocupaciones ilegales de 
territorios o infraestructuras agrarias con la intención de apode-
rarse de ellos para uso propio. 

•	 Límites político-administrativos: se refiere a conflictos limítrofes 
entre comunidades o unidades políticas más grandes, así como los 
vinculados con los derechos de entes administrativos a regir en de-
terminados espacios geográficos. En otras palabras, son conflictos 
de jurisdicción. 

•	 Situación/medidas legales: conflictos por la aprobación o derogato-
ria de normas en los que el propio instrumento legal es el centro 
del conflicto, y no el contenido sobre el que versa. 

•	 Gestión administrativa: involucra demandas generadas por observa-
ciones, o desacuerdos con la manera en la que se realiza la gestión 
institucional, tanto en el ámbito público como en el privado.

•	 Valores/creencias/identidad: conflictos referidos a la defensa y reivin-
dicación de ciertos rasgos culturales o de género en determinados 
sectores de la sociedad.

•	 Derechos humanos: conflictos generados por la violación de 
derechos de las personas o demandando su reconocimiento y 
respeto. 

•	 Seguridad ciudadana: reclamos vinculados con la falta de protec-
ción de la población frente a hechos delictivos. La demanda de 
garantía de seguridad de los ciudadanos, mediante la presencia fí-
sica policial en las calles, es una de sus frecuentes manifestaciones.

•	 Incumplimiento de convenios: se refiere a compromisos no cumplidos 
entre dos o más partes; este tipo de conflicto tiene como antece-
dente inmediato otro conflicto anterior.
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•	 Otro: todo conflicto cuya referencia no se encuentre especificada 
en las categorías anteriores. 

Por último, es importante destacar que a veces es difícil clasificar los conflic-
tos, en la medida en que estos no encajan perfectamente en una sola categoría 
y pueden ser catalogados en varias de ellas. 

medidas de presión

Las medidas de presión en los conflictos sociales son todas aquellas acciones 
–de carácter violento o no– llevadas adelante por un actor demandante en 
las cuales se afecta a personas ajenas al conflicto o al actor demandando, con 
el fin de ejercer la presión necesaria para obtener la satisfacción más efectiva 
de su demanda. Existen medidas que implican la suspensión de actividades 
(huelgas de hambre, paros, etc.) y otras que, por el contrario, involucran el 
despliegue de actividades (marchas, bloqueos, etc.). 

evolución del conflicto

La evolución de un conflicto es un factor que debe ser considerado siempre 
que se quiera hacer un análisis completo. Al inicio de su ciclo vital, se desarro-
lla un proceso denominado “radicalización”, en el que de manera paulatina, 
y a través del uso de ciertas medidas de presión, se produce un deterioro de 
la situación. Por otro lado, una vez superada esta instancia, el curso normal 
de la dinámica conflictiva es entrar en lo que se denomina “desescalamiento” 
o conjunto de sucesos y hechos que logran dar un final formal al conflicto 
(Entelman, 2002).

Otra forma de entender estos procesos es verlos como modificaciones de la 
intensidad de la conducta conflictiva de una relación social que, por ser tal, 
es recíproca. Es decir que todos estos procesos se dan como producto de una 
interacción social en la que uno de los actores realiza una acción de la que se 
hace responsable, generando así una reacción en el otro que, dependiendo de 
su visión y de su perspectiva, será de mayor o menor intensidad. 
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radicalización 

La radicalización puede entenderse como un conjunto de medidas de presión 
asumidas por uno de los actores en conflicto –en general, el actor deman-
dante– y que inician el ciclo vital del conflicto. Sin embargo, es importante 
aclarar que no sólo una medida de presión puede desencadenar el inicio del 
ciclo, sino que en ocasiones es suficiente con que una de las partes realice un 
anuncio de movilización o ultimátum para que comience el proceso (Redorta, 
2007).

En este marco, para la realización del análisis de la conflictividad se utilizan 
cinco niveles de desplazamiento: preconflicto (1), manifiesto (2), confronta-
ción (3), enfrentamiento violento (4), y crisis de gobernabilidad (5). Según la  
dimensión e intensidad de las medidas de presión, se puede catalogar a cada 
conflicto en uno de los niveles, siendo 1 el menos violento y 5 el más violento. 

desescalamiento

Entendemos el desescalamiento como la disminución de los niveles de violen-
cia y agresión de ambas partes en la búsqueda de una salida al conflicto. Alcan-
zar un acuerdo no siempre significa que el conflicto ha terminado, ya que en 
ocasiones, a pesar de darse una salida propicia, alguno de los actores mantiene 
sus medidas de confrontación puesto que consideran que sus demandas no 
han sido solucionadas de la mejor manera. 

Dentro de esta, y en el marco del análisis de conflictividad, se utilizan tres ca-
tegorías de tipificación: tregua/congelamiento/repliegue (-1), negociación/ 
arbitraje/mediación (-2), acuerdo/desmovilización indefinida (-3).
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Tabla de niveles de radicalización del conflicto

Nivel de 
radicalización 

(nº)
Características

Preconflicto 
(1)	

Es el momento inmediatamente anterior a 
la práctica de medidas de presión de hecho. 
Las declaraciones de estado de emergencia, 
movilización permanente, etc., así como los 
anuncios de medidas de presión, las amenazas y los 
plazos perentorios son característicos de este nivel.

Manifiesto (2) 

Se ponen en práctica medidas de presión. Se 
realizan vigilias, marchas, paros, huelgas de 
hambre, bloqueos esporádicos de calles y/o 
carreteras, ocupaciones pacíficas de instituciones, 
etc.
Las medidas de presión se intensifican, amplían 
y/o refuerzan. Se dan huelgas de hambre con 
apoyo de terceros, crucifixiones, cosido de labios, 
tapiado, sacado de sangre, paros sectoriales 
indefinidos, paros cívicos, bloqueos sostenidos 
de carreteras, tomas violentas de instituciones, 
toma de rehenes, intentos de inmolación, cercos 
premeditados, emboscadas, etc. La actitud 
desafiante del demandante es el rasgo común en 
este nivel.

Confrontación 
(3)	

Se produce la represión de los demandantes por 
las fuerzas del orden o se dan enfrentamientos de 
aquellos con terceros. De manera independiente a 
la intensidad de los enfrentamientos, este nivel se 
caracteriza por la ausencia de heridos y/o muertos. 

Enfrentamiento 
violento (4) 
 

La represión o choque entre sujetos tiene un saldo 
de heridos y/o muertos en una o en ambas partes. 
Es común que el paso al siguiente nivel resulte de 
las reacciones propias de los implicados ante dicho 
saldo con bajas.

Crisis de 
gobernabilidad 
(5)	

Caracterizan a este nivel las acciones que 
pueden derivar en la puesta en peligro de la 
gobernabilidad y/o del sistema democrático. Las 
renuncias de autoridades del poder ejecutivo son 
comunes en este caso.
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Tabla de niveles de desescalamiento del conflicto 

Nivel de 
desescalamiento 

(nº)
Características

Tregua/
congelamiento/
repliegue (-1)

Hay un desescalamiento progresivo de la 
gravedad del conflicto. La disminución de 
la intensidad tiende hacia una negociación 
fructífera entre las partes enfrentadas.
La característica principal de esta primera 
fase del descenso en la gravedad es el cese de 
hostilidades.

Negociación/
arbitraje/
mediación (-2)

Prosigue la disminución gradual de la gravedad 
del conflicto, conseguida a partir de la fuerza 
progresiva de la comunicación.

Acuerdo/
desmovilización 
indefinida (-3)

Se establece el acuerdo y, con ese antecedente, 
se arriba al cumplimiento y/o satisfacción de 
las demandas de una de las partes. Se produce, 
finalmente, la transformación del conflicto.
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